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San José, 08 de agosto del 2005 

Doctor 
Daniel Gadea Nieto 
Director del Área de Investi~acióri 
Facultad de Derecho 
Presente 

Estimado Dirt'ctor: 

E! susci-i:o: O n ~ a r  Vnrgtis Ro.jas, en mi condici6n de Lector del trabajo final de 

maduaci6n, elaborado por los egesados f ~ n n i s  Astúa Garro, carné número 970383 y 

Alejendro X.iasís Jiménez, carné n l h e r c  972044, titulado "Abordaje de los Delitos 

No Lonvencionates Re!acionadas c ~ i !  KarcotráPrco, Robo de Vehiciilos y 

Corrupcif, conio Prioridad en ia Poiítica de Perswucitn del 3Iinisterio Púbiico"; 

manifiesto por medio ds la presente, que he revisgdo y comprobado que dicho trabajo, 

cuniple con les requisitos de forma y fondo exigidos por la Facuiiad de Derech~, por lo 

que doy mi aprobación para que el mismo sea sonietido a su disc.usion final. 



San José, 8 de julio, 2005. 

Doctor 
Daniel Gadea Nieto 
Director 
Área de Investigacioil 
Facultad de Derecho 

Estimado señor Director: 
He revisado el trabajo final de gaduaci8n elaboracio por los egresados Lennis 

Astúa Garro, carné 970383 y Alejzndrc P~iasís Jinénez, cñrné 972043, denominade 

"Abordaje de los ciciftos no conver,cicnzles reiacionzdos con 

narcotráfico, robo de vehículos y corrupción, corr~o prioridrid en la 

Polilica de PersecuciSn del _Minicteri~ Público.". 

Considero el presente trabajo es una seria investigació!~ doctrinaria y de campo, 

abarcó el análisis de expedientes judiciales y entrevistas con personas involucradas en la 

administración de justicia y relacionadas cori 13 política de persecución. 

Toman posición los estudiantes sobre la ingerencia de la criminalidad organizada 

en estas actividades delictivas, convirtiendo las mismas en delincuencia no convencional 

y proponen un mejoramiento en la implementación de las políticas de persecución 

La investigación final de Lennis y Alejandro cuinple a cabalidad con los 

requisitos de fondo y forma exigidos por la Facultad de Derecho por lo que gustosamente 

doy mi aprobación. 

Atentamente, 
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Sai  José, 12 de julio del 2005 

Doctor 
Daniel Gadea Nieto 
Director del Área de Investigación 
Facultad de Derecho 
Presente 

Estimado Señor Director: 

El suscrito, Álvaro Burgos Mata, en mi coiidición de Lector del trabajo final de 

graduación, elaborado por los egresados Lennis Astúa Carro, carné número 970383 y 

Alejandro R.Iasís Jiménez, carné número 972044, intitulado *.4Bordaje de  los Delitos i io 

Convencionales Relacionados con Narcotráfico, Robo de Vehículos y Corrupción, 

como Prioridad en la Política de Persecución del hlinisterio Pi~blico"; mai~ifiesto por 

iiizdio de la presente rriisiva, que he revisado y coniprobadc: que diciio trabajo, cutnp!e coi1 

los requisitos de farina y forido exigidos por !a Facultad de Dereclio, por lo que doy   ni 

aprobación para que el mismo sea sornetido a su discusión final. 

Sin otro particular; 

Dr. Avaro  Burgos Mata 
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Resumen del Trabajo: El presente trabajo se avoca a determinar si existe un falso 

abordaje de los delitos no convencionales, por parte del Ministerio Público, que provoque 

impunidad en esta materia; sea que ello se deba a motivos que tienen relación 

exclusivamente con la política de persecución de este ente persecutor, a razones ajenas a 

esta entidad, o a una combinación de ambos. Para ello se delimitará el concepto de política 

criminal y la correcta forma en que se debe elaborar este tipo de política estatal, 



diferenciándolo del concepto de política de persecución del Ministerio Público, con el cual 

está relacionado. Lo anterior, para comprender a cabalidad el contenido de estos conceptos, 

y así determinar si existe en nuestro medio una política criminal bien definida y una política 

de persecución correctamente articulada; que respondan a las necesidades imperantes en la 

sociedad. Las diferencias entre ambos conceptos, se realizan tanto a nivel teórico- 

doctrinario, como a nivel de su implementación práctica. 

Por otra parte, se diferencia entre delincuencia convencional y delincuencia no 

convencional, especialmente en lo que se refiere a las particularidades de la forma de 

ejecución de cada una; y relacionando estos conceptos con la noción criminológica del 

modus operandi del crimen organizado; estableciendo la forma correcta de persecución en 

cada caso. 

Una vez establecido este importante marco de referencia, se analizan las actividades de 

narcotráfico, robo de vehículos y corrupción en general; las cuales son consideradas como 

delincuencia no convencional en el presente trabajo. El análisis de estas actividades se 

realiza en tres diferentes planos: a nivel doctrinario y de derecho comparado, a nivel de la 

legislación nacional y a nivel jurisprudencia1 costarricense. Todo este análisis conceptual se 

realiza dentro del título primero del presente trabajo, para posteriormente realizar un 

análisis de la práctica jurisdiccional en la materia estudiada, tendiente a comprobar la 

liipótesis planteada. 

Esta segunda etapa del análisis, comprende tanto el estudio de la obligatoriedad de 

persecución que tiene el Ministerio Público (dada por la ley), el examen de las salidas 



alternas contempladas en el Código Procesal Penal de 1996, así como cada una de las tres 

diferentes etapas del proceso penal vigente. Posteriormente, se realiza un estudio de la 

realidad imperante en el Primer Circuito Judicial, respecto de la materia estudiada, por 

medio de un examen de datos puramente estadísticos, de los procesos penales relacionados 

con las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción, durante los años 2001, 

2002 y 2003. En cada caso se podrá observar claramente qué tipo de resoluciones fueron 

emitidas por las Fiscalías correspondiente, el Juzgado Penal de San José y el Tribunal de 

Juicio del Primer Circuito Judicial. 

Finalmente, para depurar aún más el análisis del tema, se transcriben y analizan una serie 

de entrevistas realizadas a funcionarios del Ministerio Público y a profesionales en Derecho 

versados en esta materia, las cuales reafi ian o contradicen las tesis planteadas a todo lo 

largo del trabajo de investigación. De esta manera, se arriba a la etapa de conclusiones 

generales, en la que se plasman todos los resultados arrojados por el presente trabajo de 

investigación. 



El presente trabajo de iiivestigación, prociira analizar y deteriniiiar si el abordaje de los 

delitos no convencionales, específicameiite los relacio~iados con las actividades de 

iíarcotrafico, robo de vehículos y corrupción, qiie hace el Ministerio Piiblico, es apropiado y 

bien fundamentado, o si por el contrario, se liace en forina indebida, lo que genera altos 

niveles de impunidad. Para ello, sera necesario difereticiar adeciiadaitiente los conceptos de 

política criininal y poli rica de persecución y los conceptos de criminalidad no conve~icional 

y crirnen organizado, para luego relacionarlos con las actividades de narcotráfico, robo de 

vehículos y corrupción. Posteriorinente, se analizara la forina en qiie el Ministerio Píiblico 

aborda los delitos correspondientes y el uso que hace de las medidas alternas qiie le brinda 

el Código Procesal Penal, en la persecución de este tipo de criminalidad. Finalmente, se 

realizará un análisis estadistico de los procesos j urisdiccionales de los Úl tiinos aAos en estas 

materias y se estipulara la opinión de profesionales versados en la materia, para arribar a las 

conclusiones finales y coinprobar si se cumple o no la Iiipótesis planteada. 

Justificación del Tema 

El tema propuesto posee iiría gran actualidad en nuestro medio, en virtud del debate 

existente a nivel nacional sobre la eficiencia del sistema penal costarricense y la actividad 

persecutoria del Ministerio Público. 

La problemática qiie enfrenta el Ministerio Píiblico, es de sobra cotiocida, tanto es así, que 

ha dado origen a numerosos artículos que versan sobre el tema. Por ejemplo, se pueden 



citar las obras "La política criminal populista y las políticas de persecución del 

Ministerio Público en Costa Rica" y "La criminalidad organizada como un nuevo 

topos de la política de seguridad y orden. Algunas consideraciones sobre los cambios 

procesales surgidos del ímpetu de esta política"; escritas por el Doctor Alfredo Chirino 

Sánchez, en las cuales se muestra con meridiana claridad la crisis que enfrenta este ente en 

diferentes faceta. 

Actualmente, el Ministerio Piiblico se iniiestra con iin cierto nivel de desorientación y sin 

irna política de persecucióti claramente definida, que le permita descubrir en sus 

investigaciones, con iin alto grado de eficiencia, la denominada "verdad real de los hechos". 

Tanto es así, qiie en algunos de los casos se persigue exacerbadamente al delincuente 

(normaltneiite, en aquellos delitos convencionales qiie alientan el clamor popular), llegando 

incluso a la wlneracióii de los derechos fundamentales de los ciudadanos, invadiendo su 

ámbito de intimidad, por medio del uso de "sistemas tnodernos" de investigación; mientras 

que en otros casos, la persecución se realiza de manera mezquina, sin la profundidad que el 

caso requiere y sin la utilización (por falta de recursos), de mecanismos realmente 

modernos qiie permitan su esclarecimiento. Esto es importante, ya que los mecanismos 

modernos de investigación, involucran un alto nivel de tecnología y sofisticación, y deben 

ser utilizados con mesura y proporcionalidad, en los casos en los que la ley así lo autorice; 

evitando las intromisiones ilegales, que no distinguen entre sospechosos, culpables e 

inocentes. 

Parte de esta problemática radica, en que al bien jurídico de tipo colectivo denominado 

"seguridad ciudadana" se le ha dado preponderancia sobre los bienes jurídicos individuales, 



que son aquellos qiie el derecho penal está llatnado a tutelar en priinera instancia. Lo 

alterior, coi] la agravante de que la colectividad está dispuesta a renunciar a estas garantías 

de orden constitucional, coi1 tal de obtener esa tan ansiada seguridad colectiva. 

Este fenómeno, ocurre con la complicidad de los iiiedios de coinunicación colectiva, 

quienes a través de la inanipulación infonnativa que realizan; impiilsan a los ciudadanos a 

ese sentir, sin darse cuenta de que con ello no sólo no se está logrando este objetivo, sino 

que adeinás se están convi rtieiido eii potencial es víctiinas de un sistema penal altamente 

represivo y qiie desprecia por coinpleto, los principios de proporcionalidad y razonabilidad, 

que hasta Iiace poco tiempo lo Iiabían inspirado. 

La influencia de los medios de coinunicación inasiva es tal, que en ocasiones ha viciado la 

toma de decisiones del Legislador, respecto de la política criininal costanlcense; es decir, 

las conductas que deben se r  penalizadas y la cuantifícación de las penas que deben ser 

iinpuestas a los infractores de los delitos actiialinente tipifícados. 

La situación expuesta, de desorden y falta de técnica legislativa en la política criminal 

costarricense, conlleva una falta de claridad generalizada en la política de persecución del 

Mlnister~0 Público. El cual, Iioy en día responde a las presiones de distintos grupos 

sociales, que abogan por una inayor represión de detenninadas conductas, que son 

consideradas particularmente nocivas para la coinimidad. Dentro de las cuales se 

encuentran los homicidios, robos, delitos de carácter sexual y violencia doméstica, los 

cuales tienen un mayor impacto einocional en la población. 



Ante este fenómeno, el aumento desmedido en las penas de delitos colno los citados y la 

peiializacihii de conductas qiie antes se encontraban fuera del área penal, se ha presentado 

como una solución a la problemática de criminalidad que vive nuestra sociedad. Sin 

embargo, estas supuestas sol ucioties no tienen inás qiie un "efecto piiramente simbólico", 

que calma el sentir y clamor popular, pero que en la realidad no reducen para nada, los 

índices de comisión de aquellos delitos que se pretende combatir. 

Toda esta problemática general que enfrenta el Ministerio Piiblico, ha provocado que no se 

le de la importancia debida, en su política de perseciición y en la política criminal 

costarricense, a los denominados delitos no convencionales, los ciiales a menudo conllevan 

iui dafio social mucho mayor que los delitos convencionales, pero que carecen de ese efecto 

conmovedor en la opinión pub1 ica. 

En otras palabras, el Ministerio Público Iia descuidado la persecución de delitos que 

produceti un mayor grado de lesividad social, para dedicar su actividad en forma preferente 

al seguimiento de delitos que se encuentran en boga en el medio periodístico, cuyo 

perjuicio social no necesariamente es tan grande como se expone. Pnieba de esta influencia 

de los medios de comunicación masiva, es que en los últimos meses sí ha existido una 

variante en esta comente y se le ha dado un nivel de importancia a los delitos relacionados 

con la corrupción pública, debido a la enorme presión que dichos medios han ejercido en 

los casos en que se han visto involucrados altos personajes de la política costarricense, 

incluso ex-presidentes de la República. 



Diiraiite muchos anos, no se Iia planteado de forma sena eri Costa Rica, la elaboración de 

una verdadera política critnirial y uria política de perseciición del Mitiisterio Píiblico. De tal 

suerte, que no se han definido las prioridades, ni se ha establecido cuáles son los delitos que 

deben ser perseguidos de inanera preponderante. Desde Iiiego, qrie no se pretende iin 

abandono en la persecución de los delitos convencionales, sino que simplemente, se debe 

tomar en cuenta el enorme grado de lesividad que causan los delitos no convencionales, 

como por ejemplo los relacioiiados con las actividades de narcotráfico, corrupción y robo 

de vehic~ilos, a los bienes jurídicos que corresponda, lo cual será analizado más adelante. 

De tal suerte qiie, cuanto iiias alto sea el nivel de perjuicio qiie se caiise, mayor debe ser la 

prioridad que se le otorgue en la política de persecución. 

Eii definitiva, esta es uria tarea qiie no es sericilla, pero ello no debe obstar para que sea 

realizada de forma resporisable y conciennida, y de este modo arribar a un modelo de 

política de persecución, que responda a las verdaderas necesidades que enfrenta nuestro 

país. 

Objetivo General 

>;;. Determinar crial es el grado de prioridad y el nivel de eficiencia en el abordaje de 

los delitos no convencionales en la política de persecución del Ministerio Público y 

el nivel de eficiencia de ésta persecución, a la luz de los resultados que arrojan los 

procesos jurisdiccionales tramitados en los Tribiinales de Justicia. Enfocándose en 



los delitos relaciotiados con las actividades de narcotrafico, robo de vehículos y 

corrupción. 

Objetivos Específicos 

J Delimitar y diferenciar los conceptos de "política criminal" y "política de 

persecución". 

J Diferenciar los conceptos de "delincuencia no convencional" y "crimeti 

organizado". 

J Relacionar los anteriores conceptos con los delitos vinculados a las 

actividades de narcotráfico, robo de vehículos y cornipción. 

J Analizar los mecanismos procesales que contempla el Código Procesal 

Penal, para la persecución de este tipo de delincuencia. 

J Estudiar la forma en que se abordan actualmente este tipo de delitos, por 

parte del Ministerio Público. 

J Realizar un estudio de campo sobre los procesos jurisdiccionales de este tipo 

de delitos, en el que se determine la eficacia del aparto jurisdiccional, a la 

Iiu. del porcentaje de condenas obtenidas. 



J Detectar insiificiencias normativas, en las prácticas de investigación y 

obstáculos administrativos, qtie dificultan una resoliición eficaz de estos 

casos, enfocado a los delitos relacionados cori las actividades de 

narcotráfico, robo de vehículos y corrupción. 

Hipótesis 

La política de perseciición del Ministerio Píiblico, actualmente no responde a tina 

planificacióri seria y correctamente elaborada; sino que más bien responde a las presiones 

de la opinión píiblica y los medios de comiiiiicación rnasiva. Ello posibilitó en un 

detennitiado momento, se le diera algún grado de prioridad en la act i~idad perseciitoria, a 

los delitos relacionados con el narcotráfico, el robo de vehículos y la corrupción pública. 

Sin embargo, lo cierto es que hoy día la persecución de estos delitos, no se encuentra 

articulada sobre la base de una política de perseciición debidamente planificada y además 

existen serias deficiencias legislativas en esta materia, lo que corilleva a que en muchas 

ocasiones, se produzca un falso abordaje de los delitos no conveiicionales mencionados, 

generando uti amplio margen de impunidad en quienes los cometen. 

Metodología Empleada 

Para la realización del presente trabajo de investigación se utilizó una metodología teórico- 

practica, donde se analizaron desde el punto de vista jurídico-doctrinario los conceptos de 



política criminal, política de persecución, crimen organizado y delincuencia no 

convencional, así como de los tipos penales relacionados con las actividades de 

narcotráfico, robo de vehículos y corrupción. Por otra parte, se realizó un trabajo de 

campo, con el objetivo de detennitiar la forma en que se abordan, por parte del Ministerio 

Píiblico, este tipo de delitos, estudiando los procesos jurisdiccionales de esta materia; por 

medio del análisis de diferentes casos jurisdiccionales y entrevistas a profesionales 

versados en la materia. 

El método con el que se sometió a verificación la hipótesis planteada es hipotético- 

deductivo, ya que se parte de una hipótesis general para ambar posteriormente hacia 

aspectos más específicos del tema propuesto 

Estructura de la Investigación 

El presente trabajo de investigación está estructurado de manera simétrica. Entendiendo 

esta simetría, como una "proporcionalidad razonable" entre sus diferentes divisiones, y 

no como una igualdad matemática en la proporción de las mismas. 

Así, el trabajo de investigación se divide en dos títulos, como forma fundamental de 

organizar la información que contiene. El primero de ellos se denomina "Delimitaciones 

Conceptuales". Este título tiene el objetivo de definir una serie de conceptos doctrinarios 

y legales, que delimitan el marco teórico y contenido fundamental del trabajo de 

investigación, los cuales son esenciales para arribar a las conclusiones del mismo. Así, 



dicho titulo se encuentra subdividido en tres capítulos, de la siguiente forma: Capítulo 1: 

Conceptos de "política criminal" y "política de persecución", Capitulo 11: Conceptos 

de "delincuencia no convencional" y "Crimen Organizado" y Capítulo 111: 

Narcotráfico, Robo de Vehículos y Corrupción. Cada uno de estos capítulos profundiza 

en el desarrollo del tema respectivo, permitiendo una verdadera compresión de los 

conceptos mencionados, para brindar una imagen clara del fenómeno estudiado. Dichos 

capítulos están subdivididos en secciones y éstas a su vez en puntos específicos. Estos 

capittilos enfocan los tcmas correspondientes, desde tres puntos de vista jurídico-legales 

diferentes, pero completnentarios entre sí. 

En primer temino, se analiza el aspecto puramente doctrinario, tomando en cuenta lo que 

Ita dicho la doctrina nacional, como los conceptos desarrollados fuera de las fronteras de 

Costa Rica. Posteriormente, se estudian las disposiciones normativas qiie regulan la materia 

respectiva, tanto la legislación nacional como los instrlimentos internacionales aplicables. 

Finalmente, se procede a realizar iin análisis de algunos conceptos que ha desarrollado la 

jurisprudencia nacional, los cuales reafirman o aclaran lo estudiado hasta ese punto. Debe 

aclarase que el análisis legislativo que se Iiace en cada caso, es un análisis práctico, 

tendiente a determinar de manera general si existen insuficiencias en dicha normativa, a 

efectos de la implementación de una adecuada política de persecución, no es el objetivo del 

presente trabajo, analizar de forma minuciosa, la construcción jurídica de cada tipo penal 

mencionado, ya que ello escapa a los fines de esta investigación. 

Por otra parte, el segundo título se denomina "Análisis de la Práctica Judicial en Materia 

de Delitos no Convencionales Relacionados con las Actividades de Narcotráfico, Robo 



de Vehículos y Corrupción". Este apartado se enfoca en la realización de iin análisis de 

los institutos procesales coiiteiiiplados por nuestra legislación, en relación con la 

persecución de los delitos no conveiicioiiales. Este título segundo se encuentra subdividido 

en dos capítulos de la siguiente forma: Capitulo 1: Mecanismos procesales de 

persecución y práctica jurisdiccional en materia de delitos no convencionales y 

Capítulo 11: Análisis práctico del sistema persecutorio del Ministerio Públicon. Estos 

capítulos procuran clarificar las circunstancias en las que actualmente se desarrollan los 

procesos jurisdiccionales en la materia en estudio, desde la fase de investigación hasta la 

sentencia. Igualmente, cada lino de estos capítiilos está subdividido en secciones y éstas a 

su vez en puntos específicos. 



Título 1: DELIMITACIONES CONCEPTUALES 

Con el propósito de lograr el enfoque adecuado y tina inayor comprensión del tema tratado 

el presente trabajo final de graduación, se ha dividido el inisino en dos títiilos diferentes. En 

el presente titulo, se estudian y definen todos los corlceptos doctrinarios que tienen relación 

con el terna en cuestión, es decir se delirnitan los conceptos de política criininal, política de 

persecución, crimen organizado, delincuencia no convencional, narcotráfico, robo de 

veliículos y compción, para posteriormente relacionarlos de manera adecuada con lo que 

ocurre en el rnedio nacional, para alcanzar la verificación de la Iiipotesis planteada. 

9 Capítulo 1: Conceptos de "política criminal" y "política de 

persecución" 

La idea central del presente capítulo, consiste en delimitar con toda claridad, los conceptos 

de política criminal y política de persecución, ya que para poder determinar si existe o no 

una política de persecución bien articulada, por parte del Ministerio Pub1 ico, respecto de los 

delitos no convencionales qiie se estudiarán, se hace necesario en primer término, 

comprender que se debe entender por cada uno de estos conceptos, con el propósito de no 

incurrir en confusiones que pudieran distorsionar el contenido del presente trabajo. 

Recuérdese que se debe procurar la demostración de la hipótesis planteada, y en este 

sentido, un falso abordaje de los delitos no convencionales en estudio, implicaría la 

ausencia de tina adecuada política de persecución, de ahí la importancia de conocer 

detalladamente el contenido de este concepto. 



Puro poder co!?~pren,der !os conrepros de ~oiiticr. cri!ni!!oi jJ de nersect!cicn, Y se debe 

pí-;mcrmcntc dzfinir q ~ c  se cnticndc por "politicas". ya quc aquellas :'uní;an pziic dc estas 

úlrieias. a!iAlisis 1,esulla i!idispeiisable, ya que si se quic1.e a11.ii1a~ a ti i i  corimp!o c:ian.~ 

de política de persecucion, se !e debe diferenciz: de aquellas cosas que zo !o son, a pesa de 

que priedan estar ínri'inarneriie reíacionados entre sí; come es el caso de :a política ciiiiliiid 

> . r :  . *  Iria ailectiada ualli!!cioii de! sc~iicepio de "p~,iíticas eslarales" -em!lta suo~afiiefiti: dificil, a 

pesar de que en 13 realidad cori&ma, !o& !S personas se vncuenrrun fc,~i!il,izifi&s de WIU 

u otra fonria con ellas; además, es tema frecuente eli :os pioganiaa noticiosos & los 

medios de cirnunicación, ei málisis y comentario de !as diferentes piliiicas que asume ei 

Estado. Sin embargo. por ser un co~cepto sumurnezte m?!io, que ubarca miiltiplec, 

realidades y fentin~enos cociales, se torna con-iplic;id;l sil ccrnceptiiali7ación teóiica, 

espxidmente si se rediza en abstracto. 

En este seniido se ha dicho que: "Si bDien es cc)n!r,iverltdc) e! .~enlicic~ y e.r!en.siÚn que L ' L I ~ Y  

otorpv ci finnrno 'boií!:cc estctci " (o púbi:cc), en nuestvc d<f?nrc:ón !c concebrmos come 

uí.7 ~oi?ju~~ií )  dcr U L C / ~ ? ~ I ~ S  y nil~isio~~cr.~ qucr iiiíntiJiesim~ UIIU d~rl21711ii1~d~ 1170&/i¿liid de 

znten)enciÓ.v del Estado en veiación con una cuestión que conczta ia arención, inrevds o 



rrrovilrzacrón de otros actores en la sone~Iaci c~vrl ". ' Esta definición del concepto deviene 

suinainente amplia; no obstante, esta amplitud conceptiial es apropiada, ya qiie solo de esta 

forma se puede abarcar en su totalidad, la cantidad de variantes que iinplica el concepto de 

-'políticas estatales". 

Por otra parte, una verdadera comprensión del concepto de "política estatal", no puede 

lograrse en abstracto, sino que siempre debe asociarse y relacionarse con aquellos 

fenómenos sobre los cuales recae y pretende surtir sus efectos; ya que sin ese referente 

"material", la existencia de la "política estatal" se torna totalmente superflua. 

Este referente material mencioiiado, no es otra cosa que el área social en que la "política 

estatal" pretende surtir sus efectos, modificándola de alguna forma particular. 

Evidentemente, la realidad material involucra una serie de personas que toman parte dentro 

del proceso de transformación de la sociedad. Estos sujetos, pueden ser de dos tipos: 

aqilellos que impulsan la política y los sujetos receptores de ésta. 

Algunos autores denominan a las diferentes situaciones sociales, sobre las cuales las 

políticas estatales pretenden hacer surtir sus efectos, simplemente como "cuestiones "; así: 

"Una politica estatal es esa toma de po.sición que intenta -o más precisamente, dice 

intentar- algunajbrma de resolución de la cuestidn. Por lo general, incluye decisiones de 

una o más organizaciones e.statale.s, .simultánea.s o sucesivas a lo largo del tiempo, que 

' OSZLAK (Oscar) y otro. Estado y políticas estatales en América Latina: hacia una estrategia de 
invesiigación, Sa! !os&, i 9: i , p. 2 i . 



consrituyett el modo de infen~ertción del Esfado ,fienre a la crrestiórr. " ' (Lo resaltado en 

negrita no es del original). 

Resulta evidente que una verdadera política estatal no constituye una respuesta o reacción 

antojadiza a una determinada problemática social; sino que debe ser un plan previa y 

detalladamente preconcebido, que incluya un conjunto de iniciativas y programas dirigidos 

de manera ordenada a alcanzar el objetivo o solución que se busca dentro de un 

determinado contexto histórico-social. Por ello, de ninguna manera puede considerarse 

como "política" la realización de actos aislados que no formen parte sistemática de un plan. 

Ahora bien, dentro del proceso de desarrollo de las "políticas estatales", intervienen una 

serie de organizaciones que no son necesariamente de carácter gubernamental: " ... orros 

acrores -además del Esfado-rambie'n roman posición fknre a cuestior~es que los ajecran, 

adoptando políticas cuyas consecuencias pueden injluir considerablemenre -incluso más 

que las propias políticas estatales- en el proceso de resolución de las cuestiones y las 

futuras tomas de posición sobre las mismas.. . El conjunto de políricas privadas y estatales 

se entrelaza en un complejo proceso social que, como veremos, hace drfcil establecer con 

precisión que proporción del cambio social observado puede ser arribuido a cada una. " ' 

Una vez más salta a la vista la complejidad del concepto de "política estatal". Nótese que su 

implementación depende en gran medida de las circunstancias histórico-sociales de la 

Ver GSZ¿.;ch y otro, op. cit., p. 2íj. 

' 112. p. 24. 



comunidad en iin momento determinado; igualmente, se ven influidas por la participación 

de órganos gubernamentales y de entidades no gubernatnentales, así coino de las personas 

fisicas que forinan parte de tales organizaciones; todos éstos componentes, debidamente 

articulados en procura de alcanzar los objetivos previamente trazados. Además, debe 

tomarse en cuenta la dinámica propia de las cuestiones sociales, que tienden a variar 

drásticainente en períodos relativamente cortos de tiempo. 

A pesar de este nivel de cotnplejidad, no puede dejarse de lado que el papel preponderante 

en el impulso y definición de las "políticas estatales", lo tiene precisamente el Estado. "La.s 

tomas de po.sici(jn del Estudo suelen ser particularntente importanres no sólo por su 

, po.vibilidud objetiiw de producir iníportcrntes con.secuerícias sino tutnhiérí porque así suelen 

c~~nsiderurk) otro.v actores .sociu/e.s. E.sas tomos de posiciones son imporrunte.~ factores en 

la definicihn del conrenido y en la explicación de lo existencia misnía de posiciones de 

otros actores, y en c.se sentido son puntos o "nudo.s " particularmente iníportantes en trna 

secuencia de interacciones. 9 ,  1 

Es evidente que cada sociedad vive constantes conflictos internos, diferentes en cada 

momento histórico de su desarrollo; en donde los disímiles grupos que la integran, pugnan 

porque se tomen aquellas medidas que consideran más convenientes para sus intereses, aún 

y cuando se presenten como los intereses de un grupo más amplio o de la mayoría de la 

sociedad. En medio de esta lucha de intereses es que surgen las "políticas estatales", que 

' Ver OSZLAK y otro, op. cit, pp. 25-26. 



Oeben en principio, conciiiar ios intereses de los gupos en conflicto p i o g z  !!u rnejzr 

armonizacijn posible por medio de :os proyectos que se articiilen. 

Defitro de tcdo este articü!ado de ideas resu!tu evidente qüe iü P~Iiticu Criminal. es parte de 

las políticas estatalei de la< qtie se ha venidí, Iiablandn, especialniente dentro de iin Estadn 

democrático en el que dichas políticas, se forinuian en procura de iogar el bienestar de ia 

mayoría dc los habrtantcs dc la Kcpublica. La "política cnmrnal" no pucdc conccbirsc dc 

iIianera independiente a las resíiiriíes "po!ítisas vstafales". 

de que ia úirlma es u.va po!íríca e ~ p e c ~ c a  que arflculada a orras, !r?!cgra ia prrnzem; k! 

p l l t l c ~  c,-tmm/ es ü;ií7 p0!;5L;ca que se ap/rci; G una cofltct;v;daúi m c z l  en /a que rcstc/f~n 

vio/{dfio> t/í?rc?c7/t{)t q/4c3 fic3t/c2t/  / (d  p ~ o t í ~ c - c / ~ j t ~  /c?g(4/ t ~ i ~  t2rtrc>t//(4 9 ,  i Prgcisanicti tg la 

protección del Derecho P e d .  

B. D(ttern~iíi~ci(íri del conce:)ia "pt\liiica criiniiial" pri\;-)i,imrntc: dicho 

Ei concepto de política crimrnal fue utilizado por primera vez. por el jurista Franz Von Lizt. 

O i ~ l m  WI~%M~> gstá íiitiiiiaaietite -lacio~ialt:, cc31i la política giierai de iiu dli~~~inado 

Estado, según se expuso supra. En este senttdo, la poiítica criminal resulta ser una rama 

específica de la misma. Así, su def-mición y contenido, dependerán en gran medida de la 

vlsi6n de mundo y sistema pslitico imperante en un iugar y *poca determinados. 

T0CO.U (Fcmando). Política Criminal Contempoi-anea, Santa Fc, b ~ o t á ,  Colombia. Editorial Tcmis. 
primera edición, 1997, p. 12. 



La defit~icicín de la política criminal de ?ir> país. requiere de la paticipaci6n de! &$ano 

Legislativo, la cual resi~lta fi~ndamental en la determinaci8n de las conductas huinanas 

punibles y de los procedimientos para sancionar dichas conductas. Una política criininal 

cuyas pautas las brinda el Poder Ejecutivo tiende al autoritaris:no. Igi~altnente, es criticable 

que la política criminal sea instaurada desde el Poder judicial. Ciiatido la política criininal 

del país la traza este poder, el Congreso renuncia a "una de s1i.s mLÍs .~~gnifi~atjvu,s 

fu~2¿Itudes cuul es /u de ubrir debufes que pernlirun lu purricipo~i(I7 de roduLIv /LIS f?¿er~ui. 

po/íticu.s e i&ol(j~ii,s en la fhrníación de /a volzintíiíi csrata/ rc/ativo a /o que ha de S ~ P  el 

cielito ,v a los proced,mient«s para perseguir /a ciel;r~cuencia. " ' 

De acuerdo con lo anterior, la política crimit~al resulta ser un área especifica de la política 

general estatal; es aquella que se encarga de determinar ciiales son las conductas punibles, 

la pena que se debe imponer a quienes incurran en tales conductas delictivas y en general, 

los medios que se emplearán para combatir la criminalidad dentro de la sociedad 

correspondiente; todo en procura de lograr tina reduccibn significativa de los índices de 

criminalidad. hasta un nivel que sea medianamente aceptable por la mayoría de la 

ciudadanía; sin pretender de forma alguna, eliminar por completo este fenómeno de la 

sociedad. Incluso, en este sentido se han ofi-ecido argumentos a favor de la tesis de 

considerar como necesaria la presencia del hecho criminal en toda comunidad "sana": ya 

que ello en el fondo. conlleva la puesta en tela de juicio, de sus normas y reglas 

fundamentales, provocando la reflexión y el alcance del consenso en la reforma y mt=jora de 

' SUARE3 SANCIIEZ ( A i k w ) .  Foiiiica Cririiirial y Foiiliw Farai Cubc?i.i~aiiiui~ii. D~i~aiiio Peial y 
Cnminologia. Revista del Instituto de Ciencias Penales y CrirninolÓgicas, Colombia, volumen XVL, No 
52, enero-abril de 1994, p.127. Citado por MARW .TiMENEZ (Milena Patricia). Pa!ítics Criminal, !'o!iticx-- 
de Persecución: Un Enfoque en Delitos Ambientales, Tesis para optar por el grado de Licenciatura en 
Derecho, Facultad de Derecho, de la Universidad de Costa Rica, San José, Costa Rica, 2001, p. 54. 



scls leyes. Por eiio, la política crirninai es aqtiei!a q!!e tiene " ... ei podei de ckfirrir /Q,Y 

pru¿.c.w.r c ; - í n t i ; ~ ü ~ ~ . ~  dcn:fi:, de la :joclcdaü' :u. p i ~  IG;i:o. de di'i.i,gii. y íjrg..u;iizar el si.rícma 

sociuí e.n .r~'iuciC;.n c(?n ~ L I  c.trest!c.;n cr imk~i ! .  "' . 

Entonces, la Pditica Criillinal dehe definir el conjilnto de medidas y criterios a tomar con el 

fin de iogar ia prevención y represión de¡ fenómeno criminai. Para iogar este objeti\lo, se 

dcbcn tomar cn cucnta una scric dc dcmcntos cxtra-pznalcs, quc Ic pcrmitan a la 

AdminiskLiciOri PG'oiica, &ar respuesCa a las riecesici.~icies-qut. impwm m Uifrl-tinta-ámbitos 

de ia sociedad :-iuidico, sociui, educutivo, econbmico, etc.) :; definir las pautas qi:e regiran 

su actividad; en campos tan variados como segiiridad ciudadana, derechos fundamentales 

de ¡os imputados, sistema jurisdiccionai o deiincuencia juvenii entre enos. 

I@tahikel~k+. se. ;¡a cc~i~sideradc~ qtie. ". .* /o PC~/;~~C:.(I  c'ri?rtitt(?/ e,v/t~li(? /(? (orje~ti(?c:k5ri. y /o,% 

va!ores qíle nkiue o profehe, c que debiera seguir o prorexer, ia !egi.rlaciÓn pena! 

eiíteiídiila & .foimíl antplia .... E11 este plazítemíieiíto. 10 folílica Ci-iníiitiil coiístitu,ve u i s  

cortjt'nto de conocimientos, de arsmentos y de e-rperiencias que se relacionan con. el 

Derecho Penal desde una doble vertiente. Por un lado. como se acaba de sefalar. e.~tudicl 

encuentran en cada instirucibn de! vigente Derecho Pena!. Y, por otro lado, cporta. 

criterios teóncos, de.justicla. de gficacia o de ictifidad que vari drrlgidos al fegisfador para 

que lleve u cubu l m  curre~ponu'iente.~ refurmu.~ de 1u.s 1eyex pennaie.~ de furmrr rmoncrl, 

"BUSTOS EttUiWEZ (Juilit). Política Ciiiitiiiial y Estado. Reviuba de Ctdeias Penales, Costa Riixt, ?u" 12, 
dicicmbrcdcl9!X, p.3. Citado por MAMN JBENEZ @filma Patncia). Política Criminal, Políticas de- 
Persecución: Un Enfoque en Delitos Ambientales, Tesis para optar por e1 grado de Licenciatura en 
Dertxlio, Facultad de Demlio, de la Uliiversicltcd de Costa Rica, San Josk, Costa Rica, 2001, p. 50. 



.suti.sfucrendo los objetivos de hacer .frente a l  ,fincítneno cnm inul scrlvuguurdundo a l  

nrárimo las libertudes y gur-aritías de los ciudaclanos ". ' 

Así, liay dos forinas de encarar el concepto de política criminal: 

Enfoque Profundo: el cual implica el análisis exhaustivo, de los medios 

empleados en la sociedad para tratar de lograr una reducción efectiva de los indices 

de criminalidad, con el propósito de determinar su nivel de eficiencia y plantear la 

necesidad de eventuales inodificaciones. Se hace necesaria una enorme labor del 

Organo Legslativo en esta área. 

Enfoque Pragmático: Se limita a procurar una reducción del criinen mediante la 

actividad jurisdiccional ordinaria. 

Fernando Cruz Castro, considera que existen tres grandes principios inspiradores de la 

Política Criminal, los cuales, de forina resumida pueden definirse de la siguiente manera: 

1) Defensa de la dignidad de la persona como deber esencial: Este principio 

considera que la política criminal debe asegurar que la intervención jurídico- 

penal tenga un sentido mucho más humanitario, cumpliendo con el objetivo de 

defensa de la dignidad de la persona. 

1 ,*. , , ,, - S O ~ . A  J W L ~ ~ ~ P L  (Emiiianoj. Ensayos Qe Eerecíio Fenlri. y Fonnca Criminai. San jwé, costa Xica, 
Editorial Jurídica Continental, primera edicihn, 2001, p.208. 



Exclusiva protección d e  bienes jurídicos: Implica qiie deben identificarse 

claramente cuales so11 los bienes jiirídicos que inerecen protección a través de la 

norma penal, ya que solo cierto número de ataques a bienes jurídicos 

particularinente iinportantes, merecen este grado de protección (aqiiellos de los 

que depende la existencia del Estado de Derecho y en los que existe voliintad 

inayoritaria por parte de población). A menudo, estos intereses serán la 

consecuencia directa de derechos liuinanos considerados superiores y en otras 

no serán más qiie las piezas indispensables para el fiincioiiamiento de la relación 

social. 

3) La intervención mínima: Conlleva la necestdad de quc vi mrecho mnal solo 

sea utilizado, cuando resulte verdaderamente ineficiente, la tutela de los 

iiitereses fundamentales de la sociedad, mediante otro tipo de instrumentos 

jurídicos. Ya que se  considera que la pena constituye un mal irreversible, 

constituyendo, por otra parte, una solución imperfecta, razón por la cual, sólo 

debe utilizarse cuando no es posible emplear otro instrumento de protección. 

Así, por medio de la política criminal, se pretende regular el tipo de reacción y eventual 

corrección a aplicar, ante una conducta socialmente darlosa. Evidentemente, la sociedad 

siempre reaccionará en contra de este tipo de conductas desviadas, sin embargo, esta 

reacción debe estar inspirada por los principios de racionalidad y proporcionalidad, 

cuestión por la que debe velar el Estado y regular por medio de la misma política criminal. 

"Es necesario tener en cuenta que la sociedad siempre reaccronará frente a toda conducta 

desviada de las reglas del grupo, y .frente a todas las conductas que se sefialen como 



dcrri0.sa.s Icr recrccicín sercí pcrrticulmente severcr. 1,a.s re.vptle.vt(1.v .~ocicr/e.s crnte 10 

delinct~enciu sort ntúltiples. pero podemos di.stinguir t ios ,findcrt?~entcrlL.s: lcr resptrestcr 

e.vtutui (por interntedio de 10s in.srituci(~ne,c avtcrtoles prevI.Frus poro el/() y Icr respzcesta 

socicrl (por interniedio del tni.smo grupo socicrl, hncenios r</erc:~íciu al concepto de 

sociedcrd civil). I 

No obstante, en Costa Rica durante los últimos aAos se ha presentado tina tendencia al 

aumento draconiano de penas con que se sancionan los delitos, y a la penalización de una 

serie de conductas que antes se encontraban fuera del derecho penal. Lo anterior, debido a 

la influencia de los medios de comunicación masiva y presión del discurso populista de 

algún sector de la clase política dominante. 

Se trata en el fondo del denominado "derecho penal reactivo", "...entendido como tcn 

derecho trunsitorio, cfictista que busco dcrr lcr ilusicín de soluci(5n de Icrs demcrndcrs de 

seguridad y de justicicr. ... Estcrmw unte una recrccih ~tntcrl, que q uiere proporcioncrr la 

senscrcidn de crccicín, de despliegue, de movimiento cfictivo hacia lcr elimincrcicín o 

reduccidn de crmencrzcrs que se ciernen sobre 10 convivencia socicrl. E.v un movimiento más 

que todo en el mundo de 10 imcrgen o de lo crpcrriencicr, que persigue, sobre todo, dcrr la 

ilusicín de accicín puro ccrlmar los espíritus, contener 10 ircr y la indigncrcicín socicrl, y con 

ciertcr frecuencia, disolver /u creencicr de que el Estcrdo o sus crgentes delinquen tcrmbién o 

'- C ~ ~ O . S A ~ ~ ' C H E Z -  (AiíieQ~). infcrmáiica y derecho a ia intimiOad prspi ivas  de piiiica crirninpi; 
Revista Judicial, Costa Rica, N" 53, marzo de 1991, p. 165. 
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que tienen pactos de connivencia y conlplicidad con el crimen ,fin<jnícno que puede ser. 

t,jiico en relación con el crinrer~ organizado" ' 

Este fenómeno no produce iiingún tipo de reducción en los índices de criininalidad 

iinperantes en la realidad social, simplemente se produce un cambio normativo que resulta 

ineficaz en la practica, pero que consigue acallar el clamor popular, que aboga por una 

mayor "justicia social" y protección de sus intereses jurídicos 

En suma, podemos definir a la Política Criminal, coino aquel conjunto de disposiciones y 

regulaciones que,fonnan parte de la política general de un Estado, enfocadas en las medidas 

de prevención y represión de las conductas delictivas. Las cuales deben ser establecidas por 

el Organo Legislativo correspondiente, sin dejar de tomar en consideración a todos aquellos 

sectores de la sociedad que puedan brindar una idea clara acerca de la realidad social 

imperante. Además, deben establecerse con base en estudios serios que clarifiquen cuales 

deben ser las conductas desviadas que merecen el nivel de represión máximo que ofrece el 

Derecho Penal (deben ser aquellas que afecten los bienes jurídicos más importantes) y la 

cuantificación de las penas; pero de ninguna forma, pueden fundamentarse en los clamores 

exacerbados de la población, producto del sentimiento de inseguridad ciudadana o las 

políticas populistas gubernamentales. 



Una verdadera poiitica criininai va mucho :nás a!ia de ia suinatoria de ¡as diferentes 

refornas penales que se realiceil deiitro de iiii país. En el caso de Costa Rica, en :os ultinios 

&os no se ha presentado, ia formu!sci@n Se um auteniica poiir~ca cr imia! .  

c. pi:; ;;;,i ,fe ~ i ; ~ ; > \ ; ; . ; ~ < ~ ( : ; ;  \\C ii;;:, \i';-ij.'.!... . I L . L )  t i  ..j:i;j;lli.;i i .J. ; ; ; ; ; ; ; : , j '  

La formuiación conecta de ia poiítica criminai, in\~oiucra ia participación de toda una gzma 

ds ssctorss y fuerzas tivas de la sociedad; Para lograrlo, dcbc tcncrsc mucha claridad.cn los 

nbjetivos que se persiguen y odernlís eeniieva lo reaiizoei6~ de uri esttlciie serir-, de !z 

reuiidad circunciunte, de tal fo:,ma que se adopten ius rned:das propo:cionaimente adecusdas 

para alcanzar aquellos fines perse yidos Además, debe tenerse una man conciencia de: 

recurso rrxiteriai y hiimno con que se cuenta, io c i d  es de~erm!mnre en ia impiementacib~ 

de las medidas adoptadas; ya que en caso de que estos recursos resulten msu5 c~cntes O 

i n a ~ w i ~ i t i d c ~ s ,  aqiiriias ~ i o  piodiiciiáii iiiiigi:iii rfectc* positivo eii la iealidad qire pretetden 

ufectar. 

En este sentido, se ha seaalado que" ... los plan!ficadc)res de una p~lír~ca crrmrnal deberán 

scr lo sujicrwtcmenfe rcaI~.s!as. Se d d e  tmcr prt:smfe que sc cucnta muchas vma can 

ilrt?.PI4i?t4ZFtoC /l?tllittlt~tIF 1 5 1  i:Mtnlít7 (7 k3.v t ~ h j c > t l v o c  afie FP t i e t l r r ?  c$i?hrr~ ~ e r .  (7t?r7/¡~11ih.? di? 

forma rnetddlca jJ corresponder Q íos drferenres secrores en qut. se ptteda dvrcirr el rerreno 

para llevar a cabo ur.1~ mqor realrzacrón. " : 

h m T  JIMENES (Milcna Patricia). Politica Criminal, Politicas de Persecución: U n  Enfoque en Delitos 
Ambientdes, Tesis para opt-r por el grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho, de k 
Urtivwidad de Cvj& Rica, Sat Jm&: Cm& Rica, 2091, p 58 



Al encontrarnos en un Estado de Derecho Social y Democrático, Iiay cuatro elementos 

fiindatnentales que debe11 inspirar la formación de la Política Criminal, los cuales se 

enumeran a continuación: 

l .  "Ona polífica criminal que parta de un mundo real y que utilice mefodologla y 

lécnicas propias al estudio de los fknómenos sociales, alendiendo a un principio de 

igaalhd que vocea la ley, pero que se encuentra programado, ya que en una 

sociedad hay dqirencias sociales y cu1turale.r que no se pueden obviar. 

2. Esfa debe tener como hnhmento la libertad, mmlsma que no puede desconocer, ni 

puede converfir a los sujefo.~ en meros inslrumenfos o suje1o.r de tufela. Es decir, se 

parte de que las normas no son imperafivas, ni n~ucho rnen0.r mofivadoras de 1a.r 

personas, solo instruyen o injorman sobre determinados modelos de 

comporfamien lo, dando liberfad a la persona. 

3. Se da en un E.rlado Social y ello exige una socialización del poder de dejinición que 

cuente con una ~ficliva parlicipación de lodos en la resolución de los con$ictos 

sociales mediante la intens~cación de.forma.r de reparación y mediación. 

4. En un Estado de Derecho hay una organización jurídico social, en donde se busca 

la mejor organización del sistema para la felicidad de las personas, se resuelven 



los conflictos socia le.^ por  vía^ no violcnta.~ y se privilegian las-formas alfemativac. 

a/ conrt.ol penal. " ' 

La política criminal implica una determinación de las conductas qiie habrán de ser 

tipificadas como delitos, así como la ciiantificación de los años de cárcel con que habrán de 

ser penados quienes incurran en tales hechos. Sin embargo, la política criminal va aún más 

allá, incluye la determinación de aquellas sanciones alternativas a la pena privativa de 

libertad y la estimulación de condiciones sociales menos favorables a la perpetración de 

conductas delictivas, como planes de educación, opciones de empleo o programas de 

asistencia social,. todo ello porque una verdadera política criminal no debe ser articulada 

únicamente en el área represiva, sino que también debe actuar en el área preventiva. 

En todo caso, debe tenerse una visión futurista de las circunstancias particulares de cada 

sociedad, sobre todo en aquellos casos en que el presupuesto de un país es limitado, ya que 

de lo contrario, si la planificación no es adecuada y el volumen de casos aumenta 

desproporcionadamente, el sistema puede llegar a suíi-ir un colapso ante la imposibilidad 

de manejar la cantidad de casos existentes. Lo anterior es de vital importancia, ya que el 

exceso de carga laboral en aquellos funcionarios encargados de la administración de 

justicia, normalmente conlleva un detrimento de la calidad en la labor que se realiza en 

cada caso individualmente considerado. Sobre todo en un medio como el costarricense en el 

que " ... tiene preponderancia el criterio cuantitativo al evaluar a  su.^ firncionarios. E.P 

' BUSTOS RAMlREZ (Juan). Política Criminal y Estado. Revista de Ciencias Penales, Costa Rica, No 12, 
diciembre de 19%. 0.4. Citado -por MARIN JIMENEZ [Milena Patricia). Política Criminal. Políticas de 
persecucioin: Un Lniogue en Uditos Ambientales, 'l'esis para optar por ei gncio de Licenciatura en 
Derecho, Facultad de Derecho. de la Universidad de Costa Rica, San José, Costa Rica, 2001. p. 60. 



indudable que este parúnietro es ~mportonte, pero 1 0  es otín n1Ú.v lrri examen de /os 

razonantrentos que aplica cl JUI:*Z al d~ctar los autos y sct~tet~cras. " ' 

Resulta fundamental que en materia de política criminal, las propuestas teóricas 

correspondan a los resultados prácticos obtenidos. Para ello, se apuntan una serie de 

recomendaciones: 

1) Evitar la creación de leyes de peligrosidad ante deliaum, las leyes 

coní-ravenciotiales de vagos y mendigos y las disposiciones legales que permiten el 

estable~i~miento de sistemas paralelos. 

2) Incrementar una mayor participación de las organizacioties sociales en el proceso 

de formación de las leyes, especialinente de aquellos grupos que se ven afectados 

directamente por ellas. 

3) Evitar el incentivo a las "carreras criminales", el cual se produce por la existencia 

de los sistemas penales paralelos. 

4) Reivindicar los Principios de Igualdad ante la Ley, Seguridad Jurídica, Legalidad 

Criminal y de Mínima Intervención del Derecho Penal. 

1 CRUZ CASTRO (Fernando). Observaciones y Críticas sobre la Lncipiente Política Criminal del Subsistema 
-h&r&, &Y En! 3~6irk6, %E ;O&, 2 .  !<' 26, ceirmjr>i & I +S, p. 42. 



5) Procurar que la política criminal se construya de tal forina, que permita la 

realización de aquellos objetivos sociales que se pretende alcanzar, coino ia 

equitativa distribucióii de la riqueza, igiialdad de oportunidades, combate contra la 

iniseria, el abandono y el vagabundaje. 

6) "Desinstitucionalizar" la resolución de aquellos conflictos sociales que provoquen 

una afectación iníniina, evitando los liondos problemas sociales que produce la 

aplicación de la pena privativa de libertad. 

7) Rescatar el concepto fimdainental del Derecl~o Penal coino una "última ratio", es 

decir como el último instrumento de protección de los bienes jiuidicos. ' 

Uno de los grandes probleinas que enfrenta en la actualidad, la forinulación de una 

verdadera política criminal, es que las personas encargadas de tomar las decisiones 

pertinentes sobre el tema, se ven influidos y presionados por la sociedad civil, la cual 

reacciona a la manipulación informativa que realizan los medios de comunicación, los 

cuales a menudo brindan una imagen de la realidad social, que no corresponde exactamente 

con los verdaderos índices de criminalidad existentes; creando una mayor sensación de 

inseguridad ciudadana y un clamor popular que aboga por un aumento en las penas y en 

general una mayor represión penal, ante diferentes conductas consideradas como muy 

nocivas para la comunidad. 

1 -----*A -A-.--- ,..S,. 

C-~~LF~LYC? - N Y C ~  ~-wrreci~j. 'Lnformáiica y OerwIi~ a ia kr?mi&0 prsy~rr iv i s  de piiiica crirnimi, 
Revista Judicial, Costa Rica, No 53, mano de 1991, pp. 166-167. 



Una verdadera planificación de la política criminal debe dar comienzo, por una definición 

de los objetivos que se persiguen, estableciendo el norte que se seguirá, con el propósito de 

satisfacer las necesidades sociales. Posteriormente, se debe tomar conciencia del recurso 

material y humano con que se cuenta, para lograr alcanzar dichos objetivos. Ya que de la 

calidad y cantidad de dichos reciirsos, dependerá la clase de medidas que se hayan de 

implementar. Las cuales deben ser estipuladas, con base en un profundo análisis de las 

causas que tiene la actividad delictiva en la sociedad, las que a menudo son cambiantes y 

dinámicas, razón por la cual, deben analizarse constantemente. 

Una vez establecido con claridad el concepto de política criminal, se puede vislumbrar que 

el mismo está estrechamente relacionado con el concepto de política de persecución, pero 

en definitiva no son lo mismo. Por ello corresponde ahora definir este último concepto, para 

dejar bien claro las diferencias que existen entre ambos. 

J Sección Segunda: Definición de "política de persecución" 

Es de interks fundamental para el presente trabajo de investigación, realizar una clara 

delimitación de lo que debe entenderse por "política de persecución", y su diferenciación 

del concepto estudiado en la sección anterior. Todo ello con el objetivo último de poder 

llegar a determinar si actiialmente el Ministerio Público costarricense realmente actúa con 

base en una política de este tipo (debidamente considerada), o si por el contrario lo hace de 

una forma desordenada, en relación con las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y 

corrupción pública. 



A. Detertninación del concepto de "politica de persecución" del 

Ministerio Piiblico. 

El concepto de politica de persecución del Mitiisterio Público, se etlciientra indudableinente 

lisado al de politica criininal, ya que ambos conceptos pueden definirse a vandes rasgos 

como aquel conjunto de medidas y criterios a tomar respecto del fenómeno criminal, en un 

momento dado, sin querer decir con ello qiie no existan diferencias entre ainbos. No 

obstante, debemos de tener claro que puede darse el caso en que la dirección de la política 

criininal sea contraria a la política de persecución penal de este ente acusador. 

Cuando se habla,de política de persecución del Ministerio Público, se hace referencia, a que 

el órgano acusador del Estado es quien tieiíe la titularidad de la acción penal y le 

corresponde hacerlo siguiendo las pautas establecidas por medio de la politica criminal. 

Nuestra legslación en sus artículos 22 y 289 del Código Procesal Penal, y 2 de la Ley 

Orgánica del Ministerio Público, establece que la etapa preparatoria está a cargo del 

Ministerio Público y que además la acción penal pública la deberi qiercer en todos los 

casos en que sea procedente; además podrá solicitar la aplicación de un criterio de 

oportunidad, la suspensibn del proceso a prueba o la conciliación, entre otros. Esto nos 

lleva a concluir que en nuestro país, se encuentra asignado al "13.!inisterio Público el diserio 

de una politica de persecución criminal ". 1 

1 ARIAS NLJÑEz (Carlos). Reflexiones para la política de persecución penal del Ministerio Público, Una 
Oportunidad para Refleshnsr XXV Anivensrio del Ministerio Públicoi Szn .lo&, Costa Rica, 

Departamento de Publicaciones e Impresos del Poder Judicial, primen edición, 22000, p.53. 



Por ende, es al Ministerio Píiblico a quien le corresponde establecer las políticas o medidas 

necesarias, para poder perseguir rodas aquelias conductas cotlsideradas como lesivas para la 

sociedad y cuya proteccicin solamente se ha podido lograr mediante el derecho penal. 

Resulta evidente que esta tarea del Ministerio Público, de ejercer la acci6n penal en todos 

los casos, a excepci6n de los contemplados por la ley, no es una tarea sencilla, toda vez 

que no alcanza el suficiente grado de consenso en las políticas que adopta, las cuales a 

menudo no corresponden a la realidad. Además, el Ministerio Píiblico se encuentra con el 

probleina de una poblaci6n civil, qiie aboga por una inayor cuantificaci6n de las penas, 

creyendo que con ello se van reducir los índices de criminalidad. Aunado a ello, los medios 

de coinunicaciOn han tenido un papel preponderante en este sentir popiilar de inseguridad y 

de impotencia del sistema penal para resolver esta "criminalidad". 

Esta posicibn del Ministerio Público, no ha escapado a las críticas. en este sentido se dicho 

que " ... 10 político de persecucicín del Ministerio Público no c..v mcis ytze un conjunto de 

hechos o de "fijociones políticos" sobre bstos, que le son ~ítiles cr una político populista de 

caqe de libertades por se .~rr i~ iad .  . "' . Esta crítica. toina especial relevancia si se toma en 

cuenta que al ser el Ministerio Público el encargado de establecer las pautas para perseguir 

los delitos. únicamente podrá legitimarse en la medida en que se oriente hacia la protecci6n 

de las garantías constitucionales. 

I CHIiUNO SANCHEZ (Alfiedo). La política criminal "populista" y Las "políticas" de persecución del 
Ministerio Piiblico en Costa R i c q  Una Oporhrnidsd para Reflexionar X S V  Anivemario del Ministerh 
Público, San José, Costa Rica, Departamento de Publicaciones e impresos del Poder Judicial, primera 
edición, 2000, p. 354. 



La actividad persecutoria del Ministerio Público, se presenta "no sólo como el de.sempeño 

de uno octividod con cotitc.niil<) incriniinodor, prrede ser tonihi¿ti liheroto~io o 

desincrirninodora, las recjírisitorius y conc1rrsione.s puedetí cotílener inst~rríciu.c tonto o 

firvor como en contra del intpíitodo, "persigrtiendo " de esto nianero lo sutisficciót~ de lo 

pretensión penal que tiettde a hacer prevalecer et1 el proceso".' Por tanto, se trata no 

solamente de perseguir aquellas conductas consideradas por nuestra legislación como 

delictivas, sino de establecer una serie de inecanisinos preventivos y correctivos de estas 

conductas típicas. La política de persecución del Ministerio Público debe basarse 

iiecesariainente en los principios de razonabilidad y de objetividad, o sea, debe de 

incorporar al proceso toda aquella prueba que permita acreditar o no la participación del 

indiciado, en los hechos que se le acusan, para de esta forma llegar a la ansiada "verdad real 

de los Iíechos". 

Al ser el Ministerio Público, el encargado de disefiar la política de persecución penal en 

nuestro país, no se debe perder de vista, que su labor no se centra solamente en la 

persecución de las conductas delictivas, como se dijo anteriormente, sino que debe de 

involucrarse en todos aquellos campos que permitan la disminución de los ilícitos penales. 

Por consiguiente, deberá de participar junto con el Estado, en establecer políticas para 

procurar un mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes y una distribución más 

equitativa de la riqueza, para de esta forma disminuir los índices de criminalidad 

imperantes. 

' Ver MARIN fiMENEZ, op, cit., p. 69. 



Es innegable que el papel que cumple el Ministerio Público, dentro de la sociedad es 

sumamente importante y tio debería estar litnitado más que por la constitución y por la ley, 

regiilación que ha surgido en el seno de la sociedad y que se ha logrado materializar por 

medio de iiiia especie de "contrato social". Por lo anterior, ". . .  podemos deducir que 

cualquier política de persecución consecuente del Ministerio Público proviene del marco 

constitucional y legal, y, por ~upue.~to,  del conjunto de valores que se encuentran en la 

hase del consenso político y .socia/ que ha producido esar. reglas de .funcionamiento ".' Al 

estar el Ministerio Público, comprometido con los principios inspiradores de un Estado de 

Derecho, se hace necesario que las decisioties y medidas adoptadas respecto al fenómeno 

criminal, sean tomadas al tnargen de todo tipo de presiones políticas que no tengan un 

fundametito técnico apropiado, de lo contrario se correría el riesgo de tener un ente 

acusador que se doblegiie ante un poder político, que tendría como principal objetivo su 

propia justificación y no el interés de la colectividad. 

De forma resumida, se pueden establecer una serie de líneas de política de persecución que 

puede asumir el Ministerio Público, siguiendo el criterio de Carlos Arias Nufiez: 

a. Su línea de actuación está regulada por las disposiciones constitucionales y 

legales que indica el ordenamiento jurídico en cuanto al ejercicio de la acción 

penal, en cuanto a la obligatoriedad de su ejercicio y sus excepciones. Y lo que 

vayan disponiendo las resoluciones de la Sala Constitucional y órganos penales 

1 CHUUNO SANCHEZ (Alfredo). La política criminal "populista" y las "políticas" de persecución del 
Ministerio fiblico en Costa Rica. Una Oportunidad para Reflexionar XXV Aniversario d d  Ministerio 
Yúblico, San Jose, Costa Kica, Uepartamento de Publicaciones e Impresos del Poder Judicial, pnmera 
edición, 2000, p. 354. 



de casación, además de la normativa que vaya interpretando el propio Ministerio 

Piiblico. 

b. Bajo el pretexto de una política de perseciición, no se piiede obviar la existencia 

de mecanismos alternos a la pena, al juicio, o de mecanismos de simplificación y 

de aceleración del proceso penal. 

c. La política de persecución debe tomar en cuenta que ante los casos concretos se 

debe realizar tina discriininacióti, entre las diferentes opciones que brinda el 

Código Procesal Penal, así puede no estarse conforme con la aplicación de una 

determinada salida altertia, aunque podría resultar viable la aplicación de otra, 

tomando en cuenta que en muchos casos cabe la aplicación de medidas alternas 

qiie se excluyen entre sí. Igualmente, podría resultar que a pesar de ser aplicables 

determinadas salidas alternas, el Ministerio Público puede no estar de acuerdo 

con ninguna, promoviendo en su caso la apertura del juicio. 

El mandato legal y constitucional otorgado al Ministerio Público, de llevar a cabo la 

persecución penal, no puede tomarse como un mandato irrestricto, ya que se debe tener 

presente que nuestra legislación penal se encuentra basada e inspirada en principios como 

la tutela del bien jurídico, la ultima ratio y el principio de proporcionalidad. Estos 

principios, también se consideran como verdaderos límites para ese poder irrestricto 

consagrado en la ley petial. Sin lugar a dudas, en muchos de los casos este mandato 

constitucional proporcionado al Ministerio Píiblico (de perseguir los delitos), resulta ser 

muy peligroso, ya que los derechos consagrados en la Constitución Política pueden 



observarse como verdaderos obstáculos para poder perseguir "con mayor eficiencia los 

delitos" y es de esta forma en que se empieza a realizar un canje de libertades, interfiriendo 

cada vez más en la intimidad de las personas. 

Las politicas de persecución adoptadas por el blinisterio Público, son o deberían ser, un 

con-¡unto de prioridades, estrategias y distribución de funciones, necesarias para perseguir 

aquellas conductas delictivas que interesen, y para establecer mecanismos correctivos y 

preventivos que permitan disminuir los índices de criminalidad, cuyos límites son única y 

exclusivainente la Constitución Política y la Ley. Dichas políticas deben de estar basadas 

en los principios.inspiradores del derecho penal como razonabiiidad, proporcionalidad, bien 

jurídico tutelado y última ratio. Una política de perseciición penal, solamente podrá 

legitimarse en la medida en que proteja todas las garantias constitucionales del individuo. 

Ahora bien, "es por ello que el sistemcr penal se enfkento o la rnceuticíttmbre de en que 

punto pcrrtir en el níomento de perseguir un delito, porque lo que deherícr ser uncr crctividcril 

crecrtiva. se ha ido convirtiendo en una uctividud obsoleta, que lejos de ser inventiva es 

mds bien rutinuricr parcr el hfinisterio Público; .y es precism7ente en este punto de lo 

rutinario y obsoleto de 10 pcirsecxcicín penal, que se pierden los instrunrento.t o estrcrtegius 

de investigaci<ín, volvidncic~se ea& prsecuci<ín menos eficcrz en cuanto a sus funciones -y 

garantías no solo para el Ministerio Público sino para la colectividaá". ' 

- -  - 

' AL'ESYDX~O VEGA (Yoi.le~iy) y oíro. Problestias Jificuihdes y ubs(;iculus de uri hiitiiiiterio Púbiicu 
sin Políticas de Perseeucih, tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho, 
de la I Iniversidad de Costa Rica, San José, Costa Rica, 3003, p 13 



Este sentimiento de descontento hacia la política de persecucicín llevada a cabo por el 

Ministerio Público, es ya cor~ocido y existen diferentes puntos de vista respecto a esta 

situacicín: 

1. Negación de la existencia de una política de persecución penal: esta posición es 

sumamente radical, ya que afirma que el ente acusador, carece de una política de 

persecución penal y que además hay una falta de políticas institucionales que le 

permitan realizarla. 

2. Afirmación de la existencia de una política de persecución penal: considera que 

la política de persecución del Ministerio Piiblico, es apropiada, se encuentra bien 

planteada y produce los resultados esperados. 

3. Posición ecléctica: establece que el Ministerio Público cuenta con políticas de 

persecución, pero dichas políticas no se encuentran plenamente definidas; las 

mismas son solamente "pinceladas de algo que se asemeja a una, esta tiene una 

vido sumamente corta"' 

La creación de una definición de política de perseciición trae consigo un costo político, que 

nadie está dispuesto a asumir y más bien prefieren reproducir los mismos discursos de la 

población civil. Esto es evidente, ya que el poder político se aprovecha del derecho penal 

simbólico o reactivo, que es un medio sumamente eficaz para lograr legitimarse ante la 

población civil. 

' Ver A V E N D ~ O  VEGA, op, cit., p. 13. 



En una sociedad coino la nuestra. puede variar perfectamente la política criininal, 

dependiendo del gobierno de turno, pero lo que resultaría sumainente peligroso es la no 

existencia de una poiitica de persecución penal seria y responsable. En este mismo orden 

de ideas, se ha establecido que "podír ser conveniante el hecho de que unci políticci 

crimincrl de Estcid) vcrricrrci según /c rL~  prioridcrdczs de Gobierno o crdn~inisrrcrción (codo d 

afios), esto por cucrnto varían las circunstcrncius de prcísupuesros, priorihdes socicrles, 

seguridcid, etc.; paro en c*cnnbio 10 firlrci de uno políticci de pcrscctrción d~finidci e.s 

incon vei~ietrte ,v pe/~,yo.~a"' 

Se debe de tener en cuenta, qiie para poder definir una política de persecución del Misterio 

PUblico, se hace necesario establecer primero que todo una política criminal, la cual no se 

encuentra debidametite definida en nuestro país. 

B. Forma correcta de elaboración de la "política de persecución" del 

Ministerio Público. 

Como se observó en el acápite anterior, el Ministerio Público es el órgano persecutor del 

Estado, y por tanto, es a i.1 al que le corresponde el disefio de una política de persecución 

penal, cuyos límites son la Constitución Política, la Ley y los Principios Generales del 

Derecho. Ahora bien, ;.cómo debería de ser disefiada esta política? 

CRUZ CASTRO ( F e d o ) .  Entrevista. Citado por AVENDAÑO VEC;A, op, cit., p. 18. 



Primero que todo, no se debe de perder de vista, que el derecho penal se encuentra dirigido 

hacia la regulación de la conducta Iiutnana Y por ende es la misma sociedad la que va a 

definir por medio de su Órgano Legislativo. qué conductas van. a ser descritas como 

delictivas (política criminal). Por lo tanto, resulta indispensable que el hlinisterio Piiblico 

tome en consideración no sólo el parecer de profesionales en la materia, sino tambiSn a la 

sociedad civil, al momento de establecer su política de persecución. Es necesario que exista 

una articulación indisoluble entre la población civil, las instituciones sociales y académicas 

y el órgano persecutor; y solamente con la cooperación de todos estos entes se podrá lograr 

una política de persecución penal de acuerdo con las necesidades sociales. 

En este sentido, se ha manifestado que "Junto ü 1o.s círgü~os ptjb1icci.s de investigtrcidn y de 

control correspontie al hiinisterio Pzíblic~ el disefio de una política de persecuci6n 

criminal. Y esta política no puede ser fbrn~ulaikr dentro de los ctiatro paredes del 

Ministerio Público, es decir, en forma aisltida de la socieikrd civil y sw djversm 

organizaciones, líderes -y otros, pues una,formuIacidn nacidü tie.sde del ai,c.lamiento corre 

el riesgo de ser la chispcr que encien& la mecha de I t i  reaccicín vindictitiva descontrolada 

(ven.qat~za privadq) " ' 

El realizar una política de persecución de este tipo, sin la participación de la sociedad civil, 

resulta ser muy peligrosa, ya que al carecer de legitimación ocasionaría un verdadero caos 

social. Se correría el riesgo de que la población al sentir que el ente acusador, no responde 

' ARJAS m (Carlos). Renexioms para la política de persecución penal del Minaterlo Público, Una 
Opm~ittst!  psm- Reflexionar X,W AaivelsarM de! Ministerio Público, San Jos4 Cmta Rice, 
Departamento de Publicaciones e lmpresos del Poder Judicial, prlmem edición, 2000, pp. 53-54. 



a sus necesidades de seguridad, opte por resolver los conflictos por sus propios medios, y 

retrocederíainos a tiempos remotos en los ciiales existía la resoliición privada de los 

conflictos (la ley del más fuerte). 

Se debe de tomar en cuenta, que uno de los objetivos más importantes dentro de un Estado 

de Derecho, es lograr la seguridad ciudadana, y es precisamente por esa necesidad de 

seguridad que la población civil ha decidido entregarle al Estado una porción de su libertad, 

que implica que no se dé la ley del más fuerte. Por ello, el Ministerio Público, dentro de 

sus políticas de persecución debe de tomar en cuenta lo importante que resulta ser la 

seguridad, ya que " l ~  seguridad ciudadana es mejor y más eficaz cuando se aplica la 

prevenciótl, aunada a la eficacia y gficiencia de 1o.s órganos u2 investigación y la 

cnlensidad de la persecución pcnal".' Una correcta política de persecución, debe de tener 

presente que la seguridad ciudadana, se logra mediante la prevención, eficacia y eficiencia 

de los órganos encargados de combatir el fenómeno criminal. 

Es en esta misma línea de ideas, que se hace necesario que el Ministerio Público pida 

colaboración a diferentes entes gubernamentales y no gubernamentales, todos vinculados 

de alguna forma con las conductas criminales. Para poder elaborar una correcta política de 

persecución penal, deberá el Ministerio Público de reunir a todos los sectores sociales e 

incluso académicos que de alguna manera tienen una percepción de la realidad diferente a 

la del hombre medio, y es a partir de este consenso que puede surgir una verdadera política 

de persecución penal. 

' Ver MAFUN IJMENEZ,. op, cit, p. 70. 



Al momento de establecer una política de persecución penal, se hace necesario que ésta 

responda a las necesidades irnperantes de la sociedad, "C?nu política criminal hmada en lo 

reolidcid nirciond, en lus expe~tClliva.~. en 10,s intere.ses y nec~l'idades de la sociedad 

c«.starrric~n.se -y sur. diver.r.o.v conlponentes. Cina política que se .r.ustente, ademcl.s, en 

e.r.tudio.s irrticulado.s, interdir.cip/inario.~, sobre c1specto.s del poder, de la criminalidad y de 

Ca crinzinalización. entre otros aspectos "'. Cuando se defme una determinada política de 

persecución penal se debe de tomar en cuenta el momento que se está viviendo, ya que las 

realidades sociales pueden cambiar dependiendo del momento histórico, por eiemplo: 

despenalizar algunas conductas que no tienen ningún tipo de función social o que no 

protegen en realidad ningún bien jurídico, a pesar de que lo hayan hecho en el pasado. 

Además de contar con la opinión de todos los actores sociales y de lograr la seguridad 

ciudadana mediante políticas basadas en la realidad social, se hace necesario que el 

Ministerio Público en su política de persecución tome en cuenta, una nueva perspectiva, en 

La que se le dé preponderancia a la persecución de aquellos delitos que causen un mayor 

perjuicio social, lo cual no se ha venido haciendo durante los últimos afios. Sin embargo, 

desde la llegada de Don Francisco Dall'Anese a la Fiscalía General de la República, se ha 

pretendido dar un mayor auge a la persecución de este tipo de delincuencia, la cual resulta 

ser en tnuclios de los casos, tnás perjudicial para el conglomerado social que los delitos 

considerados como convencionales. Las razones de esta a f m c i ó n  son variadas; sin 

embargo, a grosso modo se puede establecer, que este mayor perjuicio radica en que este 

ARLAS &EZ (Carlos). Rdexiones para La política de persecución penal del Ministerio Público, Una 
C)po*~nidad para Reílexknar XY.V Aniverserm del Ministerio Piihlico, San Josd, Costa Rica, 
Departamento de Publicaciones e Impresos del Poder Judicial, primera edición, 2000, p. 56. 



tipo de actividad delictiva, afecta una gran variedad de bienes jurídicos tutelados coino por 

ejemplo: la salud pública, las finanzas públicas, el patrimonio de los su-jetos de derecho 

privado, la función pública entre otros. Ademas, por el nivel de organización que 

normalmente conlleva este tipo de delincuencia, se hace tnuy dificil su persecución y 

represión, lo que hace que sus efectos nefastos se prolonguen en el tiempo. 

En este mismo sentido se Iia expresado que "El Ministerio Público -y  los órganos públicos 

de control .y de jt1vestigoci6n crinlino1 hemos de diseñor unu políticu de persecucidn que 

nos perrtíitcr dedicur nuestros rccztrsos y C S ~ ~ ~ C E O S  prioritut'iún~c~t u /u cum de elqfhntes .y 

no a la cacería de hornti,qas".' 

Sin embargo, para lograr establecer esta política de persecución penal, el ente acusador 

debe de aumentar sus esfuerzos, y destinar los recursos humanos y materiales necesarios 

para conseguirlo. El hiiinisterio Público debe dedicarse prioritariamente, a la persecución de 

aquellos delitos que causan un mayor perjuicio social, sin querer decir con esto que se 

descuide la persecución de los delitos convencionales. Se trata de establecer y definir 

prioridades, tomando en cuenta el daiio social que puede ocasionar una conducta 

desplegada por el sujeto activo. 

Actualmente se habla de la necesidad de que el Ministerio míblico, base su actividad en 

una serie de principios que permitan una persecución coherente y eficaz. Estos principios, 

'ARIAS ~ T L ~ T Z  (Calos). Reflexiones para la política de p e m c i 6 n  p i a l  del Miriisierio Público, Una 
Oportunidad pata Beflexionar XXV Aniversario del Ministerio Público, San José, Costa Rica, 
Departamento de hibl.ica5one-s e Impresos del Pder Judicial, primera edición, 2000; p. 54. 



siguiendo el criterio del Doctor Alfredo Chirino Sánchez, se pueden resumir de la siguiente 

forma: 

l.  Princi~io de tutela de bienes iurúiicos: es im límite para ciialqiiier política que 

pretenda llevar el alcance de la ley hacia los ámbitos libres al desarrollo de la 

personalidad de las personas. 

2. Princi~io de necesidad, adecuación v pro~orcionalidad en serztido estrictu: en 

cada caso sometido al Ministerio Público se debe de investigar exhaustivamente la 

necesidad de aplicar la íiltima ratio del derecho penal. 

3. Principio de tram~arencia: la política de persecución debe construirse a nivel 

corporativo pero debe hacerse de tal forma que la comunidad pueda controlar el 

contenido de la política e incluso coadyuvar a su formulación. 

4. I D U ) c e n t r a c i & n  Princ' ' en las formas de criminalidad no convencwnal: la 

concentración del trabajo fiscal debe estar en aquellas áreas que mayormente 

pongan en peligro la vida de convivencia tal y como la entendemos, donde figuran, 

por supuesto la delincuencia ambiental y la delincuencia económica de grandes 

niveles. Precisamente allí donde nuestro sistema penal siempre ha demostrado más 

debilidad e incapacidad 



5. Principio de orientación u la víctimu: es un comproiniso asumido por el M.P. eii la 

reforma procesal de 1996. Se trata de que las persorias que han siifrido los efectos 

del delito no se victitnicen nuevamente con la reacción penal frente al delito. 

6. Princi~w a~licacidn mínima de la Dena ~rivativa de libertad: una consecuencia 

natural del principio de intervención mínima lo es la de aplicar sólo en casos muy 

extremos la pena de prisión 

7. Princi~w de uplicacibn restrin~idu de la prisión oreventiva: hay una especial 

tendencia hacia su utilización con fines reductores del principio de presunción de 

inocencia y de proporcionalidad, funcionando incluso, en algunos casos, como pena 

anticipada. 

8. Principio de racionalización de la prevención: el M.P. debe hacer patente su 

posición de crítica frente a la tendencia actual hacia la prevención normativa, cara, 

ineficiente y lesiva de derechos y garantías de las person as... se debe de proponer 

medios de prevención técnica tanto entre los miembros de la colectividad como en 

la legislación, de tal manera que se descargue la prevención normativa de su 

inflación y se tienda a mecanismos más dúctiles y más amigables con los derechos 

wnstitucionales. 

9. Princi~io de aplicución de control de dLrcrecionalidad ~ersecuíoriu: el Ministerio 

Pnb:ico cuenta con im alto grado de discrecionalidaá para ejercer la persecución en 

un niodelo acusatorio y esto tiene sentidc adeniás desde la perspectiva del ripo de 



asuntos confiados al Mitiisterio Público. Es evidente que uti descontrol sobre la 

discrecionalidad puede u en detrimento de principios constitiicionales como el de 

igualdad. Por esta razón, es qiie el compromiso con el deber de fiindamentación en 

las decisiones del Ministerio Público es un primer paso para controlar la 

discrecionalidad con iina de las herramientas más poderosas del Estado de Derecho. 

10. Principio de control de la investigacidn ~olicial: Una buena parte del trabajo de 

formulación de las políticas de persecución corisistente en fortalecer las labores de 

dirección de investigación en manos del Ministerio Público. Este principio mucho 

más que una razón en sentido teórico es de sentido práctico y representa un área 

sensible a la autonomía, independencia y objetividad del Ministerio Público. 

Una correcta elaboración de la política de persecución penal del Ministerio Público, debe 

tomar en cuenta a todos los actores sociales qiie de una u otra forma se ven afectados por la 

delincuencia, además debe cumplir con el objetivo de brindar seguridad a la población por 

medio de la represión de las conductas delictivas y de la prevención. Conviene que este 

ente acusador en aras de cumplir sus objetivos, defina sus prioridades y logre determinar 

cual tipo de conductas causan mayor grado de perjuicio social, para de esta forma aunar 

esfuerzos y destinar los recursos humanos y materiales, de la mejor manera posible para 

perseguir esa delincuencia. 

Además de ello, el Ministerio Público tiene una serie de mecanismos alternativos para 

resolver los conflictos penales, por lo que una de sus políticas debería ser el utilizar esos 

medios alternativos que se encuentran en el Código Procesal Penal, y de esta forma 



descongestionar al órgano de adininistración de la justicia, llevando a juicio solamente 

aquellos casos que son inayorinei~te lesivos y sobre los cuales no cabe ninguna medida 

alternativa. Esto permitiría que el ente aciisador, se dedique a la cacería de "elefantes". La 

política de persecución penal se debe de orientar precisamente a la persecución de los 

delitos no convencionales, que lioy por lioy, resultan ser muclio mas lesivos para la 

sociedad, sin embargo, se deberá de luchar contra la opinión de la población civil, la cual 

no se identifica plenamente con el daiío que causan este tipo de delitos, perdiendo la 

conciencia de víctima y restándole iinportancia a sus consecuencias nefastas, en la mayoría 

de los casos, esto debido a que los inisinos no tienen el efecto einocional qiie sí producen 

los delitos convencionales coino Iioinicidios y violaciones. 

Ahora bien, una vez estudiados los conceptos de política criminal y política de persecución, 

conviene, clarificar cuales son la diferencias f~iiidainentales entre ainbos conceptos, ya que 

para determinar si el Ministerio Público aborda los delitos que se estudiarán en el presente 

trabajo de una manera adecuada, se hace indispensable la claridad conceptual en este 

sentido. Solo así podremos concluir si debido al accionar del ente acusador, se está 

produciendo o no, un alto nivel de impunidad en la comisión de ilícitos penales 

relacionados con las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción pública. 

J Sección Tercera: Diferencias y semejanzas esenciales entre los 

conceptos de "política criminal" y "política de persecución" del 

Ministerio Público 



De acuerdo con lo dicho, corresponde ahora realizar la estipulación de las diferencias 

esenciales entre los conceptos estudiados en las dos secciones anteriores. Dichas diferencias 

se establecerán en dos planos diferentes, a nivel teórico doctrinario y a nivel de sil 

implernentación práctica. Hecha esta diferenciación, quedará completainente clarificado el 

concepto de política de persecución, el cual es indispensable para la eventual comprobación 

de la hipótesis planteada, a fin de poder esclarecer si se da o no el falso abordaje antes 

aludido, que lleva a altos niveles de impunidad. 

A. Diferencias y semejanzas a nivel teórico-doctrinario 

Según se deduce de lo anteriormente expuesto, ambos conceptos se encuentran 

.estrechamente relacionados, pero no deben confundirse, ya que en realidad son cuestiones 

sumamente diferentes. 

La semejanza evidente y lógica entre la "política criminal" y la "política de persecución", es 

que ambas tienen relación con las cuestiones criminales; solo que desde ópticas diferentes. 

La primera, en términos generales, es la que define cuáles son las conductas que deben ser 

penalizadas y la cuantía de las penas a aplicar. La segunda, se refiere mhs bien a la 

prioridad que debe darse en la persecución e investigación de los delitos, así como a los 

medios a utilizar en dicha labor; ya que resulta imposible la persecución de todos los delitos 

con la misma intensidad, lo que ademhs seria poco deseable. Ya que es evidente, que 

algunos delitos causan un mayor perjuicio que otros, por lo que se debe dar preferencia a 

aquellos. 



Se debe aclarar que si bien es cierto ambos tipos de políticas pretenden alcanzar el mismo 

objetivo: "~ina reducción efectiva de los índices de criminalidad"; la forma y medios de 

alcanzar este objetivo es radicalmente diferetite en cada caso. La "política criminal" se 

avoca a la determinación de aquellas conductas que, al considerarse lo suficientemente 

dafíosas, merecen la tutela rigurosa del derecho penal. Es decir, se refiere a la tipificación 

de tales conductas como delitos. Así, ciertas actividades que antes se encontraban 

contempladas dentro del ámbito de libertad de acción de los ciudadanos, pasan a ser 

restringidas y penalizadas, eliminarido la posibilidad de ejecutarlas, sin la correspondiente 

posibilidad de la sanción penal. Por lo anterior, deviene en una actividad sumamente 

delicada, que en suma viene a coartar o limitar el rango de libertad de actuación de los 

,individuos. 

Por otra parte, la "política de persecución" instaurada por el Ministerio Público, consiste en 

determinar el grado de prioridad que se le debe asignar a la persecución de las conductas 

delictivas; en función del nivel de perjuicio que cada cual provoque. Evidentemente, esta 

determinación está supeditada a la previa tipificación de las conductas criminales (labor de 

la "política criminal"), realizada por el legislador. En otras palabras, los delitos se 

encuentran definidos a priori, el Ministerio Público únicamente define prioridades. Como 

se observa, esta actividad en principio, no tiende a aumentar el grado de restricción del 

ámbito de libertad de la ciudadanía. Sin embargo, si puede llegar a hacerlo, ya que según 

los medios que decida el Ministerio Público emplear en la implementación de la 

persecución de los delitos, puede inciirsionar y violentar derechos fundamentales de la 

ciudadanía. Esta violación, a menudo se presenta con la anuencia de la propia población, la 

cual, bajo la esperanza ilusa de mayor seguridad social está dispuesta a renunciar (como 



congloinerado social no cotno sujetos considerados individuaiinente) a toda una serie de 

garantías procesales y de fondo. Por ello la "política de persecución", en su afán de alcanzar 

el objetivo que busca, debe regular no solo la prioridad de las cotiductas que se deben 

perseguir, sino también la determinación de los medios que se van a utilizar en dicha 

actividad. 

Otra diferencia significativa entre ambos conceptos, se refiere al órgano encargado de 

promover su formación e implementación. En el caso de la "política criminal", esta labor le 

corresponde al legislador, en Costa Rica, es la Asamblea Legislativa quien se encuentra en 

la obligación de definir cuales son las conductas lesivas para la sociedad, que merecen la 

tutela del derecho penal, mediante su tipificación como delitos. Por el contrario, la "política 

de persecución" debe ser implementada y puesta en marcha por el propio Ministerio 

Público; quien se debe encargar de establecer que delitos (previamente tipificados por el 

Legislador) deben ser perseguidos preferentemente; asignando los recursos materiales y 

humanos necesarios para alcanzar tal objetivo. 

Por su parte, otra semejanza entre ambos tipos de políticas, es que en ambos casos, deben 

ser el producto de un proceso de formación sistematizado que produzca como resultado, un 

programa coherente basado en análisis profundos y técnicos, tendiente a lograr una efectiva 

reducción de los índices de criminalidad en la sociedad. Es decir, que ni una ni la otra, 

deben en principio, responder a las presiones antojadizas de la sociedad civil o de los 

medios de comunicación. En otras palabras, debe entenderse que cuando se habla de 

verdadera "política criminal" y "política de persecución", se hace referencia a toda una 



programación seria, y no a una serie de reformas y decisiones tomadas de manera aislada y 
l 

poco planificada. 

Asimismo, es importante diferenciar la forina eri que debe realizarse el proceso de 

transformación en cada caso. Es evidente que al tratarse con cuestiones sociales, las cuales 

son sumamente dinámicas y cambiantes, tanto la "política criminal" como la "política de 

persecución" están sujetas a procesos de cambio y auto-evaluación. No obstante, este 

proceso de cambio eri uria y otra, debe ser realizado de diferente forma, lo que no obsta 

para que existan algunas semejanzas a considerar. 

.En ambos casos, se debe tomar en cuenta la opiriión de diferentes sectores de la comunidad 

y se deben realizar estudios serios que permitan una mejor irnplementación de la 

correspondierite "política". Como ya se dijo, la "política criminal" tiende a definir el ámbito 

de libertad de la ciudadanía (incluyendo o excluyendo conductas dentro del ámbito del 

Derecho Penal), por ello su proceso de transformación debe ser mucho más cuidadoso y 

meditado. Debe además, implicar un análisis cuidadoso de las conductas lesivas que se 

producen en la sociedad. Se deben estudiar cuidadosamente las causas que generan dichas 

conductas criminales, para ello se hace necesaria la realización de un estudio socio- 

económico efectuado por profesionales de diferentes materias así como la opinión del 

Ministerio Público y de los propios sujetos involucrados en la comisión de los delitos 

(activos y pasivos). Esto es fundamental, ya que en la creación de una verdadera "política 

criminal" se debe determinar si para lograr la tan ansiada reducción de lo índices de 

criminalidad, es oportuna su tipificación como delito, o si por el contrario lo ideal sería la 



proinoción de programas educativos, de asistencia social o similares. No se debe perder de 

vista que el derecho peiial debe ser utilizado colno trltimcr rano. 

Producto de todo ese análisis (que podría tomar incluso años), es que el órgano legislativo 

debería arribar a las conclusiones apropiadas que le permitan detenninar cuales son las 

conductas que deben ser penalizadas y cuales no, así como el tipo y cuantía de la pena a 

aplicar a aquellos sujetos que incurran en la coinisión de tales conductas. 

El proceso de transformación de la "política de persecución", si bien es cierto, involucra 

también la participación de las misinas organizaciones sociales mencionadas anteriormente; 

no debería ser tan lento. Más bien, aquí el análisis para llegar a deterininar cual debe ser la 

prioridad de persecución penal, iinplica la realización de un estudio de la realidad social, 

pero enfocado a deterininar cuales delitos (previamente tipificados) provocan un mayor 

perjuicio al conglomerado social, en ese momento; con el propósito de perseguirlos con 

preferencia sobre otros (sin que ello implique que se abandone por completo la persecución 

de las deinás conductas delictivas). Además, el Ministerio Público debe definir los medios 

y vías que utilizará para tal fin. 

Por lo anterior, este proceso no necesariamente debe ser tan meditado como el de la 

"política criminal", ya que no modificará en mayor medida el grado de libertad de la 

ciudadanía; salvo lo dicho respecto de la utilización de "medios de investigación 

modernos", los cuales pueden fácilmente violentar los derechos fiindamentales de los 

habitantes; cuando tales "medios de investigación" sobrepasan los límites que la propia Ley 

y la Constitución les impone. 



Es evidente que en ambos casos, resulta vital la participación de diferentes sectores y 

fiierzas vivas de la sociedad. A quienes debe esciichárseles durante el proceso de formación 

y transformación de tales políticas, ya que después de todo, son estos sectores los que de 

una u otra forma se encuentran en contacto constante con el fenómeno criminal; además, en 

última instancia, es a la sociedad civil a quien van dirigidas. 

Este aspecto es fundamental, ya que si las políticas no responden a las verdaderas 

necesidades de la población, se corre el riesgo de iina verdadera pérdida de confianza en el 

sistema de derecho, deslegitimándolo completamente frente a la comiinidad. Sin embargo, 

,no se debe confundir el hecho de la participación de los sectores sociales, con una 

siibordinacióii total de las políticas de persecución y criminal a la voluntad y clamor 

populares, las cuales, debido al sentimiento de insegiiridad imperante respecto de las 

conductas delictivas, propiciado por la mariipiilación de la información que hacen los 

medios de coinunicación masiva, abogan por una penalización y represión cada vez mayor, 

en detrimento de los Principios de Proporcionalidad y Razonabilidad que deben regir estas 

materias. 

B. Diferencias y semejanzas a nivel de su implementación práctica 

Una diferencia fundamental entre ambos conceptos a este nivel, se refiere a la forma en que 

se materializa cada una. La "política criminal" se materializa por medio de la emisión de 

leyes. Es decir, en la etapa final, sil proceso de formación no es diferente del trámite normal 

de formación de cualquier Ley, de conformidad con lo que al respecto establece el 

Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa (y la voluntad política que exista). Sin 



embargo, en sus etapas previas, segíin se mencionó anteriormente, iinplica un proceso 

mucho inás coinplejo que requiere la participación de expertos en diferentes materias como 

Derecho, Psicología, Economía y Sociología entre otras; así coino también la participación 

de sectores organizados de la sociedad o ii~stitiiciones públicas y privadas, con el propbsito 

de lograr soluciones concertadas, pero sin dejar de lado los elementos técnicos necesarios. 

Sin embargo, respecto de su aspecto puramente práctico, sí se hace iinprescindible el aporte 

de los organismos encargados de asignar los recursos econóinicos necesarios para lograr 

que el producto final sea el inejor posible, en beneficio de la sociedad civil. 

Por su parte, la impletnentación práctica de la "política de persecución", es iin tanto 

diferente. Si bien es cierto, involucra tainbién la participación de diferentes agentes 

sociales, su producto final no es una ley; sino que inás bien consiste en una serie de 

directrices que emanan desde la Fiscalía General de la República, las ciiales deben permear 

toda la actividad del Ministerio Público, definiendo las prioridades, asignación del recurso 

material y humano y los medios idóneos para lograr dicha actividad. 

Otra diferencia fundamental entre ainbos conceptos a este nivel, es el grado de dificultad 

que existe en cada una, para lograr su efectiva impleinentación, la cual es inucho más difícil 

de lograr en el caso de la "política criininal". 

Para lograr la creación de una verdadera "politica criintnal", debe existir una enorine 

voluntad política, que permita conciliar las diferentes ideologías e intereses de los partidos 

políticos representados en el aparato legislativo. Esto muchas veces no es fácil de alcanzar, 

ya que las diferencias entre los múltiples sectores involucrados se vuelven obstáculos 



insalvables. Por el contrario, la efectiva iinpleinentacicin de una verdadera "política de 

persecucicin", depende en mayor grado de la visión y capacidad de la Fiscalía General de la 

República (representada por una única persona) para orientar de manera adecuada la labor 

del Ministerio Público. Evidentemente, es inuclío más sencillo toinar las decisiones 

apropiadas cuando esto depende de una sola persona, que cuando se involucran tnúltiples 

personas con intereses contrapuestos. 

Después del análisis realizado a todo lo largo del presente capitulo, queda claro que se debe 

entender por política de persecución. Ahora bien, el presente trabajo se relaciona con la 

coinisión de determinados delitos o actividades que se consideran como delinciiencia no 

convencional. Para poder entender porque se afuma que las actividades de narcotráfico, 

robo de vehículos y corrupción, deben ser consideradas colno delinciiencia 110 

convencional, se debe aclarar en primer término, que se debe entender por tal y además 

diferenciarla y10 relacionarla con el fenómeno del critnen organizado; para posteriorinente 

determinar, si las actividades wencionadas, cumplen con los requisitos necesarios para ser 

consideradas de esta manera. 

> Capítulo 11: Conceptos de "delincuencia no convencional" y 

"crimen organizado" 

Corresponde entonces, pasar a analizar y diferenciar los modernos conceptos de crimen 

organizado y delinciiencia no convencional. Al igiial qiie en el capítulo anterior, se 

analizará cada concepto por separado, dedicando una sección del presente capítulo a cada 

uno de ellos, para luego relacionarlos y diferenciarlos entre sí. Esta labor es de vital 



importancia, ya que posteriorinente se analizarán las actividades de narcotráfico, robo de 

vel~ículos y corrupción, y a la luz de los términos estipulados en el presente capítiilo, se 

podrá deteriniilar si dicllas actividades, constituyen o no delincuencia no convencional. 

J Sección Primera: Definición de "delinciiencia no convencional" 

La definición de la delincuencia no convencional, será realizada, siguiendo la misina 

inetodología empleada hasta este punto. Así, para arribar tina adecuada estipulación del 

concepto, deberá delimitarse de aquellas cosas que no lo son. Así, resulta indispensable 

diferenciarla de su correlativo concepto de delincuencia convencional, para posteriormente 

analizar las particularidades que presenta la delincuencia no convencional en su forma de 

ejecución. Finalmente, debe realizarse un análisis de la manera apropiada de perseguir este 

tipo de delincuencia, lo cual en buena teoría es la labor de la política de persecución del 

Ministerio Público. Este análisis final es indispensable para los efectos del presente trabajo, 

ya que en caso de qiie se establezca, que dicllas particularidades de la forma de persecución 

de este tipo de delincuencia, no sean debidamente iinplementadas por parte del Ministerio 

Piiblico, se estaría dando un primer paso en la comprobación de la hipótesis planteada. 

A. Diferenciación entre la "delincuencia convencional" y la 

"delincuencia no convencional." 

El diferenciar entre la "delincuencia convencional" y la "no convencional" no es una tarea 

sencilla, ya que la doctrina es diversa en cuanto a que debe entenderse por "delincuencia no 

convencional". 



Una de las primeras definicioties dadas por la doctrina, estipuló que el delito no 

convencional o "de cuello blanco" (wliite-collar crime), es aquel "come/ido por una 

persorta rc.cpciablc y de clc vado (italus social. cn cl nturco de $11 prí~f¿.ciÓn. '' ' NO obstante, 

esta definición ha sido ampliamente criticada, por estar fundada en u11 derecho penal de 

autor, totaiinente superado por la doctrina peiiat moderna, la cual basa sus definiciones en 

un derecho penal de acto. 

Muctios autores, al brindar sus defiiiiciones de lo que debe entenderse por "deiincuencia no 

conveticional", la litnitari a una de sirs múltiples manifestaciones. 

Por e-iemplo, algunos idetitificaii la delinciiencia no convencional con el derecho penal 

ecotiómico. En este caso se menciona como eiemerito diferenciador, el hecho de que las 

conductas sancionadas por las normas que integran este derecho, no producen el efecto 

conmovedor en la sociedad, que sí causa ta delincuencia convencional (hoinicidios, delitos 

sexuales, violencia contra menores, etc.) Incluso se ha considerado este tipo de derecho 

como de tipo "artificial", es decir que es producto de las particulares circutistancias y nivel 

de desarrotlo social que impere en la sociedad en un momento determinado, lo que lo 

convierte en un derecho sumamente dinámico, que debe adaptarse al avance tecnológico y a 

h valoración que la sociedad hace de h s  conductas tipificadas, ya que en un momento 

determinado puede considerarse perjudicial lo que en otro tiempo era contemplado como 

aceptabte, apropiado e inctuso deseabte. 

' SL?IERLiL\?) (Edwiri) Wlhite Cdlag-Ci-iiire, p. 3. Ci* p o r  TíEDEMAhX (I;lau). Poder fionórnico 
y Defito (Introducción al derecho penal económico y de la e m p m ) ,  Barcelona, Editorial h e 1  Sociedad 
Anónimo, 1985, p 10 



Hay otros autores que identifica11 la delincuencia no convencional con los delitos 

ecológicos o con los tecni ficados delitos informáticos. Ambos casos presentan conductas 

delictivas que existen en razón de los modernos avances tecnológicos y las nuevas 

vaioraciones sociales. Sin einbargo, cada una de estas tipif~caciones de delincuencia no 

convencional, debe ser considerada como una de las manifestaciones de esta moderna 

categoría de delitos no convencionales, en una relación de gCnero y especie. 

De lo anterior, resulta claro que la comisión de delitos no convencionales, afecta bienes 

-iuridicos que no se circunscriben al ámbito de lo patriinonial; por el contrario, sus 

conseciiencias nefastas se extienden mucho mas allá de !o meramente económico, como en 

el caso de los delitos de carácter ambiental. 

Adeinás, las formas de comisión de este tipo de hechos delictivos crecen y se transforman 

constantemente. Por ello se ha manifestado que "...km forn~us clc. osrucio .y ,fioudcz se 

modificu~~ cotI.vtutltenrente. tzo sietldo cotlocid¿i.r stificientemente sus.fbmlas de upuriciótz. 9 r l  

Resulta evidente, que no existe un criterio unánime de la definición de delincuencia no 

convencional ni sus elementos definitorios. Algunos de los criterios diferenciadores que 

han sido esbozados por la doctrina, para distinguirlos de los delitos convencionales, son los 

siguientes: 

' TIEDEh4ANN KIaus). Poder Ecan6rnira y Delitb (Ltduccdfi al derecho penal econórnko y de la 
empresa), Barcelona, Editorial Ariel Sociedad Anhnima 1985, p. 61 



A. El criterio de la violencia: La diferencia esencial entre la delincuencia 

convencional y no convencional, radica en la ausencia de violencia al momento de 

la perpetración de la conducta delictiva, y la inexistencia de dario físico directo en el 

siijeto pasivo del delito o víctima. No obstaiite, este criterio ha sido refutado por 

quienes consideran que en algunos casos de este tipo de delincuencia sí se produce 

un daño efectivo en las víctimas. Ejemplo de esto sería el caso de compañías 

Farmacéiiticas, que a sabiendas del eventual perjuicio o efecto secundario que 

pueden producir algiinos de sus productos, burlan los controles sanitarios y los 

sacan al mercado afectando a iin níimero indeterminado de personas, quienes sí 

reciben iin perjuicio físico directo en su integridad corporal. 

B. El criterio del status social del sujeto activo: a pesar de ser ampliamente criticado, 

segíiii se expuso supra, se debe hacer mención a la posición que considera que este 

tipo de delitos son cometidos por personas de elevado grado académico y alta 

condición socio-económica. Mientras que las personas de las denominadas "clases 

bajas" no tienen posibilidades reales de cometer este tipo de ilícitos. Es claro que el 

criterio no es válido por muchas razones: en primer término, la referencia a un 

derecho penal de autor le resta de por sí validez. Además, es evidente que no todos 

los delitos no convencionales requieren de ese pretendido status social, por ejemplo 

algunos delitos contra el medio ambiente y los evidentes casos del narcotráfico y el 

robo de vehículos, en los cuales, dentro de las organizaciones que se dedican a estas 

actividades, se involucran una gran cantidad de personas (qiiizás la mayoría de los 

miembros) que no poseen un mayor nivel académico o socio-económico. 



C. El criterio de la tipificación en leyes especiales: se ha expiiesto también que son 

delitos no conveilcionales, aquellos que se encuentran tipiticados en leyes 

especiales, por el contrario, los delitos convencionales se encuentran norinalinente 

tipiticados en cuerpos legales más iiniforines denominados coniúninente "Códigos 

Penales". 

D. El criterio del "occupational crime": este criterio establece una relación directa 

entre los delitos iio convencionales y el papel profesional en la actividad económica. 

Aquí, no se caracteriza al autor por sii pertenencia a una determinada clase social, 

sino que más bien le interesa la peciiliaridad del acto y el objetivo de su 

comportamiento. Así, lo que viene a definir al delito como no convencional, es que 

el mismo se produce a raíz del trabajo que posee el sujeto activo, que es la 

condición que le permite cometer el ilícito; en otras palabras, si el agente no se 

desempeñara en determinado puesto laboral, no podría cometer el delito; por 

ejemplo, el funcionario público que sin poseer un mayor grado académico o status 

socio-económico, encuentra la posibilidad de extraer fondos de las arcas públicas, 

en virtud del puesto que desempefia. 

E. El criterio de la relación con los negocios jurídicos: este criterio considera (en 

virtud de la identificación que hace con los delitos económicos), que los delitos no 

convencionales se cometen en ocasión de determinados negocios jurídicos 

relacionados con la transmisión y afectación de bienes patrimoniales. 



F. El criterio del bien jurídico supra-individual: Una de las notas características 

más aceptadas por la doctrina moderna, consiste en que los bienes jurídicos 

tutelados por la deliticuencia no coiiveiicional, son de tipo supra-individual, con lo 

que se abandonan los intereses individuales privados y se kulnera más bien el 

patrimonio y orden públicos. 

G. Finalmente, para Pinatel: " ... el crimen de cuello blanco e.$ el hecho de un 

delincuente ormnj;r¿ido y .~ociainlen/e udaptudo. Se frota de un sujeto que, 

perteneciendo a una clme socio-econhntica elevadil, viola de una munera 

sistem¿irica la$ i'tyc)s  destinada^^ a regir sus ucfividades ,prof~.vionales. Por tanto, el 

"white coliar crime " e.$ una nuevu .fi~rtna de crinrinafida~f ot.gunitudu: orientuda 

huciu el .fi*aude y la explor¿ici<in, comhinmdo, a mentido, lu violenciu y la a.~tucia 

[qm.iteri.smo). En el límite, la actividad crinlinal con.s/iru.ve una actividad 

ecoi?ómica de ui7 gknero particular". ' 

Aparte de estos criterios diferenciadores, es importante resaltar que la criminalidad "no 

conveiicional", carece de ese efecto conmovedor en la población, efecto que si provoca la 

criminalidad tradicional (homicidios, violaciones, violencia doméstica); ya que por lo 

complejo, técnico y a menudo incomprensible (para la persona no versada en la materia) de 

la maniobra que se realiza en la comisión del ilícito, este resulta imperceptible para la 

generalidad de la ciudadanía, a la que incluso se le presenta con una apariencia de 

PINATEL. p. 421. Citado por ROJAS JIMENEZ (Oscar). La Informática y los Problemas de 
Calificación Ddictiial. Tesis para optar por el Cmdo de Licenciado en Derecho: Facultad de Derecha, de la 
Universidad de Costa Rica, tomo 1l, San José, 1995, p. 415. 



legalidad. Por ello, como regla, no produce el claro desagrado que sí genera la coinisión de 

un hoinicidio o una violación; además la indeterminación del sujeto pasivo del delito (quien 

a inenudo es el sistema econóinico o las finanzas píiblicas), resta el interks de la población 

en su persecución. Asimisino, en caso de tener conciencia de su condición de víctima, esta 

se encuentra "Remi.j.cr cr emprender crccionc.~ judicicrles y muy proclivcz crl pcrctt~ o Icr 

trcrnscrcción económiccr. Temeroscr respecto cr 1o.v poderes econtjníicos y sin exce.v¿va 

conficrnzcr en l i  justicia, muy lento y distcrnciidcr del ciudidcit7o czt7 e~entucrlcz~v prt~ceso.~ 

sobre e3-tas- mater~as . . . "' 

A pesar de lo anterior, es innegable que "La criminilidcrd cie "cuelko hli~nco " produce un 

, poderaso impucto mtipeLiclgiigicct y corrasivci en /u .sociedd -en e/ propio .si.stczma 

tlconómico y ,finmciero- muy .~uperior u/ de Iu delincuencia económico-putrin~oniu/ 

convencional. tanto iie.~de un p m f o  (fe vista ctra/itativo como czlantiluti\~o. 9 .  2 

Respecto del sujeto activo, liay una diferencia muy marcada entre el trato y reproche que se 

le hace a los que incurren en uno u otro tipo de delitos. Incluso, el propio su-ieto activo, no 

se considera como un "delincuente" sino como un comerciante audaz que puede "doblar" 

las reglas del sistema en su provecho, convirtiéndole en un hombre o mujer "exitoso". Esta 

percepción del delincuente de "cuello blanco", sumado a la pertenencia usual a clases 

económicamente fuertes y su conocimiento del sistema entre otros factores, le confiere una 

especie de inmunidad al sistema de persecución penal. 

. . , , . . ' VIun\Cfh P,'?BLOS DE h39LK.l (Antonio). Re2exio:io c::r::::io!hgicr~ j p!:ti~~-crir:\::iz!e; &re !a 
criminalidad de "cuello blanco". El Derecho Peaal Hoy. Homenaje al profesor David Baigúa, Buenos 
,4ires, Editores del P~erto S.R., 1995, p. 552. 



No obstante, se debe establecer que estos delitos no convericionales, causan un periuicio 

social mucho mayor en la comunidad, por ello se ha dicho que: "conllcv¿rn necesuriamcznte, 

tunrbikn, un impaao dcmolecior (<fkcto.~ "inmalcriale. para la econorníu cie mercado. 

Defhrmun los mecmismos legules de$jucidn de precios, re.s/ringen o eliminun Iu libre 

competenciu y, en definitivu, de.s.ucreditun .y perjudicun el sistema mi.umo que descunsu en 

¡u c-fiunzu en el correcto y normul~fincionamento del triífico de IUE ,fuertu.s' econÓmicu.s'. 

<.'un rutrín .suele aludirse u1 "t?fkcro de resaca" o "e.upirul" que de.sencacic)na una priíctica 

úe estu nuturuleza, .fi)rzando u1 competidor u uctuur del mismo rnodü: del "efkcto en 

cudenu" incontrüluble que se pone en marcha, "conta.gio.so". cuyo inlpircto "corruptor" 

ulcunzu inevitublenrente u la propia Adntini.stración Pública, re.sponsable, hqy miís que 

nunca, en ~ ~ a n t o  que el E S I U ~ O  moderno no es .yu un mero "urbitro" o "gendarme", sino 

un Estudo "intervencioni.fta" - el principal empresurio-, acrivo ge.stor de los proceso.v 

socia le.^. '! ' 

Cualquiera que sea el caso, parece claro que la comisión de delitos no convencionales es un 

fenómeno característico del mundo moderno; algunos autores incluso relacionan a la 

delincuencia no convencional con el fenómeno de la globalización. Además, son delitos 

que en general presentan muy escasa regulación legal y desarrollo doctrinal. 

I GARCiA PABLOS DE MOLINA (Antonio). Wexiones criminologicas y políticocriminales sobre ia 
criminalidad de "cuelln hlancn". El Dererho Pen~l Hoy Homenaje al profesor David Baigún, Buenos 
Aires, Editores del Puerto S.R., 1995, pp. 546-547. 



B. Particiilaridades en la forina de ejecución de la "delincuencia no 

convencional." 

La partictilarización de la forina de ejectición de la delincuencia no convencional, depende 

eii gran medida del concepto que se acoja de este tipo de delinctiencia. Evidentemente, de 

acuerdo con lo expuesto en el punto anterior, es difícil encontrar una posición unívoca del 

mismo. 

Sin embargo, algunos autores se han aventurado a definir los elementos característicos de 

este tipo de delincuencia: 

I .  "Son llevados a cabo por personas de cierto slatus .social. 

2. Susfin es meramente patrimonial, con excepción de a1guno.s delitos informático.~. 

3. Requieren de pr@.sionalidad, e.sto  c.^, que se nece.sita de una serie de 

conocimientos especializados para 1levarlo.s a cabo. 

4. Gozan, ha.rta cierto punto, de admiración, pues no es cualquier individuo el que 

puede cometerlas. 

5. En general el infi-actor no  lo.^ con.sidera de1ito.s en e.striclo sentido, sino merm 

infracciones, cuando no un simple hecho contractual. 



6. l:n el ca.50 de 10.5 dell10.5 -formÚ/rcos son cott1e1ido5 por el ~/í.ceo de relar u lu 

múqurnu, o .,eu el tn fkc/or  no lo ve ~of t to  unu ~ r o l u ~ i ó n  \/no corito tlnu prztebu de 

1 
,$ir cotzocli~ietlto v chnlltllo de la maiierra 

En general, podernos mencionar los siguier~tes elementos característicos de este "género" o 

tipo de delincuencia; de los cuales, pueden concurrir algunos o todos, dependiendo de la 

''especie" de delito no convencional de que se trate en cada caso particiilar: 

La critnirialidad no cor~vencional suele ser cometida por sujetos de cierto nivel 

económico, social y/o académico, va que requiere de iin grado de conocimiento 

tktiico lo suficientemente elevado, que permita burlar, eludir, confundir o 

distorsionar los tnecanistnos de control o medios de seguridad existentes para evitar 

este tipo de hechos. En defiitiva operaciones de este tipo requieren un nivel de 

conocimiento que supera normalmetrte el del hombre medio. 

A menudo el suieto activo de este tipo de delincuencia, logra incurrir en los ilícitos, 

gracias a que el ejercicio de su profesión, los privilegios que brinda su acomodada 

posición social y las amistades influyentes que normalmente posee, le permiten la 

comisión de tales conductas delictivas. 

MADRE VARGAS (Carmen). Perseeurión Penal de los Delitos Informátkos. Tesis para optar por el 
Cmdo de Licenciada en Derecho, Faculuid de Derecho; de la IJnivenidad de Coita Rica; San José; 2002; pp. 
37-38. 



La actividad delictiva se viste con apariencia de legalidad, por lo que se inserta con 

facilidad en el tráfico jurídico, en este sentido se ha dicho que: "El nsgocio crinrinal 

sc inscrtu en los proce~o.~ norttrai'~>.s (lcl frdfjco izirí~li~o ~ t i ~ ~ r ~ ~ a n f i l .  Aprovechu lo 

conlpi~jidcfd y tec~:lfjcaci(jn de L~SIL' para no o/~?.~pc?rf~r .~o.c;/)c'c~hm. ES bien cllficil 

distittpir urt "huerí negocio" de uria "colosal estafa". ' 

A menudo, el verdadero autor o autor intelectual de los ilícitos no convencionales se 

mantiene refugiado en la seguridad del anonimato. Ya que incluso en el caso de 

delitos como el narcotrátlco y el robo de vehículos, aquellas personas que se 

presentan como visibles en la ejecución del delito, están lejos de ser las personas 

que idean las intricadas operaciones necesarias para obtener benetlcios económicos 

con estas actividades: de hecho, estas personas visibles, suelen percibir tina porción 

de beneficio económico intltna en cotnparación con las ganancias exorbitantes 

percibidas por los jerarcas de las organizaciones a las que pertenecen. 

Se considera la ausencia de violencia, coino una característica esencial de la 

e-iwución de la delincuencia no convencional. En este sentido se ha dicho que: 

"Para a l p o s  autores la 4fLirenci~1 cscncial entre delitos convencionales y los no 

convencionales raLiica en el hecho ¿iL. que los no convencionales son cornetldos sin 

violet~cia por persoitíi,~,.fT.vicas o morales que so11 cor~siderada. '~forn1a1e.s". . . 9 ,  2 

' GARCIA PABLOS DE MOLINA (Antonio). Reflexiones criminológicas y político-criminales sobre la 
criminalidad de "cuello blanco" El Derecho Penal Hoy. Homenaje al profesor David Baigún, Buenos 
Aires. Editores del Puerto S.R., 1995, p. 551. 

Ver MADEüZ VARGAS. op. cit.. D. 34. 



No obstante, este criterio tia sido suiriainente criticado (según se inencionb), ya que 

se considera que de muclias maneras la deiincuencia no convencional es altamente 

violenta. Resiilta evidente que el i~ucotráfico o el robo de vehículos presentan a 

inenudo niveles elevados de violencia; pero inctiiso algunas condiictas piminente 

mercantiles, pueden implicar algún tipo de violencia. 

La delincuencia no convencional se comete en relación coi1 determinados negocios 

iiiridicos, y ella incluye: "/o.s de1ito.s que no simplcmenre sc orienton a obtener 

intnc.diurux ventujos econdmiccis de ttnu dctc.rn~inudu vícrimu por medios ilegítimos, 

sino oqueIIos que se cometen en rel<icictn con /os ncgy~cios jurídicct.~ que sivven 

~e,~lrlírrinei7ie íi /a tríri7smisiíin o tti.vL~osiciíit7 .vohre hrei7e.s pntrimo17iales. " ' 

6 En múltiples casos, la e-iecucibn de la delincuencia no convencional implica iina 

violacibn sistemática del sistema legislativo y requiere de un elevado nivel de 

organizacibn en su comisión. Este aspecto se hace evidente en el moderno delito de 

narcotráfíco y las modalidades actuales de robo de vehículos; los cuales involucran 

grupos de personas e instituciones con un elevado nivel de organizacibn. 

Generalmente el su-ieto activo de los delitos no convencionales, posee un enorme 

grado de profesionalidad. Esta circunstancia se vuelve casi necesaria en muchos 

casos, en los que el conocimiento tecnico o académico es el requisito "sine qua 

' Ver MADRIZ VARGAS, op. cit., p. 35 



notí " que le pennite la comisión de los ¡lícitos, muchas veces inconcebibles ftiera de 

la profesión del delincuente. 

La delincuencia no convencional, tiene una naturaleza táctico criminal, así se ha 

dicho que ella " ... p urte úe un plan previantente e.~rahleci& ti11 vez de -forntu 

si.ttemritica para poder obtener el-fin que hu.~cm. es decir requieren de toda uno 

elahoraciOn propantática de los pasos a see i r  a la hora de echrrr a andar todo el 

proceso que llevíirú u/ delincuente a lu con.~eeución cie .su nhietivo. " ' 

La comisión de los delitos no convencionales se encuentra apoyada por el uso de 

medios tecnológ~cos sumamente avanzados, los cuales son empleados durante su 

e-¡mución, o despiiés de ella, para lograr la disimulación i t  ocultamiento de sus 

efectos. En relación con ello, se ha dicho que los delitos no convencionales están 

disefiados para que sea sumamente dificil encontrar elementos de prueba que 

pemitan su comprobación y eventual punición por parte del sistema jurisdiccional. 

"Por ejemplo, e.Y m*y dificil wtrrblecer di ver su.^ operucione.~ ccontuble.q, cuundo h 

empresa lleva tocicr su contabilidad en contputadoras. cuyu iulforrnrrcidn puede ser 

fácilmente de.~truida, escondida o b o r d a .  por e.i.tar conteni& en 1417 "Lfi.~kette. $ 9  992 

De todos los elementos expuestos se puede concluir que las particularidades en la forma de 

e-iecución de la delincuencia no convencional son sumamente variadas, y cada delito de esta 

' Ver MADRE VARGAS, op. cit. pp. 41 -42 

2 ARIAS CESPEDES (Ligia). E1 Delito de Cuello Blmco en Costa Rica un Estudio Explomtorio. Tesis 
para optar par el grado de Licenciada a Derecho, Famitad de Derecho, de /a Univeniciad de Costa Rica, San 
José, Costa Rica, 1980, p. 109. 



clase posee sus propias características, las cuales no necesariamente son compartidas por 

los restantes delitos de este género. Por ejemplo, en el caso del robo vehículos y el 

tiarcotráfico, resulta evidente el elevado nivel de organización y hasta cierto punto la 

utilización de medios tecnológicos avanzados; por el contrario, para su comisión no es tan 

necesaria la presencia de un elevado grado académico de parte del siijeto activo. Por otra 

parte, en el caso de los delitos informhticos, los elementos de utilización de equipo 

tecnológico avanzado y conocimiento técnico resultan indispensables para su comisión, no 

así el elemento de la organización, ya qiie incliiso pueden ser cometidos sin mayor 

problema por una única persona. 

C. Forma correcta de persecución de este tipo de criminalidad. 

La persecución de este tipo de delincuencia, depende en gran medida de las características 

propias de cada delito; según lo expuesto anteriormente. Así, en algunos casos será 

necesaria la utilización de medios tecnológicos de avanzada, en otros deberán intervenir 

expertos en diversas materias, quienes poseen los conocimientos técnicos y profesionales 

necesarios para diliicidar las intrincadas operaciones que utilizan los delincuentes para 

enmascarar sus acciones delictivas. 

Desde liiego que el primer paso debe darse a nivel de la planificación de la Política 

Criminal del país, pasando por la Política de Persecución del Ministerio Público hasta llegar 

a las diferentes divisiones de la Policía Judicial, quienes finalmente deberán determinar 

cuáles son los medios idóneos de investigación y persecución que deberán utilizarse en 

cada caso concreto. 



El priiner nivel (el de la Política Criiiiinal), se inanqja en un plano político en un priiner 

iiioinento; es el órgano legislativo el competente para determinar cuales son aquellas 

conductas que se presentan en la sociedad y que por el perjuicio qiie causan, deben ser 

perseguidas con toda la rigurosidad del sistema jurisdiccional penal. En este sentido, la 

labor política debe ser ardua. Se requiere una toma de conciencia por parte del órgano 

legislativo, del verdadero perjuicio social que causa la delincuencia no convencional, con el 

propósito de darle un mayor nivel de prioridad en el proceso de formación de leyes. 

Igualmente, a nivel de Politica de Persecución del Ministerio Público, se debe tener una 

clara orientación de hacia donde dirigir los recursos con los que se cuenta y una 

prograinación de las necesidades de la entidad para determinar cuales son los bienes y las 

cualidades del personal que se debe adquirir, con el propósito de lograr tina efectiva 

persecución y disminución de los índices de comisión de delitos no convencionales. 

Una vez que el Ministerio Público haya definido su Política de Persecución, debe 

transmitirla a las entidades encargadas de realizar las labores de investigación apropiadas 

en cada caso concreto, asignando los recursos inateriales y humanos apropiados para lograr 

iin efectivo combate de este tipo de criminalidad. 

Entonces, en la persecución de este tipo de delincuencia, se deberá abandonar en muchos 

casos, la tradicional imagen del policía que se encuentra haciendo rondas en la calle y 

persiguiendo a aquellas personas que cometen los hechos criminales. Por ejemplo, en el 

caso de los delitos económicos e inforináticos el abandono es casi total, ya que este tipo de 

delincuencia ocurre dentro de los aposentos doiniciliarios o en las propias oficinas 



laborales; los indicios de la coinisióii de estos actos delictivos no se muestran con claridad 

en la realidad material circundante, por el coiitrario, su descubrimiento requiere de estudios 

iniiluciosos y conociinientos especializados. Es evidente que la forma de persecución de 

este tipo de delincuencia debe ser inuy diferente a la forina de persecución de la 

delincuencia tradicional. No se debe olvidar que la persecución de este tipo de delincuencia 

es miiclio inas onerosa que la de la tradicional; ya que involucra la contratación de expertos 

y la utilización de equipo tecnológico de avanzada; sin embargo, esto no debe desmejorar el 

esfiierzo que debe hacerse, ya que el perjuicio social que producen este tipo de delitos es 

suinainente elevado, lo que justifica la inversión que debe hacerse. 

En otro tipo de delitos, lo qiie debe ocurrir es una mezcla del inodo tradicional de 

persecución delictiva, con los medios modernos no tradicionales y más onerosos de 

persecución antes mencionados. Este es el caso del delito de Narcotráfico y el Robo de 

Vehículos moderno. En estos casos, se presentan manifestaciones de delincuencia 

tradicional, coino por ejeinplo, la presencia de distribuidores de fármacos en las vías 

públicas, o los sujetos que materialmente proceden a realizar la sustracción de los vehículos 

en forma solapada o por medio de los llamados "bajonazos". En estos casos, la persecución 

por los medios tradicionales se hace necesaria; sin embargo, si lo que se quiere es lograr la 

captura de los autores intelectuales de las operaciones, de aquellas personas que se 

encargan de insertar en el mercado el producto de las acciones delictivas directas, o que se 

encargan de legitimar los cuantiosos capitales que genera toda esta actividad delictiva, por 

inedio del delito de legitimación de capitales, inás conocido coino "lavado de dólares"; 

entonces sí se debe recunir a los medios de persecución no tradicionales, ya que estas 

personas, denominadas "cabecillas" o autores intelectuales, normalmente no se encuentran 



en las calles en medio de toda la actividad delictiva, sino que están detrár! de sus escritorios 

realizando las conexiones necesarias para mantener las operaciones en orden y 

funcionando. 

En suma, una vez definidas de tnanera correcta, las Políticas Criminales y de Persecución 

apropiadas, será el organismo encargado de la realización de las operaciones de 

investigación, el que deberá determinar en cada caso concreto, la mejor forma de proceder 

con la persecución de los correspondientes delitos, sin apartarse por completo de los 

lineamientos generales establecidos por el Ministerio Piiblico. 

Por otra parte, algunos autores critican la utilización del sistema acusatorio para la 

persecución de este tipo de delitos. En este sentido manifiesta Pastor: "La posición de la 

victima, en este tipo de deIito.c., presenta dos problen~m, mhos derivildos de Iu .falta de 

determinación clilra y concreta del carácter de qfendido en este género de hechos punibles, 

o bien de la -fhlta de conciencia o conoc¿n~iento. de los ilf2ctado.c.. de que .son los 

uf2ctado.~ ... El siastema de per.c.ecución penal trad¿cional .sólo .se pone en marcha por el 

impu1.r.o de la victima individual. Cuando los hechos punibles, aunque graves, ufectun 

bienes /uridico.s diftL~os. el modelo de proce,so pend trudicional quedo ,fuera de jue&o, 

porque no logra la indivi&alizución rdpida-v preci,w de los ofhd1do.v". ' 

' PASTOR (Daniel R). ¿Es Conveniente la Aplicación del Proceso Penal "Convencional" a los Delitos no 
"Cononciona!~"?, Deli?es Na Canvencionales, Buenos Aires, Agentinq Editores del hierto S.R L; 
primera edición, 1994, pp. 277-278. 



En este sentido, se plantea la posibilidad de sacar la actividad acusatoria de manos del 

Estado, sin embargo, esta posicióti no se comparte, ya qiie esta actividad debe pennanecer 

dentro del ámbito estatal, siendo el Estado el único legitimado para detenninar la existencia 

o no, de hechos delictivos y siis posibles conseciiencias jurídicas (por medio de sus 

diferentes órganos v.g. Poder Legislativo y Poder Jiidicial), por otra parte la 

indeterminación de la víctima, más bien debería abrir la posibilidad de que cualquier 

ciudadano se vea facultado para interponer la correspondiente denuncia, aumentado así los 

mecanisinos de control. Por ello, lo conveniente sería modificar la forma en que el 

Ministerio Público ejerce su actividad perseciitoria de acuerdo con lo expuesto, 

implementado una verdadera política criminal y de persecución, pero de ninguna manera se 

puede pretender sacar esta labor del ámbito estatal. 

Una vez definido con claridad el concepto de delincuencia no convencional, corresponde 

ahora pasar a delimitar lo que debe entenderse por crimen organizado, para posteriormente 

realizar las diferenciaciones y relaciones necesarias entre ambos. Evitando de esta manera 

confusiones conceptuales que pudieran surgir. Todo con el fin de tener bien claro lo que se 

debe entender por delincuencia no convencional, para así verificar si son aplicables sus 

características, a las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción pública. 

4 Sección Segunda: Definición del concepto de "crimen 

organizado" 

La definición del concepto de crimen organizado resulta ser sumamente complicada, ya que 



no existe una definición uitívoca de este concepto, el cual además es sutnatnente tnoderno y 

esta lejos de ser un concepto plenamente jiiridico, mas bien es de oripen criminolbgico- 

policial. Sin embargo, es vital su delitnitacibn, ya que en rniicl~as ocasiones se le ha 

identificado con la delinciiencia no convencional, lo cual según se verá, es incorrecto, a 

pesar de que existe una estreclia relacibn entre ambos conceptos. 

A. Determinación del concepto de "crimen organizado" a nivel 

doctrinario. 

Es indudable que el hombre siempre se ha caracterizado por tener un espíritu creativo, 

científico e innovador, con lo que ha demostrado tener un gran potencial intelectual. Los 

grandes descubrimientos efectuados, han dado la posibilidad de hacer más fácil y 

placentera la vida cotidiana; cada día nos encontramos con todo iin mundo planificado y 

estructurado de acuerdo a las necesidades de la sociedad nacional e internacional. Sin 

embargo, no siempre el hombre ha aunado esfuerzos por contribuir con el bienestar social, 

sino que ha utilizado los avances económicos, científicos y tecnológicos disponibles para 

perfeccionar su actuar ilícito. 

En este mismo orden de ideas, encontramos como una característica de algunos delitos no 

convencionales el denominado crimen organizado, el cual ha ido adquiriendo relevancia a 

nivel i~~ternacional, por su mocius operat~di, por su estructura y por ser una "...criminalidad 

*! l  má.v corporativa ... Esta delincuencia ha tomado algunos instrumentos y conceptos 

' BLILL'CO CORDERO (Lidoro) y oiia. Pr~iticipales iirtsir~uriie~ios iriierriacioriales (de Naciotres UII~&S y la 
Unión Europea) relativos al crimen organizado; la definición de la patticipacibn en una organización criminal 
y los problemas de aplicación de 11 ley penal en el espacio. Rwisís P e ~ a l ,  C~stilla, No 6,  julio 2000, p. 3. 



propios de la economía, de la ciencia y de la tecnología para adaptarlos a sus necesidades 

delictivas. 

El crimen organizado, ha ido tomando tina nueva dimensión, aiinqiie puede establecerse en 

un solo país, la tendencia actual es su desarrollo a nivel internacional, lo que dificulta aún 

más su persecución penal. En la actualidad se habla de una internacionalización del delito, 

esta intemacionalización tiene dos connotaciones, por un lado, se entiende que la 

delincuencia presenta las mismas características, en todos los paises del mundo y por otra, 

el desarrollo de actividades delictivas a nivel internacional, sin ningún tipo de fronteras 

(aquí se ubica esta categoría de criminalidad organizada). 

Este tipo de delincuencia se ha ido sofisticando cada vez mas, hasta convertirse en tina 

empresa de tipo criminal, logrando incorporar en el desarrollo de sus actividades todo lo 

que tiene que ver con gestión de tipo empresarial. Por consiguiente, considera parte 

importante la planificación de sus actividades, que a su vez están orielitadas a la demandas 

de bienes y servicios ilegales y cuenta además con una división del trabajo. Todos estos 

elementos son organizados con un único objetivo: obtener una ganancia (lucro). 

Hasta hace unos aíios, el derecho penal se enfrentaba con un tipo de delincuente que podría 

denominarse convencional, el cual cometia un ilícito en forma individual y sin ningún tipo 

de organización. Sin embargo, en la actualidad, la sociedad mundial se ve enfrentada a otro 

tipo de delinciiente, que se podría denominar "delincuente organizado" o "delincuente 

empresarial", queriendo decir con ello que el sujeto activo es parte de toda una estructtxa 



empresarial u organizativa, que Iia tomado conceptos del inundo económico para 

adaptarlos a sus conductas delictictas. 

El crimen organizado, como se dijo supra, se lía venido estableciendo con mayor fuerza a 

nivel internacional, e incluso se habla del establecimiento de verdaderas industrias 

criminales, donde la parte operativa se encuentra en un país determinado y los "gerentes 

criminales" en otro. El establecimiento a nivel internacional de esta nueva forma de 

criminalidad, lía sido posible gracias a la globalización de los mercados y la demanda de 

bienes ilícitos como drogas, armas, materiales radioactivos entre otros. ''La gloha/lzacidn 

de /a econonlía es el.factor n~ds itnpo,wnte que ha influido en el LitZsarrollo y expansihn de 

/a criminali~íiaci a t~ivel mzit~ífiaf ' l .  El fenómeno de la ylobalización económica, ha influido 

en este tipo de criminalidad ya que ha aprovechado elementos como: 

1. Su actuacihn a nivel internacional, la cual posibilita el acceso a mercados de bienes 

ilicitos muy 1,ucrativos. 

2. El establecimiento en democracias emergentes cuyas institiiciones son más frágiles. 

3. La operación desde lugares donde la organización se encuentra segura frente a ¡a 

perseciición penal, bien porque no existe legislación o porque no existe cooperación 

judicial internacional. 

Ver BLANCO CORDERO, op. cit..,p. 4 



4. La posibilidad de canalizar los beileficios de origen delictivo mediante iin sistema 

financiero global que, con la eiiininación de controles, hace cada vez tnás dificil 

seguir el rastro de los inisinos. 

5. El acceso a paises denominados paraísos fiscales en los que es posible ociiltar e 

invertir los fondos de origen delictivo, esto es, de "blanquearlos" para preparar su 

retorno a la econotnia legal.' 

Ei crimen organizado anteriorinente se analizaba coino un fenómeno propio de los países 

icdiistrializados, incluso se puede Iiacer mención de algunos casos como el de la mafia 

italiana o del grupo dirigida por Alphonse Capone. Sin embargo, en la actualidad no es 

posible realizar este tipo de distinción, ya que esta criminalidad se ha extendido incluso a 

países no industrializados o en vías de desarrollo. Actualmente los paises latinoa~nericanos 

no piieden ver este fenómeno ajeno a sus realidades, ya que con la Ilepda del narcotráfico, 

se ha hecho evidente el establecimiento de este tipo de organizaciones en Latinoamerica. 

En un primer intento por delimitar el concepto de crimen organizado, utilizaremos la 

siguiente definición: "Todcl mociocidn o grupo de personas que se dedico a una activiilad 

ilícita permanente cuyo printer obtetivo es sacar provecho sin ronlar en cuento las 

, frottteríls nílcionafes "."e esta definición. podemos extraer una co~iclusión importante, en 

' Ver BLANCO CORDERO, op. cit., .pp. 4-5. 

PEREZ (Alain). La Amenaza del Crimen Organizado sobre los Estados de Derecho, Crimen Organizado, 
San José, Costa Rica, Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centro América y Panamá, primera 
edición, 1998, p. 5. 



realidad se trata de actividades ilícitas permanentes, que busca11 sacar un provecho y que no 

totna en ciierita las fi-onteras, ya qoe para él no existen. 

El crimen organizado, resulta ser toda iitia actividad ilícita desarrollada en forma 

permanente, por un grupo de personas organizadas (vertical y horizontalmente) por medio 

de una estructura jerárquica y cuya organización trasciende de las fi-onteras de un país. Se 

trata de redes bien organizadas, en las cuales incluso los dirigentes del g i p o  pueden estar 

en un país y las personas que ejecutan los planes de autor en otro territorio, esta 

organización se caracteriza también por los grandes niveles de cornipción en los que se 

desenvuelve. 

Elemento esencial y distintivo de este tipo de organización, lo constituye sin logar a dudas, 

la corrupción, misma que se infiltra poco a poco en el aparato estatal. "La .forma de 

actuaciór: del crimen organizado w aprovechar lo siguiente: 

"a. La corrupción, la amenaza y la muerte, armas básicas para la compro de 1o.s E.stados. 

Corromper al estado, desde 1o.s. altos niveles (gobierno) hacia los respon.s.ables (juece.~, 

jjscales, policías) pa.rondo por 1o.r que tienen algunos intereses públicos   partido.^ 

políticos) o privados (prensa) es la primera estrategia que se de.sarrolla . . ."' En el 

ámbito nacional encontramos como claros ejemplos de ello los casos de Alacatel-Instituto 

Costarricense de Electricidad, dentro del concurso público para la instalación de una red de 

líneas celulares GSM y los de la Caja Costarricense de Seguro Social que realizó 

' Ver PÉREZ, op. cit., p. 6 



cuestionados empréstitos con los gobiernos de España y Finlandia, para la cotnpra de 

equipos inédicos no prioritarios. 

Se puede tiotar, que el critneii orgatiizado lia iticotporado en su estnictiira, la corrupción y 

ha dejado ia violencia como último recurso para lograr sus objetivos. Ya que cuando se 

ejecutan actos violentos se causa una gran conmoción en ia sociedad, mientras que si se 

utiliza la corrupción todo resulta ser silencioso y hasta cierto punto más conveniente. Esta 

corrupción, alcanza todos los niveles de la adtninistración pública y la sociedad en general 

del Estado en que tiene lugar. Se dice que la corrupción ". . . e.9 por nuturolezu propici 

.ailcncio.~íi, fbvorece iu mimerizucibn pem?ife conseguir el obietivci, (ie.secido con menores 

1 rie.s.go.5' .v niitia li7.S' fi1.5'f ffLL~io~~1.9 desde .$u interior. 

Los países en vías de desarrollo, se ven sumamente afectados con este tipo de criminalidad 

organizada, en algunos países las ganancias producto de esta actividad ilícita, son 

superiores al producto interno bruto, por lo que en muchos de los casos este tipo de 

ingresos, resultan ser parte importante de su economía. En este sentido, se dice que: "se 

conoce el problemu de economíu~ -frúgiles, donde el ingreso de -fondos puede arreglar el 

problemu, pero huy que dudur, pues el crin~sn orgunizudo por ese medio, uscmdo 10 

compción. además de comprar 10,s re.sp0n.vable.s compran tombién el estado ,v el pah" 2.  

El problema resulta ser sumamente compleio, ya que si bien es cierto, la economía del país 

FOFFANZ (Luigi). Criminalidad Organizada y Criminalidad Económica". Rwista Penai, Castilla, No 7, 
3 r r o  de1 2x1 ; p. S? 

2 Ver PEREZ, op. cit., p. 14. 



se ve beneficiada a corto plazo, se corre el riesgo de que estos grupos organizados lleguen a 

inaiiejar el Estado por coinpleto, aprovechándose de todo tipo de corrupción. 

El problema del crimen orgaiiizado en la cotnuiiidad internacional, resulta ser sumamente 

complejo y es por ello, que se han establecido ciertas pautas en el ámbito internacional con 

el fin de cooperar internacionalmente para su erradicación. Una de las conferencias más 

importantes en lo que se refiere al crimen organizado, fiie la realizada por las Naciones 

Unidas llamada "Conferencia Mundial Interministerial sobre el Crimen Organizado 

Transnacional", celebrada en Nápoles en novietnbre de 1994. A esta conferencia asistieron 

142 Estados que adoptaroti por unanimidad la Declaración Política de Nápoles y el Plan de 

Acción Global contra el Crimen Transnacional Organizado, aprobados por la Asamblea 

General mediante Resolución 49/159 del 23 de diciembre de 1994. 

En este momento se está trabajando sobre un Proyecto de Convención de Naciones Unidas 

Contra la Criminalidad Transnacional Organizada, en el cual se puede observar que el 

objetivo de esta convención " . . . es promover la cooperación entre los Estados para 

mejorar la eficacia en la lucha contra el crimen organizado de dimensión internacional"'. 

Aspecto sumamente importante, es el hecho de que los Estados se dieran cuenta que no es 

posible, combatir con efectividad el crimen organizado sin la cooperación de todos los 

países. Esta misma Convención define este tipo de deliiicuencia, según el artículo 2 bis A) 

de la siguiente manera " ... un grupo estructurado de tres personas o más existente desde 

1 VerBL.IWC0 CORDERO, op. cit,p. 5. 



hace un L ~ I ~ ~ I O  [Iempo -V qtic frene por fin lu contlsr(jn de ~nfrucc'lone.\ gy.~v<r\ paw oblener. 

dlrecta o rtldlrectanler~tt.. ti11 bet7efic10 ~ U I C J I I C . I ~ ~ O  O nlaterlal c/c otro tipo"' 

La Uni6n Europea, se lia visto tainbiin afectada por el crimen organizado. En este 

moinento en que las barreras estatales han caído y se presenta una libre inovilizaci6n de 

personas, capitales y comercio, también se genera el establecimiento de este tipo de 

organizaciones criminales. Lo que ha generado, qiie en el seno de la Unión Europea se 

hayan adoptado medidas que permitan su adecuada perswuciiin. En el ámbito europeo, el 

instrumento jurídico más importante es la Acci61i común dei 21 de diciembre de 1998, 

adoptada por el Consejo, sobre la base del artículo K.3  del Tratado de la Uniiin Europea, 

esta acción se refiere a la necesaria tipificaci6n de este delito. 

La organizaciiin criminal se encuentra definida en su artículo 1 de la siguiente manera: 

" ... crsoci~~cibn estntcturcrdcr de dos o nlSs personat, c~ tab lec i~ i~~  durcrt~tt' un cierto periodo 

tiempo, y que crctííe de n7crnem concer t~~d~~ c m  el fin cometer delitos sdncioncrbles 

con uncr peno privcrtivcr de libertcrd o de tino n l e d i ~ i ~ ~  de ~epir i~iod de cl menos cucrtro añw 

como mínimo o con uncr peno m& severo, con indepen~iencicr ~ i e  que esos delitos 

constituycrn un fin en sí miLsmoLs o un nmdio paro obtener beneficios ptrimonicr1e.s y, en su 

ca.vo de ¡)?fluir de manera indebida en el fi~rlcionanliet7to de Icr cruforidad públicaf12. 

Además, la Unión Europea ha apoyado recientemente la elaboraciiin de la futura 

Convencihn y sus Protocolos a través de la Posición común definida por el Consejo sobre 

Ver BLANCO CORDERO, op. cit.,p. 5. 

' Ibíd. p. 7 



la base del artículo k.3 del Tratado de la Unión Europea, del 29 de marzo de 1999, relativa 

a la Propiiesta de Convención de Naciones Unidades contra la Delincuencia Organizada. 

Hasta este momento, se ha veiiido Iiablando de lo que se considera crimen organizado, pero 

se hace iiecesario hacer mención a otro tipo de criminalidad realizada por bandas, que no 

puede considerarse crimen organizado. Tal es el caso de las maras, en que los medios de 

comunicación colectiva, queriendo transmitir temor a la población civil, cometen el error de 

decir que se trata de critnen organizado; sin embargo, desconocen lo complejo de esta 

organización y más bien, este tipo de bandas establecidas en algunos países 

centroamericanos, son utilizadas precisamente por las verdaderas organizaciones criminales 

como medios para alcanzar sus propios fines. Así, queda claro qiie este tipo de bandas, no 

constituyen crimen organizado, en el sentido expuesto en este trabajo. 

El crimen organizado, se encuentra presente en la comunidad internacional desde hace 

mucho tiempo, sin embargo, es hasta el siglo pasado que gracias a la utilización de la 

tecnología y perfeccionamiento de diferentes técnicas, se hace sentir en la población un 

mayor grado de inseguridad, producto del enorme perjuicio social causado, la violencia con 

que actúan y de la inmersión de este gnipo en el poder político de una nación. 

Hay quienes al definir este tipo de criminalidad lo hacen tomando en cuenta las diversas 

características, que presenta, es así como en Europa ".. la Secreturía Permanente de 

Plan[ficación EstratLgrca del Benelux para el Combate a la Delincuencia Internacional ha 

sostenido que configura una estructura delictiva orgunizada cuando se detectan los 

siguientes síntomas: jerurquia piramidal, división firncional, planificación empre.raria/ 



con objc.trvos ~ í ~ r t o . ,  potcnc/cll cc~pocrdod ic.cnol(jgrc<~-profks~onl~l, drversrficclc.r(jn 

~Ji'ct/v:zud<i de Úrcu.\ t ~ ' r r : f o r /u /~ '~  op~ru'LIC/vu.\. ~onc.x/(jt? ~.\I~~<ct~<ru'lfl o fitt?c/onul ~ ' o n  JCC/O~C,'L>.\ 

ík/ ~ O L ~ L ' P  /í?lfif/ 1< gTtipO,\ :/iclt0.\ f f  n/ví!/ nu~'/OMíi/ C ~ N ~ C Y M L I ~ / O M U ~  1' /it?~!t;?CMte pofCMc/d/ 

poíicr ~tit/m~darorr«" ' 

Además, algunos autores han establecido quince características del crimen organizado: 

"acíividud ilíci~u, uc/iviciud c/unde,r. /ha ,  jerurquíu. previsirín cltc Izccros, división del 

trubcjo. L ~ S O  dtc I í i  viulenciu. simbio.s.i.is c m  el E.~/udo, vcntíi dtc rntcrcíidcríu.~ iiícitü.~, venru 

de .r.tcrviciac ilíci!o.s. p;cineünrien!ci en?prtc.süriitl, u.so de íü r~iimrdüci0n. clitcn!tclisn?o, &y del 

.silencio pcim rnitcmhro.~ .t' ü.íociudos. mcmüpolio por I i t  v i~le~cti t  , y  ~üntrol terriioriiil .por lo 

fuerru"'. Se ha concluido también que las características de clientelismo, la ley del 

silencio, el monopolio de la violencia y el control territorial por la violencia son 

características exclusivas del crimen organizado. No obstante, debido a la complejidad del 

fenómeno del crimen organizado, esta enumeración tan solo sirve para brindar una 

pincelada de lo que esta actividad involucra. 

Al día de hoy hay una evidente carencia en cada Estado, de una definición jurídica de 

crimen organizado, que resulte uniforme y universalmente aceptada, existiendo más bien 

definiciones de tipo policial. Sin embargo, queda claro que existen intentos a nivel 

internacional por lograr su tipifícación. Las legislaciones como la nuestra, han quedado 

1 informe Sec. DAAS-P.OC. 89/10.11, Krelsell-Boih, Bruselas 1980, p. 36. Citado por CERViM (Raúl) y 
otro. Crime Organkrtdo, Brasil, Editorial Revista Do. Trihunris Ltdz ; 1997; p 344 

MINGARDI (Guciray). Ponencia a la Mesa 5: Crime organizado e O tráfico de drogas, del seminario: 
Droga-Debate Multidisciplinar, organizado par el Gobierna del Estado de San Pablo y la Fundación 
Memorial para América Latina, 1 1  a 13 de setiembre de 1996. Citado por CER\TN& op. cit., p. 244 



rezagadas al no contar con una definición jiuidica de la misrna y el sentimiento de 

impotencia e inseguridad ocasionado por el crimen organizado radica precisamente en la 

falta de deflnición y claridad de esta condiicta delictiva. En este tnisino orden de ideas 

iiassemer ha reconocido que ".. /o.s especioli.sta.s utití t:o han cotíscgt~ido Ilegur a un 

consert.5-o claro .sobre lo que es reolntet?te la crintirtaliciaci orgartizada ". ' 

En suma, el crimen organizado, es toda una estructura organizativa, compuesta por un 

grupo de personas que se dedican a realizar actividades ilicitas en forma permanente, 

aprovechándose de las ventajas que ofrecen la globaiización y la tecnología. Es una 

"empresa criminal" coordinada y planificada por "gerentes criminales" que son los 

encargados de trazar el plan de autor, además de este tipo de s i~~etos ,  se encuentra 

conformada también por aquellas personas que ~iecutan los planes de autor. Las 

actividades llevadas a cabo por estas "empresas criminales" se realizan en forma 

transnacional sin conocer fronteras que las limiten. La herramienta más importante 

utilizada para logar sus ob-jetivos es la corrupción, mientras que la violencia se utiliza 

corno tíltirno recurso para lograr sus objetivos. 

B. Particularidades del modus opemncii de este tipo de criminalidad. 

El crimen organizado, se caracteriza por las formas particulares en que opera, el alto grado 

de tecnificación y la estructura por medio de la cual se desarrolla. 

I HASSEMER (Winfried). Seguranca Pública no Estado de Direito, en Tres Temas de  Direito Penal, Estudíoc, 
MP No. 7, Edic Escola Superior do Ministéno !%blico; Poco .41e&ve, 1003. p. 66. Citrido par CFRVN!, 6p. 
cit, p. 242 



Este tipo de delincuencia, se presenta, tanto en paises desarrollados coino no desarrollados. 

En realidad son grupos organizados, que se caracterizan por estar estriicturados por medio 

de toda una organizacióii, iiicluso podeinos decir que operan por medio de uiia estriictiu-a 

pirainidal. En  la base de la pirámide se puede eiicontrar a aqiiellos siijetos que son los 

encargados de ejecutar los planes de autor; planes que han sido trazados por quienes se 

encuentran en la cúspide de esta forma de organización. Entre estos dos extremos se 

encuentras otras personas, que ayudan a la perpetración de los ilicitos, coino por ejemplo: 

personas que trabajan en aduanas y grandes personalidades políticas. 

La complejidad de esta organización, hace que cuando se intenta persegiiir este tipo de 

delinciiencia se logre capturar solamente a aquellos miembros de la organización, que se 

encuentran en los estratos más bajos. El criinen organizado está dirigido por personas que 

gozan de gran poder económico y político, que son los encargados de trazar los planes de 

autor y tienen pleno dominio del hecho. Estos jerarcas del crimen organizado, operan de 

forma sigilosa y al margen del sistema penal, el cual se encuentra impotente para 

comprobar la culpabilidad de estos siijetos, por lo que solamente reprime y castiga a los 

autores materiales del delito. Por este motivo, se hace necesario perfeccionar aquellos tipos 

penales que involucren cuestiones de crimen organizado. 

La forma de organización, es tan compleja, que no se limita únicamente a la estructura 

piramidal, sino que además de esto, conlleva otro componente de gran importancia, coino 

lo es la extraterritorialidad. Los miembros de esta organización, siiele residen en diferentes 

países, dándose el caso de que los autores intelectuales viven en un país determinado y los 



encargados de ejecutar estos planes residen en otro. Es por ello que se encuentra un 

enorme grado de dificultad en la persecución de este tipo de delincuencia. 

Dentro de esta estructura del crimen organizado, que se esta intentando esbozar, se debe de 

toinar en cuenta que esta delincuencia para poder operar, requiere de características 

particulares de algunos de los sujetos activos. Resulta, indispensable que una parte de la 

organizacion tenga conociinientos técnicos, por lo que se requiere una especializacibn 

profesional. En este tipo de criininalidad, al operar con un gran grado de coinplejidad, se 

hace necesario que existan especialistas y tkcnicos en diferentes áreas. Ciiando se dice que 

hay cierto grado de especialización, tainbikn se está diciendo con ello que se utilizan todos 

los recursos tecnológicos disponibles. 

Al hablar de este grado de tecnificación, se debe de tener presente como se inencionó supra, 

la forma de organización (estructura pirainidal), ya que conforme vamos ascendiendo en 

los estratos, así va auinentando el grado de especialización y profesionalidad requerida para 

sus miembros. Por lo que la participación de los sujetos en este tipo de delincuencia, va a 

depender de sus conocimientos, entre mayor conocimiento tecnológico y profesional se 

tenga, inenor  se^ el riesgo de ser perseguido por el sistema penal. 

Para poder comprender un poco más, la forina en que opera el crimen organizado en el 

mundo actual, se debe tener en cuenta otro aspecto sumamente iinportante como lo es la 

planificacibn que se realiza, existe un verdadero control de todo lo que se desarrolla y nada 

es producto del azar, además de ello resulta sumamente importante destacar la distribución 

de roles y de funcioi~es. 



Cuando el criinen orgai~izado, se logra instalar en un país (la parte superior de la pirámide), 

penetra poco a poco en todo el engranaje social y político. Por ello, en inuchos de los 

casos, los dirigentes de estas organizaciones gozan de tina iniiy buena repiitación e incluso 

tienen altos cargos políticos. Lo que se busca, por inedio de ello es tener una relación 

directa con el poder político, ya que, teniendo de su parte a la clase dominante va a ser 

inucho más dificil, que se descubran sus actuaciones ilícitas. 

Los dirigentes, además de lo inencionado, establecen sus negocios en un país o países 

determinados, con el fin de realizar actividades lícitas para encubrir otras que no lo son y de 

esta forma poder conseguir sus objetivos. 

C. Forina correcta de persecución del crimen organizado 

La criminalidad organizada, se ha convertido en un grave problema para los Estados, sin 

distinción alguna. Por ende, se debe de establecer una política de persecución penal de 

acuerdo con las características propias de este tipo de criminalidad, qiie evidentemente son 

muy diferentes a otros tipos de delitos. 

La sociedad siente temor hacia este tipo de criininalidad, sentimiento fundado en muchos 

de los casos, en los mensajes dados por los medios de comunicación masiva. Los cuales 

no brindan un mayor aporte para combatir el crimen organizado, sino que únicamente se 

limitan a solicitar el aumento de la cuantía en las penas privativas de libertad, pretendiendo 

w n  ello de una forma ilusa, una reducción en los índices de criminalidad. 



Es necesario que nuestra legislación contemple la noción de crimen organizado, ya sea 

agravando delitos penales en virtud de la caracteristica de organización o creando nuevos 

tipos que contemplen estas particulares formas de ejecucibn, de tal slierte que se tenga que 

dejar de recurrir a1 encuaS-ainienfo forzoso en e1 delito de asociación ilícita. En nuestro 

país, este deiito es sumamente dificil de coinprobar y los tribunales en pocas ocasiones 

condenan por ello. 

Una persecución correcta de este tipo de criminalidad, involucraría tanto a organismos 

dentro del país como a orga:iizacioties intemaciotiales. En virtud de que, según se estudió 

en el acápite anterior el crimen organizado opera dentro y fuera de las fronteras de los 

países. Por lo tanto, la respuesta a este tipo de criminalidad no puede darse en forma 

aisiada, sino en forma conjunta. 

Los países deben establecer verdaderos bloques de cooperación, que permitan perseguir 

este tipo de delincuencia a lo largo de los diferentes países que abarque la organización de 

que se trate. En este sentido, no se puede hablar de una respuesta individual, ya que eso 

sería insuficiente y generaría un amplio margen de impunidad. 

Por lo tanto, "la resptrsta debe existir en tres niveles: nacional, regronul, internacional. A 

nivel de los países debe de existir una real coordr'nacidn. En primer lugar, a nivel policid, 

en segundo lugar a nivel judicial, y sobre todo, en tercer lugur, entre las dos 

institucione.s"'. Es sumamente importante, la participación que puedan tener los 

I Ver PÉREZ, op. cit., p.8 



organismos policiales especializados, ya que ellos bajo la dirección del Ministerio Píiblico, 

son también auxiliares en la persecución peiial. 

Kesulta de trascendetital itiiportancia, que los eiicargados de establecer las políticas de 

persecución penal de los diferentes países, establezcan en su agenda, reuniones periódicas 

con el fin de establecer en forma conjunta los lineamientos para este tipo de persecución. 

'Todo esto, por las características particulares del crimen organizado, como lo es la 

extraterritorialidad. 

Para lograr una correcta persecución penal, se hace necesario establecer políticas en forma 

conjunta; actualmente existen algunos intentos en procura de dar este paso, sin embargo 

los inismos devienen insuficientes. En realidad, existen varias convenciones 

internacionales que en cierta medida pretenden mitigar de alguna manera los efectos 

nefastos del crimen organizado, por ejemplo: Convención de 1961, 1971 y 1988 sobre los 

estupefacientes y protocolo de 1981, Convención sobre el tráfico de seres humanos, 

Convención sobre el tráfico de objetos de arte, Convenciones sobre el blanqueo de dinero, 

entre otros. 

El tema de la criminalidad organizada tiene varias aristas, se considera al Estado como un 

actor social poderoso e ilimitado, que se ha aprovechado del mismo y más bien establece 

una serie de políticas que buscan cercenar los derechos de los ciudadanos, interviniendo en 

su vida privada, con la excusa de perseguir este tipo de delincuencia, ya que "Las 

discusiones a principios de la dkcada de 10s afios noventa, en torno al tema de la 



cnmtnoltcicrd organtzada, fueron camcrernodas por el adventnttento de un nuevo 

pradIgnta & la ~ e p r l d u d  Interno ( ic~7lr1du~i ~*~t~duí iunu-n~cra pcrcepc~<ín), el c u d  

tntpl~cahu runtblatt /u nc.cc.~t~luci de lrun~ttur en c./ ccrcuno filftiro n:tcvo.\ c m t n m  en (4 

~ ^ ~ i i i ~ h í ~ / e  de este trpo de crimt~talrdud".' Por lo anterior. se debe tener culdado con la forma 

en que el Ministerio Público persigue este tipo de criminalidad, ya que se puede ir 

cercenando la libertad de la población. 

Una t.ez, analizados ambos conceptos, corresponde ahora realizar las diferenciaciones yio 

relaciones que correspondan entre ambos, para poder determinar que clase de nexo los une. 

En ello se enfocará la siguiente sección. 

J Seccirlr? Tercera: Diferencies esencides entre 10s conceptos de 

"delincuencia no convencional" y "crimen organizado" 

rjna vez analizados en fonna individual los conceptos de "delincuencia no convencional" y 

"crimen organizado", t6minos relativamente modernos. Se hace necesario realizar un 

estudio pormenorizado entre ambos, para de esta forma determ~nar la existencia de 

semqianzas a nivel teórico-doctrinario y además realizar un análisis comparativo en su 

forma de persecución. Dichas semejanzas son sumamente importantes ya que van a 

permitir comprer~der de una forma más integral la realidad existente, considerando al 

CHRINO S/~NCWZ (Alfredoj. La "Criminalidad Orsai~iiada" wníu un iiueuo T ü p s  de la Po1iíic.a de 
Seguridad y Orden. Algunas Consideraciones sobre los Cambios Procesales surgidos del hge tu  de esta 
Política, Principio de Oportunidad y Petxecuc%n de la Criminnlidad Organizada (Problema Prhcticos e 
Ldeol&icos deun Proceso Penal "Eficienten), San José, Costa Rica, lrnprenta y Litografia Mundo Gfáfico 
de San José, primera edicibn, 2000, p. 162. 



crinien organizado como una forma particular de ejeciició1i de algunos delitos, resiiltando 

ser este una de las tantas características de algunos delitos no convencionales. 

A. Análisis comparativo de arnbos conceptos a nivel teórico- 

doctrinario. 

Los conceptos de delitos no convencionales y crimen organizado, se encuentran 

íntimamente relacionados. Por lo que su estudio no debe realizarse de manera 

independiente. Su relación es directa, de tal fornia que uno califica al otro, según se 

expondrá a continuación. Sin embargo, primero se pueden esbozar algunas características 

comunes: 

Una primera característica que comparten ambos conceptos es su reciente aparición en el 

contexto histórico-social. Ya que en ambos casos, su origen lo encontramos hasta la 

segunda mitad del siglo XX. Incluso hay autores que los ligan al desarrollo del proceso de 

globalización, estableciendo que gracias a las facilidades tecnológicas y aumento de las 

relaciones internaciones que acompañan a este proceso, es que han podido surgir este tipo 

de fenómenos. Así, la apertura de fronteras, acceso expedito a conocimientos tbcnicos por 

medio de la internet y la utilización de avanzado equipo tecnológico, han sido fundamento 

necesario. 

Hace tan solo un siglo, era impensable dentro del discurso jurídico, la existencia de delitos 

informáticos, delitos ambientales, bandas de narcotraficantes con nexos a lo largo de todo 

un continente y la existencia de ganancias superiores al producto interno bruto de algunos 

países en vías de desatrollo. 



Asimismo, resultan sorprelidentes las intrincadas operaciolies llevadas a cabo por las 

bandas dedicadas a la siistracción de vehículos, con el objetivo de comercializar los 

automotores sustraídos o sus partes, tanto dentro como fuera del país en donde tiene origen 

el apoderamiento ilícito. 

Todas estas aristas de los fenómenos estudiados, son posibles gracias a las facilidades y 

ventajas que encuentran los sujetos activos de estas conductas antisociales en el mundo 

contemporáneo. 

Como segundo elemento común a ambos conceptos, encontramos su escaso desarrollo 

doctrinario y falta de univocidad en sil significado. En este sentido, se debe resaltar la 

enorme confusión aludida supra, en torno al concepto de delincuencia no convencional, 

dentro del cual se confunden el "género" con las diferentes "especies" delictuales que lo 

componen. Así, algunos autores identifican a Los delitos no convencionales, 

exclusivamente con los delitos ambientales, informáticos o económicos; sin darse cuenta 

que todas estas son manifestaciones de una categoría más amplia, como lo es la de los 

delitos no convencionales. El mismo fenómeno se encuentra respecto de La enumeración 

que se ha pretendido hacer sobre las características definitorias del delito no convencional, 

en la cual la doctrina no ha logrado arribar a un acuerdo definitivo, sobre cuales deben estar 

incluidas en dicha lista. 

La situación no es diferente en el caso del crimen organizado, el cual inició como un 

concepto puramente policial y no jurídico; de hecho, al día de hoy sólo se han realizado 



vagos intentos de obtener iiria definición jurídica. No existe a nivel doctrinario un criterio 

iiriiforme respecto de sii definición y mucho menos sobre sus características particlilares, 

incluso hay autores que muestran una preferencia a no dar tina definición de este concepto, 

limitándose a aportar tina serie de "características partictilares" qiie según ellos se van 

adaptando a las necesidades de cada caso. 

Como una primera conclusión sobre la relación de estos dos conceptos, se debe establecer 

que ninguno de los dos, debe ser relacionado con un tipo penal en particiilar. Es decir, no se 

piiede pretender la creación de un delito de "crimen organizado", ya que con ello lo que se 

estaría castigando es la organización por si misma y no los efectos negativos de tal 

organización. 

Debe tenerse claro que cuando se forma una organización criminal, ésta se concibe con el 

objetivo de alcanzar un fin último, cuyas consecuencias son las que verdaderamente deben 

ser castigadas por el derecho penal. En otras palabras, cuando se presenta el fenómeno del 

"crimen organizado" es para realizar un delito determinado, por ejemplo: narcotráfico, robo 

de vehículos, evasión fiscal, entre otros y éstas son las verdaderas conductas criminales que 

deben ser tipificadas. 

Aún más irreal sería la pretensión de crear un tipo penal de "delincuencia no 

convencional", cuando en realidad este concepto engloba una gran cantidad de conductas 

típicas diferentes, es un verdadero "género", que involucra diferentes especies de delitos. 



Sin embargo, lo que se Iia dicho no va en detrimento de la evidente necesidad de regiilación 

jurídica de ambos fenómenos (lo cual constituye otro elemento común de ambos 

conceptos); por el contrario, es algo urgente en nuestro ordenamiento jiirídico, sin embargo, 

estos fenómenos no condiicen a la creación de tipos penales en sí mismos. . De hecho, es 

necesario que el órgano Legislativo, en procura de alcanzar la formtilación de una 

verdadera política criminal, se avoque a la tarea de regular todas estas conductas lesivas 

para el conglomerado social, creando los tipos penales adecuados, con el propósito de 

lograr tina verdadera reducción de los índices de criminalidad y iin mayor bienestar y 

seguridad ciudadana. 

Otro aspecto qiie vincula los dos conceptos estudiados, es la gran ganancia económica que 

generan. Normalmente, la comisión de delitos no convencionales y la organización criminal 

van de la mano de actividades que producen una gran movilización de capitales; incluso 

hay datos de que en algunos casos la ganancia generada con este tipo de actividades supera 

el monto de la deuda externa de algunos países en vías de desarrollo. 

El caso del narcotráfico es un ejemplo claro de esta situación, en donde la cantidad de 

dinero que se genera con esta actividad es tan grande, que incluso se da el lujo de perder 

millones de dólares en el proceso de legitimación de capitales (lavado de dólares), lo que 

se hace por medio de empresas lícitas, que sirven de mampara a la actividad delincuencia], 

las cuales son financiadas por los propios narcotraficantes. 

Otro punto de convergencia entre ambos conceptos, es que sus operaciones tienen un 

carácter internacional. Tanto en la comisión de los delitos no convencionales como en las 



actividades de crimen organizado, es cornun encontrarse con el fenómeno del traspaso de 

fronteras eii su desarrollo. Es evidente que las bandas de narcotraficantes transportan los 

estupefacientes a lo largo de diferentes paises, igualtnente las orgariizaciones dedicadas a la 

legitirnacion de capitales suelen internacionalizar sus accrotles fraudiilentas, cori el 

propósito de facilitar su objetivo, y ni que decir de las bandas modernas de sustracción de 

vehículos, las cuales los comercializan completos o por partes, en países diferentes de aquél 

en el que originalmente fue sustraído el vehiciilo. 

Esta característica se presenta en todas las ocasiones, de Iiecho, esisten organizaciones 

criminales confinadas a un territorio especifico y delitos convencionales que no surten 

efectos tnás allá de los liinites de un Estado determitiado. Sin embargo, lo que se quiere 

hacer notar es que la característica de la internacionalización, se presenta particularmente 

en delitos no convencionales relacionados con organizaciones criminales. 

Otra particularidad relacionada con estos conceptos, es su estrecha relación con el 

fenómeno de la corrupción estatal, ya que los sujetos activos de estas conductas típicas 

suelen tener contactos directos con altos funcionarios de la administración pública y de la 

justicia estatal, lo que les pennite un amplio margen de impunidad en la comisión de estos 

ilícitos. Esta característica se ha vuelto preferible a la utilización de medios violentos para 

lograr el favorecimiento de sus actividades, ya que la corrupción, normalmente despierta 

rnenos sospechas, menos reacción social y resulta mucho más efectiva por la complicidad 

del sujeto involucrado. 



Una vez esbozadas todas estas notas características, se debe explicar la clase de relación 

que existe entre ambos conceptos. En realidad el critnen organizado, viene a ser una 

característica que califica y detennina a algunos delitos no convencionales. De ninguna 

manera debe pensarse en iin "delito de crimen organizado" sino que la organización 

criminal se presenta precisamente con el objetivo de cometer cierto ilícito penal, pero con 

un nivel de profesionalidad y efectividad que les asegure un mejor resultado a los sujetos 

activos de tal actividad. Por ejemplo, nótese como las bandas de sustracción de vehículos, 

se organizan para obtener mejores beneficios de un delito que podría ser cometido en forma 

simple, por un solo sujeto en una única ocasión, convirtiendo tal actividad en una verdadera 

empresa criminal, igual fenómeno se puede encontrar en el narcotráfico, en delitos 

ambientales y económicos. 

En suma, no puede pretenderse la tipificación del "crimen organizado'' per se por diversas 

razones: 

1. Lo que se estaría castigando es la organización por la organización, para ello ya 

tenemos el delito de asociación ilícita, que dicho sea de paso es dificil de probar. 

2 .  Es impensable castigar una organización criminal sin que ésta tenga relación 

directa con la comisión de un determinado delito, que produzca la vulneración de 

bienes jurídicos tutelados por el ordenamiento jurídico. 

3. Relacionado con lo anterior, la organización en si no puede vulnerar ninguna clase 

de bien jurídico, por lo que no se puede pretender castigar su existencia. 



Es así como encontratnos a la orgariizacióri critninai sietnpre eti relación con un  delito 

determinado, sea de narcotráfico, ambiental, u n  delito de robo, etc. Incluso podría 

afirmarse que es esta característica de organización criminal la que en muchas ocasioties, 

convierte un delito convencional en uno no convencional, por ejemplo ei caso del robo de 

vehículos. En este ejemplo, el delito tradicional de robo de vehículos, se convierte en no 

convencional ya que al verse irivolucrada la empresa criminal (organización criminal), su 

forma de persecución, su nivel de perjuicio en la sociedad, la dificultad de encontrar a los 

autores intelectuales ("gerentes criminales") y los medios y recursos económicos con que 

cuentan los delincuentes, lo tornan en un delito no convencional, que debe ser tratado 

conforme a lo establecido respecto de este tipo de delincuencia. 

Sin embargo, lo anterior no implica que todo delito no convencional tenga necesariamente 

una organización criminal detrás de él; por ejemplo, los delitos informáticos, que pueden 

ser cometidos por una única persona sin mayor nivel de organización. La afirmación más 

bien se refiere a que siempre que hay una verdadera organización criminal, su actividad 

deberá ser perseguida y tratada como un delito no convencional, si se quieren mitigar sus 

efectos y reducir los índices de criminalidad. En suma, es así como el delito no 

convencional viene a ser calificado por el fenómeno de la organización criminal. 

B. Análisis comparativo de su forma de persecución. 

De acuerdo con lo expuesto en el punto anterior, al estar tan estrechamente vinculados los 

dos conceptos estudiados, no se debe pensar en una forma diferente de perseguir cada cual, 

por el contrario, se requiere de un mismo tratamiento y técnicas similares de persecución. 



Entre los plintos a destacar de su forina de persec~ición se encuentran los siguientes: 

1 .  Debe existir una planificación previa que permita la adecuada persec~ición 

de este tipo de delincuencia, es decir, no se puede pretender detener la 

comisión de delitos no convencionales, qiie son de muy difícil prueba 

(especialinente cuando existe toda una organización criminal detrás de tal 

actividad, la cual se confabula y utiliza todos los medios a su alcance para 

disimular los efectos dafiinos y ociiltar a los perpetradores), sin tener una 

verdadera planificación qiie pennita llegar a las raíces de tal actividad. En 

otras palabras, dejando al azar y a la actividad aislada de algunos 

funcionarios de la policía jiidjcial y administrativa únicamente se logrará 

capturar a los infractores de algunos casos aislados, pero de ninguna inanera 

se estará combatiendo de forina efectiva, el complejo fenómeno criminal 

involiicrado. En otra palabra, se podría decir que se estaría ganando algiinas 

batallas aisladas, pero perdiendo ampliamente la guerra. En este sentido es 

importante una adecuada asignación del recurso material y humano con que 

cuente el ente encargado de realizar las investigaciones, de tal suerte, que no 

se desperdicien recursos valiosísimos en áreas donde resulten poco útiles o 

funcionales, se trata de lograr una verdadera optimización del recurso con 

que se cuenta, el cual es siempre escaso. 

2. Es necesario cuando se combate este tipo de criminalidad, contar con la 

opinión de expertos versados en diferentes materias, quienes pennitan 



dilucidar los coinplejos eiiinascaraii~ientos que se realiza11 en la coinisión de 

este tipo de deliiici~encia, aciidiendo a los conociinientos especializados qiie 

ciertas materias brindan; por ejemplo, en el caso de la movilización de 

capitales, la ciial se realiza a lo largo de la amplia red bancaria y bursátil que 

existe a nivel iniindial, cuyos 1-egistros (cuando los hay) se encuentran en 

complejos informes contables a menudo digitalizados y en un lenguaje 

técnico, se hace indispensable la opinión de un experto, que pueda descifrar 

la información encubierta. 

3.  Eii relación con lo anterior, es iiecesario en muchos de los casos, la 

utilización de equipos tecnológicos de avanzada qiie pennitan descubrir la 

comisión de este tipo de delincuencia. Sin embargo, la utilización de este 

tipo de técnicas no debe implementarse en detriinento de las garantías 

constitucionales de los ciudadanos, violentando su ámbito de libertad y 

privacidad, o su derecho fundamental de respeto de su integridad física, so 

pretexto de un incremento de la denominada seguridad ciudadana. Es decir, 

se debe echar mano a todas aquellas facilidades que brinda la tecnología 

moderna (así como lo hacen los criminales), ya que sin ellas a menudo 

resultaría imposible el tan siquiera percibir la comisión del ilícito penal, por 

ejemplo en los delitos informáticos; pero de ninguna manera se puede 

permitir la utilización de equipos que permitan escuchar y vigilar a los 

ciudadanos en sus recintos privados. 



4. Es esencial qiie la persecución de estas fonnas de deliticuencia se forme a 

nivel de la política criininal, a través de tina adecuada categorización y 

tipificacióii de las coridiictas socialn~ente dañosas que agobian a la 

comunidad. Eii este sentido, la forinulación de los tipos penales apropiados, 

que englobeii correctamente el fenómeno que se requiere combatir, por 

medio de una adecuada técnica legislativa, deviene en requisito 

indispensable para lograr una verdadera reducción de los índices de 

criminalidad. Estos tipos penales, evidentemente deben estar dirigidos a 

castigar más fuertemente aqiiellas conductas que generen un mayor perjuicio 

social y en ineiior medida aqiiellas que perjudican en menor grado, de las 

cuales algunas deberían ser incluso despenalizadas. Esto permitirá la 

creación de una política criminal iiniforme, coherente y proporcionada, que 

además impida iina saturación del sistema jurisdiccional por el exceso de 

causas existentes. 

5. En un segundo nivel, debe existir la disposición por parte del Miilisterio 

Público, de regir su actividad con base en una política de persecución que 

contemple de manera prioritaria la persecución de las conductas que causen 

un mayor perjuicio al conglomerado social, las cuales a menudo se referirán 

a delincuencia no convencional, que involucra un elevado grado de 

organización criminal. 

6. Es vital la creación de programas de actualización, sobre las más recientes 

técnicas que se utilizali en la criminalidad contemporánea para la comisión 



de los ilícitos peiiales. Estos progainas deben dirigirse a aqiiellos 

funcionarios j iidiciales y adiniit istrativos qiie se eitciientran vinculados con 

la persecucióri y combate de este tipo de delincuencia. Reacuérdese qiie la 

criminalidad como feiiómeno social, es sumamente dináiiiica, por lo que se 

modifica día con día; de igual forina, el aparato perseciitor estatal no puede 

quedarse a la deriva en este proceso de modernización. 

7. Finalmente, resulta iiidispeiisable la cooperación i~iternacional para el 

combate de este tipo de deliitc~ieiicia; ya que al ser iina actividad que se 

realiza sin distingo de fronteras y con efectos peniiciosos en diferentes 

países, los órganos persec~itorios de cada país se qiiedan cortos fiente a 

empresas criminales del tamailo de las ntultinacionales más conocidas. Así, 

la coordinación entre países se vuelve un requisito sine qua non de un 

verdadero programa que tierida a miniinizar la comisión de este tipo de 

delincuencia. 

Teniendo ya debidamente clarificado el concepto de delincuencia no convencional que será 

utilizado en el presente trabajo, corresponde ahora pasar a analizar las actividades 

delincuenciales de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción pública, con el propósito de 

determinar si las mismas cumplen o no con las características establecidas en la presente 

sección, para poder asignarlos a la categoría de delitos no convencionales. Una vez 

clarificada esta situación corresponderá analizar la forma en la que el Ministerio Público 

aborda este tipo de criminalidad, a efectos de comprobación de la hipótesis planteada; 

análisis que será realizado en el título siguiente del presente trabajo. 



> Capitulo I L I :  Narcotráfico. Robo de Vehículos y Corrupción 

De acuerdo con lo expuesto Iiasta este punto, se debe proceder con la tarea de determinar en 

qite consisten las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción, si las mismas 

deben ser consideradas colno delincuencia no convencional y además, resulta vital el 

análisis de la legislación vigente en la materia, para verificar si la misma presenta 

deficiencias que dificultan la iinpletnentación de una adecuada política de persecución por 

parte del Ministerio Píiblico, ya que en caso de qiie se coinpriiebe la existencia de altos 

niveles de impunidad en esta materia, será necesario determinar si ello es consecuencia de 

tales deficiencias legislativas, la errónea política de perseciicióii del hlinisterio Píiblico, o 

bien de una coinbinación de ambos eletnentos. Este análisis es vital, ya qiie de ello depende 

el análisis central del presente trabajo de investigación. Nótese qiie iina vez que se tiene 

claro este panorama, se podrá analizar la situación actual de los casos relacionados con esta 

materia. 

J Sección Primera: El Narcotráfico 

En la presente sección se analizan los aspectos fundamentales y evolución del concepto de 

narcotráfico, de acuerdo con el análisis doctrinario y disposiciones de derecho comparado 

que se citan. Posteriormente, se estudian las normas más importantes sobre esta materia en 

la legislación costarricense, para finalizar con un análisis de algunas resoluciones 

jurisdiccionales de los tribunales costarricenses, que aclaran los conceptos expresados y 

marcan la pauta de la jurisprudencia costarricense. Este análisis tiende a determinar si este 

tipo de actividad debe ser considerada como delincuencia no convencional, pero desde 



luego, tiende también a brindar un paiioraina claro de la forma en que se desarrolla, a 

efectos de su cabal coinprensión. 

A. Análisis doctririario y de derecho comparado. 

El tráfico de drogas, estupefacientes y sustancias similares, es una problemática que se ha 

ido incrementando en las últimas décadas, alcanzando dimensiones que hace tan solo unos 

años atrás eran inimaginables. 

Esta actividad delictiva, ha evolucionado hasta volverse uria "ernpresa" de carácter 

internacional que no respeta las fronteras entre los Estados. Además, el crecimiento de las 

organizaciones dedicadas al tráfico ilegal de sustancias prohibidas, es de tal magnitud, que 

la cantidad de capitales que logran movilizar dichas organizaciones, supera con facilidad el 

presupuesto anual de muclios países en vías de desarrollo. 

La consecuencia que se deriva de este crecimiento acelerado, es que el impacto y dafio 

social que provoca el narcotráfico en las sociedades en las que se desarrolla, es igualmente 

de grandes proporciones, convirtiéndose en un verdadero cáncer social, que no distingue 

raza, sexo, credo ni condición socio- económica entre las personas a las que alcanza. 

Sus efectos nefastos se muestran en diferentes áreas de la sociedad, tanto de forma directa 

como indirecta. Así, encontramos que los consumidores directos de las sustancias 

prohibidas, ven mermadas sus condiciones físicas y mentales, como resultado del daiio que 

provocan los químicos que las componen dentro del organismo humano; pero como si ello 

friera poco, hay otra serie de consecuencias que sufre la sociedad como un todo; por 



ejeinplo: el sisteina econbinico se ve alterado, producto de las intricadas operaciones que 

realizan las organizaciones de ilarcotraficat~tes, para lograr la legitiinaci6n de los capitales 

que genera su actividad (por inedio de lo que popiilarinente se conoce coino "lavado de 

dólares"). Además, hay tina gran cantidad de delincuencia convencional, diferente del 

narcotráfico, pero que tiene relación directa, o inás bien, es conseciiencia de este último; 

por ejeinplo, homicidios y robos que realizan las personas adictas a las drogas, quienes al 

no contar con los recursos económicos suficientes, para satisfacer la necesidad iinperiosa de 

consuino que la adicción provoca, recurren a inedios ilegititnos para prociirárselos. 

Por otra parte, según se inencionó en los capítulos anteriores, algunos delitos de carácter 

convencional, pueden llegar a convertirse en "no convencionales", cuando el daiio social 

que se provoca al bien jurídico tutelado es de gran magnitud y adeinás existe una verdadera 

organización criminal detrás de su ejecución, lo que dificiilta un efectivo combate de la 

actividad, por los medios tradicionales de investigación y procesainiento de las personas 

involucradas. Este es el caso típico de la actividad de narcotráfico, la cual funciona por 

inedio de organizaciones internacionales del tamaño de muchas transnacionales de 

productos permitidos y en las cuales se presenta una distribución de funciones bien 

definida, lo que dificulta la captura de los cabecillas de tales organizaciones, quienes 

permanecen totalinente ocultos para las autoridades estatales, o al menos, es difícil 

encontrarles elementos probatorios que permitan involucrarlos en el desarrollo de. la 

actividad. 

Esta es la razón de que la actividad de narcotráfico deba ser enfocada y contemplada, tanto 

por la política criminal como por la política de persecución de un país determinado, como 



delincuencia no convencional, de tal inanera, que se logre un efectivo combate y reducción 

de los índices de criii~inaliciaci en esta área. Desde luego, que ello iinplica una labor 

represiva, pero especialinente preventiva; es decir, que no se trata siinpleinente de auinentar 

en forina draconiana las penas privativas de libertad y procurar prisión para toda persona 

involucrada en dicha actividad. 

Por ejemplo, desde la óptica de la política criminal, de lo que se trata más bien, es de 

iinplenientar prograinas preventivos que tiendan a desincentivar el consumo de las 

sustancias prohibidas, concienciancio a la población de los efectos nocivos que provocan, 

(ésto en el área preventiva); y de abrir inecanismos de persecución ágiles y flexibles, que 

permitan la negociación con aquellos iinputados de los estratos bajos de la organización 

criminal, con el propósito de alcanzar a los verdaderos cabecillas y autores intelectuales de 

los delitos (esto en el área represiva). 

Recuérdense aquí todos los conceptos analizados sobre política criminal y política de 

persecución; un adecuado combate de esta actividad requiere de una adecuada 

planificación. En este sentido, no es posible que se sancione con igual firmeza, la conducta 

típica de una persona que dentro de su vivienda, trafica unas cuarenta piedras de crack al 

mes, que la conducta de aquel sujeto que trafica kilos y hasta toneladas de cocaína, por 

medio de un cartel bien consolidado, ya que las consecuencias de estas conductas típicas 

son radicalmente diferentes para el conglomerado social, así como su nivel de perjuicio. La 

política criminal debe toinar en cuenta, estas diferencias y hacer eco de ellas, de tal manera 

que se respeten los principios de proporcionalidad y razonabilidad consagrados en nuestra 

legislación penal. 



Por su parte, desde la óptica de la política de persecticióii, se le debe dar iin verdadero nivel 

de prioridad a la persecución de este tipo de actividad, pero enfocada a atrapar cabecillas y 

desarticular grandes bandas de narcotraficantes, no simplemente a atrapar a los 

denominados "burros" (aquellas personas qiie se dedican a hacer las entregas en la etapa 

final de la actividad delinctiencial). En los últimos tiempos, se ha venido decomisando por 

parte de las autoridades respectivas, grandes cantidades de estupefacientes y drogas en 

general, lo cual muestra por una parte, la eficiencia de las autoridades, pero por la otra, es 

un indicativo del gran volumen de droga que se trasiega por nuestro territorio; 

convirtiéndose estos decomisos, en una cantidad ínfima en comparación con la que 

efectivamente llega a su destino. Incluso, se Iia manifestado que muchas veces estas 

cantidades decomisadas son "sacrificadas" por los mismos narcotraficantes, a modo de 

distracción, con el fin de trasegar cantidades aíin mayores, de tal suerte, que las autoridades 

se engolosinen con la carga decomisada, para de este modo transportar sin mayores 

complicaciones el bulto que interesa. 

De acuerdo con lo expuesto hasta este punto, se puede concluir que efectivamente estamos 

en presencia de una actividad ilícita que presenta las características estipuladas para la 

delincuencia no convencional. No obstante, para lograr una mejor compresión del 

fenómeno, deben analizarse cuestiones estrictamente jurídicas relacionadas con esta 

actividad, y los conceptos estudiados de política criminal y política de persecución, de tal 

suerte que se tenga un mayor fundamento al momento de determinar si hay deficiencias en 

estas áreas, particularmente la de la política de persecución del Ministerio Público 



Ya en el carnpo técnico-jurídico propiamente dicho, debe aclarase que los tipos penales 

relacionados con esta actividad han sido tradicioi:aiinente agrupados, tanto por la doctrina 

coino los legisladores, dentro de los delitos "contra la salud pública", ello en virtud del 

dafio directo que se entiende ca:;san las susta::cias prohibidas al organismo humano. 

En este sentido, se ha dicho que: "Respecto d bien ,jttri'ico protc~ido, en el delito de 

narcotráfico. la doctrina mavoritaria antpara la Salud Yríhlica. " ' Sin embargo, se ha 

discutido que debe entenderse por "Salud Pública". Para algunos "el concepto de Salud 

f'úblicu es, /o salzld de /a colectividud y no [lcl un individ~lo cw  por.tic~clar. Es el estado cit. 

bienestar, tanto ,f7sico con~o nlentd que en circun.stünci(is norn~ui~s debe reinar en una 

sociedad.. . " ' 

Igiialnietite, existe una variante del concepto de salud píibfica qiie considera dicha 

expresión como referente a la salud individualizada de los miembros de la sociedad civil. 

"El ccrrúcter '~ptlhlico" que caracterkcr cr /cr salud no dehe entenderse. pues, como 

r+firencicr cr uno peculiaricicd del bien jurídico protegido, sino, m& bien, como un rm&o 

ccrracterístico de los irtc1que.s que suponen esros delitos y que consiste en la qfeccidn plural 

que representm por .su carácter de cie1ito.s de pel;,q-o ,genera/ o colectit7o. "-' 

ALFARO ALFARO (Ilalieri) ). oiioa La Legitinruciiiu de Capifvlcis Pr-oreiiircite~ de¡ Nar-coti-íifico segúri 
el Arh'cuk, 72 de la Lsy No 77116 sobre EstupeEachtes, Sustancias Psicotrópkas, Dmgas de Uso w 
.4rrtarizsdo y Actividades Canexas, Seminario de Cmduació~ paz? 0pt.r por el Tít-do de Licenciadzn en 
Derecho, Facultad de Derecho, de la Universidad de Costa Ktca, San José, Costa Kica, 1999, p. 16 

ALVARADO VARGAS (Eddie). El Ciclo del Narcotrrifico. Tesis m a  optar por el Título de Licenciado en 
Derecho, Facultad de Derecho, de la Universidad de Costa Rica, San José Costa Rica, 1989, p. 7 1. 

' Ver VIVES NÓN? op. cit., p. 666 



De acuerdo con esta variante, el carácter "piiblico" de la "salud, al que Iiace referencia el 

bizn jurídico tutelado, se refiere a la posibilidad de afectar directamente a cualquier 

individuo de la sociedad, pero le interesa también, la consideración individual del sujeto 

afectado. 

Asimismo, hay otra corriente doctrinaria que considera que "el bien jurídico protegido es 

9 9 1  tanto la salud inciividual como la salud pzíblica. Nótese que aquí existe tina diferencia 

importatite con respecto a los otros criterios inencionados, ya que se considera a la salud 

individual coiiio parte del bien juridico tiitelado de este tipo penal. Esta diferencia es 

sumamente importaiite, ya que al considerarse la "salitd individual" como bien jilridico 

tutelado del tipo penal, ello coiivertiria a quienes consumen ias drogas, en sujetos pasivos 

del delito, lo cual representaría un cambio muy importante en la concepción que se tiene del 

Narcotráflco. 

Con base en este concepto, cualquier clase de conducta que vulnere este pretendido estado 

de bienestar "físico y mental de la sociedad, deberá estar sancionada por el derecho penal, 

en procura de tutelar el correspondiente bien jurídico. No obstante, es evidente que en la 

prhctica la lesión a la salud recaerá sobre sujetos considerados individualmente; sin 

embargo, se entiende que se protege la "sallid pública", porque sus consecuencias pueden 

recaer sobre terceras personas poniendo en peligro el funcionamiento general de la 

sociedad. 



En Costa Rica tambikn se Iia considerado que el Bieri Jurídico tiitelado en estos casos es la 

Salud Pública, " cn ruztin (/e yrie el con\~ctnc> dc e\tm \;t\(u~zctci\ t~terfjí;re de fornlu 

t?i!g9(/ CM (21 il¿'.\ ~~71p1fiO c/c /U.\ L'OM¡/~¿CIU~\ h17:1/?7~1?~~. /d.\ ~ l iü / i !  .\Ot? /u ~ U J C  fi(tídu/??i'~tít/ 

ílci í/~.\urroilo \oc~ul, u.\í pat. c/c.nrplo, /u .\tr/ttd tic /u ci~tc .\e /~ühlr c ~ t y  trc~líci q to  pcrrcnccc. 

u lu ctlccrtvtd~d y no u utí .\o10 tndtt'tdlio, rec'oge 1000 ttn h t e n ~  \tur fi.\~co v rti~ntu; q11e 

debe rnlperar en una socredad vpor tanto erí los rndrvrduos que la confbrmarl. " 

Es evidente que el Narcotráfico es un fenbineno de gran coinplgjidaci. ya que es " una 

octividoíl delicrivíi de connoríi~iórí interníic:ot?cil que it:volttct.ci ~iiversu.~,Jiises y o~~iv i~ iudes  

de muy distintci índole en el ~ í ~ r c o  de tiníi clin;ct.t.s:dn c!.spucio-temporcil. Tiil gcinío de 

occionei.: producción y f;ibricoción de líi ~lrogo, ~rcins.por?e, compm poro rcventci, 

conrercio, actos cie prontoción del cofistinto. resulta íiifíci: plirsníarlirs Iegalnrertte. " 

Nótese como de esta definición, puede extraerse la existencia cie una verdadera 

organización criminal detrás de esta actividad, lo cual es un requisito necesario para lograr 

cumplir a cabaliclad con cada una de las denominadas fases que ella conlleva; organización 

que, según se mencionó anteriormente, tiende a coi~vertir a esta actividad en un delito de 

carácter "no convencional". 

Es importante establecer que el narcotráfico es una actividad comple-¡a, que inicia desde que 

se realiza el cultivo (en el caso de las drogas de origen natural) o la adquisición de las 

CASTILLO MURILLO (Hellen) y otro. Análisis Teórico y Político criminal de Las Irnplicaciones 
.Jt~ndico Penales del Delito de 1.egitimaciiin de Capitales Prnveniente~ de Actividad* llicitaq, con 
Énfasis en Narcotráfwo. Tesis para optar por el Título de Licenciados en Derecho, Facultad de Derecho. de 
la Universidad de Costa Rica, San José Costa Rica, 2003, pp. 241 -242 

* Ver ALVARADO VARGAS, op. cit., p. 129. 



"materias primas" (en el caso de las drogas de carácter artificial), hasta el momento en que 

la persona adicta adquiere el producto final para su consumo; siendo esta venta la iiltima 

conducta sancionable por el derecho penal; ya que la tenencia para el propio consumo no es 

punible, al considerarse la adiccibn a la droga coino una enfermedad y no corno un delito. 

Por ello, debido al nivel de complejidad que presenta esta acxividad y en relación con lo 

mencionado anteriormente, el Órgano Legislativo debe poner especial atencidn al momento 

de defkir la política criininal imperante. Se debe tomar en cuenta que el narcotráfico 

presenta diferentes facetas, por lo que debe buscar la inejor manera de sancionar y prevenir 

cada una de ellas. Adeinh, se debe tomar en cuenta el enorme dafio que produce la 

actividad del n a r ~ o t r ~ c o  en la sociedad, en su carácter de delito no convencional, dándole 

un lugar preponderante en la agenda legislat ¡va. 

A pesar de lo hasta aquí expuesto, debe aclararse que existen posiciones doctrinarias, que 

con argumentos sólidos, abogan por una completa despenalizacihn de las conductas 

relacionadas con el narcotráfico. "Lcrs propt<e.stas político-crin~inalczs. no acabm de resultar 

plenamente sutisfirctoricrs. El &bate entre partidarios de la penulizucicín y de la 

despenalización sigue dierro; pero, h q  una evidencia: la política se..gcicícr ha.sta la ficha 

no ha dudo buenos resultados, ni siquiera en punto a la represión. Así que habrd de 

buscarse una politica criminal no solo repre.siva, sino sobre todo dirigidu a disminuir 10s 

efectos nocivos .qeneraíio.r por el tráfico de íiro,qar. 9 1 1  

l ViVES ANTÓN (T.S.) y otros. Derecho Penal Parte EspeciaL Valencia, Editorial Tirant Lo Blanch, 
tercera edicihn, 1 W, p. 686 



Coino se dijo, se ha inanifestado que las diferentes actividades relacionadas con el 

narcotráfico y consuino de iíarcóticos, deben ser excluidas del ainbito del derecho penal, 

teniendo coino base la noción de que en el fondo no existe una verdadera víctima de estos 

delitos, negando la posibilidad de aceptar a la salud pública como el bien jurídico tutelado 

de estos tipos penales. Se entiende que la salud pública no existe, que lo único real es la 

salud de los individuos que coinponen la sociedad, y que debe dejarse a la libre voluntad de 

los individuos la decisión de consumir o no los narcóticos prohibidos, tal y como ocurre 

con el alcolíol y el tabaco. 

En este sentido, estas posiciones doctrinarias consideran que la llarnada guerra contra el 

narcotráfico, nos viene impiiesta por un interés netamente económico de la única 

superpotencia que existe en la actualidad: los Estados Unidos de América; ya que La 

sociedad civil de esta nación presenta unos índices de consumo de drogas tan elevados, que 

provocan una salida de divisas tan grande que ponen en peligro su sistema económico. 

Cuando se analiza el fenómeno de la ingesta de drogas, en comparación con el fenómeno de 

la ingesta de tabaco y alcohol, se descubre que el único elemento a favor que existe para 

penalizar los primeros y no los segundos, es que los efectos nocivos en el organismo 

humano que provocan las drogas actualmente prohibidas, se manifiestan con mucha más 

prontitud que los producidos por el alcohol y el tabaco. Recuérdese, que se entiende "por 

droga la sustancia, natural o sintética, cuya consumrción repetida, en dosis diversas, 

provoca en las personas: I ")e l  deseo abrumador o necesihd de continuar consumiéndola 

(dependencia psíquica), 20) la tendencia aumentar la dosis {tolerancia) y 30) la 



dependencia ,/¡..cica u orgdnica de 1o.c efecto.~ de la su.ctat~cla qtcc? hnce verdaderamente 

necesario su rrso proIong(rdo, paro evirar el síndronle de la abstincncicr. L:'/ mismo concepto 

e.s aplicable u 1o.c esrtcpe/¿~clcntes y str.s/ancicr.c p,vicotrcípicas que . ~ d / o  ci1fierc.n cn cuanto a 

la.forn~a en que actúan . . .  "' De muchas formas, el alcohol y el tabaco cuilzplen con estas 

características. 

En la actualidad, se ha demostrado estadísticamente que la cantidad de muertes que 

provocan directa o indirectamente el tabaco y el alcohol, es mucho mayor que las que se 

producen en relación con los otros estupefacientes; la razón de esto, según los defensores 

de la penalización del narcotráfico, radica justamente en el consitino generalizado que hay 

de alcohol y tabaco, como consecuencia de su legalidad. Segúri estos mismos autores, de 

producirse la legalización de las otras drogas, la cantidad de muertes producidas por ellas se 

incrementarían sustancialmente. Por su parte, los defensores de la despenalización, 

consideran que la ingesta de narcóticos no aumentaría eii forma exponencial en caso de que 

se produzca la legalización de su consumo, pero si se reduciría sustancialmente la 

criminalidad que se desarrolla en forma paralela a esta actividad en razón de su ilegalidad. 

La determinación o no de la conveniencia de una eventual despenalización de estas 

actividades requiere de un análisis y estudio más pi-ofundo. Al final, esta es una cuestión a 

la que precisamente se debe avocar la política criminal, con el propósito de determinar si 

existe o no un verdadero bien jurídico tutelado en estos tipos penales y en caso af~mativo, 

cuál es éste. Evidentemente, no es el objetivo del presente trabajo, el determinar si lo 

VW W E S  ANTON, op. cit., PP. 52 1-522. 



conveniente es la penalización o despenalización de esta actividad. Aquí interesa el análisis 

del abordaje que de los delitos relacionados coii esta actividad hace el Ministerio Píiblico, a 

efectos de la comprobacióii de la hipótesis planteada, ya que hoy por hoy esta actividad esta 

penalmente tipificada y como tal, debe ser abordada por el Ministerio Píiblico. Lo anterior, 

es tan solo una mención que permite aclarar lo complejo y dificultoso de la labor de la 

política criminal, pero la conveniencia o no de la despenalización del narcotráfico deberá 

ser objeto de futuros trabajos de investigación. 

En conclusión, bajo las circiiiistancias actuales, el narcotráfico es tina actividad delictiva 

qiie además de vulnerar la salud píiblica, influye también en forma perniciosa sobre la 

economía nacional del país en el que tiene lugar; debido a que al movilizar una enorme 

cantidad de capitales e iritroducirlos de forma subrepticia al mercado, distorsiona por 

completo los índices económicos del mismo. 

Además, al desarrollarse de manera verdaderamente "empresarial" y por medio de 

organizaciones criminales al efecto, se vuelve sumamente complicada y dificil su 

persecución, por parte de los organismos encargados. En este sentido "consideramos que 

para lograr una mejor política criminal en tomo al trájico de drogas. la nueva visión del 

problema y su posible prevención debe basarse en la idea de que el tra9cante (en sentido 

estricto) actúa por ánimo de lucro. " Por ello, la consideración que se debe hacer de este 

tipo de criminalidad, debe tener un enfoque que permita visualizar su contenido económico 

y financiero y su carácter de no convencional, es decir, "criminológicamente, por ello, la 

motivación modus operandi y comportamiento de buena parte de estos autores deben 

reconducirse a los esquemas de la criminalidad de las Jinanzas, de la "criminalidad de 



cuello hlunco". Es decir, t u ~ t o  el "trufico" como Ius del~ncuencius cluc se derivcm ui. ¿I, 

deber, ser frutadas en el nmrco de los delitos corílm el orclerí .socio ecoríómico. " ' 

En términos generales y bajo las condiciones actuales, se ha considerado que la actividad 

de tráfico de drogas es un delito de peligro abstracto, ya que la ingesta de los 

esíupefacientes, psicotrópicos y drogas en general, puede llegar a afectar de manera 

considerable a aquellos sujetos que las consuinen y consecuentemente poner en peligro el 

bienestar general de la poblacibn (salud piiblica). Nbtese que es suficiente la posibilidad de 

poner en peligro el bien jurídico tutelado, sin que se requiera que dicho d&o se produzca 

efectivamente en la realidad material, para que el delito se tenga por consiimado, de esta 

*manera este delito "ha sitko configariltki como ttrí tleliro de p~íczligro y de m c m  

actividad ... hadrta cok1 fa .sinl.de tenencia ikt ,nro~~l~c'to.'*' Esta concepción debe ser 

analizada, ya que si lo que se combate es el trasiego propiamente dicho de las sustancias 

prohibidas, la consumacibn de los tipos penales correspondientes no debe darse antes de 

que se produzca la entrega efectiva de las sustancias ¡licitas: lo contrario sería elevar a la 

calidad de delito consumado lo que en principio podrían ser actos preparatorios o una 

simple tenencia atipica (más adelante al realizar el estudio de la Ley especial número 8204 

que rige esta materia en nuestro medio, se observará como ésta ha sido la tendencia del 

legislador costarricense), lo que denota una evidente falta de técnica jurídico-penal, 

adquiriendo el derecho penal, una tendencia liacia la peligrosidad y no hacia el acto. 

CXRCIX PABLOS (Xlilarrio) B ~ s u  paia uiu Fo1íilc.i Citriiir~ai 32 13. Dluya, Lr Problerr~ática de la Droga 
en España (Análisis y Propuestas PoIitico-CriminaIes), Madnd, Editonal EDERSq 1986, p 364 

' Ver VIVES ANTON, op. cit., p 693 



Esta consideración, qiie convierte al delito eii uno de .'riesgov y no de -'resultado", es la 

razóii por la que resulta dificil, pensar en la coiiiisióil de estos delitos en grado de tentativa, 

ya que desde antes de que el traspaso efectivo cle las sustaiicias ilegales se realice, el delito 

se encuentra consuinado. "No es preci.co qucl 10 venla de la .ctr.c/arzci<r tcixica / l e p e  a 

ef¿cluarse, hasta que quede dispuesta o colocada en .ci/uaci(ín de ser vendida ... la 

actividad de tr@co para el ilegal destino de la droga integra en sí misma la plena 

consumación . . .  "' Igiial suerte corre cualquier forina de participación diferente de la autoría, 

ya que por la generalidad de las fórtnulas empleadas norinalinente, en la tipifícación de las 

acciones punibles relacionadas con esta materia, cualqiiier actuación en relación con ella, 

convierte a quien la comete en autor. 

Respecto del sujeto activo, debe decirse qiie éste no requiere de especiales circunstancias; 

de Iieclio, puede ser cualqiiier persoiia. Sin embargo, algunas condiciones particulares del 

sujeto activo, pueden resultar tnuy iinportantes para qiie se configiireti variantes agravadas 

de algunos tipos penales. Por otra parte, la doctrina es conteste en considerar coino 

necesaria, la actuación dolosa del individuo, quien debe tener completo conociiniento de 

que trafica y comercia con sustancias proliibidas por el Ordenamiento Jurídico y de que 

dicha actividad comercial en sí misma, es igualmente contraria a derecho. Aquí cabe 

preguntarse, si deben distinguirse o no, diferentes modalidades de sujeto activo, ya que 

coino se mencionó anteriormente, no parece lógico y resulta contrario a los principios de 

razonabilidad y proporcionalidad que deben de existir en esta materia, el juzgar de la 

' Ver V I W  .~NTÓN. op. cit, p. 297 



inisina forma y con la inisina pena, al líder de 1111 cártel internacioiial de la droga coino al 

sujeto que trafica con una ínliina cantidad de droga en el corredor de sil casa. 

E11 cuanto al sujeto pasivo del delito, la doctrina es igualiiiente iiniforine en considerar que 

en general se trata de delitos sin víctiinas claramente definidas, recukrdese que se supone 

que la afectacibn se produce en contra de la sociedad civil en general, por lo que el Estado 

como su representante, tiene plena legitimación para perseguir diclios delitos, recuérdese 

que el bien jurídico tutelado tradicionalineiite es la "Salud Pública". De esta foriiia, las 

personas que consumen las diferentes sustancias prohibidas y que se vuelven adictas, no se 

consideran victiinas en sentido estricto, ya que no son el sujeto pasivo del delito, a pesar de 

que soii ellas quienes en principio, sufren los estragos directos de la ingesta de las 

sustancias prohibidas. Como se dijo anteriormente, la adicción de estas personas se 

considera coino una enfermedad que requiere de tratamiento médico. 

Es interesante esta posición del adicto, ya que no es sujeto activo ni pasivo de la actividad 

delincuencial, a pesar de que es el destinatario fmal de la "actividad coinercial" de 

narcotráfico y es además quien sufre de manera directa las consecuencias de las sustancias 

que ingiere; sin einbargo, jurídicamente se le mantiene al margen. 

Al hacer propiamente un análisis de algunas norinas de derecho comparado, se observa 

como las conductas relativas al narcotráfico, Iian sido reguladas de diferentes formas. Sin 

einbargo, Iiistóricamente todas tienen en coinún la inclusión de este tipo de conductas 

dentro de los delitos contra la salud pública; así encontrainos lo siguiente: 



Para el año de 1963, el Código Penal Español establecía en el Capítulo 11 (De los Delitos 

coiitra la Salud Pública), Articulo 3.1 1 el delito de: "Eli~bot.ucidn ikgul de sr;síuncicls 

nocivm ii la siilrrd o cltr prodtdclos quím'cos peligrosos: El que, sin Iícillarsc! art torizado, 

elahora s z~ i . ta~~ias  nocivcrs a la salud o pro~ltlcios cluíl:~icos que p~tcliatí caustir estragos, 

W r a  expenderlos. o los despachare o vendicre. o comerc-¡are con cllo.~, ser& castigado 

? , l  con.. . 

Este artíctilo es interesante, ya que a pesar de que el enunciado del artíctilo nos habla de 

"elaboración", el texto del artíctilo nos menciona suptiestos diferentes a los del enunciado, 

ya que hace mención al "despacho, venta y comercio". Este concepto de "comercio" nos da 

la idea de tráfico ilegal. Sin embargo, debe tomarse en cuenta qiie se trata del aiio 1 963, en 

donde el tráfico ilegal de drogas como se le conoce modernamente, prácticamente no 

existía y apenas liacia sus primeras armas; por ello es comprensible la vaguedad y falta de 

precisión en los conceptos utilizados. 

igualmente se ha estipulado que cuando se habla de vulneración de la salud pública, con 

este tipo de actividades, se hace referencia a una afectación de "todos los individuos de una 

población y no a determinadals personas o propiedades ... : son estos  delito^ que atentan 

contra la salud pública en general, aunque se ejecuten sin únimo deliberado de causar 

níal. "' La diferencia fundamental, es que la salud individualmente considerada es tutelada 

' CWELLO C&OX (Eugaiioj. CC<tig<r Peirni 'Te~l<r Revisado 1963" y Lejes Petrales Especiales. 
Barcelona, Editorial BOSCH, 1963, p. 296. 

lbid. p. 2%. 



por el delito de "lesioties", niientras qiie en estos casos lo que interesa es la sanidad 

colectiva. 

'rradiciotialmente se Iia acostutnbrado emplear tipos penales abiertos, en la tipificación de 

las conductas relacionadas coti esta actividad delictiva. En este sentido el Artículo 368 del 

Código Penal Espaiíol establecía una sanción penal para "quienes ejecuten actos de cultivo, 

eluboracidn y trájico, . . .  " o  de otro modo promuevan, ,fuvorezcun o ,fbciliten el consumo 

ilegal de drugu.~" y "las poscan con  aquello.^, fines"' 

Nótese como efectivamente se emplea iina fórmula demasiado abierta en la configuración 

del tipo penal, ya que los siipuestos para encuadrar las conductas establecidas en el tipo 

penal son demasiado amplios, en virtiid de la misma vaguedad que poseen los términos 

"promoción" o "favorecitniento". Por ejemplo, en estos términos, iina donación podría ser 

encuadrada perfectamente dentro de este tipo de actividades. Ello es suinatnente peligroso, 

ya que a pesar de que se sigiie cotisiderando la tenencia para el propio consumo como 

atípica, quien obsequia a su compañero una determitiada cantidad de droga, de aquella que 

poseía para el propio consumo, podría ser fácilmente considerado un narcotraficante, en 

virtird de la @ihKt del tipo penal; piidierrcto así, ser considerada su conducta -atipica en 

principio- un favorecimiento o facilitación. 

A1 establecerse r;ctrn4> prestiptrestos Eic.ticos de trutc~i  ckli$cw, agktt.ii.tr'; cttndi-t<;bc; ünt: "de 

o!ro )??Oc'<1 prol:?7i~!\~(J??, ,fijl~:;~,::z~~:;~? 0 f;;(:l/??i?? (:o:?:;;/;;?:: )!?:;<(;! :/;, (!:.o;::;, ~ i ; , y j ~ : ¿ ; , y ' '  <jc;¿i 

Ver Y l W S  W X .  ap. cit, pg 033-hYI. 



por completo a criterio del Juzgador, el cerramiento de las conductas punibles; piidiendo 

incluirse entre estas, prácticaii~etite cualquier actividad eil relacióri coii las siistancias 

prohibidas. "í 'on ello .<e cot~firt?ta Iir tet~cie~ii~rir i r  tltlir I I I ! C > P L ~ C ~ I L ~ I ( ~ ~ ~  on~~i~ i~o~? tpr~r t s i v i~  ilo 

que se hir ticrtio eti lii~nlclr. "crclo iii~ I i r  dt'ogir", LIS L ~ P L ' I ~ ,  LI 1 ~ 1  P C ~ I L I ~ I I L I C I ( ~ ~ I  iic f f ~ d o  

conipartan~retlto qzte sztporíga zttia cotítrrbztcrón, por mít7rn1n qzte sea a c.tt cotlszlríio ."' 

Hecho este análisis, se puede concluir preliininarmente que el narcotráfico en la forma en 

que se desarrolla en la actualidad y bajo las condiciones juridico-penales iinperantes, es un 

delito que se configura delincuencia no convericional, ya que cuinple perfectamente con las 

características establecidas en los capítulos anteriores para este tipo de delincuencia, razón 

por la cual, tanto la política criminal como la política de persecución, deben ponerle 

especial atención, si pretenden reducir de manera efectiva los índices de crilnillalidad y 

niveles de iinpunidad en esta materia. Para ello será requisito indispensable además, contar 

con un cuerpo legislativo apropiado y una correcta interpretación del derecho por parte del 

aparato jurisdiccional. En el proximo punto se analizará la legislaci6n visente en la materia, 

con el prophsito de determinar si la misma es apropiada para alcanzar este objetivo y si 

además presenta una adecuada formulación técnico-legislativa o lo contrario. 

B. Análisis de la legislacion costarricense en esta materia. 

El objetivo de este trabajo es determinar si un falso abordaje de los delitos no 

convencionales por parte del Ministerio Público, produce impunidad en las actividades 

ilicitas descritas hasta este punto. Para ello es necesario analizar si el régimen normativo 

1 MUÑOZ CONDE (Francisco). Derecho Penal Parte Especial. Valencia, Editorial Tirant Lo Blanch, 
tercera edición, 1999, pp. 524-525. 



tige~ite brinda las condiciones necesarias para que se de una adecuada politica de 

persecución que no lleve a este falso abordaje. Por ello 110 se pretende aqui realizar un 

análisis ininucioso de cada articulo y tipo penal establecido en la ley, la idea central en este 

punto, es tan solo verificar si este falso abordaje se está produciendo y generatido un alto 

nivel de iinpunidad. En caso de que ello sea así, habrá que determinar si el misino, se 

fundamenta al menos en parte, en deficiencias de tipo legislativo o en la ausencia de una 

verdadera política de persecución debidamente conformada, o en ambos; por ello es que ha 

sido necesario analizar las regulaciones legales vigentes, pero no se puede realizar un 

atiilisis tninucioso de cada articulo, solaneiite se analizan de inanera práctica y general, la 

lu de los conceptos aqui estudiados, algunos artículos escogidos detenidamente, para 

coinprobar si hay o no falta de tkcnica legislativa en la regulación de las actividades 

ilegítimas estudiadas. Hecha esta aclaración, se procede con dicho análisis. 

La actividad de narcotráfico, se encuentra regulada en Costa Rica, básicamente por las 

ciisposiciones de la Ley 8204 de1 Oiecisiete de diciembre de1 año dos mil uno, la cual vino 

a refonnar de manera integral la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, 

Drogas de uso no Autorizado y Actividades Conexas, número 7786 del treinta de abril del 

año mil novecientos ochenta y ocho. 

Esta es una ley especial que pretende regular las conductas ilicitas relacionadas con el 

narcotráfico. Por su carácter especial y de acuerdo con los principios generales de 

ii~terpretación de nortnas, sus disposiciones deberán prevalecer sobre aquellas normas de 

carácter general en esta misma materia, en otras palabras, el CSdigo Penal de 1970. 



Es una ley de reciente publicación, que por ser posterior en el tiempo, deberá prevalecer 

sobre aquellas normas que le antecedan en fecha de protnulgaciciii y entrada en vigencia, 

siempre que versen sobre la iilisitia tnateria. La ley es ambiciosa y alta~iieiite porrnenorizada 

en cuanto a los supuestos fácticos que preteiide regular, sin embargo, resta determinar si 

tanto por la forma como por el fondo se dio una adecuada regulacicin del fenótneno del 

narcotrifico, entendido coino delincuencia no convencional, tendiente a alcanzar el objetivo 

primordial de reducir los índices de criminalidad en esta inateria, actualdo especifícainente 

en el área represiva, ya que el área preventiva (tunchnental dentro de una verdadera 

política criminal estatal) se deja cotnpletatneiite de lado en el articulado. 

La primera reforma introducida por la ley 8204 se refiere al propio titulo de la rnisrna, 

pasando a denominarse "Ley Sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrcipicas, Drogas de 

Uso No Autorizado, Legitimacion de Capitales y Actividades Conexas". Nótese que la 

diferencia se refiere a la introduccicin de la "Legitiinacicin de Capitales" como actividad 

especificamente regulada. 

Para los efectos del presente trabajo, se analizarán diferentes artículos de la ley, escogidos 

cuidadosamente, con el propósito de sustentar diferentes afirmaciones que respecto de la 

ley se harán para tratar de determinar si la misma, es apropiada para sentar las bases de una 

correcta persecución de este fenótneno, por pMe del Ministerio Público, el cual se presenta 

como delincuencia no convencional. La ley será analizada tanto desde la óptica de los 

principios inspiradores del derecho penal, como desde la perspectiva de la funcionalidad y 

eficiencia de esta ley, a efectos de determinar si la misma resulta apropiada para combatir 



el narcotráfico moderno. Recuérdese que el platio preventivo, fue prácticamente ignorado 

por esta ley. 

El articulo primero de la ley 8204, establece de inailera amplia el alcatice de la regulación 

que se pretende realizat. por tnedio del articulado, se transcribe ititegatnetite a modo de 

referencia este articulo: 

",4rticulo 1: La prrsente Ley repila la prevención, el sirt~trtristro, 10 ~ir?sctipción, la 
udministración, la rttanipulacicjn, el uso. la tenencia. el traJco J la comt.rcialiiacibn de 
estiqw facien les, psicotr6p icos, s4slancias in hala b lcs y dt.más (irogas y $3nnacos 
.ji ,.L-2p, y&,j &< pj.(hJijLi,. ~ejxti&ci;c;ü y,qi&- (> ,>,,; q-i, id., ii;c/i,iL; ,>,$ &; ,!. ,;,,; Gciic ;hij [ j i j jGi  

sobre EStupfici~wte-S de lac. Nociones Unidas, del 30 de mayo de IY61. aprobu& por 
(lo.rta Rica nrediante la Iwy No J5J-i; de IR de nrorzo de 1970, ennrenifada a la vez por el 
Protocolo de Modificación de la Conwnción ljnica sobre btirpefucientes. L q  No 51 69, de 
8 de entro dc lY73: mi C O ~ I I O  en el Conret~ro Je VVit10 sobrr Suswticias Psicotrópicas. de 
11 de ji!bferIl de 1971, uprubudu [wr C.'usíu Ricu mediuníc. fu h ~ .  N" 4990, de 10 de ,junio 
dc 1972; asimismo, ert la Coniwnción de l a  Naciones Unidas contm el i iufico IIicit~ di. 
, T ~ ~ ~ ~  i-e- f <rc;rrrrt.S - -- --. - j; ~ii5iüficf~25 I'Si~üi~üpícuS< L?< ;* d~ dí~it?~i$lei L& ;s<?c? ( ~ G i i t r i í i ~ ü j i  dt? 

lY&Y), aprobado por Costa Rica mediante lo Ixy No 7/98. de 25 de setiembre de 1990. 

Adeientás, se regirían los listos de estupefacientes, psicotropicos y siitiilares licitos, que 
eloborunill y publicarcin en La Gocetu, el Ministerio Jr Sal11J y el ~iinisterio de 
Agri~ultum y Garrderiu (MAG); a.simi.smu, se ordenun h rt.yu1uciune.s que estos 
Minrslt.nos dispndrhn sobre la ma feria. 

TambiGn se regulan el control, la inspección y,fiscalizacidn de las octiiidadcs relocionaúa~ 
con .eu.cancia.c inhulahlec, dr- o ,fam*am.c y de lor ,nrnducinr, nuzterialez y .sustancia.s 
quimims que intenienen en la elabomción o producción de tales sustancias; todo sin 
pe juicio de lo ordenado sobre esta materia en la Ley General de Salud, No 5395, de 30 
de ór'tubrr de 1973. y .$u* reJr)rntu.s; h Lt.y Genetul de Sdud hintril, N" 6143, de 2 de 
mayo de 1978, y sus reformas; la Ley de Ratificación del Contrato de Préstamo suscrito 
cilm el Gobierno de C-üsra Ricc7 ); zl Siríco Intemmzric«iiú de Ce.ñirrülk, pia írn 
Programa de Desarrollo Ganadero y Sanidad Animal (PROGASA), No 7060, de 25 de 
n r o m  dz 1987. 

Adettths, se refi'ilon y sancionan las ociividodes jnot~cisms, cott E I  fin de eiitor la 
pcnrtmion de rupitu!es pruwnientes de cielifus gmvm y de tixius fvs pruccdimientus p e  
puedan senir como medios para legitimar dichos capitales. 

Para los efectos de esta Ley, por delito grave ,ye entendeni la conducta qtre constituyn tin 
deliro,nunihle con ZIM privncirjn de lihertad de crrntro oño.c, conro nrinii~io~ o tina ,nena n&.c 
grave. 

Es función del Estado, y se declara de interés ptiblico, la odopc'on de las medidas 
mcz.wrPI.~. p m  prevenir, amfroiur, ini.c?sfigur, evilur u reprimir [do uc[ i i~ idd  iiicitcl 
nlatiirri a la ma&nb de esta h y .  " 



Este artículo realiza una adecuada referencia a diferentes convenios internacionales, con el 

propósito de definir cuale?; son las sustancias proliibidas por la ley (disposición en blailco). 

Esta referencia, resulta apropiada ya que en cualquier caso la jerarquía de las nomas es la 

siguiente: Constitución Política, Convenios Internacionales debidamente aprobados por la 

Asamblea Legislativa, Leyes y Reglamentos. Por ello no hay ningún problema desde el 

punto de vista formal, en que la ley eche inano del recurso preexistente en el Convenio 

internacional respectivo, a efectos de definir el listado de sustancias prohibidas. 

La redacción del articulo, nos muestra que la ley resulta ambiciosa en materia de 

regulación, ya que pretende abarcar desde la prevención del consumo de sustancias 

proliibidas Iiasta las actividades conexas a tal actividad, como la lezitimación de capitales. 

Para lo cual incluso establece una serie de disposiciones en materia de entidades 

financieras. No obstante, la referencia a la prevención es puramente progamática, ya que 

en el articulado de la ley, no existe ninguna norma que realmente establezca disposición 

alguna, tendiente a prevenir el fenómeno del narcotráfico. 

La amplitud de la ley es liasta cierto punto lógica, ya que según se mencionó anterionnente, 

por la complejidad y dimensiones de la actividad de narcotráfico contemporánea, cualquier 

regulación que pretenda combatir este tipo de actividad, trata de focalizar todas las 

diferentes aristas del fenómeno. Sin embargo, cabe cuestionarse si esta amplitud es 

realmente apropiada, ya que por querer abarcar todas las variantes del fenómeno, se 

extienden los alcances del derecho punitivo, a niveles que rozan la adecuada técnica 

jurídico-penal, según se mostrará más adelante. 



Esta ley represeilta un iiiiportante intento de regulación en esta iilateria por parte del 

Legislador; sin embargo, de acuerdo con lo dicho, eli materia de política critninal, queda 

inuclio catniiio por recorrer, ya que se debe increinentar aún mas el papel prevetitivo de las 

disposiciones, por medio de progratnas que tiendan a desincentivar el consumo de las 

sustancias prohibidas. Además, es de vital importancia, que las normas represivas se dirijan 

o busquen la captura de aquellas personas que se encuentran en los estratos más altos de la 

organizacibn dedicada al narcotrhfico y respeten los principios geiierales inspiradores del 

Dereclio Penal. Resulta lógico que para poder combatir uri fenbmetio de delincuencia no 

convenciolial como el narcotrafico; resultará tlecesario abrir inecanistnos de investigación y 

procesainiento flexibles, que peimitan la negociación con aquellos imputados de bajo nivel 

en la organizacibn criminal. Pero la flexibilidad de dichos mecanismos no debe de ninguna 

manera violentar los derechos fundamentales de los ciudadanos. Actualmente, el Código 

Procesal Penal le pertnite al Ministerio Público algún grado de flexibilidad en este sentido, 

pero en el caso del narcotráfico, se debe ahondar aún más en esta área. 

Pasando al análisis propiamente dicho de los artículos escogidos, encontramos que en el 

Título 111 de la Ley 8204, referente al "Control y Fiscalización de Precursores y Químicos 

Esenciales", se encuentra el artículo 36 que literalmente dispone: 

"Ariículo 36: Las nonlras contenidas en el presente titulo cot~rmlan la producción. 
jubriucibn, idusiriufizuciCNI, prepruciún, rq/inuciún, iruns/urrnuci(jn, rxirucciún, 
dilución, importación, exportaci6n. reexportación. distribución, comercio, transporte, 
im~5/isis, t ~ s u ~ f o  O ii!rriiic~ni~nrimto dt  /írs ~ i i ~ t m c 7 i i ~  q i i ~  prierkiií íiiii'i~iirsr mnjo 
precursores o qzrimico,~ esenciales en el procesamiento de dmgas de uso ilicito, sean 
citrstanc21.v estyedfdciente.v, p.vicottrÍpimq, Lnruduct~~s inhadahles u ntrc~.v .suvqtihle.v de 
cattsar dependencia. de conformidad con el articulo 1 de esta Ley. 



/'ata los <fecto.s de esta Iry, se etiteniiet~tt c ~ » t o  ptvctir.sore.s las sir.staticias o los 
;ircwtcrck)s incluidos erc e¡ c~tucftxr 1 de h Conisenci<>n cie i98S y s71s anexos. (1s; como los qcte 
.y4 le incoprett  ett el jittt~ro; a.?in~isnio, se etttettderá por qt~inticc~.~ csettcialcs, 10s 
. r i i ~ ; i i i i ~ - h i s  ü ;Ü.S liiiui:iri-ici~ i i i t i ' i ik i 'e~  ~ ; í f  E: iiirir:ii: 111 11% L;.<L? iiii.>iiiii Cüiii:<ii~-it:*ii  j. 5ii.Y iiiit':ii'.<, 

y ln.s que .se le inclirpn. &m& úe  10.s qirr fnrnren Ixlrte de los 11.rtaJo.v (?ficiczle.s que emita 
e! Itlrtilulf~ í>~.vtar-ricenrr .w~hre nrn,qav. 

=Ideni&. sd mitroloriin I<i ior/xirtoc~¿jti, ~~tt/t'r~~iitIi~il~'i<.jti J. j;ib/*1~~7i.ii;ti dti tirtiqi~itio.~ y 
ucce.sorio.~ que se u~il~ceri p r u  el t.rilut~ieludi~, rri~ui~.~ulurlo J. ~~ortrprittriclo clc. 
estr~pefacietites, strs~aticia.~ p.s,sicotrc5pica.s tt otras de efecto .sentejante. " 

La norma transcrita es de carácter general, y a su tenor se pretende establecer el objetivo 

que se persigue con la ley. Al igual que el artículo primero, es de redacción extensa; 

pretendiendo de esta forma, abarcar todas las aristas del fenómeno de narcotráfico. Una ver 

más cabe hacerle la crítica a la ley, en el sentido de que la amplitud de acciones que 

pretende reprimir, convierte en tipos penales, lo que a la luz de las normas y principios 

generales del derecho penal podrían ser actos de participación o incluso meros actos 

preparatoricx. Se aclara, que a efectos de cimentar una adecuada política de persecución 

contra el fenbineno que se quiere combatir, se debe flexibilizar la ley; no obstante, esta 

flexibilizacibn debe darse sobre todo en el área procesal, brindándole al ente persecutor los 

inecanisinos de negociacibn e investigacibn ágiles, que les permitan desarticular las grandes 

bandas de narcotrafícantes. De ninguna inanera se debe procurar (aspecto de política 

criminal), la flexibilizacibn de los tipos penales en sí inismos, tipificando toda clase de 

conductas, de manera desproporcionada y desordenada, dejando de lado la adecuada 

técnica legislativa jurídico-penal; y además, en todo momento deben respetarse los 

dereclíos fundamentales de los ciudadanos. En lo sucesivo se analizarán algunos tipos 

penales escogidos cuidadosamente, que demuestran que lamentablemente, esta situación se 

presentó con la ley de marras. 



Los delitos propiainente dichos, se eticuentran regillados en el Título IV de la Ley 8204, el 

cual se detlotnina: "Delitos y hiledidas de Segilridad". El Capítillo I es el que se refiere 

propiaiiie~ite a los delitos, tipiticados a partir del artíciilo 57 de la ley, el cual reafirma lo 

dicho anteriormente, en el sentido de que se da una aplicacióri supletoria de la legislación 

penal general (entiéndase Código Penal y Procesal Penal), para todos aquellos supuestos no 

contemplados de manera específica por la ley 8204 (ley especial). Igualmente, se establece 

que respecto de las normas de la ley 8204, los Juzgadores deberán aplicar siempre y en todo 

caso las disposiciones y principios del Código Penal; sin etnbargo, a pesar de esta mención, 

las tiorinas de la ley 8204, se apartan en muctio de dichos priticipios, según se demostrará a 

conti~iuac ión. 

El Artículo cincuenta y ocho de la ley 8204 establece: 

"Arr ic~~lo  58: Se impondrá penu de prisión de ocho u q~rit~ce años a quien, sin aurorización 
legal, distribuja, comercie, suministre, jubriyue, elabore, refne, trun:forme, exfraiga, 
prepre,  cultnw, prodirzca, transporte, almacene o venda las drogas, las slrs&ncius o los 
protfíi~iü.r i-,q2ndr3.~ Z ~ I  rsiir L z ~ ,  ü CUÍ,$V~ h.5 piiririir.~ Jr Iilr qifr .w üSti~i1eií k7:tzí .rri.rimciü.r 
o prducios. 

La nlisma pena se impondrá a quien, sin la debida airtorimcion. posea esas drogas. 
msiancias o productos pora cualquiera de IosJines exprssados, y u quien p s s a  o cotnexie 
 millas con u p c i d u d  germiwduru u uirus yrductus ncrrurules p r u  yruíiucir Ius 
rq@ri&s drogas. " 

Este primer artículo analizado, presenta una serie de similitudes con los artículos estudiados 

en el punto A) de la presente sección, los cuales tienden a regular la materia de narcoMco 

en el derecho comparado, en cuanto hace referencia al cultivo, producción y comercio de 

las sustancias prohibidas por la ley. Se omite hacer referencia al "favorecimiento o la 

facilitación", pero en su lugar incluye una serie de conductas que no aparecen en los 



articulas respectivos de derecl~o coinparado antes estudiados, como lo son: lo ilisrrihucicín, 

.c.zitt~ini.stro, pr.epcrrci.c/<jn. rr.~w.yfi~rn7crc.i<ín, e-utroccicín, rc/intunic.t?ro. almacenamirnro, 

trcrnspoutr o Iti pose.vi(ín pcrrtr 10 prociztcci(ín. Coino se puede observar, el tipo penal 

deviene excesivaineilte ainplio, ya que coiítiei~e una gran cantidad de verbos, 

correspondientes a las acciones punibles y se elevan al nivel de delito, lo que en otras 

circunstancias serían meros actos de participación, encubrimiento o incluso actos 

preparatorios. Recuerdese que según se estableció supra, se lía sostenido que el bien 

jurídico tutelado de todos estos tipos penales es la Salud Pública (lo que puede ser 

cuestioiiable, pero es aceptado por la doctriila inayoritaria), asimismo, se lía concluido en e1 

presente trabajo que en fonna paralela, se afectan tambikn las finanzas públicas. En ambos 

casos, la vuineración del bien jurídico, se presenta en el mismo moinento en que tiene lugar 

la ilícita transacción (momento del negocio). De esta manera, las acciones previas a que se 

produzca el inomento consumativo (configuración del tipo penal), no deberían ser punibles 

por el derecho penal, de acuerdo coi] la teoría del crirrritjrs (la cual se refiere a las 

diferentes etapas del accionar delincuencial hasta llegar a 1a comisión del ilícito penal), 

siendo muchas de estas acciones impunes (como los actos preparatorios), y otras de ellas 

sancionadas a títulos diferentes de la autoría. Por ejemplo, los actos de cultivo a los que 

hace referencia el artículo transcrito, deberían ser considerados coino actos preparatorios 

que no alcanzan a cvinerar el bien jurídico tutelado. Piensese que perfectamente, el su-jeto 

activo podría arrepentirse de la comisión del ilícito mucho antes de que se produzca la 

entrega efectiva (tráflco ilegal) de la ilícita sustancia. No obstante, de acuerdo con esta 

redaccibn, se veda completamente la posibilidad del arrepentimiento, elevándose a la 

categoría de delito consumado lo que en puridad de criterios serían actos preparatorios. 



Sin embargo, se debe aclarar que es aún peor la fórmula encontrada en el derecho 

coiiíparado, en cuanto oinite la multiplicidad de verbos, pero a caitibio hace referencia 

simpleinente a la "fórmula general" de "favorecimiento o facil itaciórí", dejando 

coinpletainente abierta la adecuacibn de casi cualquier conducta a la norma punitiva. 

El mismo fenómeno, lo encontramos en los artículos 59 a 63 de la ley, donde en razcin de la 

pretensiím que tiene la ley, de abarcar todas las denominadas "actividades conexas", 

establece la tipificación de conductas que deberían ser consideradas coino actos itnputables 

a titulo de coinplicidad y encubrimiento o incluso ineras faltas. Entre estas conductas se 

encuentran a manera de ejeinplo las siguientes: la construcción de pistas de aterrizaje para 

ser usadas en el trático ilegal de las sustancias prohibidas por la ley, las ainenazas para no 

denunciar a quien incurre en la ilicita actividad, el soborno para o el oculta~niento de 

evidencia relacionada con estas actividades, la destrucción no autorizada de evidencia, 

incluso por mero descuido. Nótese en este último caso la referencia al "mero descuido", ya 

que ello implica la creación de un tipo culposo, en una materia en la que unánimemente se 

ha reconocido por la doctrina, que debe actuarse con dolo, nunca con culpa. 

Otros dos artículos de la ley 8204 que deben ser pasados por el tamiz del análisis riguroso, 

son el 66 y 68. El artículo 66, sanciona a quien permita la ingesta de las sustancias 

prohibidas por la propia ley, dentro de locales abiertos al ptíblico; mientras que el artículo 

68 sanciona la utilización de recursos financieros producto de la actividad del narcotráfico 

en actividades político-electores. 



En principio, estas conductas deberían ser ejecutadas con dolo, ya que evidentemente, estas 

circunstancias muclías veces escapan al control de las personas ei~crugacias. Por ejeinplo, el 

durfio de un detenninado establecimiento no puede tener un coinpleto control sobre lo que 

ingieren aquellas personas que se encueiítraí dentro de su local, asi coino para el político, 

no siempre es sencillo saber de donde provienen con exactitud los recursos donados a su 

cainpaha, tratándose de materia penal, lo apropiado seria considerar que la actuación debe 

ser necesariainente dolosa. 

A su vez, el articulo 72 de la ley 8204, establece la posibilidad de aplicar dicha ley, a actos 

que hayan tenido lugar fuera de las fronteras de la República de Costa Rica; lo cual 

sobrepasa el principio elemental de la territorialidad de la ley penal, establece este articulo 

el siguiente texto: 

"Ariiculo 72: Los dehtos iip?fimdos en esiu Lqpodrún sc?r j~l\rsrigados, mjuiciados o 
sennnciadu.~ p r  e /  tribrrnal u /a aururihd competente, indcpndienremenre de yrre el delih, 
de trafico ilícito, los dela~os cortaos o los de Iegitimacicin de capides h a n  ocurrido en 

j.iii.j,iJicck$j ít;i.ij;G,.;ü~, ,mi ,-M-+iiciü Jti h- ri-;iuuJjci,jir. ii,üiitifi piijirc;u c<wt;üiiiís o 

Jen~cho. " 

Este articulo, según se dijo, deja de lado por completo, el Principio de Aplicación 

Territorial de la Ley Penal y deja en un completo estado de inseguridad jurídica a las 

personas. Piénsese en la posibilidad de que determinados actos de los contemplados en la 

ley sean legales en otros Estados, de acuerdo con esta norma, podría perfectamente 

perseguirse a quien actuando conforme a derecho en el país de que se trate, incurra en 

alguno de los actos descritos en la ley. Para salvar de alguna manera esta pésima técnica 

legislativa, el texto de la norma debería al menos contemplar expresamente, que la 



conducta respectiva sea delito en el Estado en el qiie tiene lugar, siti embargo, ni siquiera 

ello fue coriternplado. 

Por otra parte, el artículo 73 de este cuerpo legal, presenta utia forrna agravada del 

comercio con las sustaricias prohibidas por la propia ley. La agravante se configura cuando 

se constituye una organización que tenga como propósito el tráfico ilegal de las sustancias 

prohibidas. El artículo y la propia agravaiite son inapropiadas, debido a que en las 

circu~istancias actuales, no es lógico pensar eii la actividad del narcotr;ífico, sin que exista 

iula orgaliización, por rudiinentaria que esta sea, detrás de la coinisión del ilícito penal. 

Recuérdese que de aciierdo con el criterio seguido en el presente trabajo, el narcotráfico 

actual, es un delito no convencional que es ejecutado por medio de entidades que presentan 

una verdadera organización criminal. igualmente, resulta i l ó ~ c a  la mención que hace el 

artículo 77 de la ley 8204, en relación con el "partícipe", ya que el texto de la misma ley, 

hizo casi imposible la actuación dentro de esta actividad sin ser sancionado a título de 

autor. 

Finalmente, no debe dejarse de destacar que el artículo 79, del Capítulo 11, titulado "Medida 

de Seguridad; establece que deberá procurarse el internamiento y tratamiento del adicto o 

consumidor habitual de las sustancias prohibidas, lo que reafirma la concepción de 

"enfermedad o padecuniento" que se tiene de dicha adicción y que convierte a la tenencia 

para el propio consumo en una conducta atípica. 

Como se puede observar, la legislación vigetite en esta materia presenta serias deficiencias 

de fondo, y además se limitó a ser prácticatnetite un listado de nuevos tipos penales que 



ii~creiiienbii la cantidad de acciones persegiiibles por parte del hlinisterio Público, pero que 

no respetan en forina alguna los Priiicipios de Razotiabilidad y Proporciotialiciad que rigen 

en inateria penal, ya que no se distingue de irianera alguna, entre imputados que son ineros 

itistruinentos de gatides organizaciones criiilinales, de aquellos que son los lideres de 

diclias organizaciones; es decir, se sat~ciona de igual forma al líder de uii cartel 

consolidado, coino a aquel sujeto que trafica con uiias cuantas piedras de crack en su casa. 

Adeinh, la ley no presenta innovacicín alguna en inateria de inecanisinos de persecucicín, 

que le brinden al ente persecutor, lierratnietitas ágiles para coinbatu el fencítneno de 

delincuencia no convencional que representa el tlarcotrafico rnoderno. lierrainietltas que en 

ninzbi caso pueden llegar a vulnerar los dereciios fundatnentales de los ciudadanos, pero sí 

debeii brindar un inayor rango de actuacicín que le perinita iinpleinentar una adecuada 

plitica de persecución que asegure un tnejor abordaje de estos delitos por parte del 

Ministerio Público, de tal suerte que se alcance e1 objetivo últiino de reducción de los 

índices de criminalidad en esta área. 

En swna, resulta evidente que en caso de que se determine que sí existe el elevado nivel de 

impunidad en esta inateria, las deficiencias legislativas, producto de una inapropiada 

política criminal, tendrán una cuota unportante en la existencia de dicho fenóineno, ya que 

la legislacicín vigente resulta con toda claridad inapropiada para regular esta actividad. 

C. Análisis jurisprudencia1 

Con el propcísito de coinpletar el atiálisis del teina, resulta indispensable el estudio de 

algunos conceptos fundamentales que han sido desarrollados por 1a Jurisprudencia 

naciotial. Este análisis permitirá establecer la corriente que se ha seguido por parte de los 



órganos jurisdiccionales nacionales, con el propcísito de determinar la inayor o inenor 

rigurosidad en la aplicacicín de los conceptos estiidiados. 

El aíálisis se realizara de la siguiente for~na: se bai~scribirá un extracto de la resolucicíií que 

corresponda en lo que interesa, para seguidamente realizar un análisis critico del concepto 

desarrollado por la misma; finalmente se concluirá el estudio jurisprudencial, determinando 

si la corriente jurisprudencial, pennite dgún tipo de retroalitnentacicín útil, a efectos de la 

ilnpleinentacicín de una adecuada politica de persecuciiiil del Ministerio Público. 

Habitdidad no es un Requisito Tipico de las Acciones que Configuran la Actividad 

de Narcotrifico: La jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, ha 

sido ei~fática en señalar que no es necesario que exista habitualidad en la actividad delictiva 

de que se trate, para que se configure el ilícito pellal. Por el contrario, es sdtciente con que 

la accicín tipica respectiva, sea realizada por una única vez para que se configure el ilícito 

penal correspondiente; sin embargo, este inismo ente jurisdiccional reconoce que la 

habitualidad suele ser una nota característica de este tipo de actividad. 

En este sentido, se pueden observar las siguientes resoluciones: Resolución Número 2000- 

01018, de las diez horas con treinta y seis minutos del primero de setieinbre del aíio dos 

mil, Resolución Número 200400114, de las diez horas con cinco minutos del veinte de 

febrero del afio dos mil cuatro y la Resolución Número 2004-00857, de las diez horas 

quince minutos del dieciséis de julio del dos mil cuatro, todas ellas de la Sala Tercera de la 

Corte Suprema de Justicia, la cuales disponen según su orden, lo siguiente: 



"... ralss aclividadcs / l í ~ i l d ~  listwti cottto ~~1raciei.i.stica SU lmbiítdalidad y ~~twlongación en el 
riempi, di. m<xio tal que cadu una de elius con.s/i/rrye el ~Icscrrrollo mismo de ;u actii.rid<rd, sin 
qtre .se agoten en ellas. arrttqtre es e~:ide~tte que cada trrta intl>lica rrtta ntaj.nr ittterisidad e11 la 
i~i*;c~íiii;íbi ck: U k i i  J i i i i i f i~~fi  iiiig:iic&i. S ~ Ü  cjiig 1'17 iii:<ji;i~?"rii c i t :  I'ü iüiiiNic-i<i ... w N i i i ~  eii 
-f irma integral. comprendiendo cada irna de e.sa.v tran.saccrone.s como p r t c  de la actividad de 
trh,ficri dz drqyav; es dzcii- de la acción d2  traficar^ vi\ta annm una s ~ h .  acción esta del 
~ttifico yirc es nealttrente lo qrrc .sc yiricrs evito/. y .sat1ciorta Y . . .  l kbc  ert totlo caso ~7cbrar.s~ 
pir' b !~b i tuu l !dd ,  corito mructr.rísricu r e l ~ 1 ~ 1 1 ~  411s .srir'lstn pte~t?~nii~t. c.5 B I . ~  uc~il~idclile.~ rnu 
es un rquki lo  del tiyo j~ctiul, es uriu j0rnru rrr que lu cundriclu .surle nurr j/r.s/urstr rn lu 
realidad, pero str atr.settcia no excltrye yuc. lnreda esrintanse tipicx trna tinicír 1te1ita. "Al 
b!fifiint:i'i:< ]ti idtt7 i/< ~~i<7~tiiííi;~i:tii/, ~ t i b ~ k i  ~X'ií.üii t7ijF ?,! I I L ! / I C ^ O  .-LA i:~i ~ ? i ~ g t i ~  POS<< It7 

estructum de un deliro habihral. p r o  cuy exi.vtencia es necesaria rrtm plumlidaú de 
c(inLiuctus, por 10 que un Unicc~ acto de trhjfico no darh lugar al Lii.lit(~: sino que drbrrid por 
tanto el comercio de h droga tener cierto carácter reitcmhvo; p r o  prsci.wttnettie porque el 
Beredio P e t ~ l  es uind raitm iinde~xtuiietntc y au~ónoniu del trsto del orde11arninl10, lu 
rxpre.viúrt "trcijico" no huy que en/endrrlu m un .st?n/ido nrrruin/il; cn cutnstr~zitrnciu, riu es 
precisa la habitvalidad ni el Itrcro. aúio que penalnrenre el delito .re psdecciona col1 la 
isü~i;~?~iü¡i d~ Uií 501% ~ii i f i  dC !t?5 <jilC !(7 Cfií)I1-X3jCii... Püi'~7 Y:/C ikhC I Ü i i i ~ i i S S  Sii í S lC i i i i i  pin" E/  

l ip penal no es de habito, y para .c.rr conflgtrmción no requiere qire el atlror se dedique 
fiuhim!nlznte n la vznta dz drogas, enJhrnrn t - z i t e rh  ). ,minmzi~te,  sinn our harta yuz Ir> 

Imga arin dr nimiem occtsional ... "(R~'solrrci0n lVuttr~ro 2000-01 01 8). 

"i'atu el ilicito cj<? tiU:fj~~i cj<? e7~tiipej~ciei11e.s 211 .~u.s .Fi~~e?j:s~z~- j1i¿kiulidrliless tro se rcquie~e que 
/u ucrividud SLJU tr<xbicturl. sitio qur el hi.c.tro jniedr: dursc ... Jwr rirrrc~'i \.L.:. Lu drugu 
deconri.da la tettta el actr.sado para tra,fita!-la, irtdcl~srtdie~rrentc/t~c de qyircS ntr~tca lo litrbiera 
!iS<;jQ c;i <,! FdM&c. ?.,/)yzk l.. -: -: % r . -. - . */>/> 1 o* 1 n # 8 

7 2 1 1 ~ 1 c . i J  ; Y ~ ~ ¡ B Y I O  i L ~ L ~ + - L ~ L * I  1 + I. d 

"la circu~nsmncia de "hobiruulidud" ein el e.ti,ct~dio (dc.siir c'iih~ndo .se e inc~~t~~t~ i l~ t?  1jei1die11do. 
CJ u qui rrnutnenlu se rtrrriur~luhu Iu ujluertciu dr Ov ídu  :l!ulir: u1 puri/o Jilrdr se reur1iurt U 

vetzder droga /CJ.Y co-encartadns) re.~trlta intruscertdettte, d e d e  ilrt pinto de vista & 
cc3c $ p.-- 4 1  t ' c  -. IOZ S tcr 2-1 I 1 q'..;... ii I I Q . ,  pi?ilir̂ ~ I:? firlifitiiii~it?ci~? tí; , i i i r ^ ~ i t i  <N !ti tiiiii-~t?t7$ iiíi PS i~piisitt7 
del / i p  penal aplicado al caso en czre.srión. .siendo que dicha delincuencta concurre aún 
:rnhLinsr dr una único rrnta ... " fRe.wlucihn hrtimrro 200-1-0OtlS~. 

A los conceptos expuestos se les pueden hacer las siguientes observaciones: en primer 

lugar, resulta evidente que por la redacción que tienen los tipos penales establecidos en la 

Ley 8204, el aspecto de la "habitualidad no tiene efectos en la configuración del tipo ni en 

la determinación de la cuantificación de la pena; sin embargo, esta posicion es criticable, ya 

que en tratándose de una actividad como el i~arcotráfíco, la habitualidad en la actividad 

debería tener un efecto directo sobre la cuantificación de la pena, no parece proporcionado, 

sancionar de igual forina a quien se le compruebe que incurrió en la ilícita actividad por una 

única vez, que a aquella persona que se le comprueben múltiples incursiones en la conducta 



prohibida y que lia l-ieclio de esta actividad su modzrs vii!cnd~. Incluso sería oportuno que la 

tiabitualiilad tuviera efectos sobre la tipicidad, cabe preguntarse si en realidad, coii una 

única coinisión aislada, espwialinente si la iriisma es de bajas proporciones, se produce uiia 

afectación al bien jurídico tutelado por estas nonnas (de acuerdo con la aceptacibn 

generalizada que se ha liecho de este, Salud Publica). ;Se afectará realinente el bien 

jurídico tutelado en estos casos? 

Por otra parte, la refeisencia liecha a la autotiomía del Derecho Perial, para justificar la 

ausencia de habitualidad eii la coiifiguración del tipo, eti el sentido de apartarse del 

concepto tradicional de "coinercio" o "tráfico", el cual si requiere de habitualidad para 

configurarse en el Derecho Comercial. No parece apropiada esta justificación, ya que si 

bien es cierto algutios conceptos pueden variar de una raina del dereclio a otra, tio es 

correcto deformar por cornpleto un concepto consolidado en otra rama del derecho, para 

justificar utia errónea tdcnica legislativa en la cotifiguración de un tipo penal. Recudrdese 

que de acuerdo coti una adecuada hemietieutica jurídica, el derecho es uno solo. Sin 

embargo, cabe recordar que para los órganos jurisdiccionales correspondientes, 

prácticamente ni hay otra opción que fallar en este sentido, debido a que la norma por sí 

misma acarrea estos vicios e inconsistencias legislativas, que no permiten una 

interpretación diferente. 

Las Conductas Relacionadas con la Actividad de Narcotráfico Configuran Delitos de 

Mera Actividad o de Peligro Abstracto: la jurisprudencia nacional ha estipulado con 

meridiana claridad, que en el caso de los delitos relacionados con la actividad de 



narcotráfico no es necesario que se produzca el resultado daiioso que pret.6 la norma penal, 

para que se tenga por consuinado el delito; es decir, basta con que supuestamente se 

perfeccione la intención del autor de realizar la acción tipica, para que diclia intención 

tenga valor de resultado. 

En este sentido se puedeti observar las resoluciones siguientes: Resolución Número 2004- 

00026, de las nueve lloras ciiicuenta initiutos del veitititres de enero del aiío dos tnil cuatro 

(la cual hace referencia a la Ley número 7786, reformada por la Ley Núinero 8204, pero 

cilyo comentario mantiene plena vigencia con la nueva Ley), Resolución Número 2002- 

01176, de las diez horas coti diez minutos del veintidós de noviembre del aiio dos mil dos, 

ambas de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y la Resolución Número: 2003- 

0547, de las once horas coti veinticitico minutos del doce de junio del año dos mil tres, del 

Tribunal de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, las cuales respectivamente 

disponen: 

"Este razoi~a?tiicnto resirlu incorrecto porqrte deja de lado la i~anrmleza del tipo penal en 
~uesfiun, seu rl del urf i~ulo 6-1 de 1u Ley wbn esfujxjicienfes, ~usfunciUJ. ysicufrúpius, 
drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y achiaiades conexas nrímero 7786 de 
20 de dc Í998. l3i c m  iíomiú CI' Ieg's~il~~or I'W tfis~íiilt!o iín Ue:i?o de nien  ilctilíidild il 
tmvés de la fomtula "procumr por cualqtrier medio" y ha elevado a rango de delito un mero 
acto preparatorio. elen~entm hasiros del delito snn el sujetn artnm, la acción, el .wjetn 
pasivo, el bien jurídico tutelado y otra9 e1emento.s acce.sorios. La accihn con.$tituye el núcleo 
del tipo y genemlmente se describe con un wrbo; a prt ir  de ella se recoirocen delitos de 
rrrrrrrrc ucfir~iciui, de rrsulrudo y rir peligro -obi~iutttrn~r rxisrrrr ~ r t u . 9  c u w o r i u  que no 
interesan en este cayo concreto-. Debe notarse que en los delitos de mera actividad no se 
reqíiicr~ para H7 coii~~iií~ación lü pm+itcciOIí de iiii rcm/rt7do que 374p~rc I t i  nrcrti ~0nductt7 
t i p b ;  con la realización de los act0.s que debiemn pdtrcir el delito, queda éste conatmado, 
es decir, perfecc~rinada In mnn@stucihn de \~luntad, ésta tiene y valor de re.culra&i. Fn 
esto.$ de1ito.r el ttiottlento cc,n.~rmativo .$e anticipa y las formas inrper-cta.$ yiredan absorbida.$ 
por la consutt~acioi~ al trcrlarse de iofracciones de las Ilat~~adas "ds resultado cortado". Y es 
yrte la com~tmaciún surge ab inicio con la actividad del primer acto exterior -'$nxwmr por 
cualquier medio'- encamina& a la impunidad o m s i ó n  de las personas sujetas a 
f3fi'b?.fi?gd2f& pülicia;, jr4dfcs~zl (3 cü~d2n~z&.< por h cüini.<ii%j de i l l g in~  dg 10s deliros 
tipijcdos en la ley de rnarras. "(hsolucion Número 2001-00026). 



" iknto re~tetndantetite 10 ha dicho b doctrina y jt~tispn~deticia. en tnateria de rmfico de 
drugu.~ .se esru unre deliros de p e l i p  ab.s!rucru. Es:\) es, sr fruw de cunducrus t ip~ j iudas que 
no precisan para m configlrración cie la com/?rohación de ~ rn  daño qf1.ctiso a l  bien juridico 
(~i13iiítj .i<j/i :tj.T d2:itü.S dt' i~.i.il:íd~dü iiíat+?r~dij', i i i  ~k 113,s qiiC t?.i-i,92ií qii2 .St? COii.>í~iFL7 /U />ilt3Si~i 2i7 

peligro de un bien &finido cn virtud de la accicM prseguida (delitos de peligro con>ncr~.to). 
f ~ . s  defi1o.s de , ~ - / i ~ r r >  ahstrac:to .se cnmcferiian ?x>qtie se estinta que, fa .siit?,i?fe con~isirin 4s 
los conilmnen!es del tipo. ya de por si afcctan el bien.j~rridico; independienr~~rr~cr~t~ de qlre se 
ronslatc o no ima ~rllerior lesióti actual o.filtiit-a a ese hieti. f i i  el caso de b~ietin parte de los 
dcliru~ r</rrenles u lus. drc~gus, Iiuslu curi lu rculiruciún dc lu cc~riduc/u prriisfu p l r  r l  l i l x~ ,  r n  
este caso la \unta, sin riecesidcui de que uúicior~almente 10 accibn tiesenihnqtrc. en una lesión 
zr~yor U Li ..ii7lricl picf~';cír, coniii as al wnstiniu í~ci . i 7 i ~ l i i ~ ~ i c ~ .  '' f l~~;~ i ' í l~ i17 i i  P*liixem 2002- 
01 1 76). 

". . . tio es pasible la tentati\w en un caso conlo el sonletido a esrudio, por razones que ya han 
sido ana l idas  por la Sala Tercem de la Corte Suprerna de Jusficia y que esta Cámam 
cosrprte: "... Debe eti prinier thrniino a d i ~ r t i t : ~  que +?/ /)resiiti;e a.~~ití;o.ftlcl m.q14e//o cotí ba.~e 
cn Iu ley 7786 sobre F A ~ I E  f c e e  S11.srancias l-?ncorrÓpicus, Drogas de [.'so no Autorirado 
y Aclividudrs (,'utirurs-r yur rri rsu l rg~luciúr i  lu rnupríu dr los dr l ik~s u ~ r i ~ e r t i p l ~ o s  -rntrr 
ellos los pro.istos en srrs articwlos 61 y 71 - soir de peligre) ahstracro. es decir, 110 requieren de 
i r í í ~ ~  ~?$cídci&~ r r ~ i /  y < ~ c ~ w  a/ bici1 jriri~fico nr;cÍdclu p i u  qrir sc lt?rigdn p r  coiij5@rrc7di7s. 
En lales supestos. basta la rcalizacihn de a l pno  de 10s verbos trri1izado.s p r  el legislador al  
ds.wrihir lus u;;nductas t(nim% para que el illcito .c.ur;ia a la vida furirlicu. Flfo acarrea comn 

consecuenc~a, la inrposibilidad de qtre tales hechos p~~nibles se cotrrcta~~ en grado de 
Tentati\n, ~mrqur a l  ser isla una turela an!!'clpada del bien jiiriclico, rtitc?nces habría que 
uceprur que en 1u.s dr l i ru.~ de peligro ab.sfrucfu cabriu re.s~>unsubiIidLul penul jwr tíni~1 
actividadprei7a encaminada a la realización de los nlisntos. lo qire oltraria c.17 contradiccii~i 
obtii:~i;ii cün ~ : p ~ ? n c l p i ~  Uc i'cgi~~'iífílí:j~r~na~' coiiic.nrplnUt7 cn c.1 arricir/o 33 ~i ' r  Li Constinrciiiií 
Polirica. Enlonces, en los casos de delitos de pefigro abs!m~to O se  come?^' el i l ic i~o en .su 
$>m .sinipls o ngrmilliir o no /?ay di~ l i t r~  .. " (l?e.v>li~cirir~ Ar~'ijitii.ro: 20034)(iJ?). 

Como se puede observar, el propio razonamiento de la Sala Tercera reconoce que con la 

promulgación de los tipos penales contemplados en la ley 8204, se elevan a la categoría de 

delito lo que de acuerdo con la normativa general serían actos preparatorios que en 

principio son impunes. Es comprensible que el órgano jurisdiccional no tenga más remedio 

que asumir esta posición, ya que efectivamente la norma está redactada de manera tal que 

se configiira el tipo con la comisión del acto preparatorio. La mala técnica legislativa es la 

causante de esta situación incorrecta, aquí se evidencia la total ausencia de una verdadera 

Política Criminal, ya que se tipifican conductas sin detenerse a pensar en que momento se 

produce verdaderamente la afectación del bien jurídico tutelado, y se promulgan tipos 



penales sin control, en razón de la presi6n social y de los medios de comunicación masiva, 

que claman por una mayor represi6n penal, bajo la falsa creencta de que ello es lo necesario 

para mejorar la situacicin social. Evidentemente, no se comparte la existencia de tipos 

penales que castigueti actos preparatorios, pero a la vez, se comprende que el órgano 

jurisdiccional no tenga más remedio que aplicar la ley que está así promulgada. Bajo tesis 

de principio, nuestro derecho penal es un derecho penal de acto, de resultado, que debería 

sancionar una vez que se ha configurado el tipo penal (delito consumado), o cuando el 

resultado úañoso no se produce, una vez iniciada la comisi6n de los actos tendientes a 

configurar el tipo, por razones ajenas a la troluntad del autor (delito en grado de tentatitra); 

pero de ninguna manera se debe sancionar a alguien bajo la presuncicin de que se va a llegar 

a producir la lesión al bien juridico tutelado. Esto es lo que se conoce modernamente con el 

nombre de teoría del riesgo, teoría mediante la cual se afirma que 10 punible es la 

posibilidad de poner en peligro el bien jurídico tutelado y no el darío en sí mismo. De esta 

manera, 10 que logrci el legislador fue desaparecer de esta actividad las formas imperfectas 

de ejecucihn de los delitos, como la tentativa, la complicidad y las otras formas de 

participaci<jn, es decir, el delito se comete a titulo a autor o no se comete. 

En la primera resolución de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia que se 

transcribici, se dice que el legislador mediante la ley 7786 ha disefiado un delito de mera 

actividad, por medio de la fórmula "procurar por cualquier medio", sin embargo, 

consideramos que el Derecho Penal debe utilizar descripciones claras y precisas de las 

conductas que son consideradas como delitos y mediante la frase "procurar por cualquier 

medio" se está violando esta garantía consagrada por el derecho mismo. En suma, el 



legislador utilizci una mala técnica legislativa, al crear un tipo penal como el anterior, ya 

que no presenta una descripcicin clara de las coriductas punibles, resultando una violacicin al 

principio de legalidad y de tipicidad imperantes en nuestro derecho penal. 

El Bien Jurídico Tutelado d e  este Tipo d e  Delitos Puede Superar La Salud Pública: A 

pesar de que normalmente se acepta, que el bien jurídico tutelado de aquellos tipos penales 

que se relacionan con la actividad de narcotráfico es la Salud PUblica (segun se expuso 

supra), existen otros criterios que amplían este bien jurídico a otras áreas, superando esta 

visi6n tradicional. 

En este sentido, se debe analizar la Resolución Número 2003-0708, de las diez horas con 

treinta y dos minutos del veinticuatro de julio del año dos mil tres, dictada por el Tribunal 

de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia; en este caso es importante realizar el 

análisis sobre el voto de mayoría y la nota de redacción del Juez Chinchilla Sandí, que en lo 

que interesa disponen: 

" ... esle Tribimal de Casacion Penal ha msuelto qi~e los bienes ji~ridicos nrreladas por los 
&fifus n.Jtridus u psi~ufrúpicus, SUR ... Iu esiubifiduii ecunúmi¿u de/ p i s ,  SUS refuciuiies 
internacionales con los Estados Undos de Amirica y la sakd humana universalmente 
~w.siuJerir da... los yrre i&dirbleni~?it~. se ven qf2ctirdos por tdc7 i'ir iictividc7d de trajco ilegal' 
de drogas ... "fiero de rnqwria) 

"... Nota del Juez Dr. Carlos Chinchilla Sandi. 1) En el presente asunto procedo a redactar 
una nota. pues aunque am'bo a las mismas conclusiones que mis onos com-miieros de 
Tribrtml, pan0 de mtones diferentes. 2) En efecto, trri posición wría en cuanto a la 
~umsidemcion del bien juRdico prolegido en los delilos de Infiaccion a la Ley de 
E~icutrópicos, pues tm& cínicamente de! bien jurúliu "ulud púb!íu" y no como 
considera la mayo& del Tribunal, donde incorpora éste y otros mas que no corresponden 
popiirnrcirc ir h imnrmleiz jrrrí~iica dc las tip.s ~iiir1c.r alir~ii~io.s. " 



De acuerdo con lo expuesto y analizado en el presente trabajo, se comparte el criterio 

de que el bien jurídico tutelado de las normas relacionadas con la actividad del 

narcotráfico, superan la salud pública. Hemos establecido que el narcotráfico afecta 

el sistema financiero del país en el que tiene lugar, ya que por la gran cantidad de 

capitales que se movilizan con esta actividad y su posterior inserción a la economía 

legitima, por medio de la legititnación de capitales, se distorsionan coinpletamente los 

verdaderos índices económicos de la ilación. 

Por otra parte, lo que sí resulta totalmente incomprensible es que el Tribunal de 

Casación Penal, considere como bien jurídico tutelado las relaciones internacionales 

con otro país (Estados Unidos de América), ya que lo que ocurra a nivel interno, en 

relación con el uso que de drogas y sustancias psicotrópicas hagan los ciudadanos de 

nuestro país, tio tiene por qué afectar de manera alguna las relaciones internacionales 

con otro Estado, lo cual es propio de otras materias como el derecho Internacional 

Público, el derecho Internacional Privado o el denominado Derecho Diplomático, 

pero de ninguna manera el Derecho Penal. Esta afirmación del mencionado órgano 

contralor, lo único que hace es reafirmar la tesis que sostienen algunos autores, de que 

en realidad no existe un bien jurídico tutelado real en materia de delitos de 

narcotráfico, y que la denominada "guerra contra la drogas" nos es impuesta por los 

Estados Unidos de América, quien es el único que resulta verdaderamente afectado 

con la existencia de esta actividad, pero no porque se afecte la salud de sus 

ciudadanos (como normalmente se expone), sino más bien porque el alto consumo de 

narcóticos que presenta su sociedad, genera una enorme fuga de capitales de su país, 



lo ciial tiende a afectar la economía de dicha nación. Debe tenerse cuidado con este 

tipo de afirmaciones, que pueden hacer perder de vista el verdadero objetivo del 

Derecho Penal, debidamente considerado. 

De acuerdo con los criterios expuestos a este punto, podemos concluir que los 

criterios jurisprudenciales, en realidad no sirven como elemento retro-alimentador 

que permita la implementación de una adecuada política de persecución por parte del 

Ministerio Público, más bien, lo que hacen es reafirmar los yerros legislativos al 

momento de la promulgación de la ley. 

Sin embargo, todo el análisis realizado a este punto, permite concluir de manera 

general lo siguiente: el narcotráfico tal y como se desarrolla en la actualidad, 

configura delincuencia no convencional. Además, se puede concluir igualmente, que 

la legislación vigente es deficiente y no brinda las herramientas necesarias para 

implementar una adecuada política de persecución en esta materia, ya que en alto 

grado, Ssta requiere como base una adecuada política criminal que se muestra por 

medio de la leyes promulgadas. 

J Sección Segunda: El Robo de Vehíciilos 

Al igual que la en la sección anterior, en la presente se realizará un análisis de los aspectos 

fundamentales y evolución de la actividad de sustracción de vehículos, de acuerdo con el 

análisis doctrinario y disposiciones de derecho comparado que se citan. Posteriormente, se 

estudian las normas más importantes sobre esta materia en la legislación costarricense, para 



finalizar con un análisis de algunas resoluciones jurisdiccionales de los tribunales 

costarricenses, que aclaran los conceptos expresados y inrvcan la pauta de la jurisprudencia 

costarricense. Este análisis tiende a determinar si este tipo de actividad debe ser 

considerada como delincuencia no convencional, pero desde luego, tiende también a 

brindar un panorama claro de la forma en que se desarrolla, a efectos de su cabal 

comprensión. 

A. Análisis doctrinario y de derecho comparado. 

Al igual que en el caso de la actividad del Narcotráfico, el "Robo de Vehículos", tal y como 

es ejecutado en la actualidad, debe considerarse "criminalidad no convencional". Según se 

estableció en los capítulos culteriores, los delitos convencionales pueden llegar a convertirse 

en no convencionales, si el nivel de organización crimirial y el grado de perjuicio social que 

provocan, crecen de tal manera, que su combate requiere de un tratamiento especializado, 

diferente al utilizado en la persecucióti de la "criminalidad convencional". Evidentemente, 

este es el fenómeno que ocurrió con el robo de vehículos. 

En este sentido, esta actividad ha sufrido un proceso evolutivo muy grande durante las 

últimas décadas, que ha desembocado en el establecimiento de bandas organizadas que 

obtienen cuantiosas ganancias como producto de esta actividad, recurriendo cada vez más a 

la utilización de medios más sofisticados y violentos para lograr sus objetivos. 

Este proceso evolutivo se puede resumir de la siguiente forma: "Se trota de un fenón~eno 

que inició localmente con la simple y denominaúa "tacha": la ruptziru iíe los vidrios de un 

vehículo para swtraerle 10s bienes que se encontraran en su interior: Sigtlió con el robo de 



ptcrus del r.c.híc-ulo cuut~cio sc ct~cotílrubu ¿rb~~t~ik>nudo: la susrrcri.cicín tii. sus pambrisu.~, sxv 

cop~;.~, ,vzí.t lluntm, szts rc.~rcwisor.es. ('cmtinu(j con ~ L I  .~-u,x~rt~cci(j~? [OILII  LICI v~>himlo C ' I ~ ~ U I L ~ I  j.1) 

propisi~wio k? tigj~rba e.ciac-ioríu~k~ cBrí vícr púl)lict; y ,fitc prc~c.i.\z71?~c~tíc esrcr sihure-itjtí, C ? S [ L ~  

mtxltrlríkr(l, /u yuc pr(.ovocvj 1417 L - U I ~ I ~ I O  tt7 ILI  nlc.nralr~i~rd r(2nio tic. los c.:u~krti~~t~os c.c>mo L ~ P  ILI 

d~~lit~cucnc,iu: úis  pi>r.\otíu.v, oítly prcocz~p~r~it~s por L~.~[(I.v pr(~vrc~siv~~s s1lst~ucciones 

procedierojl cr pcnscrr nrc?jor dotrdc dcjcrbutr esrcrciotruo'o.~ sza vehícuk~s y procedicr(m tcrnabi6n 

cr iníplcrtj/crr en szls crtl/ot?~otc?r.e.v nre~vnisnío.~ cie scgt1ri~icrd L ~ C  rotk) tipo, lo que vantiría LY 

~iijic-nlrur tt?  lo.^ ~ictío~?tK?crtio.v "r~>huccurro.v" .y14 ltrhor. ESILI ue'í-~íZt? LIC 10 C ~ U L ~ O L ~ O ~ I ~ L I  prot iz~~'~ 

tdtícr rcuccicín Q ~ I  lcr L ~ L ' ~ I ~ I ~ - I I L ~ ~ I C . W ,  q t l~c~t í~ .~  optc~ro~~ por tttLJistrtlt>n70s nzz~c~l~o ~?t~í.v S ~ # ~ . F I I L ~ L I L ~ ~ . ~  

pur~2 cc~t7stonor szis tk1rto.v. ;I'o s(j1o eso, crt1íc rtrl cairc~~rt~stcr~tc~u opiutt rcwlbi6t1 por trcros r n ~ í - ~  

l vio/etitos, conro rec'zcrrk a/ ~?etioniitiado 1'baiot7azo1' O aCIsalto ". 

Esta radio@;a histcirica que de manera sucinta ilustra las diferentes modalidades que se han 

seguido para cometer delitos relacionados con los vehículos automotores, permite tener una 

clara panorámica del fen6rneno. El grado de violencia al que se recurre actualmente para 

lograr la sustraccicin de los vehículos, llega incluso al extremo de asesinar al propietario del 

vehículo. De hecho, en muchos de los case-S, las bandas de "robacarros", estudian a sus 

potenciales víctimas durante dias y semanas, con el propósito de establecer el momento más 

propicie) para realizar la comisibn del delito, y asegurarse el resultado de su actividad. 

Como se observa, el proceso evolutivo de la actividad de sustraccicin de vehículos, ha sido 

relativamente lento, pero siempre progresivo. Inicia con el robo de objetos dentro de los 

' BUSTULO PIEDRA (Maribelle). Delincuencia Transfronteriza, San José. sfe, mecanografiadas, pp. 1-2 



vehículos, pasando por las partes constitutivas del mismo, hasta llegar a la sustracción del 

vehículo como un todo. 

Este proceso de desarrollo es evidente, "en la cíicnclu cle / Y O ,  el ro/~o [le auíomóviles e m  

poco usual, pero se generoba el roho de obje/os deníro de los ozltombvi1e.v o de sus partes 

decorafivcrs, ¿al como  la.^ míenas y las  copa.^. Posferiormenre, el robo evolucionó hacia l a  

extms de los crutos, e.specicrlníente radio ca-veíercr.~, crf4geno.r y clemár. En la década de los 

¡Y80 ercr comtin el roho (le vehicu1o.s pcrrcr desnímttlfurlo y vencierfo en r~fraccione.~ o 

bien robcrrfo pura venderlo en el níercado nnciot~al con otro nlímero de serie de moíor y 

con dqireníe color, o bien eran exportados a otros paí.re.s centroan~ericcr~íos, condición que 

.re ha mantei7ida ha.$ta el 2000. " ' 

Como se estableció supra, este delito ha evolucionado hasta convertirse en "criminalidad no 

convencional", ya que no solamente el objetivo que se persigue y modalidad de cometer el 

delito han evolucionado, sino que también los sujetos activos de la actividad delincuencia1 

han sufrido también, un verdadero proceso evolutivo, pasando de ser sujetos que actuaban 

en forma individual, aislada, desordenada y muchas veces inexperta, hasta convertirse en 

bandas con un nivel de organización comparable al de las bandas de narcotraficantes, y que 

además tienen a su disposición todos los medios y contactos necesarios para realizar sus 

actividades con un alto nivel de impunidad, lo que merece especial atención de parte de las 

autoridades respectivas, 

1 ALFARO ESQUNEL (Libia) y otros. Análisis Espacial de la Criminalidad Urbana en el Área 
M&rnpoiiita~, CM~P Rb, 19PO-2000. Memoria de Seminario de Cñ.aduacihn para optar p o r  el títuln de 
Li~eflGiados en Geografía, de la Fa~ultad de Ciencias Sociales, de la Universidad de Costa Kica, San Jos6, 
Costa Rica, 2000, p. 47. 



Es evidente el perjuicio social que esta actividad genera en la comunidad en la que se 

presenta. Obviamente, existe un perjuicio econbinico en la ciudadanía, quienes en inuclios 

de los casos se ven privados de uno de sus inas importantes activos, cuando no el mas 

importante; además, en muchos de los casos las personas a quienes se les sustrae el 

vehiculo, dependen de éste como herramienta de trabajo, por lo que se ven doblemente 

afectados (taxistas y mensajeros). Por otra parte, el perjuicio económico, se extiende aún 

mas alta en el caso del robo con tines extorsivos, ya que muchas veces el vehículo es 

sustraído y posteriormente su propietario es contactado por los delincuentes, quienes le 

solicitan una determinada suma de dinero por la "devolucibn" del automotor, el pago es 

muchas veces rdizado sin que la devolucibn tenga lugar, ocasionando un doble perjuicio 

econí~mico para la víctima. Además, en el caso específico de Costa Rica, tarnbikn se ven 

mermadas las arcas estatales, en virtud de los millones de colones que ario con año debe 

desembolsar el Instituto Nacional de Seguros, como indemnización para aquellos 

ciudadanos que tenían asegurado su vehículo contra robo, y que Fueron víctimas de una 

sustracción. Asimismo, debido al incremento en el nivel de violencia al momento de 

ejecutar la acti vidad delicti va, actualmente se cuenta entre los perjuicios ocasionados, la 

pérdida de vidas humanas a raíz de este delito. 

Las motivaciones para realizar este tipo de sustracciones son diferentes, entre ellas 

podemos encontrar: 

"Por diversgn o para sustraccibn de piezas menores: Suelen ser cometidos por 

adolescentes o delincuentes menores. Los vehículos aparecen pocas horas después 



abandonados a poca distancia del lugar. Muchas veces uparcícen sin radio musical, 

~'spejos, Ilan!~.~ O arox. Son de poca pe1igro.siL.iCILI.i. Para transporte: Szttllen .ver realiza~ios 

por pea!ones qzte piden transporte gratis, jitgitivos y ~1~'lincztenres qzte no tienen interk.~ por 

el vchiculo en sí, sino paro zttilizarlo para conle!er olro cielito. A menzl~io .con ahanii!>na[i»s 

cztaniio se les gasta lo ga.~olina, o cuando una vez el~di(io el rie.sgo de aprehensión policial 

inmediata, el vehiculo deja de ser un in.~trumento de elusión, para convertirse en z4n 

elemento que.facilita la per.~emción. Suelen aparecer ahmdonado.~. Confines comerciales 

o lucrativos: Repre~entan e1 moyor problema. L.c de casi inlposible recztperación, y casi 

siempre no tiene lugar 10 captztra del cielinczten!e. Suelen .ser hechos por grupoOr 

profL!.sionales. E.$ en e.s!e cu.vo en donde .~ztelen aparejarse accione.v ~ i e  ciestnantelamiento y 

, falAsjficaczón documental. " ' 

Por otra parte, más allá de esta clasificación centrada en la motivación general del sujeto 

activo, es importante analizar dos modalidades de "comercio" con los vehículos sustraídos 

ilegítimamente, a propósito del robo con fines comerciales o lucrativos antes mencionado; 

estas dos modalidades se denominan "gemeleo" y "reencauche". 

El "gemeleo" consiste en una duplicación ficticia de un determinado vehículo. De tal suerte 

que puede darse la existencia de dos o más vehículos circulando con el mismo número de 

placas y caractensticas registrales. El gemeleo se presenta de la siguiente forma: los 

delincuentes redizan un estudio pormenorizado de un determinado vehículo, el cual se 

1 CHACON CHANG (Héctor) y otro Prevención y Represión del Deltto de Robo Ejecutado por Grupos 
Qrganizados, Serie Cuadernos de Estudia del hfiniaiteria Público de Cosía Rica Númem 2, San Jnse, 
Costa Rica, Editorial del Poder Judicial+ Departamento de Publicaciones e Impresos. 1990, p 9 



encuentra inscrito en forma legítima, lo cual no es difícil, ya que esta es información es 

pública y se encuentra registrada en la Sección de Vehículos del Registro Nacional de la 

Propiedad, por lo que puede ser fácilmente accesada por cualquier persona, incluso vía 

internet. Hecho este anrílisis, se le traspasan estas características a un vehiculo sustraído en 

forma ilegítima, realizando las alteraciones necesarias en este Último y la falsificación de 

los documentos de propiedad del vehículo. Estos vehículos muchas veces son comerciados 

con adquirentes de buena fe, quienes amparados en el principio de piiblicidad registral, 

realizan un clásico "estudio notarial" del vehículo, sin sospechar que existen circunstancias 

ilegitiinas respecto de éste y de los documentos de identidad del supuesto propietario (los 

cuales evidentemente son también falsificados). Esta actividad muchas veces es amparada 

por la colaboracibn de Notarios Públicos inescrupulosos que se involucran en la actividad 

delincuencial. En este caso, hay un doble perjudicado, el adquirente de buena fe y el 

legitimo propietario, quien registralmente "pierde" su derecho de propiedad, a pesar de que 

materialmente nunca fue desposeído de su vehículo. 

La actividad contraria es el denominado "reencauche" y funciona de la siguiente manera: se 

locdizan los datos de un vehículo inscrito en forma legítima, pero que por alguna razón ya 

no existe en la realidad material (por ejemplo vehículos destruidos en accidentes de 

tránsito, incendios y similares). Una vez localizada esta información, se sustrae un vehículo 

de características similares, al cual se le alteran sus númercx de identificación y 

características, para hacerlo coincidir con el vehículo que ya no existe en la redidad 

material, poniéndose a circular el automotor con sus "nuevas características." 



Por otra parte, respecto de la fonna en que el vehiculo es sustraído, el Organismo de 

Investigación Judicial del Poder Judicial de Costa Rica, ha realizado una clasificación 

consistente en tres formas básicas de operación: 

" ... Robo mediante conexión de la ignición o uso de la llave falsa.. . En este proceso, se 

conectan en forma directa los cables de la ignición o "arranque", lo cual realizan 

posterior afhcturar el llavín de ttna de las puertas del vehículo o de quebrar tina de stts 

ventanas. Generalnt enle la acli v i~ iu~i  delictiva se pro~izt ce sobre vehíí*ulo.s ciejad0.s en la vía 

pública, uzlnqzlc tantbidn y en .fi,rma mas espord~ilca .re prodztce sobre vehículos 

e.stacionacius en szts C U C ~ C ? ~ L ; L ~ .  En el uso de la llave .fal.ru. los tielirtcuentes proceden a 

despren~ier el llavín de ztn vehiczllo czlya marca o modelo sea tie .c-u interés, el cual les 

servirá para c»nfl?ccionar "n~achotes" de lluve.~, o bien para de.c.urrollar tln eyztipo 

especial de herruntie~ttas para abrir autos ... El robo mediante asalto ... En el asalto 

g~neralmente zltilizan armo de fiaego, lo cual es una.forma violenta y peligrosa de de.spojar 

a m conductor de .EZ¿ vehícztlo. Cuando ocurre este tipo de robo, generulmente el vehículo 

se encuentra en marcha o se dispone a hucerlo, de manera que los dispo.sitivo.s de 

seguridad, .si los tiene, estar&  desconectado.^. Para a.saltar al dueño del vehícztlo, 

generalmente lo siguen en otros vehiculos (autombviles o motocic1etu.s) ... El robo por 

descuido ... en este tipo de modalidad, los delincuentes vigilan a sus víctintas, ya sea 

siguiéndolas o espermdo en lugares donde llegan  vehículo.^ con frecuencia a realizar 

 diligencia.^ rápidas, con el fin de aprovechar descuidos del conductor, tales conto no cerrar 

bien el vehiculo, dejarlo en n~archa o dejar desconectados los  dispositivo.^ de seguridad, 



situaciones en cionde el cielrttctrcnte acttía ráprciantente para apock.rat:c.e del vehículo. " ' 
(Lo resaltado en negrita no es del original). 

Ante esta panorámica de la situación social en relación con la sustracción de vehículos, es 

evidente que se hace necesaria una toma de conciencia y reformas desde la óptica de la 

"política criminal" y "política de perxcucicín" nacionales. Desde luego que no se trata de 

promulgar leyes que agraven en forma desproporcionada las penas privativas de libertad, de 

aquellos sujetos que incurren en esta actividad delictiva. De lo que se trata es de 

implementar mecanismos de persecución ágiles, pero respetuosos de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. En otras palabras, para combatir este fenómeno de 

delincuencia no convencional, debe ampliarse el campo de acción del hiiinisterio Público 

para que pueda negociar con las miembros de los estratos bajos de las organizaciones 

criminales (los que están normalmente expuestos), incluso al nivel de exonerarlos de 

responsabilidad, para poder capturar y procesar a los autores intelectuales de los delitos y 

cabecillas de tales organizaciones criminales. Además, en cualquier caso, debe realizarse 

una adecuada reorganización de los recursos materiales y humanos con que cuenta el 

brgano persecutor, los cuales siempre son escasos, para asignarle a los departamentos 

encargados de investigar casos relacionados con delincuencia no convencional, como es el 

caso del robo de vehículos. 

Debe considerarse que en la actualidad, los recursos con los que cuenta el aparato estatal, 

para luchar en contra de esta actividad son sumamente limitados, y por ello deben ser 

Ver ALFARO ESQUNEL, op. cit., pp. 85-87. 



canalizados de la mejor manera, abandonando los mktodos tradicionales de combate, que 

resultan ineficaces contra el nivel de organización que manejati las modenias bandas 

sustractoras de vehículos. No es posible que en la actiialidad no se pueda mantener una 

vigilancia por un periodo superior a los cliiitice días, en virtud de la falta de recurso 

económico. 

Igualmente, se hace indispensable una labor en materia preventiva, donde las campaiías 

informativas y de concienciación en la generalidad de la población, se vuelven un requisito 

sine qua non de ima verdadera política criminal, que pretenda bajar los índices de 

criminalidad en esta área. 

La labor del Ministerio Público resulta de vital importancia ("política de persecución"), en 

este sentido, se han realizado diversos esfuerzos por parte de la Fiscalía Especializada en 

Sustracción de Vehiciilos, la cual ha implantado como politica de funcionamiento " ... la del 

trabajo conjunto, de zmión LIL'  objetivo.^ y de e.~filerzo.r entre las in.rtitt4ciones que de zlna u 

otra forma tienen que ver con la sustracción de vehíczllos, hablamos por ejemplo de 

Registro Nacional, Aduanas, Policía Jud¿cial, Admini.strativa, Mzlnicipal, de Tránsito, 

Revisiún Técnica Vehimlar, Instituto Nacional ík Seg4ro.r. Con todas y cada una de estas 

instituciones nuestra qficina mantiene exce1ente.r. re1ucione.s de tipo laboral e inclzlso existe 

la denominada "Comisiún Interinstitucional Y .  En esta comisicín se tratan temas 

relacionados con el tema en cuestión, se expone la problemática por la que se está 

utravesando en determinado campo y en conjzmto se buscun .solzlcione.r. Elfilncionamiento 



de esta comisiórí ha qfrecido exceletí/es rcst~l/uílos icícltlso para k-r ejecución de las 

1 po1ítica.s clc. pe~~e~i lc ió i i  qzle con el paso del rienlpo h/íl ríh rrazaricir) r~z!e.slr.a qficitia. " 

Todos los elemeritos anteriormente arializados, hacen necesaria la conclusión de que el grado 

de complejidad de esta actividad es sumamente elevado y como si ello fuera poco, la actividad 

de represión se dificulta aún más, debido a que en muchas ocasiones las personas involucradas 

en la investigación, se niegan a brindar la colaboración a las autoridades por temor, y 

actualmente el sistema penal no tiene forma de asegurar la protección de ofendidos y testigos 

de estas causas. Por ello tnuchas veces las misnias víctimas del delito, prefieren no colaborar y 

ni siquiera informar a las autoridades, con la esperanza de recuperar su vehículo "por otros 

medios" (lo cual es una clara muestra de desconfianza en que el aparato estatal pueda 

solticionarles su conflicto). Igiialmente, los testigos de los hechos por miedo a represalias, se 

niesan a dar su colaboración en la labor investigativa. 

Los funcionarios judiciales de la Fiscalía Especializada en Sustracción de Vehículos han 

tenido la experiencia y conocimiento de   reporte.^ de persotm que se niegm rotzuldaníente a 

brhíiar su declaración m t e  lar mtoriílaíies jzciíiciale.~ por el temor a s-upir represalim de 

parte de los mtfioclcrles, te.srigos que cuaníío brindan $24 ~l~clrración son objeto de actos de 

van~iallrmo: contamos con el reporfe de tee~tigo.r. que se han .c.uici~lrrdo por lar. presiones y 

amenuzay sufriíhr., tter.tigo.s a quienes se 1c.s kan hctiniiclcío S'ZLY vivienda.r y vehículos 

mtomotore.~, a quienes se les ha lamudo boníbar de.firhriccrciótí cayera en sus propieduíks, 

testigos que reciben incesantes Ilun~aíIas tel<fijnicaí. atorn.lentm~ío .ru tranquilidad, testigos 

1 BE'STLLO PIEDRA (Maribette), Informe af Fiscal Generai sobre el C o w M o  de Cooperación 
Conjunta Corte-iNS, San José, sfe, mecanografiadas, p. 1. 



41ie .~en~~llut?~et~te .\e 'í1e.wpre~~ut1" de ILI wcc?no jzrtircrol y .\e .uc.ctmen o cuolqu rer 

rcqtterr:nrcn(o tic lr,c aulorrti~zti~~.i, te,i(/go.i q11c ~ O I L I  vez q í t ~  llcg~xn i r  lttl ticha(e oml 1) píbl~co, 

i'~l/í~h 1011 por co/?~plc~o J zc v~*r.< r(k7 y ¿J ~ L I  .$e (ort1~1 ~~bsoll~t;ot~~t?(c fLIvorc~ c~iora a 105 rnlerc'cJes 

de 10.5 ac-u.tack,.s. " ' 

El nivel de complejidad de este tipo de delincuencia se hace aún más grande, cuando se tiene 

en consideración que ella, al igual qtie el narcotráfico, se encuentra relacionada con el 

fenómeno de la "corrupción" (el cual será analizado en la siguiente sección). Así, se tiene 

conocimiento de que las bandas organizadas de robo de vehículos, mantienen nexos con 

funcionarios corruptos de diferentes instituciones y dependencias públicas (como por ejemplo 

, el Instituto Nacional de Seguros, Registro Nacional de la Propiedad, Aduanas, etc.), lo cual 

facilita h "eficiencia" de sus operaciones y dificulta la labor de combate que se pretende 

realizar. igttalmente, ha sido del conocimiento público que algunas bandas continúan sus 

operaciones, a pesar de qtie sus líderes se encuentran encarcelados, logrando éstos, actuar vía 

telefónica desde sus celdas; mediando la colaboración de los mismos funcionarios carcelarios. 

Con todo el cuadro expuesto hasta este punto, resulta evidente que la actividad de robo de 

vehículos, tal y como es realizada en la actualidad, representa un peligro que va mucho más 

allá del simple patrimonio privado de algunos particulares. En realidad sus consecuencias 

se extienden, poniendo en peligro la vida de los ciudadanos, la seguridad jurídica imperante 

en materia de transacciones legales con vehículos, pérdida de confianza en las instituciones 

públicas, afectación de las finanzas públicas, en virtud de la cantidad de millones que 

I BUSTLLO PIEDRA (Maribelle). Delincuencia Transfronteriza, San José, sfe, mecanografiadas, p. 5 



aiualmente debe desembolsar el Estado, por situaciones que se relacionan directa o 

indirectamente con este fencirnetlo crilni~ial. Es evidente que al analizar más detenidamente 

la actividad, se descubre que las cot~secuei~cias negativas son muclio mayores de lo que en 

un priticipio pudiera parecer. 

De acuerdo con lo expuesto hasta este punto, se puede concluir que efectivamente estamos 

en presencia de una actividad ilícita que presenta las características estipuladas para la 

delincuencia no convencional. No obstante, al igual que en el caso anterior, para lograr una 

mejor compretisión de esta actividad, se analizará los aspectos puramente jurídicos de los 

delitos correspondier~tes, relacionándolos con los conceptos estudiados de política criminal 

y politica de persecución, de tal suerte que se tenga uti mayor fundamento al momento de 

determinar si hay deficiencias en estas áreas, particularmente la de la política de 

persecución del Ministerio Público 

Ya en materia propiametite jurídica, debe establecerse que respecto del bien jurídico 

tutelado de los tipos penales relacionados con la sustracción de vehículos, se debe hacer un 

análisis especial. Nótese que la sustracción de vehículos está regulada por los delitos de 

"Hurto" y "Robo", normalmente aparecen como figuras agravadas de los tipos penales 

generales, pero al fin y al cabo les sotl aplicables las mismas consideraciones teóricas que a 

aquellos. 

Por lo anterior, se puede decir de maiera general, que el bien jurídico tutelado es en 

primera insiancia el derecho de propiedad privada que tienen los sujetos a los que le es 

sustraído el vehículo. Sin embargo, siendo más estrictos con los criterios tradicionales del 



Derecho Penal, estos tipos penales no protegen únicamente el "derecho de propiedad" en 

sentido estricto, sino que tarnbi~n "la posesión" e incluso la mera -'tenencia" sobre los 

bienes muebles. 

En este sentido, se ha manifestado que eri este tipo de delitos se "... protege no .rolamente 

la propiedad, .sirío taníbiin la posesión y la tenencia de cosai. muebles. Podría decirse que 

la ley prescinde en general, del título por el czial se tiene la cosa, dando prevalencia a la 

circui?stai7cia ík que la cosa sea qjena para qzrien ejecuta la accibn (?e apoderaníiei?to". 1 

Esta ajenidad en relación con la cosa, puede ser total o parcial. 

, También se ha establecido que el bien jurídico tutelado en estos casos, debería ser 

sencillamente "el patrimonio"; sin embargo, " ... es necesaria la truistcncia de una situación 

fdctica entre el .sujeto y 10 cosa, n í h  no hasta con ella, pzces de otro níodo quedaría 

protegido taníbiin el ladrdn íie la cosa, lo czlal sería uií coi~traseríti~io. De ahí que seo 

necesario que esta situacióií fiictica (de relación íie uso, goce o dispo.rición, o bien, íie 

todas ellas conjunta o parc-ialníente) esti protegida jurídicamente, cualqzciera que sea In 

forma,jurídica que revista tal situación: propiedad, usqfmcto, tenei?ciu. etc. " 

A la sisiracción de vehícillos le son aplicables las consideraciones regulares de los delitos 

de Hurto y Robo, pero como se dijo supra, normalmente la sustracción de vehículos se 

regula como figura agravada de dichos tipos penales. El fundamento de la mayor tutela 

1 FONTÁN BALESTRA (Carlos). Deveeho Penal. Parte Especid, Buen@ Aires, Editorial Abeledo-Perrot, 
& ¡ m 0  cuarta edición, 1983, p. 395. 

2 BUSTOS ibU4k.E (Juan), hf~ntrd de Derecho Pend, Parte I9~s~echP.i~ Barcelona, Espaa, Editorial 
Anel Sociedad Anónima, segunda edición. 1% 1 ,  p. 163 



Por otra parte, en cuatito al sujeto activo de este tipo de actividad delincuencial, le son 

aplicables las consideraciones hechas sobre el sujeto activo de los delitos de Hurto y Robo 

en general. En este sentido, la doctrina mayoritaria es conteste en aceptar que puede ser 

cualquier persona, no se requiere de particulares circunstancias personales. Lo importante 

es que quien actúe, tenga la itttención de someter el bien total o parcialmente ajeno 

sustraído, a su poder de disposición. Manifiesta la doctrina, que no es suficiente el querer 

desapoderar del bien, sino que se requiere la intención de apoderarse del mismo. 

El delito puede ser cometido incluso por medio de tin tercero, de hecho puede cometerse 

por medio de animales entrenados o persotias inimputables. En este caso, tales terceros 

ftinciotiariati como meros instrumentos de la comisión del delito, empleados por el 

verdadero sujeto activo. 

En cualquier caso, de acuerdo con la doctrina, el objeto sustraído debe ser necesariamente 

una cosa mueble (evidentemente los vehículos encuadran dentro de este tipo de categoría), 

que sea susceptible de apropiación y traspaso. Para ello lo importante es el concepto de 

materialidad y transportabilidad, ya que existen cosas que pueden parecer inmttebles en 

DAMIABOVICH DE CERREDO (Laura). Delitos Contra la Propiedad, Buenos Aires, hgentuia, 
Editorial IIniversKi. 1983, p. 1 1 2, 



principio, pero se convierten en muebles una vez que son desprendidos y transportados (por 

ejemplo tina puerta). 

Doctrinariainet~te, se cotisidera qiie la diferencia entre el hiuto y el robo, recae eri la 

presencia o ausencia de "Fuerza sobre las Cosas" o "Violencia sobre las Personas", al 

momento de realizar la acción de desapoderamiento-apoderamiento del bien sustraído; si 

existe alguno de estos dos elementos, nos encontramos en presencia del delito de Robo, de 

lo contrario, la acción constituiría el delito de Htirto. Para estos efectos, es importante 

destacar que en el caso del Robo, a diferencia del caso de Hurto, no es relevante el valor del 

objeto sustraído para qiie se configure la accióti típica. 

La definición de estos dos elementos diferenciadores también ha sido ampliamente 

estudiada por la doctrina; en suma se puede establecer que: 

Q Fuerza sobre las Cosas: es un despliegue de energía que prodiice la inodificación 

en el estado de algo. La fuerza debe estar dirigida a vencer la resistencia que opone 

el bien en sí mismo o los resguardos que éste tenga (la fuerza puede ser física, 

mecánica o química). Lo importante es que exista una relación entre la fuerza 

ejercida y la ejecución del acto. No constituye fuerza la acción en la que 

simplemente se alza un objeto, aunque éste sea sumamente pesado, por ejemplo un 

vehículo. 

44 Violencia sobre la Personas: es aquella actividad que se ejerce sobre el sujeto 

pasivo del delito, que le limita su posibilidad de defender la posición del bien del 



que va ser despojado, la violencia puede ser fisica o simpletnente psicológica, por 

medio de la intiniidacicítl, aiin y ciialido tal intimidación esté fundada en un hecho 

falso, pero del ciial el sujeto pasivo desconoce su falsedad; por ejemplo, la 

utilizacibn de un arma de juguete. 

Respecto del sujeto pasivo de esta actividad deliricuencial, se ha establecido que igualmente 

puede ser cualquier persona que tenga bajo su esfera de custodia el bien mueble que va a 

ser sustraido, no importa el título por el que el bien entró en su esfera de disposición, 

siempre que sea un título legitimo. 

En derecho y doctrina comparados, la sustracción de vehículos, está igualmente regulada 

por medio de los tipos penales de "Hurto" y "Robo"; al igual qiie en Costa Rica, en la 

mayoría de los casos, cuando el objeto sustraido es un vehículo automotor, la acción 

configiua una modalidad agravada del tipo penal básico que se trate (Huno o Robo). 

Se ha establecido que en el delito de hurto " no se protege el domrnio tie las cosas sino SU 

tenencia, contra los actos de apoderanliento realizacio.~ por qttrcíne~ 1 7 0  trenen derecho a 

,! 1 hacedo. Para que se configure el tipo penal de hurto, la cosa debe encontrarse dentro de 

la esfera de disposición del sujeto pasivo del delito, de no presentarse esta situación fáctica, 

no nos encontraríamos en presencia de esta conducta delictiva. Por e w  el hur/o no puede 

1 CREUS (Carlos). Derecho Penal Parte Especial Berón, Editorial Astrea, quinta edición, 1995, pp. 416- 
41 7. 



recaer. .whr.c la co.5 u .\ /tí ~izlefio (E.\ null~ zt.~), /u ahaniionuiiu por .i u ihrefio (res derel~cla), 

. a  1 !as per.ti~ci~c y la( qlre tretle el nir.cn~o agente 

La denominada accióil de apoderamietito tiene dos rnotnentos diferentes aunque 

relacionados entre sí, requiere "en primer lugar, el desapoderamiento cie quien ejercía la 

tenencia cie la cosa, lo cual inlplica quitarlo de la lla~?íacia esfira de cztstodia, que no es 

orra cosa que la e@m dentro de la q zte el tenedor puecie disponer de ella. .. Pero -siempre 

en el aspecto objetivo- el ciesapodera~?~iento del tetlecior. tto hasta: es necesario el 

apoderatnienro muterial de la cosa por pur.re de/ a,qetlte. " ' Se entiende que se ha 

producido efectivamente el apoderamiento, cuando el agente se encuentra en la posibilidad 

de ejercer algún tipo de actos de disposición sobre la cosa, aún y cuando sea de manera 

pasajera; por ejeinplo, el caso del sujeto que es perseguido por aquella persona a quien 

despojó del objeto, 1. lo lanza a la calle con el propósito de que no le sea encontrado en caso 

de que llegue a ser capturado por sus perseguidores. 

Asimismo, se ha sostenido en doctrina comparada, que el aspecto subjetivo del tipo está 

" ... constitziini, por la volurírad de someter la cosa al propio poder de di.~posición; no es 

suficiente el querer desapoderar al tenedor: es necesario yzlerer apoderarse de aquella" " 
Se considera que la relación entre el Hurto y el Robo es una relación de género a especie; 

siendo el Robo una figura agravada del Hurto, por la fuerza que se ejerce sobre las cosas o 

la violencia que se ejerce en la personas. De acuerdo con ello, la diferencia esencial con el 

' Ver CREUS, op. cit., pp. 41 6-4 1 7 

Ibid. p p  41 7-41 8. 

Ibíd. p. 419. 



tipo bjsico de hurto es la fuerza o violencia ejercidas en la ejecución del acto de 

desnpvderamierito-apoderamiento. Así, " ~ L J , / z ~ ~ ~ ~ L L J  .vtipo:?c>, e1tl prrt?tctr lzigilr, t 4 t 1 ~ 1  co.vi1 que, 

por . s í  ~ ? I ~ S ; ? I L I  o por los rcpan1.v r'~'lir~~i<?ni~ilo.v ~'0t7 c>lltz, opotíe> ZOILJ ~ ~ S ~ S I ~ I I L ~ L ~  i11 

1 ~poí/ei.nmiettto. " Para que una cosa oponga resistencia por si mistna, debe estar 

constituida de tal manera que se requiera un esfuerzo o actividad mayor al simple transporte 

de la misma, para configurar el apoderamiento. Por su parte, para que la cosa oponga 

resistencia por sus reparos, es porque existen otros objetos o dispositivos, que deben ser 

superados para lograr apoderarse del bien, sea que estos estén colocados precisamente para 

proteser la cosa o para otro ti]], pero que de igual manera dificultan la acción del asente. 

Por ejemplo, el radio musical de tm vehiculo presenta resistencia por si mismo, ya que está 

aúl~erido al vehiculo y debe ser arrancado del mismo para poder ser sustraído. Asimismo, 

presenta reparos como las ventanas del vehículo, cuyo fin principal es dar visibilidad al 

conductor, pero a la vez devierien en un obstáculo que diticulta la acci0ri de apoderamiento 

del agente. 

Ahora bien, respecto de la violencia ejercida sobre las personas, alguna parte de la doctrina 

comparada ha considerado que debe ser fisica, en este sentido se ha establecido que es "el 

despliegue de etíer.gía~f;.~ica para vencer nzaterialn~ente la re.sistencia que el sujeto pasivo 

opone o puede oponer al apoíkramiento ... o ilescinaílo a evitar que la persona sobre la qrte 

recae pueda, eventualmente, ponerla en ejecución cuando todavía no lo ha hecho ... La 

violencia puede recaer sobre el mismo sujeto pasivo del robo o sobre ut7 tercero que se 

r~pot~ga o pueda opot~er,~e~físican~c?t~te al apoíkramie~~to o a la conso/ic!ílciórt de él. " ' Esta 



posición doctrinaria no se comparte. Según se expuso supra, la violencia ejercida sobre el 

sujeto pasivo puede ser flsica o psicológica, ii~cluso puede ser psicológica fundada en un 

hecho falso. Lo importante es que se violente el estado del sujeto pasivo y se le mermen las 

psibiliciades de ejercer una eve~~tual defensa del b:en. Por ejemplo, piensese en la 

posibilidad de que la persona a la que se le va a sustraer el bien se le amenace con un arma 

para obligarlo a que entregue sus pertenencias; en este caso el sujeto no sufre ningún dailo 

en su integridad corporal, sin embargo se ve impedido a ejercer una defensa de los bienes 

por el alto nivel de intimidación al que es sometido. 

A su vez, otra parte de la doctrina comparada considera que en el caso del hurto, el objeto 

sobre el cual debe recaer la accióri típica, es una cosa mueble total o parcialmente ajena, y 

define el concepto de "cosa mueble7' de la siguiente forma: "Por c>ol;ir t77zcehlc h~ry qzle 

entender tocio ohjero cicl muneio exterior que secr szl.vc~~rihle cic crpoci~~ron7icm 171uteriul y 

de ~ie.~pluze1n1iet7to... E17 ciqfinitivu, el concepto cie coso mzcehle en el cielito cie hurto es 24n 

"concepto~funciotld" que no coiilcide coi1 el comepro civil ... " ' Por su parte la "ajenidad" 

en el caso de las cosas tenidas en copropiedad "c~ehc ser enterítiicicr como .falto de 

"iegitirncrción " paru disporíer cic 1u.s co.vu.v poseídu.~ erí conízírí sirí el perníiso de Iu otra 

parte. S,  2 

1 MUÑOZ CONDE (Francisco). Derecho Pend. Pai-te Espechl, Valencia, Esp&e, Editorial Tirant Lo 
Blanch, décima edicibn. 1995, p. 237. 



Este sector de la doctrina comparada, sí corisidera que la violencia sobre las personas no 

debe ser necesariametite fisica, tarnbiéri puede ser ejercida por tnedio de la intimidación 

(violericia psicológica), la cual sería ejercida sobre el sujeto pasivo del delito. En este 

seritido, se Iia establecido qtie "la inrin:i~iucirjr: conxrrr1i.vrc cl .vuci~ticíncrt p.sic.ol(jgico ~ i c  10 

violenciu jisicu. Etl reulidud no e.s míis yztc ztncl umenaza encirn:incitici u viciur ILZ libre 

decisión íie /u volztnrud del szqeto pasivo.. . Lu intiníiciuciót?, en principio, es puramente 

subjeliva, es decir, hu.stu con qzte couccione en el cuso cnncrero u lu persono intin~idudu y 

que uíicnícís C;.Y IU hqvu sitio /u intención del .c.ztje lo ucrivn. Lu peligi.o.iiuíi objetivu del 

ntedio enlplcudo cur~jc'e tic mle vmrlciu, y usí ptieíie scJr itl!imuiucrtín cl rr .so  tie pi.cto1u.s de 

1 juguete a íktonudai.~.~. " 

Hay otro sector de la doctriria comparada, que sostiene un concepto muy diferente de 

Fuerza sobre las Cosas, corisidera que: " ... Iu.filerzu curucrerí.c.ticu del robo ha de hullurse 

dirigido u1 ii~greso en el Itrgur cerrudo donde se encuentra /u co.c.0 que se pretende 

sttstruer ... lu fiucrum cie pured puro szatruer una extcrt~11i it:cn~.studcr en ellcr, lcr roturcr de 

lu cudenu y ue inrnovilrzu 1u.s nleíius ~ i e  uno n~otocicletu . . . no con.c.tittl.yen fileau . . . Assí, el 

funíiumefito de Ir dqereficiu entre el robo con .fierzu en las cosac. y el hzr~to se .~itúu, no 

solo en qlte en el robo el uzttor huycr cie qztebruntcrr km defknscrs opuestcrs por el 

propietario, sino que en su &que u1 putrinlonio pztede cofillevur zlnu lesión de lu 

rjítimidad." Esta posición de ninguna manera puede ser compartida, ya que considera 

como requisito necesario para que se configure un delito de robo, que además se produzca 

' V ~ ~ X ~ L % O Z  COhEIE, op. cit., p. 238. 

Yer MYES ANTÓN, op, cit., p. 3 89. 



una violación de domicilio de manera concurrente con la fuerza o violencia ejercida sobre 

las cosas o las personas. En el caso de Costa Rica esta posicibn es inadmisible, ya que 

incluso la privacidad e infi~nidad de un deter-ininado recinto es materia tutelada por otro tipo 

penal independiente. De aceptarse esta tesis, se debería pasar a considerar que las 

sustracciones ilegítimas realizadas en vía pública, con un ejercicio de violencia sobre el 

sujeto pasivo, no constituirían el delito de robo. 

Finalmente, este sector de la doctrina, considera que el bien jurídico tutelado en el caso del 

delito de "Robo y Hurto de Uso de Vehiculo Automotor", existente en la legislacibn 

espai~ola, es en definitiva " . .. I~,J¿~~-zl l t~l t i  tic t(.vt~r c1 t'~híctllo ticrit'titlti tic ILI propietí~~ti o tic 

otn, títzllo como bisrz jttrítlico profegid(> (I tr~rv'C.v tic¡ c.irstigo tlc ¡o z~rrliczci(ín ilegitin~a de 

whiczrlc, de 1770tor ~ j e t ~ u .  '' ' La existencia de este tipo penal especifico no parece apropiada, 

ya que al tln y al cabo lo determinante es la sustraccibn ilegítima que se hace del vehiculo, 

privándose de él a su legitimo tenedor, no es importante el fin que se le pretenda dar al 

vehículo. Perfectamente puede tratarse de un vehículo que tiene mucho tiempo de no ser 

utilizado por su tenedor, y no va a ser utilizado en mucho tiempo más, con lo cual la 

facultad de utilizar el vehículo no se vería afectada, pero en cualquier caso se vería 

lesionado en la tenencia del mismo, sea cual sea el título por el cual lo tenga. El tipo 

mencionado establece que en caso de que no se de una restitucibn del automotor dentro de 

las cuarenta y ocho horas siguientes a la consumación del delito, entonces la conducb 

recibirá el tratamiento y calificación de un hurto o robo común, según corresponda; la 

distinción se justifica en la supuesta ausencia de ánimo de lucro del agente, la cual se 

' Ver VIVES A\T~N, op, cit, 420. 



deiniiestra con la efectiva devoliición del vehículo, en este sentido se ha dicho que "u 

dIfercnciu de lo (IUC 0 ~ 1 4 1 7 . ~ '  con el burlo, robo y c.utot:\/(jn, cl/)n~ie c~~~~)rc .~uníer í te  r l  autor ha 

,,l -fe n~actwr. en su c o n d z ~ c t ~  "c ín l i ?~~  de ~ I ~ C P C I  ", ~11~0r.íí \ C  dice "  si^ íjtz{i?~(~ de apt~uprar.seia 

Ello confirma la crítica Iiecha, no Iiay razón para la existencia de esta distinción, lo 

importatite es la privación ilegítima que se hace del bien, no el anintus del sujeto activo 

El análisis realizado hasta este punto, permite concliiir que si bien es cierto, desde un punto 

de vista estrictamente jurídico, al robo de vehículos le son aplicables las consideraciones de 

los tipos penales tradicionales de robo y hurto, es igualmente cierto, que la forma actual en 

que se desarrolla la actividad de robo de vehícitlos, debe ser tratada como delincuencia no 

convencional, en realidad las bandas sustractoras de vehículos, operan de manera altamente 

organizada y especializada, ejercitando miichas veces influencia dentro de diferentes 

instituciones públicas, para asegurarse el resiiltado de sus actuaciories ilegítimas. Por todas 

estas razones, el Ministerio Público debe procurar un correcto abordaje en la persecución 

penal de este tipo de delincuencia, para reducir los niveles de impunidad y en general los 

índices de comisión de estos delitos. Para ello será requisito indispensable además, contar 

con un cuerpo legislativo apropiado y una correcta interpretación del derecho por parte del 

aparato jurisdiccional. 

En el próximo punto se analizará la legislación vigente en la materia, con el propósito de 

determinar si la misma es apropiada para alcanzar este objetivo y si además presenta una 

adecuada formulación técnico-legislativa o lo contrario. 

~i)i\.fu (Aifonso). Derecha Pend. Parte Especial. Madrid, España, Editorial Dykinson, 
quinta edición, 2000, p. 359. 



B. Análisis a nivel de la legislación costarricense 

Como se mencionó en la sección anterior, el objetivo de este trabajo es deteiiriinar si uii 

falso abordaje de los delitos no convencionales por parte del Miiiisterio Pílblico, produce 

impunidad en la actividad de robo de vehículos. Para ello es necesario analizar si el 

rkgimen normativo vigente brinda las condiciones necesarias para que se de una adecuada 

política de persecución que no lleve a este falso abordaje. Por ello no se pretende aqui 

realizar un anlilisis minucioso de cada artículo y tipo penal que regula esta materia, la idea 

central en este punto, es tan solo verit'icar si este falso abordaje se está produciendo y 

generando un alto nivel de impunidad. En caso de que ello sea asi, habrll que determinar si 

d mismo, se fundamenta al menos en parte, en deficiencia de tipo legislativo o en la 

ausencia de una verdadera politica de persecución debidamente conformada, o en ambos; 

por ello es que ha sido necesario analizar las regulaciones legales vigentes, pero no se 

puede realizar un análisis minucioso de cada artículo, solamente se analizan de manera 

practica y general, la luz de los conceptos aqui estudiados, algunos artículos escogidos 

detenidamente, para comprobar si hay o no falta de tecnica legislativa en la regulación de 

las actividades ilegítimas estudiadas. Hecha esta aclaración, se procede con dicho análisis. 

Según se ha analizado a lo largo de la presente sección, la sustracción de veliículos 

automotores se encuentra generalmente regulada, por medio de los tipos penales de Hurto y 

Robo; de tal suerte que, cuando el objeto material de tales delitos es un vehículo automotor, 

la figura deviene agravada. Nuestra legislación no es la excepción; así, respecto del "Hurto 

de Vehículos", la normativa reguladora está tipificada en los artículos 208 (tipo básico) y 

209 del Código Penal (tipo agravado), ubicados dentro del Título VI1 de dicho cuerpo legal, 



denominado "Delitos contra la Propiedad", respecto de dichas normas debe hacerse el 

siguiente análisis: 

':4rticulo 208. Hurto: Sc.t-15 n~prirnido con prisián de ttn »res a !res rifios, L.! qite se 
u~xderurc. ilrgifirnurner~ fr de UIW cow rnurbk, foful o iwrciulrnrn~r ujrrru, sirrrrprr yur no 
se trate de la contravencI(jt1 prevista en el inciso 1 O del artículo 388. " 

Nótese la referencia que se hace a la contravención establecida en el inciso primero del 

artículo 388 del mismo Código Penal, denominada "Hurto Menor". Esto es así, debido a 

que a partir de la reforma realizada mediante la Ley níimero 7337, del cinco de mayo del 

&o 1993, en caso de que se presente un hurto, cuyo objeto material no exceda en su valor, 

de la mitad del salario base, dicha acción no sería constitutiva de un delito sino más bien de 

dicha contravención 

"Articulo 209. H w t o  A,orni?adn: Se aplicum prisión de tres tnrses u t~.es arios, si el \olor 
de lo susfruidu rro ~'xcrclr de cinco vrcrs el suhriu buse, y dr uno u diez unos, s i h r r r  
rnclyor de esa sltntn, en los sijpientes msos: ... 5) SI ,fitere cfe ivhicitlos dc'jndos en la vh 
priblita o *.n higm~7s ncciSso piíblico. " 

Este articulo es el que estipula la figura agravada del "Hurto de Vehículo". Respecto de la 

situación agravante, se considera que ésta se configura cuando la sustracción ocurre en 

cualquier ruta destinada a la circulación irrestricta de vehículos, sea marítima, pluvial o 

terrestre. Se entiende igualmetite que lugares de acceso público son aquellos en los que 

cualquier persona puede ingresar porque no hay una selección previa de sujetos; por ello no 

son lugares de acceso público los garajes particulares, aún en el caso de que no estén 

cerrados ni techados, por ser propiedad privada. 



A su vez, la acción de robo de vehiculos, se encuentra igualmente regulada por medio de 

dos artículos del Código Penal, el referente al robo simple y el que establece las figuras 

agravadas, dichas normas establecen: 

"Arhkulo 212. Robo Simple: El que se apoderare ilegirirlarnente dr una cosil rnt~ehle. totul 
o ~wr~~~u/ rne~IL '  ujcrtu, scru rcj~rirnído cc~tt luv siguicrtlc~ fwrurs: 
1) Con Prisión de seis meses a tres años, cuando la sus~raccion fuere comc.ruía con f u e m  
'VI 1u.r co-ws y SI nrrímtin no c.~-ci~dicm 'fe Ires ixfctcc u1 -wIario b~7-rq. 

2) Con pnsion de uno a seis años, si mediare la circunslancia prevista en el inciso anterior 
y el nioitto de lo .mrtraidr> czedierr, de tres wces el .whrio hme; p 
3) Con pri.ribn de tres a ttríeve años. citando el hecho jrere cottretido c0t1 iriolencia sobre 
las personas. Sin ernbnrgo. si el apaderan~iento se ~ ~ a l i m r e  por arrebtztc-, J! no milsure 
frrirjn u fu i,ictirt~ q~(e i r ~ u p ~ c i i r  p m  e/ iru/)ujtj iliv". IIIU.( rlr diez rliu.5. fu l ~ n u  ~ l i ~ r  itrrlli~nn. 
sera de uno a tres años dc. prisión siempre que la cuantía no exceda del nronto seiíahdo en 
P: incis~ Í j  írnr<ric~r, y ífc dos ír seis írño.r C%Z pri.siíln, s i  C/ ~i7/0r /O). .s~~sfm;ilo <.~-c<d< dc 
ese ntottro. " 

"ArtiClllr~ 213. Robo .4gruvudo: Se impndra prisi(jn de  cinc(^ a yiriricd años, en los 
sipr~enrc.~ cosos ... 3 )  Si concirm'erv alprna de hs circirnsrarzcias d ~ .  los NICIWS 1 ). 2). 4). S )  
6)  y 7j cfel nrtiatb 209. " 

La agravante en el caso del vehiculo automotor, se da por la referencia que hace el artículo 

transcrito, al inciso quinto del artículo 209 antes analizado. 

Como se puede observar la normativa vigente en esta materia es simple y esta pensada para 

el caso de ejecución tradicional de los tipos penales. Para el momento de su promulgación 

era probablemente impensable las dimensiones que alcanzaría el fenómeno de la 

sustracción de vehículos en la actualidad. En general los tipos se encuentran técnicamente 

bien construidos, pero se quedan cortos para regular el fenómeno actual. Al igual que en el 

caso del narcotrSico, no es posible que se sancione de la misma forma a quienes realizan 

una tacha aislada de un vehículo o una sustracción aislada de un vehiculo, que al líder de 

una banda organizada sustractora de vehículos, que incluso opera con contactos 

internacionales, sustrayendo múltiples vehículos a diario y negociándolos tanto dentro 



como fuera del país, utilizando además sus contactos dentro de las diferentes instituciones 

publicas que tienden a regular esta materia. Adeinás, se rzaflnna la ~iecesidad de dotar al 

Ministerio Público de lierrarnientas ágiles de 1:egociación e inves:igacibn que permitan 

atrapar y desarticular las gandes bandas de "robacarros", y no siinpleinente la captura de 

los delincuentes menores. Desde luego, no está de inás aclarar que estos medios ágiles de 

investigación, deben ser respetuosos de los derechos fiindamentales de los ciudadanos y 

deben ir acompañados de una adecuada distribución de los recursos humanos y materiales 

con que se cuenta, así como uiia adecuada labor en materia de prevención (de acuerdo con 

una correcta política criminal). 

Finalmente, es importante tomar en cuenta un articulo del Código Penal, que tipifica una 

conducta que tiene una estrecha relación con la actividad en estudio, especialmente 

respecto de las formas en que se "comercia" con los vehículos sustraídos ilegítimamente, 

antes estudiadas. Este es el artículo 370 del Código Penal, denominado "Falsificación de 

Sefias y Marcas", el cual establece en lo que interesa lo siguiente: 

"Articulo 3 70. F u l s ~ ~ d n  de Seríns y Murcns: Seni reprimido con prisián de  seis meses 
u [res UNOS: ... 3) El  q u e J u l s ~ f i ~ ~ ~ ,  ulíerure u suprirniere 1u nurnrruciur~ individulizudu de 
un objeto, regrktrada de acuerdo con la ley por razones de seguridad o,fiscalcs " 

Este artículo tiene evidente relación con las actividades de "reencai~che" y "gemeleo" de 

vehículos estudiadas anteriormente. En realidad se trata de un delito independiente y 

completamente diferente del hurto y robo de vehículos, pero mantiene estrecha relación con 

estas actividades por la manera en que se desarrollan en la actualidad, ya que el 



"ree~lcauche" y el "gemeleo" presuponen necesariamente, la sustracción ilegítima del 

vehículo. 

En coiicliisióii, resulta evidelite que en caso dc que se determine que si existe el elevado 

nivel de impunidad en esta materia, los aspectos legislativos tendrán una injerencia 

iinportante en esta situación, ya que si bien es cierto, los tipos penales existentes están 

técnicamente bien construidos, los mismos se quedan cortos para adecuarse a la realidad 

nacional imperante e irlapropiados para Futidciinentar una adecuada política de persecución 

del Ministerio Público. 

C. Análisis jurisprudencial 

Con el propósito de completar el análisis de este tema, resulta indispensable el estudio de 

algunos conceptos fundamentales que han sido desarrollados por la Jurisprudencia 

nacional. Este análisis permitirá establecer la corriente que se ha seguido por parte de los 

órganos jiirisdiccionales nacionales, con el propósito de determinar la mayor o menor 

rigurosidad en la aplicación de los conceptos estudiados. 

El análisis se realizará, al igual que en la sección anterior, de la siguiente forma: se 

hanscribirá un extracto de la resolución que corresponda en lo que interesa, para 

seguidamente realizar un análisis crítico del concepto desarrollado por la misma; 

finalmente se concluirá el estudio jurisprudencial, determinando si la corriente 

jurisprudencial, permite algún tipo de retroalimentación útil, a efectos de la implementación 

de una adecuada política de persecución del Ministerio Público. No obstante, se debe 

aclarar que para los efectos del presente trabajo de investigación, en el que se visualiza la 



sustracción de vehículos colno criminalidad 110 co~ivencional, la jurisprudencia en la 

materia resulta escasa, ya qiie este enfoqiie no ha sido asiiinido por los tribunales 

tiacioiiales. Sin embargo, no está de inás el análisis de algunas resoluciones, según se 

expone eri seguida. 

La única diferencia que han realizado los tributiales costarricenses entre la sustracción de 

vehículos convencional y el robo de vehículos, visto como delincuencia no convencional, 

ha sido que en el segundo caso, se considera que se apareja en conciirso material, el delito 

de Asociación Ilícita; por ello resulta importante estudiar, junto con las resoluciones 

referentes al hurto y robo, algunos pronunciamientos jurisdiccionales, que aclaren esta 

corriente jurisprudencial. 

Para que se condene por los delitos de Robo o Hurto Agravado de Vehiculo, no 

necesariamente debe ubicarse ai sujeto activo en el lugar y momento de la sustracción: 

Se ha preset~tado el caso de que a un determinado imputado, no se le logró demostrar que se 

encontrara en el lugar y motnento exacto de la comisión del hecho que se le imputaba 

(sustracción de un vehículo), sin embargo, en virtud de otros elementos probatorios 

indiciarios, se le condenó por la sustracción del vehículo. 

En este sentido se puede observar la Resolución Número 29-F-95, del veinte de enero del 

ailo mil novecientos noventa y cinco, de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, la 

cual dispone: 



"Por csos he.chos en p r - ~ ~  IL-IO de e.sri.s ires personris el 7hhi111al conden6 al ~ t t ~ p ~ i a d o  por Ires 
ruzunes esjxc~/iliuis: huher sido vis/o cunduciendu el uutunturor, huber vendidu /u cur r (~e r íu  
y el  óreiv lnp.ro /ra:t.rc:irrrido entre su .sits/roccicin, la i.er11n de .y14 c<7rrocerin y sir  

fuc7rf2w lacirin . " 

Este criterio jurisprudencia1 i ~ o  se cornparte, ya que en estricta aplicación de los principios 

que inspiran el derecho penal, nadie puede ser condenado, a menos que no exista duda 

razonable, es decir una debida comprobación, de que el imputado cometió el hecho 

delictivo que se le imputa. En  el caso concreto, al siijeto rio se le piido comprobar el 

apoderamiento del vel~ículo, lo que se le deinostró ftie la condttccióti posterior, vetita de 

partes del vehiculo y se hace refereticia al corto lapso que transcttrre eiílre la pérdida del 

vehículo y el momento de la venta. La comprobación de estos hechos ptiede sustentar una 

condena del imputado coino cómplice, encttbridor o receptador, segítn sea el caso, pero de 

ninguna manera ptlsde ser ftiiidamento suficiente para ttna setitencia condenatoria a títillo 

de autoría de la sustracción del vehículo. Una vez más se debe aclarar que el combate de la 

delincuencia no convencional, requiere modificaciones de fondo y de forma en la 

legislación costarricetise, de acuerdo con todo lo expuesto hasta este punto, pero dichas 

modificaciones, de ninguna manera deben violentar los derechos ftindamentales de los 

ciudadanos y mucho menos justificar una aplicación indebida del derecho vigente por parte 

de los órganos jurisdiccionales, como ocurre en el presente caso. 

Para que se configure el delito de  Asociación Ilícita, basta el dolo de querer pertenecer 

a la asociación: para que un sujeto sea condenado por el delito de Asociación Ilícita, no 

hay necesidad de que los otros delitos que se proponga realizar esta organización sean 



efectivamente realizados, o de que el justiciable haya tenido participacicín directa en la 

coinisicín de determinado hecho punible; basta con que sea demostrada su i ritención de 

pertenecer a la organización que sabe ilegítima. 

En este sentido la Resolución Número 2000-00428, de las diez horas del veintiocho de 

abril del año dos mil, de la Sala Tercera de la Corte Suprema Justicia, dispuso: 

"Lo primero que &hr de.rwmr:se e.r ylfe en !u~figl~ru I@~¿.u de ~ ~ L ' ~ ~ C i i j ~  i/icjlo se C O ~ I I ~ ~ I I [ ? / : . I  

LUVIO inlcriciúri el torriur p r t e  cn UM ut-gilt~~x~iún yi~c ticric ~wr,fir~uIidilcl 1 4 ~  ~utnisiúr~ dc 
dcli/o,s. En 1c1 qtre rey>ecta a la cnnfigtrmcicitt del &lo conttht (21 tnntar parte ett la 
moci~s¿.i¿iii). üsi conio <h:ü espdc@Cü u:/i (~ií.i:i~i~ cd ~ t ? < 7 : l ~ l ~ ~ i c j i i  <& i&:iiosj, i0.s 
ohjetiiws son irre/e\wntes. Por eso es qzre no es necesario acreditar o jitndarnentar nrales 
fiiernil 10s nhjizti1:o.c ~ d i r i i l u ~ k . c  o co!ecri~:o.c) tenid,?.< al p - d s r  cr 10 c~i?,:hi7iiaciói~ d2 esa 

organ tzacirjn deticriia. " 

Este criterio jurisprudencia] es en definitiva acertado, una cosa es la conformación de un 

grupo o asociación, conformado con el fin exclusivo de cometer hechos delictivos, los 

cuales pueden ser consumados o no, y otra muy diferente es la comisión en sí misma de 

estos delitos. Por ejemplo, es muy diferente la conformaci6n de una banda de robacarros, 

que se organiza con el fin de sustraer una cantidad indeterminada de automotores, en un 

lapso igualmente indefinido, y otra muy diferente es la cantidad de vehículos que logren 

sustraer efectivamente. Lo importante es que se pasa a fonnar parte de una organización de 

la cual se sabe tiene un fin específico, la comisión de determinados hechos delictivos. 

Requisitos del delito de Asociación Ilícita: Tanto la Sala Tercera como el Tribunal de 

Casación de Penal de la Corte Suprema de Justicia, han definido por la vía jurisprudencial, 



los requisitos mínimos para que se contigure el delito de Asociacidn Ilícita y además 

establecieron que no es posible la con~plicidad en la cornisibn de este delito. 

En este sentido se pueden observar las siguientes 1.esoluciones: Resolución Número 2001- 

00885, de las ocho horas con cuarenta y cinco minutos del catorce de setiembre del aiío dos 

mil uno, de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y la Resolución Número 

00461-2000, del veinte de junio del año dos mil del Tribunal de Casacibn Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, las cuales disponen: 

"DI yrirrier ~á.rnitio. .sallo n b iis/a que e.ue I I ~ I O  de "batrda" (lwlob~u cor) la qtle 
ppuiurrrrrnk ~ c i  trucc rg/>rcirrciu u rslus u.sociuci«rlrs) st. corripori~ C«;I t./ rrrinitno de dos 
pt.r:vor~as que decidírn rrftir e.?firenos paru conreter deliro,,. E.r, erltnrlces, I < I I  dclitn doloso en el 
qirr. ~ J C ' C C R T ~ ~ ~ ~ C ' ~ I ; C '  iiircn:ciicicit; ( fe  /(l.< . ~ i l j r ' i ~ . ~  l f c h  i<j:~j l~r  t~! C<7iitYiliJiSillü ' f< q ~ ~ 7  
,fi>nnun pr ie  tle ese gnrpo qzre procura perpcrrar ilicitos y el pro&>cisi/o dts q?rertar inlegrarlo. 
P.'o e.c nzcz.wrio y112 2l nti.cr>ir) .se consti l t rya~f i~mt~ln~~n~ci ,  ntzdiantz 7rn ,micra cx,nrciso, sino que 
la uniciri dt? e~$erzos puede darse &icitat?zenW, por »re~Iio de cotidzrctas 42112 ut?ln~ocat?~etitt? 
reflejen el ánimo .de inlegrar esa a g n ~ p c i ú n  rlelictii~a ... El qrrr es irr~egmnre de la asociacibn 
es uulor del del110 de Lumt~rrluriu; tu mt.trlbrt..riu corl!o lu! ;:o uútrlilt' /a ~~~rr lp / i~ . fdud  (t..$ 
p~sihl t  que h a y  stijetos ajenos al p j ~ o  que colahoren con estt a la líctra de cometer algún 
1+~r'rríl, h.7 iTlc?/f5, t !~p*~<! i~n ' f i ;  '+<1;7k</ i i ; ~ i ~ ~ ~ ~ ~ ; 6 f i ,  p>i?rc+n .:c.'- C i k í l i i ( ; ~ - ~ ~ S  í~ ~617i,ii/ic-~~ t k  

es&. hecho punible indtvidzralnrenre considerado, p r o  no los hact. tnietnbros de la banda) ... 
Poro rcner p>r ucoecido 21 hzcho ~nrnihle en estlidio .ce rrquirrc qui? exi.\ra urtu rstnrrturu 
organizuti\w que,/hcilire la ~ ' j e ~ ~ c i d r t  de los zlicito.~, así cottto hxias 10s a~ .n i~dades  cofiexas. 
(Otrro todo grupo orgmiado. debe rerrder a la pe~r~ianericia e1 fienzp, es decir, no puede 
ser uno u<ptpci<jr~~fiyuz ~ I I L '  tiene w m u  u~jelivo dur trrl gulp~' uislidu. Sin c.3.u~ elementos, la 
condttcla punible descrita ert el artict4lo 174 del C'@digo Penal rlo pttcde lerierse por 
r7~-~1r:iririfi7. Gpoitrmo cs wcc~iiiar que :o yrrr sc ci~srigi'~ as 1~1 pnt7rir.nciir al g71p0, 
independientemente de la participacion individual de los sujetos en cnda trno de los hechos 
atrihrridns al g ~ ~ p " .  " (Resnlucihn Nuniern 2001 -001985). 

"El de1110 de =I.sociacion ilíci~a es apljmble a quien .fon?re pr7e dc? z~r~a asociación cuya 
Jiriulidud sciu lu de uirr~t.ft.r dcililos, eslu es, .se requiere que curt uirtucinricirifu y i.?olunlud se. 
pd14zca la v741nemcion de la norma p r  parte del st4jeto acrii>o, m a l  es el hecho de 
pcilvtrtlctlr O x r  niirn~brc i r i i c ~  ~xía--j<icihi ifos ~1 iii1i.y ~ C ~ S O I J C ~ S ,  ~ r - ~ ~ i í f i l  m11 tllJjll i f ~ 7  

cometer rrtm plirmli~lad de delitos, d~dicarse  a la ~wnzisih de ac~-iont~s delictiws-, en 
cí>nsecuencin el juicio dz rcl?l,rnche que se 12 4fi~rn~ulo al auror d2 zrit iipo ,rwnal es *not. .N 

clchrclr h l o s o  ... "El deliro de aswiocidn i i í~7u  es un defilo i~iLIt'prdit!tz&~ JL' ~queIlOS defito.~ 
mscepribhs de comelerse cottio parte de las fuialidades de .h orgatiizci6ti. de tliariera que 
rs frosi6le. que se de uti C U ~ I L W ~ S O  L(IIIW uqut;l y 2.~10s. ~ J I  t'l C L ~ S U  del ddilu de u s w i ~ ~ ~ i u t t  
ilicita es claro que la sola pertenencia a una organizac+<jn destinada a cometer delitos. e.9 
t io ln toh  'ftll or1ic.n pública y mi lo I ~ G  cntcndido c.1 kgis1~7do3; cn cll1a íisistr iino an'iircta ya 
extemuda, ejecurarla. la de formur par& en la asociaci<jn cm1 la,finaliJod esfublecirla en la 
noma." (Resoluci~n Numero 00461-7000). 



En general, se comparten los criterios establecidos en las resoluciones transcritas, en el 

sentido de que una cosa es la pertenencia a la organizacibn en sí misma, y otra n~uy 

diferente es la comisión de cada uno de los delitos considerados individualtnente. Sin 

etnbarga, debemos Iiacer una acotacibn en cl sentido de que, si bien es cierto para los 

efectos de la consumacicin de este tipo penal, basta con que dos personas lleguen al acuerdo 

de constituir una asociación destinada a cometer determinados hechos ilicitos (al igual que 

dos personas constituyen una sociedad mercantil), es igualmente cierto que para que la 

sustraccibn de vehículos se presente como delincuencia no con~encional, según lo 

expuesto, dos personas resultan insuficientes para lograr el nivel de organizacicin e 

influencia necesarios para ello. Es evidente que las grandes bandas organizadas de 

"robacarros" requieren muchos más miembros para poder operar en forma efectiva, ya que 

incluso necesitan de personas dentro de diferentes instituciones públicas y en otros países, 

situación que reafirma la necesidad de una reforma legal, que contemple estas diferencias, 

para que se respeten los principios de razonabilidad y proporcionalidad. No es posible que 

se sancione de igual forma a un sujeto líder de una de estas bandas que operan incluso a 

nivel internacional, que a dos sujetos que sustraen de manera incluso inexperta un cantidad 

muy reducida de vehículos. 

La Asociación Ilícita es diferente al acuerdo de  voluntades para cometer un delito: una 

cosa es el dolo de querer formar parte de una asociación predeterminada a la comisión de 

delitos (en este caso los delitos están pensados en forma abstracta) y otra muy diferente es 

el acuerdo expreso para la comisión de un delito específico, aún y cuando dicho delito sea 

de tipo continuado y requiera para su comisión acciones diferentes, en lapsos separados, 

incluso por días o meses. 



En este sentido, dispuso la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, por medio de la 

Resolución Número 2003-00820, de las orice horas con veinticinco rninutos del dieciocllo 

de setiembre del aiio dos mil tres, dispiiso: 

"El plan comriri no es sinonimo de usociricicin para delinquir, ilwique. cottio en este caso, se 
t u w n  comrtidu rwrius de/ilus. En , f i rm  u/gunu se describe en /u u~wmciun r /  u~werdu clr /os 
acusados, p ro io  a las estafas, para la comisión de delitos inclctrnninaúos. No se establece en 
la aaísusion que 2sta sea una bandir p m  21 i'nmcn, sino rm g n r p  d2 p2rson~7s yire ideamn 
defiaidar al  firco p r  niedio de cerhfic0do.r de abono tribututio. No .w clesprende de lo.$ 
firchns b fesión 31 orden piihlicn en .a nctunr, j>ui.sro qur es; n i n ~ i n  ntonicilfo .se indica que 
In itítencirjn d? Ir1.y acusadr~r j re  conforniar rrtta awciacii,tí para la cotiit.rrOtt Je dglito.~. Izar 
heclios que se describen son los de un a~71erdo p i ra  de.rtlrrdlilr un plan. en el que cada 
uru.rcuio tiene sfijúrtcirin e.>rnciul dentro de 21, ciirt el*/irt cotrCrt?Io de d</iu~idut. u ~ . / ~ w J .  /XIV 

no pura fa comisión dr deli/t,s indeterminudos. No necesariamrnle /wrytie un grupo de 
pr-uriirn.? conre;< bl7jO iiií p h n  camrírl rn1tv L?< rin ' iel ir i~. .se <sil+ ~vín imn irs8?~-kci4n ilicitti. " 

Este criterio también se cornparte y está relacionado con lo dicho at~teriormente, en el 

sentido de que una cosa es el acuerdo para formar parte de la banda que pretende cometer 

una cantidad indeterminada de delitos por un lapso indeterminado, y otra muy diferente es 

el acuerdo para cometer un delito especifico. De no realizarse esta distinción, casi cualquier 

delito que fuese cometido por dos personas o más, aparejaría el delito de asociación ilicita, 

ya que la realización de la mayoría de los delitos, por dos o más personas, requiere de un 

acuerdo previo, por mínimo que este sea. 

De acuerdo con los criterios expuestos a este punto, podemos concluir que los criterios 

jurisprudenciales en esta materia, sí resultan útiles como eleinento retro-alimentador que 

permite la implementación de tula adecuada política de persecución por parte del Ministerio 

Pí~blico, ya que por ejemplo, la referencia al concurso con el delito de asociación ilícita, 

funciona como una señal de alerta que hace referencia a un cambio en la modalidad de 



ejecución de este tipo de delitos, lo que debe ser tornado en cuenta por el Ministerio 

Público al momento de realizar su actividad persecutora. 

Adernás, todo el análisis realizado a este punto, permite concluir de manera general que la 

sustracción de vehículos tal y como se desarrolla en la actualidad, configura delincuencia 

no convencional. Evidentemente, a nivel legislativo se hacen necesaria una serie de 

reformas, según los criterios expuestos, a efectos de adecuar dicha normativa a la realidad 

social imperante, y con el propósito de dotar al Ministerio Público de las herramientas 

necesarias para implementar una adecuada política de persecución en esta materia. 

J Sección Tercera: La Corrupción. 

En esta última sección del presente capítulo se realizará un análisis similar al hecho en las 

dos secciones anteriores, estudiando los aspectos doctrinarios fundamentales del fenómeno 

de la corrupción, las disposiciones de la legislación costarricense, así como posiciones de 

derecho y doctrina comparados. 

Igualmente, se finalizará con el análisis de diferentes resoluciones jurisdiccionales de los 

tribunales costarricenses, para determinar la pauta que ha seguido la jurisprudencia 

nacional, aclarando los conceptos estudiados en relación con esta materia. Este análisis 

tiende a determinar si este tipo de actividad debe ser considerada como delincuencia no 

convencional, pero desde Iiiego, tiende también a brindar un panorama claro de la forma en 

que se desarrolla, a efectos lograr una comprensión clara de la misma. 



A .  ,%iálisis doctritiario S de dereciiu cutiiparado. 

La presente sección se encuentra enfocada al análisis de la conupci6ri en el sector público. 

Es iriiportante aciarar, que ei ferióriierio de fa conupcióri no se ericueritra petiali~iente 

tipificado en un solo articulo; sino que existen una serie de accioties diferentes que en su 

conjunto conforman ei fenómeno inas ainplio de la corrupción cn ei sector piiblico. 

El concepto de "comipción" es un concepto en constante evolución que no termina de 

definirse a sí mismo, constantelilente le ser! agregados diferentes siipiiestes de hecho, qiie 

se hacen encuadrar dentro de ese marco denominado "comipción". Siri embargo. debe 

destacxse que la cornipcitjli eii setitido ai~~plio, etiteiidida coiilo la actividad i itlaciivida(i 

de determinad2 persona, contrz-ia a la que e¡ sistema o 12 sociedad demanda de ésta, con el 

propósito de obtener un benefjcio o ventaja para si misma o para un tercero, es un 

fenómeno que ha existido desde tiempos inmemoriaies. No obstante, en épocas recientes se 

ha veriidu preseritixido utia toma de coticieticia de la quvedad de! fetirjtrietlo por parte de la 

wmunidad internacional en general. Ello ha desencadenado un intenso estudio doctrinario 

del tema y fuertes campañas anticorrupción en diferentes paises; así como la creación de 

algunos instrumentos jurídicos de carácter internacional que pretenden sentar las bases para 

una lucha conjunta en contta de esta prhctica. 

Costa Rica no ha estado ajena a la existencia de este mal social y desde hace varias 

décadas se tenía conocimient~ de la existencia de actos corruptos en la Administración 

Pública, no en vano se mencionaba incluso cn campañas presidenciales de hace muclios 



l años atrás, que la comipción en Costa Rica "nos enrtlelve a r o c h  .v por to¿io.r Ia¿k,s ". Por 

ello se ha considerado qtie " 1 ~ ~ s  L / Z ~ C ~  1010,s L I ~ ~ O S  i~titc.\ C'YLUI I ~ Y C ~ ~ U I L ~ ~ ~ L ~ ~ Z L I C S  ro ikzv í~7  

p r i i h i c i c r s  como ac-ros  qnc. ~i~!#it7íiz11 1t1 c ~ x c ~ ~ p c ~ i ~ j t ~  .1: 1 7 0  1'1 rcyl i :  cJn los trr7os o c J ~ e r í r a s  se 

~ L ~ L ' O ~ I O C C ~ I I  i'otl~o  ti IZILI~ gc~tic~r.tzl iztriio" y u;? i t ~ g r ~ ' i i i ~ ~ ~ ? t i ~  \;:c1~iprc p ~ c ~ . \ ~ > t i t ~ ~  dc II:IPSI~LI v i c l ~ ~  

dicrricr. " ' Ello evidencia que la cornipción eil general, se presenta en nuestro país desde 

hace muchas dkcadas y en muy diferentes formas, siguiendo un determinado proceso 

etrolutivo, hasta alcanzar las dimensiones que se le conocen en la actualidad. Se han 

presentado casos en los que incluso se han llegado a ver envueltos es-presidentes de la 

República, quienes están siendo procesados por diferentes cargos relacionados con ei 

fenómeno de la corrupción. 

Dentro de este proceso evoliitivo que ha sufrido el concepto de corrupción, debe destacarse 

que en los últimos anos se ha desarrollado una corriente doctrinaria que considera que debe 

incluirse dentro de los supuestos de hecho considerados como corrupción, penalmente 

tipificados, aquellas actuaciones en las que todas las partes involucradas en la actividad 

indebida sean de carácter privado. Por ejemplo, ei caso de un empleado de una determinada 

compafiía privada, encargado de adquirir los suministros necesarios para el funcionamiento 

de ésta, quien no adquiere aqiiellos más convenientes para su empleadora (por razones de 

precio o calidad), y se confabula con una detenninada empresa proveedora para adquirir 

exclusivamente sus productos, a cambio de determinado beneficio patrimonial o personal. 

Tradicionalmente se ha asociado a la "corrupción", con la actuación funcionarios públicos, 

1 GONZÁLEZ ORTEGA (Alfonso) y otici. Entre el Desarraigo y el Despojo ... Costa Rica en el Fin de 
Sife?, San José. Costa Kica, Editomi Universidad de Costa Kica, prtmm edición, 2001, p. 49. 



en relación con las actuaciones propias de su cargo. Así, en la actualidad se ha llegado a 

distinguir entre "Corrupción Pública" y "Corrupcicin Privada". 

Para efectos del presente trabajo interesa únicamente la corrupción de carácter público 

(Corrupcibn Pública), en virtud de que nuestro ordenamiento jurídico únicamente prevé la 

sanción de carácter penal, para este tipo de corrupción. No obstante, cabe acotar que la 

persecución penal o no, de conductas de este tipo en el sector privado, es una cuestión de 

política criminal que debe determinar el legislador. Se ha argumentado, en contra de la 

penalización de este tipo de conductas privadas, que el tratamiento jurídico que se le debe 

dar a las relaciones de carácter privado y a las situaciones en que están en juego fondos 

públicos, debe ser radicalmente diferente. 

En este sentido se ha establecidc., que "~e,vpecto cit. ¡u c<>rt7~pcidn... csistt. ut~u teneicnc~ia cr 

~ie.v~iibz!jur el i-o~?t~~zicio íicl tcjrnzit~o, cmmpliúnelolo huciu tczrrencrs ujcznos u lu i'lí,<'icc~ 

ci<ft.nsu cit. los VU¡OPL?~ íic> lil imc[z~í~ci(jn (it' ¡o Aeinzinistruci~5n Públicu ... Sin d ~ n ~ u s i u ~ i ~ ~ s  

repuro,c, se viene í~~inziticníio cuciu vez con nzcís infensi~iu~i ¡u emnzpliuci~jn del cot~cepfo 

hacW el terreno de /u denominuda "corrupción prit.cltia", tonto en documenfos 

internacionales como.. . internos"' 

Es evidente que el derecho penal debe ser iitilizado como una ultinza ratio y con el 

propósito de tutelar y proteger aquellos bienes jurídicos de mayor relevancia (opinión que 

- - - 

F A B ~ U  cAPMGY~s (Eduardo A j Rdaiiones aiíitre Blanquea de Caprtaies y Corrupción Aigunas 
Valoraciones a Propósito de Las Previsiones Contenidas en la Convención de la OCDE sobre Soborno de 
Funciítnatins Púhllcns Extranjeros en las Transacciones Cnmerciales Intemacinnal=, Blanqueo de Dinero y 
Corrupción en el Sistema Bancario, Salamanca, Espaiía, Ediciones Universidad de Salamanca, primera 
edición, Vol IT, 2002, p 104 



se comparte); sin embargo, cabe cuestionarse, si esta forma de vulnerar el patrimonio de un 

tercero (corrupción privada), es lo suficieritertietite perjudicial como para merecer la tutela 

del derecho penal. En definitiva, es incuestioriable que las finanzas públicas, de las cuales 

depende el desarrollo y el bietiestar de la generalidid de la población de un determinado 

Estado, especialmente aqiiellas capas más ~íecesitadas de la sociedad, se encuentran en un 

primer plano y deben ser tuteladas por el derecho penal. Sin embargo, es igualmente cierto, 

que la tutela del derecho penal sobre los intereses patrimoniales de los particulares, ha sido 

una co~istante histórica, incluso cuando no hay violencia de por medio, tal es el caso de los 

delitos de hurto, estafa o retención indebida. Además, resulta evidente, que el perjuicio 

patrimonial que se puede causar a un determinado empleador, con el actuar deshonesto de 

la denominada "comipción privada", puede ser de miiy grandes proporciones, y miicho 

mayor que el ocasionado con un simple hurto, al cual no se le cuestiona la tutela penal del 

Ordenamiento Jurídico. 

Desde luego que, actitudes contrarias a las ordenadas por un empleador ocurren 

diariamente en todos los ámbitos laborales y en diferentes proporciones; y de ninguna 

manera puede pretenderse que el derecho penal tutele todas estas conductas desleales y 

contrarias al deber de fidelidad que debe tener todo trabajador respecto de su patrono. Sin 

embargo, en caso de que el legislador considere oportuno penalizar este tipo de conductas 

(corrupción privada), podría caber la aplicación de algUn tipo de criterio cuantitativo al 

darto causado al empleador, para que se produzca la injerencia del derecho penal. Esta 

distinción de tipo cuantitativo no sería nueva dentro del ámbito del derecho penal, ya que la 

misma ha sido empleada anteriormente. Por ejemplo, en el caso del delito de hurto, 



respecto del cual se estableció un criterio cuantitativo para determinar cuando se está en 

presencia de un delito y cuando en frente de iina simple contravención. 

En cualquier caso, esta no es una discusión que se pretenda agotar en el presente trabajo, ya 

que ese no es uno de sus objetivos, simplemente y dada la evolución doctrinaria que existe 

respecto del concepto de corrupción, se pretende llamar la atencion sobre el hecho de que 

los intereses patrimoniales privados han sido históricamente tutelados por el derecho penal, 

aún y cuando causen perjuicios menores, que los ocasionados con una actividad como la 

descrita; al final será una cuestión que queda para definir por la política criminal. Sin 

embargo, por el momento en nuestro Ordenamiento Jurídico, únicamente se encuentran 

tipificadas conductas relacionadas con la denominada "corrupción pública", razon por la 

cual el presente trabajo se enfoca únicamente en esta última. Una vez delimitado el campo 

sobre el cual se va a realizar el análisis del presente trabajo, se procede a iniciar con el 

mismo. 

Respecto de este fenómeno se ha dicho que: "La corrupcirin de .firncinnarios públicos y 

autoridades es uno de los grmdes problemas de nuestro tiempo. Esre fenómeno, que afecta 

por igual al mundo rico y al mundo pobre, genera para los responsables unos ingresar 

9 ,  1 económicos erctraoríhiiarzos . . 

' FERRÉ OLIVÉ (Juan Carlos). Corrupción, Crimen Organizado y "Blanqueo" de Capitales en el Mercado 
Financiera Blanqueo de Dinero y Corrupcibn en el Sistema RancatHi, Salamanca, apaña, Edicions 
Universidad de Salamanca, primera edición, Vol. I1,2002, p, 20. 



Para analizar de forma apropiada el fenóineiio de la corrupción en el sector público, es 

importante distinguirla de otras conductas con las que normalmente se le identifica, pero 

que en realidad son diferentes de 6sta. Así, debe distinguirse a la corrupci8n de fenómenos 

tales como: A) Medidas Estatales de Carácter Promccional" o '"Técnicas de 

Alentamiento": esta son politicas que establece el Estado, con el propósito de incentivar 

una determinada actuacihn por parte de los ciudadanos, un buen ejemplo de ésto, son las 

leyes de incentivos fiscales, en donde por ejemplo, el Estado se dirige a la generalidad de la 

ciudadanía, y promueve el pago oportuno de los tributos, a cambio de un determinado 

descuento en el monto a pagar, siempre que el pago se realice antes de una determinada 

fecha. B) El uso Desviado del Poder: La utilización del poder para un fln diferente al que 

fue asignado puede ir aparejada a un acto de corrupci8n o no, por ello no se debe 

generalizar e igualar "uso desviado del poder" a "corrupcii~n", ya que muchas veces la 

utilización desviada de las facultades otorgadas, no conlleva la percepcibn de un beneficio 

para sí a o para un tercero. Este es el caso del Juez que incurriendo en prevaricato, condena 

a un determinado justiciable, por un delito que no le era imputable. C) El Clientelismo: 

Suele ocurrir que la Administracicin Pública promueva una serie de campafias o programas, 

cuyo fin último es ganar el apoyo y la gracia de un determinado sector de la población, sin 

que por ello se incurra en ilegalidades de ninguna especie. De hecho puede ser que el 

programa promovido sea totalmente necesario en el país, pero se acelera su implementación 

w n  este fin clientelista. Esta actitud nunca podría ser considerada jurídicamente como 

corrupción, aunque podría ser moralmente cuestionable su implementación. D) La Alera 

Recepción de Regalos o Propinas: Es frecuente que las personas acostumbren realizar 

donaciones de obsequios en todos los ámbitos de su vida, a nivel social, familiar o laboral, 

y estos regalos pueden ser muestras de aprecio, cariño, o reconocimiento sin que 



necesariamente impliquen el requerimiento de un beneficio determinado, a cambio de &te. 

Ello se acentúa cuando el obsequio es de un valor económico poco significativo y aun más 

cuando es entregado en razcin dc una ocasión que tradicionalmente conlleva la entrega de 

obsequios, como la seria la fecha de cutnpleaños o la Navidad, por ello no debe 

considerarse que siempre que se entrega un obsequio a un funcionario público, estemos en 

presencia de un acto de corrupción. E) La Necesidad de una Reforma Social: Muchas 

veces la realización de actuaciones contrarias a las estipuladas en la legislación vigente de 

un determinado Estado, itnplica la necesidad de una reforma social en el área de que se 

mte, y quien actúa en esta forma, lo hace con el fin de probar y promover la necesidad de 

dicha reforma, por el contrario, quien comete un acto no estíi interesado en modificar el 

sistema vigente, aún y cuando justifique su accionar en la inoperancia o ineficiencia del 

sistema, no busca realmente el cambio, sino que únicamente busca obtener un beneficio o 

ventaja ilegítima, dentro de la misma ineficiencia del sistema. 

Para distinguir las actuacicmes mencionadas del fenómeno de la corrupción, puedei~ 

emplearse una serie de criterios diferenciadores; sin embargo, el principal de ellos es que el 

fenbmeno de la corrupción, siempre ocurre dentro de un marco de clandestinidad, de tal 

suerte que la conducta ilegítima es totalmente desconocida para las personas que no están 

involucradas en el acto; mientras que las conductas mencionadas anteriormente, ocurren 

con total concximiento pi~blico, y muchas veces son vistas como apropiadas, correctas e 

incluso deseables. 



Además de estas diferenciaciones, resulta importante establecer ciiales son las 

características que debe tener el acto de corrupcibn, las cuales se pueden resumir de la 

siguiente forma: 

"IJn acto de conltpción in~plica la violcrción cit. ttn deber po.cicional. Quienes se 

corronípen tran.rgreden, por activa o por pa~iva, o provocan la transgre.rión de 

alguna de laSr reglas que rigen el cargo que o.stentan o lafuncidn que cun~plen ... 

Para que exisra tm acto cie corrrtpción, pies, ciehe haber un sr.vtema normativo que 

le sirvcr de r~ferencio.. . 

IJn acto cie cormpciótí no sienípre entraña ztna acción penalníct~re ant!/ztrídica ... 

Los actos íie corntpclón están .rienlpre vinculoíios o lo e.~pecrariva de obtener un 

bt.ne$cio e-~traposicinnal. Y no es necesario qtte c.re hen-fjcio constih~ycr zlna 

gmancia de ccrrdcfer ec~oncímico, puecie .rer polírica, prr?fi?sional. .c.e.utlcrl, erc&tera.. . 

Los crcfos cie corrupción tiencien a recrlr=ar.re en secreto o al met1o.r en un n~arco de 

discreción " ' 

Una vez aclarado el concepto propiamente dicho de corrupción, debe pasarse a analizar la 

actividad como tal. En este sentido, se puede observar que los efectos nefastos de la 

actividad compta, se hacen sentir en toda la sociedad en general, ya que el gasto y 

despilfarro de los fondos píiblicos (siempre escasos e insiificientes) se incrementa con este 

fenómeno de manera desproporcionada; ante la indiferencia de funcionarios inescrupulosos 

que únicamente buscan obtener uti mayor provecho personal y enriquecimiento ilegítimo de 

' iMALEM SENA (Jorge F.). La Conupción. Aspectos tticos, Donumicos, Políticos y Jurídicas. 
Barcelona, Espaiia, Editorial Gedka, primera edición, 2002, pp. 32-34. 



su propio patrimonio, a costa del dinero qiie pagan todos los contribuyentes de un 

determinado Estado. 

Estas consecuencias son directas colno indirectas y a la vez son tan amplias, que no es 

viable abarcarlas por completo en el presente trabajo, ya que siempre será posible encontrar 

iiuevas variantes de ejecución y perjuicios adicionales de esta práctica. Sin embargo, de 

manera general, puede establecerse que la corrupción hace que el Estado deba desembolsar 

más dinero del necesario para la satisfacción de determinados proyectos o necesidades, y 

que no se adquieran productos de la calidad apropiada, lo cual conlleva la necesidad de 

realizar gastos posteriores en procura de subsanar los desperfectos en los productos de mala 

calidad. Todo ello merma las arcas estatales y resta fondos para invertir en diferentes 

programas sociales, que permitirían un mejoramiento de la calidad de vida de los 

ciudadanos y la creación de plazas de empleos necesarios para una mejor marcha de la 

instituciones estatales; desembocando el fenómeno en un empobrecimiento general que a su 

vez implica el aumento (en alguna medida), de otros tipos de delincuencia convencional; 

por ejemplo, robos que se producen por la dificultad encontrar medios lícitos de ganarse el 

sustento, y desencadenando una especie de resentimiento social de los ciudadanos 

afectados, volviéndolos más violentos y propensos a delinquir. Igualmente, la adquisición 

de equipos y productos de mala calidad o verdaderamente innecesarios, va en detrimento de 

la calidad de servicio que esperan recibir los tisuarios de las instituciones estatales a cambio 

del pago de los respectivos tributos. 

En este mismo sentido se ha dicho que ".. .se calala qzre la prdcrica de sobornos supone 

un incremento de entre el 15 y el 30 por 100 del valor de las oper~ciones, con el 



cons~gtrrcír~re perjttrcro puru lus u r ~ ~ u s  púh11cu.v por orru puric., lu utjqui.wcr(ín de b/ene.t y 

.5C~VIC'¿O.S hU~t1Ll~l J O ~ ~ C  CJCOJ / ) ~ ' O C ' L ' ~ ~ ~ ~ ? ? ~ C I I ¿ O . \  ~C'.\II/¡U POC'O ~ P O ~ ~ Z I L ' ¡ I I ' L I  I!A~ c'OY~'~I[)C'I<ÚI 

~ R ) ~ I C I L I  ILY C O ~ I C ~ L I ~ C I C . I ~ ~ I  L ~ C '  proyec'tos furudnrc~m ct~r~~tir.ulc.\ CVI el t/u.\/erro sorí tke L ~ I I ~ ~ O S L I  

zrtrlrtktrtj el pugo de .cc~horrío.\ c*onstrttlye urlu rrivcri~ r(jn cSon la rlzrcj lo.\ pcrrrrc.irlnre.\ j C L > I ~  

9 ,  1 espeoal los en~pres~Tr/oh- e/zr~ic.n e/ pago de cosíes rcptlilres, conlo los rr~butos. 

Cuando la actividad se extiende y empieza a abarcar todas las diferentes áreas de la 

Administracicin Pública, lo que se produce es un empobrecimientc~ generalizado de la 

sociedad afectada, en beneficio del enriquecitniento de un pequeiio grupo que se ve 

favorecido con la actividad ilegítima; actuando al margen de la Ley y de forma oculta al 

sistema de control que pueda existir; fenóineno que se presenta tanto en países 

desarrollados como en vías de desarrollo. 

No obstante lo anterior, y la existencia de la crisis que en este sentido atraviesa la 

comunidad internacional en general, ello no debe desembocar en un pánico social 

provocando la idea de que todas las instituciones públicas son ineficientes y 

corruptas, lo que alimenta una política estatal privatizadora, la cual no es tampoco una 

panacea que resuelve estos males, recuérdese la referencia antes hecha, en el sentido de que 

este fenómeno también prolifera en el sector privado. Si bien es cierto, existe un problema 

social respecto del cual se deben tomar medidas urgentes, no es verdadera la imagen que en 

ocasiones parecen mostrar los ind ios  de comunicación masiva, en el sentido de que no hay 

1 F A B ~  CAPAEUZÓS (Eduardo A). La Corrupción de los Servidores Públicos Extrai~jeros e 
iniernacionala (Anotaciones paca un Derecho Penal Giobslizsdo. Fraude y Corrupción en h 
Administración Pública, Salamanca, Espaila, Ediciones Universidad de Salamanca, primera edición, Vol. 
Lil, 2W¿, ps 123, 



nada que hacer al "nadar en un océano de corrupci9n pública"; ya que con esta actitud 

" ... han ~otílrih14ieio u colizpsar 1o.v e-ritc>rio.v ~ i c  rc~czliciaíi I; n~c~itznerliíiad cSon los cttales Itr 

sc!cie~icríi p(zdrío, ~vetir~olnic~t~rc, et7fretíte1r "el nierl gc~ncrci/ircrtlo". E ~ I  lcr prctísir la 

i'iz4íii1eid1iíu IIO L ~ ~ I L ~ I I L V I I ~ ~  ttt? cotíocit?ii~tito, fje~hl~ sohrc 1c1.v L'LIIISOS L!L' lii corr~ipci<j~í 11; rtn 

(Iehoíe t ~ h i ~ t ~ o  ~ohrc  ~lttr, ~L ' s (?  LI lo i)?~porie~ti~ia qtte se1 Ir airrhz+v-. E.vlo alimenrtr I r  

inctrti~lzrmhrc? y la ~iesoricnrirci(ín. Ilti níoj(,l<jtí en eslo dire~cribn se coloc-a ctranclo se le tlo 

espacio, sin criticarlas, a afirn~aciones del ripo: "todos . S O ~ ~ O S  C O ~ I ' Z ~ ~ I O S .  
$ 9  1 

Ahora bien, los efectos perjudiciales de la "corrupción pública", se agravan en todo sentido 

cuando la corrupción se encuentra entre las inás altas esferas de la actividad política del 

país, volviéndose más dificil de detectar, ya que ésta es enmascarada aún más, por dos 

razones, la primera de ellas es que a altos niveles se dispone de más facilidades para 

encubrir su accionar. La segunda de ellas es que " ... la especial \iisihilitii~d de los cargos 

ptíhlicos les obliga a ser mttc/zo más ~uttteltzsos ttmitz a la honr octtltar strs ilícitos 

beneficios como en el rzzorzzento de ii?troducir.los en los cuuces ~conónzicos le,qales." ' 
Ejemplo de esta situación son los hechos recientes del acontecer nacional, en el que ex- 

presidentes de la República se han visto envueltos en investigaciones relacionadas con 

prácticas cormptas, de las cuales se ha alegado enorme influencia política por parte de los 

imputados, tendiente a enmascarar le verdad real de los hechos, razón por la cual incluso se 

han tenido que dictar medidas cautelares como la prisión preventiva o el arresto 

domiciliario para procurar evitar esta prácticas nefastas. 

' Ver GONZÁLEZ ORTEGA, op. cit., p. 52. 

' S ~ C H E Z  ClLLED (Jesús Emilio). Blanquea de Capitales en el Sector Bancario y Corrupción Aspectos 
Prácticos. Bhnquco de Dinero y Conupc%n t n  d Sistema Bancario, Saiammc,a, España. Ediciones 
Universidad de Salamanca, primera edición, Vol. II, 2002, p. 3 10. 



En general la "corriipción publica" puede detinirse como " lu ofi.rto o la prestaci~jn 

cii~czcltr o rntiirccfu u zril scrvicior plíblico tic zrnir vcnlirlu intichitii~, pciStri7iar~a o cii. otn) 

gLnen), coi7 lu /inuli~irti eje ineizrc+rrlo u yectriur ztn ucfo coitfrurro u /o.$ deberes de su 

9 9 1  cargo, o para elecutar u omitrr un acío debido. 

Según se estableció en los capítulos anteriores, la doctrina tiende a considerar los delitos 

económicos como delincuencia no convencional, sobre todo porque ellos suelen estar 

asociados a condiciones propias de la moderna sociedad contemporánea. La corrupción en 

general, es evidentemente delincuencia económica, a pesar de la que c.orrupción ha existido 

desde tiempos remotos. Sin embargo, es igualmente obvio que las proporciones que ha 

alcanzado en los tiempos modernos, aunadas al gran daño que causa al conglomerado 

social, Iiacen que los diferentes tipos penales que castigan las distintas conductas que 

conforman el fenbmeno de la "corrupción pública", deban ser consideradas como 

delincuencia no convencional. 

Igiialmente, debe aclarase que la corrupción es un mal generalizado qiie se presenta en 

prácticamente todos los países de la comunidad internacional, sean &as naciones en vías 

de desarroiio o desarrolladas, sea que se actúe como corrupto o corruptor. De hecho, una de 

las manifestaciones típicas de la corrupción en las sociedades modernas, encuentra a fiiertes 

empresarios de países desarrollados, actuando como corruptores de ios funcionarios 

' F ~ : X N  CAPARROS wuardo A,; La Compcroii ck tos Szr~rdores Pubtrcos Extranjeros e 
Iníemacionales (Anotaciones para un Derecho Peiial Globalmdo), Fraude y Corrupción en la 
Administraciha RíMica, Salamanca, España, Edlctones LJntversidad de Salamanca, prtmera edicihn, VOL 
m 2002, p. 122. 



públicos de los países en vías de desarrollo; quienes buscan favorecerse con jugosos 

contratos que ofrecen las administracioties píiblicas correspondientes. Asimismo, resulta 

indistinto el tipo de sistema de gobiertio que se adopte en un determinado Estado, todos 

parecen verse influidos por el fenómeno de la "corrupción pública". 

Por todo lo anterior, y con el objetivo de delimitar aún más el objeto de estudio, se puede 

realizar una subdivisión del fenómeno de la corrupción pública en dos grandes áreas, de la 

siguiente manera: 

"Corrupción Legklutiva ... .~t?ría urta truicicjn ¿r lr~..c cittda~iattc~.~ por parte de km diputados 

durante la votuci6n de las lcyc.~ relucionadus con prorccc3~c~nisrno o opcrrzdru comerciul O 

vcnta de activos qtde íiuñurdtt a lu sociedu~l conlo tm todo, pero qyire .ver hay ttn inter6.v 

purticulrr pura su uprobucirjrt o rechazo.. . Corrupción Adminbtratitw. . . . esth rt.ferida rr 

1u.s prcícticcrs y motivuciones de los .fUnciottarios públicos que sacutí ul~quna "ventaja " 

patrinzoniol de su iilvestiduru .. . ,, 1 

Respecto del primer tipo de corrupción, debe destacarse una situación que surge de la 

misma, y es que en el caso de que la norma sea en sí tnisma corrupta, porque permite el 

accionar desviado del funcionario público, entonces dicho funcionario no podría ser 

acusado de corrupción ya que actúa legítimamente, de conformidad con la norma que lo 

habilita. Este caso implicaría un problema de falta de técnica legislativa, ausencia de una 

1 UGALDE QUXRÓS (Rafae: A). AgorZes EIisí6ricos y Jurídicos para Entender el Cierre del Banco 
Angb Costarricense: una Lectura Crítica contra la Corrupción y la Impunidad en Costa Rica. Tesis 
para optar por el Qradrt de Licenciado en Derechn, Facultad de Derechn, de la IJnivers~dad de Costa Rica, San 
José. Costa Rica, 2001, pp. 38-39. 



política criminal correctamente elaborada o iricluso falta de capacidad o inala fe por parte 

de los legisladores, pero juridicartieiite, no podríamos hablar de que la actuación del 

fiincionario amparada en dicha norma constituya iiria acto de corriipción; en el ine-jor de los 

casos, es ima cuestióti qite queda librada a la calidad moral de dicho filncionario. 

De acuerdo con lo expuesto hasta este punto, se puede concluir que efectivamente estamos 

en presencia de una actividad ilícita que presenta las características estipuladas para la 

delincuencia no convencional. No obstante, para lograr una mejor compresión del 

fenomeno, deben analizarse cuestiones estrictamente jurídicas relacionadas con esta 

actividad, y los conceptos estudiados de política criminal y política de persecucion, de tal 

suerte que se tenga un mayor fundamento al nioinento de determinar si hay deficiencias en 

estas áreas, parhciiíarmente la de la política de perseciición del Ministerio Píiblico 

Todas estas conductas que conforman el fenómeno de la "corrupción pública" y que se 

encuentran penalmente tipificadas, deben responder a la tutela de un bien jurídico 

determinado, que les sirva de referencia y que sea lesionado o puesto en peligro por el 

comportamiento prohibido. No obstante, en este punto cabe hacer mención a una 

importante corriente doctrinaría, que pone en tela de duda la necesidad de la existencia de 

este bien jurídico, considerando como suficiente "... yz4e la acfuaciótí de at4toridade.~ o 

farncionarios estd regida por deberes extrapeiía1e.s subyaceiítes, que podrían ser sz&cientes 

para ckar contenido material al rnjusto ... ya en 1919 sostuvo Juso qz4e lo que daba zulidad a 

los de1n'to.s cometidos por ~fili~cionaRo.~ pzíb1ico.r. era la ti?fP.acción del deber, y solo en 



segttntlo térmmo. lo espcc~ul lcsr(ín al hlen ,!ttríd~c.o "' De esta forma lo que resulta 

indispensable es la actuacii~n del funcionario publico, de conformidad con las pautas y 

regirlaciones que el Estado demanda de el, sin importar el dano o perjuicio que 

efectivamente se pueda causar con el accionar indebido. Sin embargo, "...sostcncr le? 

ib?fi.ai-ci<jn cie 1411 ~ i c f í ~ ~  S I ~ ~ O ~ I L '  i~cloptc~r 1411 lintcl anticlcmocrcítico etz cl que el 111íc1eo tiel 

ir~,tisto radica et7 la lesión de la autoridad del Estado." ' Es evidente que al cometer el 

ilícito penal de que se trate, el funcionario público estará igualmente violando deberes que 

le son propios en razón de su cargo, pero ello no debe confundirse con la comisión de un 

delito propiamente dicho. Podría atirniarse que con la comisión de un delito de "corrupción 

pública" (sea cual sea), se estará necesariamente irrespetando el cumplimiento de un deber 

en razón de su cargo, pero no toda violación de una obligación de esta naturaleza, 

conllevará la comisión de un ilícito penal. Además, existen una serie de conductas que 

encuadran dentro de los diferentes tipos penales de corrupción, que no son necesariamente 

cometidos en forma exclusiva por los funcionarios públicos, ya que el corruptor privado, es 

penado de conformiciad con dicho tipo penal, sin tener éste, ninguna especial relación o 

deber para con la Administración Publica. "En esros cmos, el injusto y la pena no 

encontrarían ,fundamento si el bien jurídico se asentara en una situac-ión de ,fideliciad a la 

que un simple particular es completamente aieno. " ' 

t FERRÉ OLWÉ ( J - i  C ~ l o s j .  Comrpcsirn y Delitos contra :a Adminisiraciirn hi"usca, Fraude y 
Corrupción en la Administración Pública, Salamanca, España, Ediciones Universidad de Salamanca, 
primera edición, Val. m, 2002, p. 16 



Ahora bien, una vez determinada la tiecesidad de existencia de un bien jurídico tutelado, 

resta por definir cuál es o debe ser éste. L.a doctriiia inayoritaria tiende a un rechazo de 

considerar como bieti jurídico tutelado el prestigio o dignidad de la Administración Píiblica. 

Por el contrario, la doctrina mayoritaria coiiicide en que el bien jurídico de interés en los 

casos de delitos de "corrupción pública, es la Función Pública como tal. "No se trata del 

deber del funcionario que puede ir íiirigiiio hacia el propio Estaíio, .sino el referido a la 

relación cit. sen$icio hocin lo.\. ciuíiaíianos, hacia el conjzlnto iie la comzlniciad ... intentando 

hacer rgfirencia al ciehilituníiento íie ln e.str.tlctzlm adníir~i.ctrativa o al principio de 

autoridad. Por ello debe criticawe esta caraí-terización que .siltía ei1 primer plano el 

quebrantamiento de ln cnr!fiunza que el Estudo tía depo.sitaiio erí el .fiincionario. Lo 

relevante debe ser el aspecto objetivo del deber a cumplir, la relación de servicio hacia el 

ciudadano y toda la comunidad ... En los delit0.r contra la Adnlinistración Publica nos 

encontramos con un bien jurídico cutegorial con~dn, conlo es el ejercicio correcto de la 

fincihn pziblica, que .se concreta en cada delito con zln bierí jurídico purticular, ámbito más 

puntual en el que se tzltelan deterníinado.~ intere.rer: la independencia e iníparcialidad de la 

Adnz inistración, el buen funcionamiento ciel Estado. la actividad o servicios pdblicos, 

#, 1 etc ... 

Por ello puede decirse que al igual que en el caso de la "salud pública" (el cual según la 

doctrina mayoritaria, es el bien jurídico tutelado de los tipos penales que sancionan la 

' FERRÉ OLNÉ (jiian Carlos). Corrupci6n y Delitos contra la Administración Pública, Fraude y- 
Corrupción ea la Adminhtracma Pública, Salamanca, España, Ediciones Universidad de Salamanca, 
primera edicihn, Vol. m, 2002, p. 19 



actividad del narcotráfico), nos encontramos ante un bien jurídico de tipo supraindividual, 

que no presenta una víditna clarlunerlte definida o identificada al moinento de la coinisicín, 

es decir, se afecta a la generalidad de la pobiacicír,; no obstante, cada delito de que se trate, 

tendrá bajo sli tutela u11 bien jurídico un tanto inás especifico, pero que no por ello pierde su 

carácter de supraindividualiciad, por ejeinplo la correcta ahninistración de justicia, la 

adecuada repartición de los fondos públicos, etc. 

Todo lo anteriormente expuesto, permite concluir que la delimitacicín exacta del fenóineno 

reconocido como "corrupcicii~ pública", es una labor harto compleja. Nótese que es un 

concepto con un origen no netainente jurídico (al igual que el narcotráfico), pero que 

paulatinamente ha sido incorporado al Ordenamiento Jurídico y especifcarnelite a la 

normativa penal, inediante la tipiflcacicín de conductas propias del fencítneno "corrupcicíri". 

En este sentido se ha dicho que: "Se trcrtcr tic un cSot7ctpto uc~rñílcio por 1e-r critninologícz, ytrc? 

/x )~*o cr poc-o se ho ido incorporontlo o1 C<jdigo Pc?ncrl en iín~hitos mlrv heterog6neo.v ... e1 

elemento cohesioncrntc. de los ,(..figuro$ cerr(~ct~ri-'(ibks con~o cormpci<jn L'S la actuacidn de 

autoricIades ,y, funcionarios ptíblicos nacionales y e-rtranjeros. " ' 

De acuerdo con lo expuesto, se puede concluir que la "corrupción pública" es un fenóineno 

que denota una gran complejidad y en el que están implicadas una gan variedad de 

conductas, cometidas por acción u omisión por funcionarios públicos, en detrimento de la 

conducta esperada e impuesta por la Administración Pública de que se trate, entre ellas 

-- 

' F& 0 ~ f i . E  (Juan Carlos). Corrupción y Eelitss antia :a Adminktraci6n Riblica, Fraude y 
Corrupción en la Administración Pública, Salamanca, España, Ediciones Universidad de Salamanca, 
primera edicihn, VOL m, 2002, p. 14 



encontramos el coliecho (propio o iinpropio), el peculado, el trafico de influencias entre 

otros. 

Es evidente qtie fa "conupcibti píiblica", en sus iníiltiples inodalidades, es una práctica que 

provoca tln gran perjuicio, razbri por la cual la Política Criminal y Política de Persecución 

del Ministerio Público, deben ponerle especial atención, con el propbsito de reducir los 

índices de criminalidad en esta área. Sin embargo, la existencia actual ( y  en muchos casos 

ya antigua), de diferentes tipos penales qtie tienden a reprimir la existencia de estas 

practicas, ponen de manifiesto que ha existido algún tipo de interés en la represión penal de 

esta problemática social. No obstante, se ha carecido de la suficiente voluntad política para 

tneterle mano de manera seria y consistente al problema, haciendo uso de todos los recursos 

jurídicos existentes, con el propósito de lograr una verdadera y efectiva mitigación del 

problema. Al tnelios en Costa Rica, no es sitio Iiasta en el último aiio, que el Ministerio 

E%blico decidió enfrentar e investigar una serie de actos de corrupción que involucran a 

altos dirigentes de la clase política costarricense, incluyendo a ex-presidentes de la 

República. 

Y es que tanto la Política Criminal como la Política de Persecución deben hacer énfasis en 

combatir este fenómeno, ya que la "corrupción pública" implica un efecto en cadena que 

genera más corrupción, ya que los empresarios no corruptores, se ven prácticamente 

forzados a entrar en el "juego de la corrupción", si desean seguir compitiendo eficazmente 

con aquellos otros empresarios acostumbrados a entregar beneficios extraordinarios, a los 

funcionarios públicos que los favorezcan en los negocios que pretenden realizar con la 

Administración Pública de que se trate. En este sentido se ha dicho que: " l ~  necesidad de 



wtrí~(?ficiírl" L ~ I ~ L '  i-'/ ~~tt~prc~.~ílrro ílc>I?~ pci'yur L.OI??O un L.(I.VII~ ti~íir, . ~ i  q1i/i1ri3 tener opciones 

9 9 1  reales iie negocio. 1:'ij e.siír.\. c i i ' c ~ ~ . l a t c  I la ~iii 'rup~iíji~ gt.'t~ei'íl coi'~'z~pciÓtl. 

Ncítese que el fenóinetio de la corrupcicín, es susceptible de ser analizado desde diferentes 

perspectivas, por lo que pueden existir diferentes definiciones de este concepto. Sin 

embargo, como definicibn general podeinos establecer que "los urros ík corrupción 

pxiríírtl &finir.se como íiyuclios ~ iue  imaplic.írn, por accitjn 14 trnri$icín, Ir viol~rcicin un 

deber "posicioncil" o 41 it1~141~1plimicn~o tlc una ,filncicín c.i;/7ecl:fjcír, en un marco de 

~íiscrecióit, y coi1 el objetivo de obteirei. alhvítl tjpo ík hetief;cio "e.sti'aposiciottn/" ... t i  2 

Desde la cíptica propiainente jurídica y específicatnente del Derecho Penal, alguna parte de 

la doctrina distingue conceptualineiite entre la corrupcicín "pasiva" y "activa". L,a 

comipción pasiva se concibe coino "...el hc>cho infctlciona~io di3 qylre un jilncionario, 

ciircrclamrnfc o por mc'íiio íic terceros, solii':fc o recihr vi3ntiljrs tic ctlírlquier nírtttralezci, 

prcr .sí mismo o pcrrcr un tercero, o el hecho íii. acepr~rr Ir promesír íic' tcr1e.s venlujos, por 

cwmplir o crl?stener.st íie ct4n1plir, de.f<>rmcr ronfrírricr cr sw tiebercs (;lficicrles, ztn crcro propio 

de ~x.finción o ztir acto en el ejercicio de su ,fiutción. " ' A su vez la comipción activa es 

1 F~U)AN CWWZRGS (Eduardo A) :,a Cümpciüri de los Servidores fiblicos Extranjeros e 
Internacionales (Anotaciones para un Derecho Penal Globalizado, Fraude y Corrupción en ia 
Admini~twüin Piiblicn, Salamanca, Es,&a, Edicione! I!nivetr;tdad de Salamanca, primera edicihn, Val. 
III. 2002, pp. 126-127. 

2 CRESPO (Eduardo Demetrio). Consideraciones sobre la Corrupción y los Delitos contra la Administración 
miblica. Fraude y Corrupción en ia ..idnsinislraciSi! Públite, Salamnca, Bpafia. Eiitciolia Crliiv~~idad 
de Salamanca, primera edicibn, Vol. 111.2002, p. 177. 



definida como " . . . el hecho intencionado [le y lce círulqlrier personu prometa o de, 

direciamente o por medio ile terceros, ut!o ven!ojo ~itr C Z I U I ~ Z I I C ~ , ~  I I L I ~ Z I M ~ ~ Z U  a 1111 

,$tncionario, pum $ste o pura un tercero, puru qltp círn~pla O .w aj?.vftri~gu (?e ~it' czrn~plir, de 

fbrn~u confruria a .,zts ~ieherc.~ oficiult..~, 1111 ircfo pr/)pro ~it' .vzi ,Jirniqlrjr? o íc17 izcto CM el 

ejercicio (?e .sqfiinción. " ' Estas distinciones se correlacionan directamente con lo que la 

legislación costarricense ha definido como delitos de cohecho, propio o impropio; los 

cuales serán analizados hfru. No obstante, es importante aclarar desde ya, que muchas 

veces se identifica a la corrupción únicamente con estas manifestaciones de dicha actividad, 

cuando en realidad, la corrupción se puede presentar de otras muchas formas, como el 

tráfico de influencias, la distracción de fondos públicos o la simple falta de cuinplimiento 

de deberes para con la Administración Pública 

Las anteriores consideraciones, permiten realizar un análisis respecto de los sujetos activo y 

pasivo de los delitos que componen el fenómeno de la corrupción. En primer término, en el 

tanto que estamos hablando de "comipción pública", es evidente que en general se 

encuentra involucrado un funcionario público, en razón de los deberes que le son propios 

del cargo, sea que éste termine tomando parte activa o no en la comisión del ilícito. Puede 

darse el caso que el funcionario solicite una ventaja de cualquier especie para favorecer a 

determinada persona, dentro del ámbito de decisión que posee dicho funcionario en razón 

de su cargo. Igualmente, puede darse el caso de que este funcionario, no solicite tal ventaja, 

pero sí la reciba en el momento en que le es ofrecida, por parte del sujeto privado que 

procura para si o para un tercero la ventaja respectiva. Finalmente, puede ser que el 

' V u  CRESPO, ap. cit, p. ! 78. 



funcionario, decida rechazar la ventaja ofrecida por parte del denominado "corruptor" y se 

avoque al cumplimiento de sus deberes tal y como le coxespc>r,de; nótese como en 

cualquiera de los casos expuestos se hace imprescindible la presencia de un funcioilario 

público. 

No obstante, lo expuesto de ninguna manera debe llevar a la conclusión de que los sujetos 

activos de los diferentes delitos que conforman el fenómeno de la corrupción pública, 

deben ser funcionarios públicos. Por el contrario, los diferentes supuestos tienden a la 

sanción tanto del fuiicionario público que se presta para el juego de la corrupción, así como 

también, del sujeto privado corruptor. En conclusión, el sujeto activo puede ser cualquier 

persona que entre en la actividad corruptora, sea como favorecedor o solicitante del 

beneficio ilegítimo. 

Nótese que en general existe una concurrencia de actividad, tanto en el sector público como 

en el sector privado, para que se produzca el fenómeno de la "corrupción pública", "Su 

esencia consiste en el uso de me4o.s ptiblicos para.fine.s privados, proclz~ciéndo.se con ello 

un desvio de  recurso.^ de lo general a lo particular. Los intereses privadoCt~ condicionan el 

Jirncionan~iento de los poderes ptihlico.~, perjudicando el ejercicio de los derechos 

iP1diviclua/e,s y  colectivo,^ ga~ai~tizadn~s par el propio Estodo, que se ~k.s/egitirna.. . ,, 1 

FM&Y c~~~A%YÓs (Eduardo k j .  La Cori~pci6ii de :OS $Kwidores PÚbllc~s ExiTíUjeros e 
internacionales (Anotaciones para un Derecho Penal Giobalirado, Fraude y Corrupción en ia 
Adminirttaeión Pirhliea, Salamanca, Espai'ia, Ediciones IJnivenidad de Salamanca, primera edicihn, Vol. 
m. 2002, pp. I 22. 



En cuanto al sujeto pasivo, es evidente que nos encontrainos ante iin sujeto pasivo 

indebido, correspondiendo tal con la generalidad de la poblacibn, la cual se ve afectada en 

sits intereses como habitantes del Estado en que se produce la actividad ilegítima. Por ello 

es que "~k.sdc el punto c/c vistu c'rirninol~jgk.~, la cortxpi,~ (jtl /70í/ríu c~ci.rcrihir.rt> a la 

1 c'aíegc~rí~ ~!LJ In.7 iki1i1n?ii?í2i!o.~ "i!t>/ilo.~ siiz ~ í ~ t i i i ~ ~ ~ " .  " 

Fitialmente, en derecho y doctrina comparados, se han dado diversas definiciones del 

concepto de corrupción, por ejemplo, se ha dicl~o que la mis~na "no e.$ iino la zitilizaciótí L ~ P  

un poder otorgu~ío por zln tercero pura el rtítgrEs per.50tí~1I tic! cesrotluno, rnter.2.r il~.c.titíto 

del que per.rrg~le el tltzllar del poder cedidcl. En cl caco ~ i c  10 pzíhlica iJ.c, .rencillanlente, 10 

utilnacrón de prclte.5 tades púh1ica.r pura el 1nter6.5 pr~vado ixaiích e c te íhfiere del general a 

9 92 qzie !ncicc acítración ptiblica se dehe ... Igualmente, se ha manifestado que por corrupción 

debe entenderse el hecho de que "...un ,filtícionario en tin curg» de poder con 

rt,.ponsablade sea remzitlerado cot~ chtíero z i  otrac rei2ir.cor no obti~t11íi0.r legalmente, o 

fea inducido a tonlar decr.5 i~ne.r y zie . fuvorezcan a y uren ucln~in 1-ttru la ren~uneración, 

~&ectm-nlilo t~egativanzenle /os intereses pziblico,~ ... " "imismo, se ha considerado que es 

" ... un intercan~bio consen.rual que involucra al menos c10.s partes capaces -una de las 

males ocupa una posicibn de poder mediante la ctral bu.c.ca beneJciarse-, y son conscientes 

de que e.sth violando las reglas o los valore;s que sostiene el interi.~ general de t4n sistema 

' FABIÁ,v CAPARRÓS Fduardo A). La Coriiipc~iin de :os Seruid~res Públicos ExdanJeros e 
lñtemacionales (Anotaciones para un Derecho Penal Globalizado, Fraude y Corrupción en la 
Admiaistrac%n Pública, Salamanca, E~paRq Edic~oneq [!nivemidad de Salamanca, jttmera edicibn, Vol 
III, 2002, p. 1 23. 

SABAN GODOY (Alfonso). El h2arco Juríctico de Ia Corrupción, Madrid, España, Editorial Civitas, 
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I o de trttu societlud ... " Sin embargo, a pesar de la existencia de las muy diversas 

definiciones que se han dado de este concepto, es preferible mantener la fhrmula general 

expuesta suprcr, la cual se comparte, ya que dada la ainplitud del fenómeno en estudio, para 

los efectos didácticos, este tipo de detinición permite abarcar todas las manifestacioiles de 

corrupción en su texto. 

Una vez realizado este análisis teórico-doctrinario, y al relacionarlos con todos los 

conceptos estudiados en el capítulo segundo, se puede concluir que efectivamente los 

delitos relacionados con el fenómeno de la corrupción deben considerarse colno 

delincuencia no convencional. Además, la presente es quizás el ejemplo clásico de este 

tipo de delincuencia, ya que se suele presentar como delincuencia netamente económica, de 

dificil detección por parte de la ciudadanía en general, ya que se requiere las más de las 

veces, de estudios pormerzorizados y conocimieiítos especializados para ser detectada. Por 

ello, tanto la política criminal como la política de persecución, deben poner especial 

atención, a este fenómeno qiie caiisa iin gran perjiiicio económico y social, en las diferentes 

capas de la sociedad, ya que restan recursos valiosísimos, que podrían ser utilizados en 

programas y proyectos de las más variadas índoles. Ejemplo claro de ello, son los actuales 

procesos que se siguen contra renombrado personajes de la política nacional, donde las 

cifras que se manejan en dichos procesos, las cuales fueron defraudadas al estado, alcanzan 

nivele exorbitantes; y esto es probablemente tan solo la punta del iceberg, es decir una 

pequeiía parte del cáncer de corrupción que ataca a la Administración Pública en General. 

' RESTREPO (Mana Elvira). La Corrupción Administrativa en Colombia, Santa Fe de Bogotá, Colombia, 
Tercer Mundo edito re.^, 1 994, pp. 32-33 



Por todas estas t-uoties, el Ministerio Píibiico debe procurar uri correcto abordaje en !a 

perseciición penal de este tipo de delinciiericia, para rediicu los riiveles de impii~iidad y en 

general los índices de comisión de estos delitos. Para e l l ~  será requisito indispensable 

adeinhs, contar coi1 iiii cuerpo legislativo apropiado y iina correcta interpretaci8n del 

derec!~o por parte de! aparato jwisdiccional. En e! próximo punto se analizará la legislación 

vigetlte en la niateria, coti el propósito de determinar si la niisma es apropiada para alcanzar 

este objetivo y si además presenta una adecuada fonnulacion técnico-legislativa o si por el 

contrario, la misma no es apta para sustentar una adecuada política de persecución por parte 

del Ministerio Público, que !e permita alcaiizar en mayor medida los objetivos que se ha 

trazado esta u~stitució~.i. 

B. Anáiisis a nivei de ia iegisiación costarricense 

E1 objetivo de este trabajo es ireterlilinar si itn falso abordaje de los delitos no 

convencionales por parte del Ministerio Piiblico, produce irnpunidzd en ¡as actividades 

ilicitas descritas hasta este punto. Para ello, al igual que en las dos secciones anteriores, se 

hace necesario analizar si el régimen normativo vigente brinda las condiciones necesarias 

para que se de una adecuack política de yersecuciótl que no lleve a este faiso abordaje. 

Pero se aclara una vez más, que por elio, no se pretende aquí reaiizat un análisis minucioso 

de cada artículo y tipo penal establecido en la ley reguladora sobre esta ~riateria, la idea es 

solo establecer el panorama general para determinar si este falso abordaje se está 

produciendo y si el mismo produce un alto nivel de impunidad. En cam de que ello sea m', 

habrá que determinar si el inismo, se fimdainenta en deficiencias de tipo legisiativo o en la 

ausencia de una verdadera política de persecución debidamente conformada, o en ambos; 



por ello es que ha sido necesario analizar las regulaciones legales vigentes, pero no se 

puede realizar un análisis minucioso de cada artículo, solamente se analizan algunos 

articulas escogidos detenidamente, para determinar si hay o no falta de tkcnica legislativa 

en la regulacihn de las actividades ilegítimas estudiadas. 

Las diferentes actividades que conforman el fenhmeno de la "corrupción pública", se 

encuentran penalmente reguladas en Costa Rica, básicamente por cuatro cuerpos 

normativos, a saber: la Convencihn Interamericana Contra la Corrupcihn, el C6digo Penal 

de 1970, la "Ley Contra !a Corrupcihn y el Enriquecimiento Ilicito en la Función Pública", 

ley número S422 y el Reglamento de dicha ley publicado en el alcance número once, de la 

Gaceta Número ochenta y dos del veintinueve de abril del aiio dos mil cinco. Cada uno de 

esos cuerpos normativos, serán analizados a continuacihn, con el propbsito de determinar si 

son adecuados para cimentar una correcta política persecucihn del hlinisterio Público en 

esta área. El análisis será realizado en el orden expuesto, el cual no es el orden jerlquico 

de aplicación estricto, ya que la ley especial prevalece sobre la ley general, por lo que las 

disposiciones de la ley 8422, tienen preponderancia sobre las disposiciones del Código 

Penal de 1970; sin embargo, para los efectos didácticos del presente trabajo, conviene 

analizar las normas en el orden antes mencionado. 

Convención Interamericana Contra La Corrupción: podría decirse que esta es la norma 

de más alto rango que regula de manera específica los actos ilicitos relacionados con el 



fenbmeno de la corrupcibn, aunque evidentemente tiene un carácter sumamente general y 

funciona más bien como una norma programática. 

Este instrumento de caráctzr internacional füe suscrito en Carzcas, Venezuzla, el día 29 de 

marzo de 1996, y el mismo fue debidamente aprobado pc;r la Asamblea Legislativa de 

Costa Rica, mediante la Ley número siete mil seiscientos setenta, del tres de abril de mil 

novecientos noventa y siete, la cual fue debidamente publicada en el peribdico oficial La 

Gaceta, número ochenta, el día veintiocho de abril de mil novecientos noventa y siete. 

Como se dijo anteriormente, el texto del convenio contiene 23 general nortnas de carácter 

progamático, pero deben analizarse las inás iinportantes, con el propcisito de determinar su 

utilidad. Las nomas que serin seguidamente analizadas, fueron cuidadosamente 

seleccic.rnadas, para relacionarlas de tnanera específica con el fencimeno de la corrupcibn. 

Una de las normas más rrelevantes de este cuerpo normativo, es su articulo primero, el cual 

establece una serie de definiciones que tienen por objeto delimitar los alcances de la 

convencibn y los a s p t o s  sobre los que recaen las obligaciones adquiridas por los Estados 

partes: en este sentido establece la norma: 

"Ariíc~kt I. Definiciones: Para los &es de la presetzte C('ot~i?nciót~. se entiende p r :  
"FunrRUn puMiuM, t& actnidad temporal o prrtrwnmte, renzrrnerada u honomria, 
realizada p r  irna persona natural en nonthre del Estado o al servicio del Gtado o de sus 
sj~n'tfud~s, Y ~ , J  c7rulqrrium ils m s  I J ~ V Y I Y S  jcf~iTyriict~s. ' * F i ~ ~ c i o ~ ~ ~ o  plíbliLla", *'Oficial 
Gwbcrnnmn&l" o  servido^ piblico ", ctralquierJicncionarioncionario o empleado del Estado o de 
sus entuides, incluidos h que han sido seleccií~nado.~, designodos n electos para 
uksentpfiar actividades o .finciot~e.s etl tiot~bre del Estmio o al servicio del Evtado, een 
iodos sus nileles jemrqdcos. "Bienes", los ucfil~os de nulquier tipo. n~uebles o it1tttueblt7s. 
~ungihkes o in~utigiltlt.~. y k ~ s  docurtirnlos o itzs~mnrtw~os 1tgulc.s que ucrt*djttw, inten/t3tz 
probar o se rejeran a la propiedad ir otros derechos sobre dichos activos. " 



Como se puede observar, el mismo texto del instrumento, ofrece su propio significado de 

"ftirición pílblica" y "servido: pílblico", conceptos con los que ociirre el mismo fenómeno 

de las secciones anteriores, ya que se apartan de los preceptos tradicionales del Derecho 

Admiriistrativo. Este alejamiento es lógico, ya qile la formalidad propia de esta rama del 

derecho, no permitiría abarcar las diferentes formas en que se puede presentar la corrupción 

pílblica; no obstante, si bien se requiere de un concepto funcional y práctico, no es 

conveniente la desfiguración total de conceptos debidamente arraigados, desarrollados y 

delimitados por otras ramas del derecho, ya qite este a fin de cuentas, es imo solo. 

Segíin se observa, la idea es que la convención se aplique a cualqtiier persona que realice 

una determitiada función dentro de la Admitiistración Pública, sin importar el tipo de forma 

jtiridica que stistente dicha relación. Ello es importante, ya que los actos de comipción 

ocurren en todos los niveles jerárquicos de la Administración Pública, por lo que si se 

pretende combatir este fenómeno en forma efectiva, deben brindarse herramientas que le 

permitan al órgano acusador de que se trate, perseguir las prácticas ilegítimas en todas sus 

áreas 

Otro artículo de este Instrumento Internacional que reviste particular importancia en el 

presente análisis, es su artículo cuarto, el cual establece el campo de aplicación territorial, 

sobre el que tendrá validez dicho instrumento. Establece este articulo lo siguiente: 

u ~ & ~ / o  Ib! Ámbito: La pce.rente Conwr7ciOn es aplicable .sicnjprc qze el pre.nrnto acto 
de cormpci6n sz Imjw cometido o prodlitaa sus ej2cto.s en un Estado Papte. " 



Evidetiternente, los efectos de la convención únicamente podrán ser aplicados, cuando la 

actividad ilegít~ma tenga lugar detitro de uri estado parte del instrumento; no obstante queda 

por resolver que ocurriría citando el acto coiit~pto sea cometido en forma conjunta por 

diferentes personas en dos o más Estados partes, en este caso ¿Cuál de los Estados sería el 

competente para conocer el asimto? Probablemente sea el Estado que previene en el 

conocimiento y respecto de las personas involucradas que se encuentran en su territorio 

nacional. No obstaate, sería converiietite que la nortna reyulara esta situación para darle un 

tratamietito uniforme y consistente a los actos de corrupción que se tengan lugar de esta 

manera. 

Finalmente, resulta importante destacar citales son las actuaciones que son consideradas 

por la Convención, como actos de "cornipción". El articiilo sexto del lnstrumento 

Internacional estipula dichos actos: 

"Arh'cuh M. .4ctos de C o m a :  1.- Lo presenfe Contención es aplicable a los 
siguienles ucfus de curnf~:i<in: 

a) El wquerimienfo o la aceptación, direclo O indirecfatnente. por un jimcionaria 
piblicv o uru p m n u  que ykrw~funciones. pibl ius, de culquier objelo de vcrlur 
pecuniario u oiws bengjicios como &i~ns, .favores, promesas o ~rnlajas para sí 
mismo o p r u  orpíl persona O entid7if a cirnrbio de la reaiizuci,5rr 2, omisiót~ de 
cualquier acto en el ejercicio de ~vsfincione.~ públicos; 

6) EI ofrecimiento o el otorgamiento, direcu o indirectamente, a un fincionario 
piblico o a zlna pemonn que ejerza Jirnciones publicar. de nralqzrier objeto de 
tw lo~  peaít~iado u otms benejScim conlo dádivas, favopes, pmniems o ventajas 
p m  ese jimcionano público o p r a  otra persona o entidad a cambio de ¡a 
reuli=rrciun u omisiún de ~uulyuier uclo en el ejercicio de sw.ficiones p ib l ius ;  



C) La realizaciótl por parle de rin .filncionario público o iina persona que ejerza 
&cione.r ~níhiicas de ~uulquier acto u omisirjn en el ejercicio de .m Jirnciones, 
con e1,fin de oótener ilicitarn~wte óenqficiospara si  v~isnio o para rtn tercero; 

4) El aprovechamiento rl,,lo.~o u oct~ltac ihn rlt. hient?.~ pr,ivt?niente.c; ilz clrfi1esqirit.m 
de lo.v actos a los que .ve refiere elprc.vente artimln; J 

ej La purti~iprrción como autor. cmutor. instigador, cómplice. encrrbridor o en 
C U U ~ ~ U ~ L ' I .  UIN ,/¿)rmu r n  lu cott~isi<iri. 1enlutitu dr comi~iun, u ~ ~ h c i u n  o 
coqfabulaci<ín para la comisic5n de cidalqttiera de los actos a los qite se rejerc el 
prc.smtc. <7rti~-11 /o. 

3.- La presente Con\vm'<ín también sem upljcci-b!e. de mutuo acuerdo entre dos o más 
t.lr.l~dos Purles, rrr r r l ~ ~ ~ . i u n  con ~w lqu ie r  ulro ucío dc corru~iut t  no conlt.mpldo rn 
clla. " 

Evidentemente, los incisos a)  y b) del artículo citado, son asimilables a los delitos de 

cohecho propio e impropio. Por otra parte, la amplitud en el instrumento se evidencia en la 

redacción del inciso e), ya que incluye cualquier otra forma de actuación en esta ilícita 

actividad, diferentes de la autoría; y se acentúa aún más en el párrafo segundo del mismo 

artículo, ya que se deja abierta la posibilidad a qiie se apliqite la convención a cualqiiier 

otro acto de corrupción no conternplado en su articulado, siempre que lo acuerden dos o 

más Estados partes. La amplitud en la redacción es lógica e incluso deseable, al tratarse de 

una norma que en realidad es de tipo programático; sin embargo, la posibilidad de que 

consideren incluidas conductas que no han sido establecidas por el texto del articulado, no 

parece prudente, ya que de esta manera podría incluirse casi cualquier conducta; además, 

con la redacción amplia y general que tiene esta convención, es difícil que quede por fuera 

algún tipo de actuación que constituya una verdadera práctica de corrupción. 



Una vez analizado el instrumento internacional que sirve de base a la restante normativa 

contra la corrupcicin, corresponde pasar a realizar el estudio de la normativa nacional 

vigente, tendiente a regular y sancionar los actos de corrupci6n. Es importante determinar si 

la misma es apropiada para alcanzar el objetivo último de reduccibn de los índices de 

criminalidad, si se adecuan a la realidad nacional y si además, son respetuosas de los 

derechos fundamentales de los ciudadanos. 

Código Penal de 1970: El Código Penal engloba su regulacicin sobre la materia de 

"corrupción piiblica" en la Secciones 11 a V de su Titulo XV. En dichas secciones se 

encuentran una serie de tipos penales que podrian denominarse tradicionales, ya que la 

mayoría de ellos se encuentran tipificados desde la promulpacicin del Ccidigo Penal en el 

aiio de 1970, aunque pueden haber sido modificados o adicionados por leyes posteriores. 

Deben analizarse algunos de estos tipos penales, que revisten un especial interks para los 

efectos del presente trabajo por las razones que se dirán. 

"d4rti~lo 340: Col~eclto Impropio: SSní repr~r~ricio con pr7sió~z de se13 »reses a cios ar?os, el 
jwicionurio que, ycir si o p r  jxrsonu inleryut.ski, recibierr uriu drUlir.u o ~z~ulquier utm 
ventaja indehicla n aceptan la promesa de trrza rchihticih de eLw nah.rraktu p r a  hacer r r n  
u ~ t o  propio r?r? ~~~fii~~ciíiritis.  " 

'.4rñC11/0 341: filecho Propio: &)tí wpti~~~ido. con prisión de dos a seis atios j) con 
inW)ifi&ci&z [xiru PI ejercicio de wrgos y empleos pil>licos de diez u quince uflus, el 
furzcionano ptihlico que por sí o por persona interpuesta. rccihicre una dadii-a o cualquier 
om7 wvt/tQn o ncr~iyme le prc,mPsc7 dircctn o ind~rectn de t4rtn r?m'hción dr. ~ s a  rrnhtmleza 
para Imcer un acto contrario a sus deberes o para no hacer o pra  retardar zm acto propio 
de sus~cir>nclr. " 

Estos dos tipos penales resultan importantes para los efectos de este trabajo, ya que 

tradicionalmente se ha asociado la "corrupción pública" exclusivamente con estos dos 



delitos, como si el fenómeno de la corrupción se limitara Únicamente a ellos. Estos delitos 

exponen la conducta típica del funcioilario que recibe una dádiva o beneficio de una 

determinada persona, con el propósito de realizar por acción u omisión un detenninado 

acto. Sin embargo, según se ha visto, la "corrupción pública" puede presentarse en otras 

diferentes fcxmas, que tainbién constituyen actos de corrupción. Esta identificación de 

"corrupción" con "cohecho", se hace más evidente en el texto del artículo siguiente, ya que 

el mismo, se refiere a las formas agravadas de cohecho, sin embargo, se intitula 

"Corrupción Agravada", cuando lo correcto sería "Coibeci~os Agravadosn. Nótese coino 

el propio legrslador identifica el "colíecho" con la "corrupción"; siendo que lo correcto es 

establecer una relación de género a especie, donde el género sería la "corrupción" y la 

especie el "cohecho". Debe dejarse bien claro, que esta identificación es incorrecta y debe 

dejarse de lado, los actos de cohecho son tan solo una de las formas en que se puede 

presentar la "corrupción". 

Nótese en ambos casos la referencia "otra ventaja indebida". Ello resulta correcta, ya que 

según se estudió anteriormente, la ventaja recibida por el funcionario que incurre en el 

ilícito penal, no debe ser necesariamente económica, perfectamente podría ser de carácter 

personal, político, sexual, etc. 

Por otra parte, el Código Penal de 1970, establece una sanción para el caso de que la acción 

de colíecho se produzca a nivel internacional; en este sentido estipula el artículo 343 bis lo 

siguiente: 



"Articulo 343 bis: Ofrecimiento u otorgamiento de dadiva o retribución: Será reprimido 
u>n pri.sión de das u .wis uños quien ofi-rciert. otorgure directa o indirecrnmente, dádivu, 
retribrjcibrt u otra ventqjn indebida a rrn .fijnciorrnrio púhlico dr otro Estdc~,  para que 
~ f ~ i k ~ ? d  íi ,i/iiiíü ~ i i r i r ! i j i i i< i .  üL'i,j dii 2; q~l'c"iL;,i tí'< . i ~ t . ~ ~ f i t t i i i < j f i < . i . "  ( ;d¡L' i , i~i7tf , j  /9idrj¡dilíd /dk  

8185) " 

Este artículo está incorrectamente intitulado, ya que debería denominarse en realidad 

"cohecho internacional cometido por funcionario público nacional". Esta aseveración se 

fundamente en que la conducta descrita en el tipo no es diferente de iin cohecho, lo que 

varía soti los sujetos involucrados, ya que se trata de un funcionario nacional, quien solicita 

el beneficio ilegítimo a un funcioriario público de otro país. Esta situación jurídica, se 

relaciona con lo dicho anteriormente, en el sentido de que la Convención Interamericana 

contra la Corrupción, no prevé una manera unificada de juzgar a aquellos imputados que se 

encuentren involucrados en actos de corrupción producido por ciudadanos de diferentes 

países y dentro del territorio de diferentes Estados. 

Igualmente, es importante resaltar la existencia del artículo 345 del Código Penal, mediante 

el cual se logra la sanción al sujeto de derecho privado que se involucre en la comisión de 

los delitos antes mencionados. Gracias a la existencia de este delito, se hace posible que el 

sujeto activo de los tipos penales que constituyen el fenómeno de la corrupción, antes 

estudiados, sea también el sujeto de derecho privado que ofrece o entrega efectivamente el 

beneficio ilícito, con tal de obtener la ventaja que requiere, y no solamente los "servidores 

píiblicos". Este artículo fue precisamente modificado por la ley 8422 que será 

posteriormente estudiada. En definitiva esta reforma deviene importante, ya que para se 



produzca el fenómeno de la corrupción (especialmetite en los casos de cohecho) se requiere 

la participación de dos personas, una de las cuales es justamente un sujeto de derecho 

privado, el cual no debe quedar impune en su actuación. Sin embargo, cabe cuestionarse, si 

la sesioti al bien jurídico tutelado se produce, en caso de qtie el funcionario público no 

acepte la dádiva ofrecida. El criterio establecido en el presente trabajo, es que en realidad, 

en este caso no se produce a la fiinción pública como tal, pareciera que más bien, en este 

caso más que un delito consumado, lo que ocurre es la comisión de un delito en grado de 

tentativa; aunque por medio del artículo 345 citado, el Legislador optó por sancionar esta 

conducta como un delito consumado, bajo la expresión "o prometa", aunque en realidad no 

se ha producido una lesión al bien jurídico tutelado. 

Otros dos delitos establecidos en el Código Penal, que merecen ser mencionados en virtud 

de la importancia que en algiin momento revistieron a nivel de la práctica judicial (en 

virtud de que eran casi las únicas coilductas de corrupción perseguidas por el Ministerio 

Público), son las establecidas en los artículos 354 y 356, las cuales tipifican los delitos de 

Peculado y Malversación. Sin embargo, para los efectos del presente trabajo, resultan de 

mayor interés los delitos tipificados en la ley 8422, la cual será analizada seguidamente, 

por lo que no es necesario una inayor referencia a estos delitos. 

Como se puede observar la normativa sobre esta materia, que podríamos denominar 

tradicional (nótese que incluso el Código Penal es mucho más anterior a la Convención 

Interarnericana contra la Corrupción), es sencilla pero en general bien elaborada, las 



críticas realizadas en el presente trabajo, se refieren a situaciones que fueron introducidas 

mediante reformas al texto original. No obstante, el fenónieno de la corrupcibr: ha 

evolucionado en los Ultimos años y se tiene conocimiento de que ha alcanzado los niveles 

mas altos de la Adininistracibn PUblica, con el consecuente perjuicio para la sociedad. 

Asimismo, las formas en las que se manifiesta también se han transfortnado, haciéndose 

cada vez mas dificil su detección y persecución. Ante este proceso de cambio, las reformas 

legislativas no pueden hacerse esperar, pero dichas reformas deben realizarse de la mejor 

manera, de conformidad con una politica cri:ninal correctamente planificada, de manera 

que introduzcan los cambios que el sistema necesita. Más que tipificacion de nuevas 

conductas y aumento de penas privativas de libertad (producto generalmente de la presión 

social o los medios de comunicaci6n masiva), se debe analizar el fenómeno, ver donde se 

produce el daao efectivo al bien jurídico tutelado para que se produzca una adecuada 

tipif'icación, respetuosa de los derechos fundamentales de los ciudadanos y de los principios 

generales inspiradores del Derecho Penal. La idea central sería dotar al Ministerio PUblico 

de herramientas adecuadas que le permitan establecer una adecuada política de 

persecución, que realmente ayude a reducir los índices de criminalidad e impunidad en esta 

materia. La gran innovación entonces en la materia, fue la promulgación de la Ley 8422, 

denominada Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y 

su Reglamento, los cuales se pasan a analizar seguidamente. 

Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilicito en la Función Pública: este es el 

cuerpo normativo "moderno" que pretendió venir a regular de una mejor manera el 

fenómeno de la corrupción en que se encuentra sumida la Administración Pública 



costarricense; resta determinar si dicha Ley y su correspondiente Reglamento, resultan 

apropiados para el objetivo que se persigue, y si además se enc.uentra armonizado en forma 

apropiada con el resto del Derecho Penal y Procesal Penal vigente. La determinación de 

esta situación será realizada, por medio del análisis de algunos artículos de la ley, que 

permitirán arribar a las conclusiones señaladas. 

El objetivo perseguido u.n la promulgación de la ley 8422, se encuentra claramente 

establecido en su artículo primero, de acuerdo con el cual la ley pretende prevenir, detectar 

y sancionar la corrupción en el ejercicio de la función pública. A diferencia de lo que 

ocurre con el caso de la ley 8204 relacionada con la actividad de narcotráfico, esta otra ley 

sí establece normas y medida especifica, tendientes a una adecuada prevención del 

fenómeno, y no se limita sólo a atender el aspecto represivo. La prevención se realiza 

mediante la imposición de obligaciones que tienden a desincentivar la comisión de actos 

corruptos, como por ejemplo la obligación de declarar los bienes que se tienen en su poder, 

así como la declaratoria de interés publico de todos los aspectos relacionados con los 

fondos públicos y su manejo y las facultades de investigación amplias que se le dan a 

diferentes entidades contraloras en esta materia. 

Nótese como la propia ley define con claridad que su campo de aplicación se encuentra 

enfocado en el combate de la denominada "corrupción pública". Para estos efectos, la ley 

estipula en su artículo segundo, su propio concepto de "servidor público", prescindiendo de 

las definiciones establecidas por el derecho administrativo. Asimismo, define su campo de 



aplicación, incluyendo en el inismo a casi ctialquier persona qite "labore" (en sentido 

amplio) para la Administración PUblica, sin iinportar el tipo de relaciiín jurídica con base en 

la cm1 desarrolle tal labor y de las cofisideraciones fcmnales propias del derecho 

administrativo, para deteminar quien labora o no para la Administración. En suma, casi 

cualquier actuación de un sujeto que entre en relación con la administración y pueda de 

cualquier forma (legítima o ilegítima), tener injerencia en los negocios del Estado, está 

cubierta por el campo de aplicación de esta Ley. Este fenómeno es el mismo que se 

presenta en la Convención Interamericana contra la Corrupción, para lo cual se remite las 

consideraciones realizadas en ese análisis. 

Según se dijo anteriormente, la Ley establece una serie de normas que tienden a entablar un 

regimen preventivo en la materia. La mayoría de estas normas se encuentran en el Capítulo 

11 de la ley 8422, el cual se denomina "Régimen Preventivo", las normas que se encuentran 

en este grupo, tienden a combatir la problemática de la corrupción antes de que ésta ocurra, 

imponiendo una serie de impedimentos y obligaciones para los "servidores públicos". Pero 

hay otras disposiciones que se encuentran fuera de este capitulo y que también tienen un fm 

preventivo, entre ellas encontramos la declaratoria de interés publico de la información que 

se relacione con el gasto de los fondos públicos, estipulada en el artículo siete del 

articulado. Igualmente se encuentra la disposicicín que autoriza a la Contraloría General de 

la República, a cooperar y asesorar al Poder Ejecutivo en la celebración de tratados y 

convenios internacionales, establecida en el articulo doce de la Ley. 



En suina las obligaciones impuestas a los servidores públicos con fines preventivos, pueden 

restttnirse de la siguiente fonna: se proliíbe el ejercicio de profesiones liberales de tina serie 

de ftincionarios públicos de alto nivel, excepttiatido la docencia en centros de ensefianza 

superior (Artículo 14) y asirnisino se estipulai) iiria serie de incompatibilidades para ejercer 

simultáneamente cargos públicos o puestos en empresas privadas (Artículo 18). Igualmente, 

se dispone una obligación de declarar el patrimonio, la cual recae en diferentes funcionarios 

píiblicos, con el objetivo de lograr la detección de eventuales enriquecimientos ilicitos, en 

caso de que se descubra la adquisición dudosa de bienes diferentes a los declarados, por 

parte de tales semidores públicos (Artículo 2 1 ) .  

Todas estas normas de carácter preventivo, representan un primer intento por parte del 

Legislador costarricense, por procurar la prevei~ción de esta actividad delinciiencial y no 

únicamente su represióii por medio de penas privativas de libertad; sin embargo, se debe 

ahoridar aún más en este campo y perfeccionar este tipo de normativa, ya que por ejemplo, 

la obligación de declaración de bienes puede resultar lesiva del ámbito de intimidad y 

privacidad de los funcionarios obligados a ello; especialmente si se presentara una fuga de 

información del ámbito de acceso restringido al que se supone está delimitada dicha 

información. No obstatite, debe reconocerse y darse algún mérito a la ley 8422, en cuanto 

no se limita únicamente a establecer medidas represivas, sino que hace un primer intento 

por estipular algún tipo de medidas preventivas. 



En forma paralela a las disposiciones de carácter preventivo antes citadas, la ley, en su 

capitiilo quinto, denominado simplemente como "Delitos", establece un regimen 

sancionatorio de carácter penal, mediante la tipificacióli de una serie de conductas. Estas 

conductas en conjiinto, pasan a conformar el fenómeno que se ha denominado como 

"corrupción pública", objeto de estudio de la presente sección, y definen, junto con algunos 

artículos del Código Penal, el marco normativo de referencia para la punición de conductas 

de este tipo en la Legislación costarricense. 

Para los efectos del presente trabajo, esta es la parte más importante de la ley, y de ella será 

,analizados minuciosamente, algunos artículos que resultan trascendentales para arribar a las 

conclusiones que se dirán. 

En este sentido establece el artículo cuarenta y cinco de la ley de marras lo siguiente: 

"Articulo 45: Enriquecimienlo ilícito. Seni sancionado con prisión de tres a seis aiios 
quien, upru~~chunúo ilegilimumenle el ejercicio de ki junciun publiw o ki ~ustudiu, Iu 
q lo~ac' ión,  el USO O la administración de ,fondos, senicios o bienes públicos, bajo 
cii<i;,pii<j- ;;fii:ü 6 fií<xJw,'jUUuJ <i'< gcJ^n&i, pi. 6 Ti. jjj;e,-p&i;U yr'j-S,J;iüa,~jjCü üjjIjJjcG, 

acwciente .su patrimonio. adquiera bienes, goce derechos, cancele det4da.r o extinga 
nbfigacinne.~ yue afictzn .<u ,mrrinmnin n el de amr.~nnn.í- jurLhcos, en c~i,vn caanital .cncial 

tenga prticipacihn ya .sea directaniente o por tiieclio de OOYU yer.sonar jurdia . r .  " 

La norma transcrita, presenta un delito cuyo tipo objetivo resulta sumamente amplio, ya 

que al referirse a "cualquier título o modalidad de gestión, por sí o por interpósita persona", 

permite el encuadramiento de casi cualquier actuación contraria a los deberes propios del 



funcionario público, dentro de los presupuestos fácticos de la norma. La amplitiid para 

"aprovechar ilegitimarnente", por medio de las formas descritas en el tipo o por medio de 

"cualquier título o modalidad de gestión, por si o por interpjsita persona", es lógica en la 

inedida eri qtie el legislador qiiiso abarcar ciialqiiier forina posible de comisión del delito. 

Sin embargo, de acuerdo con una adecuada técnica legislativa penal, las acciones deben 

estar claramente delimitadas y no es conveniente la redacción de tipos penales muy 

extensos o que contengan múltiple verbos o variantes de comisión. 

Encontramos otro tipo penal en el artículo cuarenta y seis de la ley, el cual establece: 

"Articulo 46: Falsedad en la declarmi0n jurada. Setrí reprimido COH prisihn de seis 
meses u un uso, quien ir i~urru efi ,/u/sc&, sirnufuciun o encubrirnicnlu uf reufiwr fus 
declaracionesjuradas de bienes ante la Contraloría Genero¡ de la Repribli~u. " 

En este caso encontramos como se transforma en un tipo penal lo qiie orignalmente era ima 

medida de carácter preventivo. Recuérdese que en todo caso la falsedad comprobada en una 

declaración jurada rendida con las formalidades necesarias, cuenta con su respectiva 

sanción en el Ordenamiento Jurídico, pero en este caso encontramos una sanción especial 

para la falsedad en este tipo específico de declaraciones jurídicas, cuando el bien jurídico es 

el mismo. Esta situación nos conduce a la idea de que encontramos ante un Derecho Penal 

de otra "velocidad", ya que para un mismo tipo de viilneración al mimo bien jurídico 

tutelado, se presenta una sanción diferente por la sencilla circunstancia de que la 

declaración jurada está destinada a un determinado fin. Ya anteriormente se había 

comentado 10 peligraso que podía resultar este obligación, por la posibilidad de que se 



vulnerar el ámbito de intimidad de las personas que se encuentran en esta obligacicín. Al 

imponer este tipo de sancicín especialmente gravosa, no se está toinando cuenta el 

verdadero daño al bien jurídico tutelado, sino que simplemente se está utilizando en forma 

abusiva al derecho penal, como una herramienta para pretende: solucionar todas las 

problemáticas existentes en la sociedad. El único objetivo de dicha norma es una 

intimidacicín en los sujetos obligados a rendir la declaracicín. El objetivo último de esta ley 

es prevenir y sancionar los actos de compcicín pública; sin embargo, en realidad el daiio al 

bien jurídico tutelado que se pretende proteger, no se produce con la falsedad eventual de 

una declaracicín jurada, sino con el beneficio ilegítimo que reciba un funcior~ario publico al 

incurrir en alguna de las diferentes conductas estudiadas hasta este punto. En este sentido, 

la falsedad en la declaracicín jurada pdr ia  ser utilizada como prueba indiciaria tendiente a 

demostrar la prcepcicín de un eventual beneficio ilegítimo, pero de ninguna manera debicí 

haberse contrertido dicha accihn en un ddeto en sí mismo, ya que la comisicín de esta 

conducta no tulnera de forma alguna el bien juridico que se pretende tutelar con esta ley 

especial. 

Por su parte el artículo cuarenta y siete de la ley dispone: 

"Articulo 47: Rerrqhcicín, Iqa&cicín o encubrimiento de bienes. Srm sanciotiado con 
prisiun de un« u w h u  UAUS, quien OLUII~, asegure, Immjurme, ini:ier¿u, lrunsfieru, 
custodie, administre. adquiera o dé apariencia de /egitinliúad a bienes o derechos, a 
s i i h i ~ i j i ~ k i s  ~:r^ q l i r  hü/í Sic& p ~ ~ d ~ i C i t ^ ,  L%?: ~iii7'~ii~~NíliriliL??ü i ; k i i ~ 7  ü L ~ C  L~C~~'L.¡C<L¡C~OJ L /~>!~C;~VL¡S  

de un fLncionario p~ib/ico. cometidm con ocasibn del cargo o por los rmdios y las 
n4mrtrrnidndc.~ qrrc este Ic hn'ndo. " 

Este artículo establece una nueva forma de sancicín de un sujeto privado, que no tiene una 

relacicín juridica de ninguna clase con la Adminisíracicín Pública, pero la sanción se da en 



virtud de actividades ilegititnas relaciotiadas con esta. Una vez más se da una ampliación 

del cainpo de acción del derecho penal, con el propósito de sancionar cualquier tipo de 

acción que se relacione con la materia mencionada, sin detetierse a meditar si la tnisma 

presenta ii:ia vulneracióti c!arametite definida del bien juridico tutelado. En el presente 

caso, para que se configure el tipo penal, se requiere el conocimiento del sujeto activo; de la 

procedencia ilegítima de los recursos o derechos de que se trate, este conocimiento sumado 

a una de las acciones (verbos) descritos en la redacción de la norma configuran el tipo; sin 

embargo dichas acciones más ese conocimiento perfectamente son saticionables, sin la 

necesidad de la existencia de este tipo penal, a título de complicidad, encubrimiento o 

incluso co-autoría del tipo original, aquel que le da el carácter de ilegitimidad a los recursos 

o derechos de qiie se trate. Esta es ima miiestra más de la falta de técnica legislativa y de la 

existencia de un exceso de normas punitivas, cuando lo que debería darse es una 

adecitación a la redidad de los tipos pendes bksicos que tienden a una verdadera tutela de 

los bienes jurídicos tutelados respectivos. 

En este mismo sentido, se puede realizar un análisis del artículo cuarenta y ocho del cuerpo 

legal en estudio, el cual dispone: 

"Articulo 48: Legiilación o ndminirb.acián en pro~pecho pr*. Serri sancionado con 
prisión de uno a whu a h s .  el@mbnariu pibliw que sanciune, promulgue, auturice, 
suscriba o participe con su wto fmrable, en las &es, decretos, acuerdos, actos y 
Cc3iiiiÜtü.C üu'~i i i i í i .~~üi i i i~~.~ qüd ~ i ü i g ~ a i ,  t7ii j%íñíü U i i ~ ~ t ü ,  bt7i~jfi-iü.~ p-iü si iiii~iíiü, p-i+ü 

su cónyuge, compañero. compñern o comnienie, sus prienies incluso hasia el iercer 
m& de cnn.umguinidnd n afinidad n pora Ins eni,nre.ws en los yu2 elJ&ncinmrin ,dhlicn, 
' 3  

m conyuge, compañero. compaiiera o conviviente, sus patientes incluso hasta el tercer 
@o de consanguinidad o a$nidadposean prticipcion accionaria, JU sea direciamenie 
u p ~ r  irrlcnnrdiu de utms p r n u m  jurkticas KR c u p  capital mc-iul prticipcn u s rm  
apoderados o miembros de algún órgano social. 



fgrul pena se aplicard a quien jÍiwrezca a su cót!hagc. 571 cottrpañetw, conrpañera o 
í.-i)rrini~~tc. o a srrs p i - k ~ t e s .  inclr~su haJ.& e/ tercer grcxlo de conmngumul<1d o c!finihd, « 
se .fit.orezca a .si nlisnzo, cntl hetiejciic>s ~wiritvotiiaks cotitetiidos epi cotii~e~tcio~~es 
.. . l .  -. L...- cului ,l vua, C i i  i i<$ü iic;gfil-i'k'i&ii jiuii ~ i i  f ¡'-ijjlTi<iUJü c-üi i i<i  ?+i.CSdiiiriiiiY <k hi j k i i i l i  

p~~mnal.  " 

Una vez más, el tipo penal resulta falto de técnica jurídico-penal e iilcluso inconsistente con 

el resto del Ordenamiento Jurídico. En primer lugar, la referencia a la "legislación", 

verdaderamente no tiene sentido, ya que el legislar es potestad exclusiva de la Asamblea 

Legislativa, es decir que los únicos que pueden incurrir en este tipo penal, legislando, son 

los diputados, quienes de por si tienen inmunidad, por lo que no pueden ser perseguidos. 

Pero además, la legislación es un acto suprelno que únicamente está sometido al control 

constitucional; asimismo, siempre que la promulgación de irna ley cumpla con los 

requisitos formales necesarios y supere el coiitrol constitucional, se convierte en un acto 

totalmente válido, producido por el primer Poder de la RepUblica, y no parece lógico que se 

persiga a todos los Diputados que votaron a favor de la promulgación de la Ley (en caso de 

que ello fuera posible), beneficie a quien beneficie diclia ley. Por otra parte, la 

administración en provecho propio, suscripción de contratos admii~ is trativos en forma 

ilegal o el favorecimiento a terceras personas que se indican en el texto del artículo, 

también representan acciolies que pueden ser perfectamente sancionadas o reguladas de 

conformidad con otros tipos penales e incluso otras normas de otras ramas del derecho 

como el Derecho Administrativo. Lo que hace verdaderamente inapropiada la existencia de 

este tipo penal. 



Como se dijo, no se pretende aquí realizar un análisis de todos y cada u110 de los articulos 

de la ley, solatnente se ha analizado alguno, con el propósito de demostrar las 

incotisistencias que presentan. Baste decir que este fenómeno ocurre con la mayoría de los 

tipos penales estipulados en diclia ley, lo que evidentemente dificulta la implementación de 

tula adecuada política de persecución del Ministerio Público. Sin embargo si debe hacerse 

una especial referencia al artículo cincuenta y dos de la ley de marras, el cual se refiere al 

denominado tráfico de influencias, establece el texto de la norma en lo que interesa lo 

siguiente: 

'I4rticula 52: TrÚ$co de influencias. SeM sar~cionado con ptlu de pr~sion de dos a cinco 
uiíus, yuierr dirc.c!urnc.rr¿r o pur ir~krfHjSik~ prsurui,  i ttf lup eri uri sc.ri.rdur piblicu, 

prevaliéndose de sir cargo o de cualquiera otra situacirjn demaúa de m situación personal . .  . 
tl j ~ 7 i í í i t i i i í i i i  Cfiii ü CLiii ü i i ~  sei-*.idüi jiíib:í~t>, yü 5 ~ ' i  iiü: <> ~biiiiii/~iii'ii, i-~iiii qiir jítigü, 
retade ir on~ita irn nombramiento. adjirdicacihn. concesiln. contrato, acto o resolucihn 
,~rr<nio>.< dz .ni.< .fiincione.~; de n i d o  qiíe gmPi.ei d i í i i ~ ta  o inúlirzctanizritc, irn henejcio 

ecr~nrhtrico o i e n t u ~ ~  imlebtdos, paro s i  o pam otm. " 

Este, en fonna contraria a los artículos anteriores, sí parece un artículo conveniente, ya que 

viene a sancionar un acción ilegítima que no podría ser sancionada por medio de otro tipo 

penal. En suma, la acción típica de este articulo consiste en "influir en un servidor público 

para que este haga o deje de hacer algo que le corresponde, generando un beneficio 

económico o ventaja indebida, para sí mismo o un tercero". Puede ser que exista algún tipo 

de problema probatorio, pero el artículo habilita al Ministerio Público a perseguir una 

práctica que ha sido común en el medio nacional y que genera una serie de efectos nefastos 

en cuanto a una correcta actuación de la Administración Pública se refiere. Cabe acotar 

respecto de la acción típica; que lo correcto es entender, que el sujeto activo de alguna 

forma logre ejercer coerción sobre el servidor que influye; ya que de lo contrario, cualquier 



recomendación o sugerencia que se realice, podría ser encuadrada dentro de los 

presupuestos fácticos de la norma. 

Por otra parte, la ley establece en su artículo sesenta y dos, un régimen de prescripción, que 

si bien es cierto, hace referencia al régimen ordinario de prescripción de la acción penal, 

estipulado en el Código Procesal Penal. deviene especial en cuanto establece dos reglas de 

aplicación específica para los delitos establecidos en la ley 8422. Establece esta lo norma lo 

siguiente: 

'i4rtimlo 62: PrescripciOn de la responsabilidad penal. 01 uccihn penrr! rrspecio de los 
deliius cuniru tus deberrs de h julirnciun yulilic<l J los y r r v i ~ h s  rri I r  yrr.srrrk b y ,  
prescribirá m la ,firma establecida por la legislación aplicnhlr; no ohstanre, n.eircin lar 
~ @ i  I C ~ T ~ S  F , ~ ~ , " z x :  

u) IJnu i1rz ~ntrrnrmplda Iu prescn/?cr<jn. los plrros.fijclrios en r l  :rrrrci~lo 31 del 
Cwlryo Proccr.uzl Pena/ vu/wrán a currer p«r un n u i v  pericdo, .\in reíiucciún 
a/pna.  

b) Además de hs cair.~ale~ previstas en el artictrlo 33 d21 (.'&digo f'rcxesa/ Penal, 
. , 

,lü a,.y -,.-- 1 J m  ..-.AA u,-B :-• -.......-... , '-m,. p:.- k L?LY!G,ÜL-A-~ ü'c i!crü!ihJ de k 
c.7 

ftrnción adminisrran'va. ac/ iw u onti.siva. o por la antrlacion cIc. 10,s actos y 
coniraros odministmtiiu>s que guordL.n mlocicirr con el corrv~~mndienre delito. -w 
sea qr4e el p ~ o i r u i i c a r m o  se P P ~ I I Z M  en vMj i~d i~W1 O irJ~i~inismTjW. " 

Como se puede observar, estas dos salvedades se refieren a la no reducción de los plazos de 

prescripción una vez que estos son interrumpidos y a la posibilidad de interrupción de la 

prescripción mediante la declaratoria de ilegalidad de la función administrativa o la 

anulación de los actos que se relacionan con el delito que corresponda. 

Estos dos aspectos, una vez más nos conducen a la idea de que nos encontramos ante un 

Derecho Penal de "otra velocidad", ya que se aparta por completo de la reglas de 



prescripción penales ordinarias, estipulando iin régimen de prescripcicín especial, citando 

este tipo de reglas deberían ser uniformes dentro de un adecuado sistema de derecho penal. 

Incluso el segundo aspecto citado, nos pone ante una situacibn verdaderamente anómala, ya 

que implica la posibilidad de que se interrumpa el tkrmino de fa prescripción, incluso antes 

de que de inicio una investigacibn por parte del Ministerio Público. Es decir la prescripción 

se interrumpe por medio de actos que no tienen relacicin con el órgano encargado de la 

función acusadora. 

Evidentemente las deficiencias legislativas y la falta de técnica se hacen evidentes con la 

promulgación de esta ley, que en general, lejos de realizar las reformas de fondo necesarias, 

para una adecuada persecución de este tipo de criminalidad, según los criterios expuestos 

hasta este punto; por el contrario, lo que hizo fue un listado de conductas ilegítimas, y les 

asignó una determinada pena privativa de libertad, de manera completamente inexperta, 

represiva en exceso y hasta deformadora de tina adeciiada técnica jurídico-penal. 

Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 

Pública: El Reglamento a la ley 8422 fue debidamente publicado en el Alcance Número 

Once a La Gaceta Número Ochenta y Dos del viernes veintinueve de abril del aiio dos mil 

cinco. Este Reglamento contiene una serie de disposiciones que para los efectos de 

persecución penal no tienen mayo relevancia. El artículo primero lo que contiene es una 

serie de definiciones, para la mejor interpretación del mismo. 



Luego de estas defiiiicioiies se prese~iiui uia serie de disposicioiies que tierlderi a defiriir los 

aicaiices de las disposicioiies de caricter preveiitivo, regulando la foriiia eri qiie se va a dar 

el acceso a ia informaci6n relacioi~ada con las finanzas del Estado, la cual fue declarada 

coino de interks piíblico, e1 ti.á!~lite de deiiiincias, las declaracioi~es jiiradas, prohibiciones e 

incoinpatibilidades. 

Evidentettiet~te, se puede concluir qiie la riormativa vigente, a pesar de su reciente 

proinulgaciói~, resulta deficiente e inapropiada para la mplementacion de una adecuada 

poiitica de persecución. Seguidamente, se analizxá ia Jurisprudencia existente en la 

materia. Como es lógico, la misma se refiere a los tipos penales contemplados en el Código 

Penal de 1970, ya que la ley riiimero 8422 es de iniiy reciente prrbiicac16n. por lo qiie aíin 

no hay fallos jurisprudenciales que pennitan establecer el criterio interpretatiuo que 

seguiráii los tribunales iiacionaies al respecto. 

C. Anitiisis jiuisprudenciul 

Para poder realizar un análisis con~pleto sobre la materia de corrupción, se ha necesario 

analizar la corriente jurispriidenciai que se ha segiiido en este tipo de delitos, mismo que va 

a ser realizado por medio del estudio de algiinas resoluciones que tratan de marcar la línea 

que liali seguido íos brg~tios jwisdic~i~riales. Para los efectos del piesetite trabajo fi~iai de 

gradiiljción, en ei qiie se califica la comipcióri corno deii~iciiencia no convencio~ial, se va a 

encontrar una gran cantidad de jurisprudencia amparada en los tipos penales consagrados 

en el Código Penal, sin embargo, no se debe de perder de vista que hasta este momento no 

se va a encontrar jurisprudencia relacionada con los nuevos tipos penales consagrados en la 

ley 8422 ya que es de proiiiulgaciíl[i su~iiaiiiente reciente. El análisis será realizado 



siguiendo la misma inetodologia y con el inismo objetivo que en las dos secciones 

anteriores. 

Diferencia entre el delito de  Cohecho Propio y el Delito d e  Concusión: La 

jurisprudencia nacional ha establecido que la diferencia entre estos dos tipos penales radica 

en qtie en el delito de conctisión no existe acuerdo de voluntades entre quien da y quien 

recibe, el cttal sí se presenta en el delito de cohecho propio. 

En este sentido, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en su Resolución Número 

2001-000239, de las nueve horas con quince minutos del dos de marzo del año dos mil uno, 

disptiso : 

"'Lu difcmncia entre el cohecho )J la concgsión estriba prec~sanrente err el acuerdo de 
rr/hrnfades. En el cohecho funw quien da como quien recibe libremenf~. u~verdan  el pago. EY 
por ello que anlóas c d t ~ c t a s  son sancionadas. LiI el caso de la concusión, elfirncionano 
p;l~,l&7ü, prrGG ,lj~ii'f,j,<r ijiííw %.-, pj2J2 ddijg-r' iiií $djirJ<'iü yu17.ii,í,jiiid;. Píi.& ,sci- 

que el sujeto pasiiw se "bcnpficie" con la petición, (caso de un condilcior que maneje sin 
licencia y .se le ,nida dinero ,para n/> pnner en cr>nociniientr> de la autni-idad la infincción), sin 
embargo. no es il quien libremenie se ha determinado a obcer  el pago, sino que es un acto 
que iiene de quien oslenia Ia autoridud, y que en consecuencia coloca al sujeto pasi~w en una 
~x~siciún desipul y de temor. " 

Se comparte la posición de la Sala Tercera, al afiumar que la diferencia entre ambos 

tipos penales es el acuerdo de voluntades, ya que en los casos de cohecho (propio o 

impropio) existe un evidente acuerdo en dar y en recibir una ventaja indebida o una 

promesa de una retribución para hacer un acto propio de sus funciones o un acto 

contrario a sus deberes, y ambos sujetos están en la posibilidad de ejecutar la acción o 



no, de tiingún modo se obliga a otro sujeto a realizar una conducta. Por otro lado, en 

el delito de concusión para qiie se configure la acción típica se hace necesario que 

exista un funcionario píiblico, quieti adetnb de abusar de su posición, obliga e induce 

a otra persoria a dar o prometer itidebidamente uri bien o ttn beneficio, se puede decir 

qile el fiincionario público en forrna unilateral le solicita al sujeto pasivo que realice 

una conducta indebida (dar o prometer). Sin embargo, nótese que el Tribunal al 

hablar del delito de concusión, habla de pedir o exigir un "beneficio patrimonial", 

pero reacuérdese que ese favor puede ser no solamente de carácter patrimonial sino 

que puede ser un beneficio extrapatrimonial, como favores políticos, sexuales, entre 

otros. 

Consumación de la Penatidad del Corruptor: se ha definido que para que sea 

sancionable la conducta del siijeto qile pretende obtener tina ventaja o iin beneficio 

ilegítimo, a cambio del ofrecimiento de una dádiva de cualquier naturaleza, no es necesario 

que la dádiva sea aceptada por el funcionario público, basta con que se produzca el 

ofrecimiento, lo cual también es distinguido de una simple instigación. 

En este sentido, se puedeti observar las resoluciones siguientes resoluciones: Resolución 

Número 2003-0%2, de las doce horas con cinco minutos del veintidós de setiembre del 

aiío dos mil tres y la Resolución Número 2004-00451, de las doce de horas del site de 

mayo del aíio dos mil cuatro, ambas del Tribunal de Casación Penal de la Corte Suprema de 

Justicia, la cuales disponen según su orden, lo siguiente: 



" . . .  parece eti~et~der ~ I I C  /a /~'.si(jtl a/ hien.;urídico "deberes de laj~ncr(itl priblica ", cot~ /a 
un.si~qtienre con.sunurcirjn de/ delito de uhecho en su m&iidud de pcncrlidud del 
corncptor. depende no .Cnk) de qrtc. e1,firnciattario acepte la prnpttesta qrcc. se le hace, sin(> 
YiiG ~idt;iii&..i Ciiiiii>k¡ :kii-C ü c ~ i b t 9  2: ~ i i i t l  qi;C .Te :C .iql:iiiiii ü iüiji!LIh3 U* üqirC:k,  i < j d t j  10 Ciiií: 

no resulta acertado ... E 2  tudo caso, .si bien es ~'ierto /a &la C'onstrtuc~onal cstitnnó qiie, con 
,%.re i.n los p+ic<nio.~ deiii(xii~ticf>s dz ;i?iií.iijíil > legalidd?il, en /íi .fjp;r,i !wr;cil y;" "0.' 
( x . r t p  tro pdria leerse 'j?rottre/iere" por " pntritierc ", eik) no 1ttrp1J~' que sc concI~o>a que 
de.& el ntotFlrnfo m e! qfw se i~et-ificó el ?fií!r~mien~o p r  purte de! clc~i.srido. t./ bicn,;uríJ~co 
que rureiu el riurnerul 345 del C.'&itgo Priul ju se vio 1e.siond1~ ... Adcrmi~', .siempre en 
relación al delrto qrrc rios oc7ipa. Ia,jurispnidencia de dicha ,%la ha insislidr> etr qrre, par ia 
i - i i r~i í -cikiü iiiii-t~ír~ rf</ V j ~ i i  j7iridi~ ijü< rihi .ir iii;<;íí, U<$< <ií i~i íd<t.~ qí~< /ti /<.í.i6jj r?</ 
mismo se da desde el momwfo mismo en qiie w h c e  el ofecimienfo a ,fin de corromper al 
afiimicimrir~, uido w n  inJeerinclencia de Gue Ltre uízpre o no la propuesta. .. la penalidad del 
corruptor (cohecho activo) no sujmne para su consumación la cocirlinmencia del 
,funcionurio publico ni la tradición de la cosa. en tanto la sola c o t ~ d ~ ~ c m  del corruptor 
dexrilü eti el f i p  Iegul es iduneu ~ u r u  pner  eri pelicyro el bien j u rk i~u  rurrhdo, que nu a 
otra cosa urce el sano v normal funcú>namietib v orestieio cle la crdminktracicjn pública a 

&- UIUIriYU7-~"íi "GY7í-dad ,fc sfis lz&Jüs o srrYf'JUr &-,*. rc;h..j&i u csL- 

$gura penal, si bien la mistna i7n  principio- comparte las camc~rristicas de una instigación, 
N F  lo d~licndo Oc 1o.r hien~.r jiiridicos zri ,itiego el legi.~L4i!oi- la ;?r><ficri conro iin delitíi 
independiente y no conto uno parricipacibtt &cm accesori~}. Lo an~er-ior. itrplica yrie .ri b 
ciccih de/ señor Fikqui\.el pudiera ca/$carse catno unci insr!gacibn. e/ iil-tá!!s~s de fondo de/ 
/ul~adí>r /r.~zrlraria corrrc~a. JCI que rl delir11 principl drl in.vti,gaclro (el . tupr.~to rrcro dr 
c:ornrpción p r o  el ~ I I L '  j4e determinoda Onrgo Altonirrono) nrtncn se consitnió ni lleg0 

"l-a c43i iliiiniU- iiiw ;-;;;a;~G.. ra,! .y í.GIYiO / l  *. 1- J -..-. .- - r 7 i r i .  r c, w U ~ L ~ I  IIU. .ji' b i ~ f i  <?~ij.t< U7 

prticipación en itna rentati~o, no e.ri.ste la tentativa de (xlrticipcihn. IA in.~tigacii>n 
~~n.5iiinO;ia re9u;zre; der;l¿is de lu de:ernri;;~cíha al !;echo ,mnihb; Que 2.5;s .cza realizaLf(~ 
p r  el in.sriy~do. atttzyue la ejecttcicin qrrede en esad~i  de tentatiija. En nirr.rh'o Derecho 
f'eetrnl /a renmi%w de in.rti,yación (o de co,rrp/icidnj) es impune ... " (Ht~.rolircion Ntjmero 
2003-09 62, 

"Lo  que srrcede es que si bien es cierio /os i~erbos confemplnJos en el articulo 345 del 
I.'Lwtigu Peri~iI sot~ "dur " j p  >~mrnefer", lo ~'(erto es que " u f r e ~ ~ r "  si e ~ ~ u  ~ u h f r r I < ~  p r  elIu.s, 
no por el verbo 'prometer': sino por el iarba "dar" ... Esta ,%la de ('asacicin conviene con 
1- 0-1- 0 & -.--- 
U A  ,U c.ii qur, i.e+-ciü rZ: r~liiczdü 323 U1 C&i$p 1n~s7~d. IZÜ <S kgiNu;~ 
mod{ficar el t i p  p u l  mediante la subrtitirción del ivrbo "permitierrff por '@mmetieref', 
.pyue e l h  con:ml:iene la ahncMn ~mmtizddoru del tiAp y violenta el principio de 
legalidad ... el análisis de la &la Constitucionai -con excepción de la nota del Magistrado 
Pim Escalante- es m e m e n t e  formal. no se extiende niás allá de la mera h'terulidad del tipo 
leegul, LÍ). decir no curnyrrnde cl anutisis semríntiLv del mismo. Dicho rn o r m  plabms, la 
Sala Constitucional esiableció que no es legitimo leer '@rometiereU donde dice 'bnnitiere': 
í"" b c&-rsü es Tde eJiú&;&-id iu-& 15s,-&- íV ,lü JiXllj,<m.&7 <U; jUL-bIüs 4iW 

componen el t i p  pnal: no nos dice qué debemos enttwdcr o que no debemos en1endt.r de 
e.- ~ lah i -as .  Y lo que la recurrenre .xo.xtiirne es: preci.cantentej que cuando la Sola 
(Tf,n.~tittrcional e.vahlece que no se puede arstituir el verbo "pemritiew" por la palabra 
'Ipmetiere", no está excluyendo el ''ofrecimiento" o la 'Ipromesa" cotno posible contenido 
~emhtim dr h palabra "diere" con~ignada rn el rgikrL1o mmi del Corfigo Pena/. La 
consulta de diversos diccionarios da la rarón a la impgnante. Así, la vigisirno primera 

&I n:-,.: --a 

uuclOJu, 
u, & h-.- F.- 2-1- / r o n 3 1  

L.i?.dS'cuu , ,17L,, cliiSGi-c-& pí- lu f%ail AÜidc .̂i71~. 
E~'pañokr. señala ytre la tercera ampción de rrso corriente de la palabra "dar" es '@oponer, 
hdcar? Etta nttvnia significncicin es avalarla por otras diccirinafir,s contrutes (date, por 
qempb, el Vol. 11 de la edicirin de 1991 del Diccionario Enciclo,&dico .%m, de la Editorial 
Océanq). mchso algunos de ellos agregan lapalabra "ofrecm" como sinóninio de 'kiar" (mí. 
/os blcciomrio.~ Pepriir~ Lmvuwe Ihr .~Wo,  .kificicmes b m . w e ,  1994, p. 316 y el 
Diccionario Abreviado de la Lenmca .&puñola, Vox, Bibliogmf S.A., pig. 146) y aún otro 

y-&- "&-Id a ,h &- -- &-11 m.--:-- . 
(uicwurríiii~ fi-ktkü wFÍ,iü: ?Y~&-ITÜ, 



k2iicrone.s Larolr.s.se. México. lYIy3. ~xig.  1-18), de tal forttra que debe con\~enirse con la 
irnp~gnc~nt~! en q11e yirr~,n j?,-orncte. ufrece o pr:yi::nc cr un ,firni'ic:n<irio jxihiico inm d&Iiia. 
prs.ventc o .frrtrtra. jura yuc t'.~tc haga tu1 acre cc>lltrario a .ctt.c dchsrr.~ (n itlct4rrw erl 
e:ji,i:qUjdt;"i iirl ;iijx;;t'ji,; 232; -?;2 c&iigV J-'cji<i,'), isL&e-zi cüii&uci<7 

n la hitxjresis prei:ism y sancionada en el artícitlo 3-13 del Coiligo Penal. i t~~ic~~ndienteniente 
d2 que 21 fiiiíí.ic>i?aiici !nihlicci ac2pte n rerhacr la &dr\:a n i.zi~~aia indebida, e! 

Nide~)c*rrdientrn~et~tc de y~tt? el objeto /e /raja . r ih  exlrrhido, le jqn .r~do e~t~l t .~gci i f~  o pi~esto 
hJk .su ~m.ws1~5ti o t txr:~ l e t ~ t i c i ~ ,  pites !u 1':~~?~111d~d del ~orr7tp1i1r { ~ I ! I P L - ~ I O  ucr;~:oj 110 

. \ I I~HI~W [mru .\x cutz.~ztnzcci~~n /u c ~ ~ i e i i n ~ i ~ n i c i i i  delfunciomriu yrihiico ni /u trudiciun de fu 
co,w. sri tantc~ ki .?nla condttcta dc! cc1n74ptc~t. dc.ccrrta srl sl tipo lsgal e.? idnnsa para poner EIZ 

~?/r'~7¡<> C: h i í s  jüiü/ic^<7 iiiiC/cief<7, c7iiC ií<7 C.< <7ir"i i*7.Ü7 cliiC C: .U?N<> ). i i < 7 r - ~ i ü : ~ f i i í c ^ ; ~ 7 i ? c 7 ~ ; j ~ i i i i ~  

prestigio de la adtrrinis~aciórr piblica a trav2.s de la corrección e itrregridad de .sus 
emAnleario o sen.idore.q: asi k) ha entenciidn nuestrajuriyruíiencia: «...lo que la ley a m l r a  
es el correcto de.~etnpeiío del cargo por el Jilncionario frente a la Adtninistración Priblica, 
si~snn.y&ntiolo a IO& costo. en atas del cur~~,t~li»?iento de los obligaciot~es que le conciernen, 
de 111 vena li~l~r<l» " (Ht~.volitcir5n ~Viíit~etv 700 4-00 45 1 )  

El Derecho Penal, tiene una serie de principios y garmtias fundamentales, una de esas 

garantías lo constituye el principio de legalidad, en donde las conductas tipificadas como 
L 

delitos deben de estar descritas mediante tipos penales claros y precisos, las acciones 

ejecutadas se describen mediante verbos que ta r ,  a delimitar las conductas punibles de las 

no punibles, por lo tanto, no va a constituir delito aquellas conductas que no sean 

tipificadas como tales. En realidad muchas veces el legislador, comete serios errores al 

momento de describir conductas delictuales debido a una mala utilización de la tkcnicas 

legislativas, estableciendo tipos penales abiertos, y al momento en que le corresponde al 

operador jurídico encuadrar una conducta en un tipo penal, se da cuenta que existen muchas 

ambigüedades o en algunos casos omisiones (imperdonables en esta materia). 

Es por ello que aparecen tipos penales como el 345 del Código Penal, en donde la Saia 

Constitucional ha determinado que no se puede leerse "prometiere" por "permitiere", 

originándose esta discusión en el hecho de quC sucede si el corruptor oftece solamente (¿se 



tiene por consumado el delito?). La jurisprudencia ha dicho que la palabra "ofrecer" está 

cubierta por "dar". Sin embargo, respetarido el principio de legalidad al que se ha I~echo 

mencibn, consideramos que una cosa es dar (acto que consiste en la entrega efectiva de 

algo) y otra muy distinta es ofrecer (prometer la realizacibn de una accicín o entrega de 

algo, podría ser un beneficio patrimonial o extrapatrimonial). En el tipo penal de penalidad 

del corruptor los verbos del tipo son: "dar" y "permitir", por tanto, no podemos entender 

dar por prometer ya que son acciones diferentes, y en materia penal esta prohibido hacer 

interpretaciones extensivas de las normas jurídicas. Para nosotros la consumacibn del tipo 

penal se realiza cuando se produce la entrega efectiva y no cuando se hace el ofrecimiento 

al funcionario público para corromperlo. 

Ahora bien, si partimos de la idea de que la palabra ofrecer esta contenida por el vocablo 

dar, abría que preguntarse si en la acción de ofrecer, se esta violando o no el bien jurídico 

tutelado. En realidad, se puede concluir que no hay una lesión efectiva al bien jurídico 

"función pública" como lo d u m a  el Tribunal de Casación Penal, sino más bien una puesta 

en peligro del bien jurídico. 

Poder de decisibn del funcionario que recibe el dinero: La jurisprudencia ha establecido 

que si bien es cierto, el funcionario que recibe la dádiva a cambio de la solicitud de ventaja 

indebida, debe tener la posibilidad de influir en que dicha ventaja tenga lugar, ello no 

implica que necesariamente deba ser quien tome la decisión fmal, basta con que se pueda 

influir en la toma de dicha decisión. 



Eri este sentido se ha manifestado el Tribunal de Casación Perial de la Corte Suprema de 

fusticia, por rnedio de stt Rcso!ución Número 2004-0027, de las once horas del veiritidós 

de eriero del año dos ~nil cuatro: 

"'Los hechos tenidos por demoslmdos han sido cal~ficados como cohecho in~pmpio en la 
n~idulidud de prmlidud dcl curmf~lur, rri r /  &rifo c! imyuhiu rnlr@ dirirru u/ señor Henry 
C:havamá har-tes, para qire, en su calidaú de ahogado asistente en la .!%la Iónstitucional 
rL?íí/~Y1-rü ü,-;üx /'ji,jpji~ 3UJ a&iiCí<Líus dÜiIUJt3 ¿U)= ücciüji,7j & ÜfiiL-djU < j j  YL3 e: 
encartado mantcnio interí.~, de tal .forma que el encartado  el^ t d o  tnoniento conocia el 
í;zx7r~en de pncihi/idad?r de/.fim~~'omrio dc nctimr cr>~forn;e i;/ /o reyíieriu .<en ,nrqmrando 
un proyecto en ese sentido. para que.fiera revisado por el Magstrado Instn~ctor del caso, en 
consecuencia. sienzpre conoció de 1as.fincione.s qile reulizuba el señor Chmurria Duartes y 
fue por ~.UI.Y que qfrr?ci~i pagnr!e. N o  !imu rnziln el rrcumnte cuando c~in.vrdt.m que e/ hecho 
no se cortmrnó por la intenvnc7ón p l i~7ai  y yire en consecrren.ncia no hq-a habido lesión al 
h&.; J:L-;UJL-, ;íi&- ;cz F-N'iJiUrú' cGi,-ck i'&.i k- ¿wr$XX-.m ,uii L- ,-,7;,~Paír & /u 
&diw sin que exzja el tipo objetiw que elfincionario realice los actor p r o  los cuales se le 
enrregh; de manera que al faahrrxe Anrrrl~idr> !a entrega de l dineni I r  21 iqnu;adr>; lafiL-fifimru 
.re cotrtplefó en .$u e!e»iento objetirq y .re produjo la lesión al bienprridicri mtelaclo, que es la 
pd idad  en la .íuirción publica. Tatnpoco puede considemrse que el hecho qireda truncado 
m algum de sus.fases, d u h  que se utcanzú h con~umaciún pmhcidu pur la entregu del 
dinero, sin qire cobrc relcvnncia el qire hayn sido vigilado policrinlnrente J. se controlara la 
~~i¡rt~'gír p r a  i r w ' c ~ r ~ ~  tí: icsuli~da, pws ÍVU~ÜS 16s LSC~OS y di~üSicjUiiít's ücusluJái i5r7z1 
 dirigida.^ a In reulizacibn plena asi lo hizo. " (Resoltrcihn N~inrero 2004-002 7 )  

Evidentemente, para que se configure el tipo penal, se requiere que el funcionario 

público tenga la posibilidad de influir en alguna forma en el resultado que espera el 

corruptor, en este sentido se comparte el criterio esgrimido, de que no necesariamente 

deba ser la persona que tome la decisión final al respecto, pero sí debe tener alguna 

posibilidad de influir en dicha decisión. No obstante, esta posibilidad de influencia 

debe ser en razón de las funciones de su cargo. Así, resultaría atípica aquella acción 

en que se soborne a la novia de determinado funcionario público, para que influya en 

la decisión de éste, la resolver la cuestión de que se trate. 



T I t l l ! ~  !!: ANP.L!cIS EE '4. PII,.~CT!C:A ,!!!D!CI44L Y N 
MATERIA DE DELITOS NO CONVENCIONALES 
RELAClONADOS CON LAS ACTtVlDADES DE 

NARCOTRÁFICO, R O B O  EE V E H ~ C U L O E  Y 
C O R R U P C I ~ N  

Una vez expuesto el rnarco teórico de referencia en el t í r u ! ~  anterlcr, delimiradcs los 

conceptos que tienen relación con el presente trabajo final de jyaduación y tomando como 

base todas las consideraciones y conclusiones preliminares allí realizadas; debe procederse 

a realizar el análisis de los aspectos procesales y de práctica judicial, qiie tienen relación 

con la labor persecutora que realiza el Ministerio Público. Para ello, será necesario realizar 

tm breve estudio de los aspectos teóricos ft~ndainentales, qtte regulan la forma en qtle se 

realiza dicha función, así coino la legislación aplicable en dicha materia, especialmente 

aqilella qiie se refiere a las salidas alten~as qiie brinda la legislación vigente, las cilales, 

según se ha manifestado, son t~ecesarias para una Iticha efectiva en contra de los delitos 

relacionados con narcotráfico, robo de vehíctilos y corrupción. 

Una vez realizado dicho estudio, el presente titulo se avocará a realizar e! análisis de fondo, 

tendiente a concluir de manera definitiva, si se cumple o no la hipótesis planteada 

anteriormente. Estas consideraciones de fondo son las siguientes: 

En primer término, corresponde determinar si las medidas alternas vigentes en 

Costa Rica, resultan apropiadas para una adecuada persecución de la criminalidad 

no convencional, particulam~ente en las actividades delincuenciales que han sido 

objeto de estudio. 



Analizar, si el Mitiisterio Público está aprovecliando adecuadamente los 

mecanismos que tiene a su disposicibri, o si por el coritrario, se rehúsa a iitilizar 

estos medios, y sc avoca a tina perseciicíbti íridiscriminada de todas las causas 

penales que tiene bajo su conocitniente. 

Realizar un análisis estadístico de las causas relacionadas con las actividades de 

narcotráfico, robo de vehíctilos y corrupción; el cual nos permitirá vislumbrar la 

aplicación o no de estas salidas alternas, así como el nivel de condenas en 

proporción con la cantidad de causas llevadas. 

Finalmente, con base eti estos elementos, se podrá determinar si existe o no un falso 

abordaje de este tipo de delincuencia por parte del Ministerio Público, en caso de un 

resultado afirmativo, se podrá concluir si este falso abordaje se debe a problemas 

puramente legislativos o a im eqiiivocado planteamiento de la política de 

persecución del Ministerio Público, o a un combinación de ambos elementos. 

Con estos elementos se tendría ya base suficiente para realizar las conclusiones generales 

del presente trabajo final de graduación; sin embargo, con el propósito de depurar aún más 

estas conclusiones, se procederá a realizar un breve análisis de la opinión de diferentes 

profesionales versados en esta materia, quienes expresan su punto de vista. De esta manera 

se podrán expresar de manera más confiable, las conclusiones del presente trabajo. 



P Capítulo 1: Mecanismos procesales de persecución y practica 

.jurisdiccional en materia de delitos no convencionales 

De acuerdo con lo expuesto, el presente capítulo está dedicado a deterinitlrir si la !egislación 

procesal en esta materia es apropiada y si se presenta un aprovechainietito adecuado de 

dichos recursos por parte del órgano persecutor. Asitnismo, este capítulo se enfoca en el 

análisis estadístico de los procesos jurisdiccionales que se relacionan con las actividades de 

narcotráfico, robo de vel~iculos y corrupción. Para ello, este apartado se Iia dividido en 

cuatro secciones claratnente definidas, las cuales, para una mejor cotnprensión del teina, 

han sido diseñadas de la siguiente forma: eti la primera se analizan los aspectos teóricos 

generales que sustentan la labor persecutoria del Ministerto Phbltco. Posteriormente, las 

siguientes tres secciones realizan un análisis de las tres etapas en que nuestra legislación 

divide el proceso penal vigente. Estas etapas son estudiadas en su contenido teijrico-legal 

fundanental; así como e11 su contenido práctico, por inedio de un esttidio estadístico de los 

resultados que han arrojado cada una de ellas durante los años 2001, 2002 y 2003, en 

aquellos proesos relacionados con las actividades delincuenciales aquí estudiadas. Este 

aspecto, deviene fundainental para determinar si se presenta o no el falso abordaje de este 

tipo de criminalidad. 

J Sección Primera: Análisis de los mecanismos procesdes de 

persecución 

La presente sección analizará los aspectos teóricos generales de la labor persecutora que 

realiza el Ministerio Público; enfocándose primordialmente en cuestiones de orden 

legislativo, que son las que deben servir de base a una adecuada implementación de una 



verdadera política de persecuci6ti petial por paTe de¡ Mitiisierio Público. Pritnerattietite se 

realizarli iiii breve aiiilisis sefererite a la Oeiioiniliadti "obligat(i,riedad de perseciicion del 

Ministerio Público", para luego estudiar las salidas alternas que ofrece el Código Procesal 

Pena! de 1996. El19 es friiidaine~ital para los efectos del presente trabaje, ya qiie segiin se iia 

pd ido  concluir p;elin;ina;mente, la posibilidad qiie tefiga e! klinisterio Público de echar 

niaiio de recursos distintos segiiii sea el caso, son parte fundamental de una correcta política 

de persecución, e indispensables en el combate de la delincuencia no convencional. 

A. Uloligaioriedíid de Persecución del Ministerio Público 

Las tipos penales relacionados con las actividades de nxcotráfico, robo de velíículos y 

comrpción analizados anteriormente, resultan ser parte integral de las normas materiales o 

tambikn denominadas normas siistantivas de nuestro Derecho Penal, éstas precisamente son 

las que se encargan de regular las conductas de los individuos, determinando cuales 

comportamientos de los ciudadanos son considerados delitos, por lesionar bienes jurídicos; 

establecen ademis, la sanción a imponer ante su inobservancia. En este caso concreto, el 

legislador ha determinado que se deben tutelar los bienes jurídicos antes estudiados, lo cual, 

a fin de cuentas, se reswne en una cuestión de mera política critninal. 

El deredio perra¡ sustaitivo carecería de pragtriatisi~io, sirio fuera p r  ¡a existericia de las 

normas forinales, que son las qiie establece11 el proceduiiiento para liacer ciimplir la ley 

penal sustantiva. En un sentuío más restrictivo, las normas formales son aquel conjunto de 

normas jiirídicas qiie se encargan de regular las actividades de los órganos del Estado con 

los particulares, esta relación se da para cumplir ese derecho sustantivo, que se sospecha ha 

sido trarisgredido. Se puede decir, que el proceso penal se caracteriza por persegrir dos 



tines concretos: en primer lugar busca el descubriiniento de la verdad real de los hechos y 

en segundo lugar el deseo de hacer cumplir la ley sustantiva. 

El derecho procesa! perla! se fucda~nenta en diversos principios, entre los cuales 

encontramos el de oficialidad, el de estatalidad y el de legalidad, que serán analizados a 

continuación: 

principio de Oficialidad: de acuerdo con este principio, cuando ha habido una presunta 

t~iolación a una norma penal sustantiva, el Estado a quien se le ha concedido la potestad de 

represión del delincuente, reacciona de manera inlnediata y espontánea para el 

reestablecimiento del orden social. Además de ello, considera que la iniciativa en la 

investigacion la tiene el Ministerio Público. 

&incinio de Estataltdad: cuando se comete un delito se produce una lesión a intereses 

pítblicos, por lo que !e corresponde exclusivatnente al Estado la represión del delincuente. 

Para ejercer esa potestad se instituyen una serie de órganos que ante la presunta 

inobservancia del derecho penal, hacen cumplir las normas de derecho vigentes. En 

resumen, se puede decir que el proceso penal es una actividad de órganos estatales, y no de 

siijetos privados, además de todo esto, la actuación o no del ofendido es indiferente para el 

Estado. 

PrinciD.io de leaalidad; sin lugar a dudas éste es uno de los principios m& relevantes que se 

encuentra en el derecho procesal penal, está contemplado, entre otras normas, en el artículo 

primero del Código Procesal Penal que establece: 



':.lrlici~/o 1: h'udie /x)drci ser condenado a rrna pena n/ sotrrrlido (1 tina tnrd~da L/P 

.ye,qztridtrd, sino en i:irtzrd de irn pr(xe.su trcmil~~do cori urreglo u e.slc. ('(2;~ y con 
ohseriaticia ~srricta JC h7.75 garantic7s. las ,/uc74/1~des y los dt.rc.chos pr~zi.is/os para los 
i,*i:;~iiía<. ;2 i i i<jb.ltiit~iji i&i ~fti  iiiiü i.t?,$ü L ~ C  güi~iiihi C.T~L¡::<¿~L~L~ ü-bi liiipidiii~:<j ii<JI 

p d r u  hacerse wuler en su perjuicio " 

De esta manera, se establece que la ley es la única encargada de establecer las conductas 

delictivas, de tal suerte que, una persona solamente puede ser sometida a una pena privativa 

de libertad o medida de seguridad, en el tanto que exista una ley previa que establezca 

dicha sanción para una conducta determinada, y haya tenido lugar un debido proceso 

respetuosos de los derechos y garantías establecidas para el enjuiciable. También se puede 

decir que los órganos estatales encargados de hacer valer la justicia penal, se encuentran 

sometidos a la ley y solamente podrán hacer lo que la misma les permita. Además de ello, 

", . , el órguno per.~ecutorio dehe ejercer ind~f.ictihlen~ente la acción pcncrl en cuanto reúne 

los elen~entos leqln7ente marcado.r pam p~oceder a ílicho e jei.ciool". El Ministerio 

Piiblico al ser un órgano estatal, también se encuentra sometido a la ley, y como mandato 

legal debe de ejercer la acción penal, pero sólo en el tanto ésta reúna los requisitos 

establecidos. 

Otro aspecto fundamental respecto de este principio, sin lugar a dudas, lo constituye el 

hecho de que funciona como una garantía importantísima para los ciudadanos ante el poder 

represivo del Estado. El principio de legalidad también se ha concebido como: ". . . garante 

de seguridad junídica en el ámbito del derecho penal .~wtmtivo -en vista de que .ve exigía 

rl conocimiento previo de los delitos y íle las penas - nlediante la .formulación clásica: 

' GARCiA KNMlREZ (Sergo). Derecho Pmartt Pend, hlexiw, EditMal P@m Socidad An@njninia, 
cuarta edicitm, 1983,  p. 203. 
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"nullum crimen, r~ltllu poena sine previa lege ", mantfistcínciose así el  ideal &mocriítico 

ctel sornetintiotro del pder  ptíhlico a la ley. .  ."' 

No se puede oltiúar que el derechi: penal se trata de un sistema discon:inuo de ilicitudes, 

y ese sistema debe de estar previsto a priori, por tanto, los ciudadanos sólo pueden 

transgredir una norma que haya sido establecida con anterioridad, ya que es necesario que 

exista un conocimiento previo de la misma. Dicho conocimiento genera en la población 

sin lugar a dudas, la mencionada seguridad jurídica y ksta es una de las grandes conquistas 

efectuadas por la Democracia, en donde se debe de dar una sumisión del Estado y los 

órganos públicos a la ley. 

Para poder abordar correctamente, el tema de la obligatoriedad de la persecución penal por 

parte del Ministerio Pítblico, se hace necesario tomar en cuenta el concepto de acción 

penal, ya que es por medio de ella que puede actuar este órgano persecutor. La acción penal 

se puede considerar como " . . .el poder jurídico de excitar y proojover la decisión del 

órgano jurisdiccional respecto a una determinada relación de derecho penal.. . la acción 

penal domina y da carbcter a todo el proceso: lo inicia y lo hace avanzar hasta su meta (la 

sentencia)". Entonces, se poáría decir, que la acción penal es un poder jurídico 

previamente otorgado y dicho poder consiste en "excitar" y "promover", una respuesta de 

parte del órgano jurisdiccional cuando se presume que ha sido violado un bien jurídico. 

' CHANG PIZARRO (Luis Antonio). Criterios de oportunidad ea ei Código Procesal Penal, San José, 
Editorial Jurídica Cnntinental; 1998, p. 62. 

FLORiAN (Euyene). Elementos de derecho pmesal  penal, Espana, Ertitorial Jurídica Univenitaria, Vol. 
1,2001, p. 91. 



Para otros autores el derecho de acción, es considerado como " . . . un tierecho autónomo, o, 

por lo mtlnos, cli,i~tinro ilel clerecho subjetivo di. casiigur cle! I::(.tu~io, tal czlal lo hace valer 

por ,~cdio de lo acciót: cuat~~io e>:i.c.ten los prc.iSztpz:asto.s pum ellu. Y ckbc observarse que 

.SI¿ cjict.c'ic3io tío p11e~li. ~it'legiirse etí (5rgunrt.s yz~c no secrn c.c.ru?ul~.s I; y24~ ILZ in1~7n1c~~clet1cia 

I de IQ occiór~ no prejuzga /a c?-~:istencin í/e Q ~ z ~ c ? !  i ! í ? r e ~ i ~ ~ " .  La accii?n es definida como un 

derecho autónomo, independiente del derecho subjetivo de castigar que tiene el Estado, y a 

str vez se hace exigir por medio de lo que denominamos acción y su e-iercicio es producto 

del principio de estatalidad y por ende no puede recaer en un sujeto que no sea el Estado. 

En resumen se puede afuma:, qtre la acción es un derecho subjetivo y autónomo, derecho 

qile consiste en iniciar o promover una determinada relación jurídica entre el inobservante y 

el Estado, con el fin de qils se ciimpla la ley penal sistantiva qire ha sido violada. Su 

ejercicio va a depender en muchos de los casos, de la persona afectada, o bien, de los 

intereses públicos o privados que se estén ventilando, pudiéndolo ejercer el Ministerio 

Público o el particular. No se debe de perder de vista, que siempre el encargado de realizar 

la actividad represiva ante conductas ilícitas es el Estado, mediante sus órpnos públicos. 

Existen autores que definen a la acción penal únicamente por su naturaleza pública, ya que 

duman que va dirigida a hacer valer un derecho público del Estado, derecho que consiste 

en aplicar la ley penal frente a aquel sujeto que ha cometido un delito y que además debe 

hacer valer las normas establecidas en un caso concreto, la acción es pública por el fin que 

se propone alcanzar y por el objeto a que se refiere. Por ello, no se podría delegar su 

' Ver FLORlAN, op. cit., p. 93. 



ejercicio en sujetos privados. Es precisamente en este sentido que "lo crccicin penal no 

p14c(ic ~ B ~ I L ' H C C C ~ ~  v~iis ~ I I C  u/ I ~ S I U C ~ O ,  y ello por 3 1 4  mist;w ,fW?cicín; a/ /:~rcri!o coino tilulur 

(del derec/~o szlbjelivo (le cu.vtigur. .. /u r(?~l/ i ( i~~d es y ue 10 ucci(5n pen¿r/ pertetzece u1 EE~tu¿io, 

el cica1 la q,crcrta por nteciio de úrganos propios inmcdatox o mediatos " ' 

La accicín para perseguir un delito puede ser pública, privada o pública perseguible a 

instancia privada y esto va a depender, según se dijo anteriormente, de los intereses y de las 

personas que van a intervenir en el proceso. El1 nuestra legislación, estas diferentes formas 

de accicín, se encuentran conteinpladas en los artículos 16, 17, 18, 19 y 20 del Código 

Procesal Penal. 

a. Acción pública: los delitos perseguibles mediante este tipo de acción, son aquellos en 

donde se ha lesionado un bien jurídico tutelado que la sociedad misma, considera que es 

necesario proteger, porque su afectacibn perjudica enormemente a la sociedad, esto debido 

a que sus efectos trascienden de los límites de la persona, que se ha visto afectada por una 

conducta delictiva determinada. El artículo 16 del Código Procesal Penal, establece con 

claridad que el Ministerio Público, tiene el deber de promover la acción penal y de dirigir 

la investigación junto con la policía judicial, en el caso de delitos de acción pública. 

b. Acción pública perseguible a instancia privada: este tipo de acción también es 

ejercida por un órgano estatal, o sea, el Ministerio Público y es ejercida en las mismas 

circunstancias de la acción pública, solamente que su ejercicio va a depender en primera 

instancia de que exista una manifestación de voluntad de la víctima del delito o bien de su 

' Ver FLOIUAN, op. cit., p. 95. 



representante. La manifestacióri de voluntad consiste en que la víctima o su representante 

de manera expresa (mediante utia denuncia), informe que desea la persecución de ese hecho 

del cita1 fue víctima. Es muy razoriable que se busque el consentir~iento de la persona 

afectada, ya que a pesar de que tienen un innegable carácter público. se considera que su 

publicidad puede resultar perjudicial para la víctima. Si no existiera una denuncia, 

entonces el Ministerio Público, se vería con un impedimento legal para realizar la 

persecución de ese delito. En este tipo de acción la encontramos en algunos delitos de 

carácter sexual. 

c. Delitos de acción privada: en el caso de los delitos de acción privada, el titular de la 

acción es el propio ofendido, quien tiene la facultad de decidir si la promueve o no. Este 

tipo de acción se interpone en forma personal o por un representante y aquí impera el 

principio de disponibilidad de la acción, que piiede ser terminada por un desistimiento 

tácito o expreso. 

Ahora bien, una vez analizados los tipos de acciones existentes en nuestra legislación para 

iniciar el ejercicio del derecho penal, encontramos que es precisamente al Ministerio 

Público a quien en general, le corresponde como imperativo legal el promover la acción 

penal y acto seguido dirigir todos los actos de investigación llevados a cabo por la policía 

judicial, esto en los casos de delitos perseguibles mediante acción pública (como los delitos 

relacionados con las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción pública). 

Este imperativo legal que tradicionalmente ha tenido el Ministerio Pítblico de ejercer la 

acción penal en forma indiscriminada, encontró en la práctica serios inconvenientes, ya que 



este órgano persecutor no contaba con los recursos económicos y humanos para poder 

perseguir todas las conductas delictivas, es así como, en la práctica judicial de forma 

subterránea se realizaban escogencias por parte del agente tisca!, quien decidía a que 

conductas delictivas se le daba prioridad en su persecucibn, además, los asuntos sin 

resolver seguían aumentando, sin tener la población civil una "justicia pronta y cumplida". 

Según se estudió en el título anterior, este supuesto de persecucibn indiscriminada e 

igualitaria de todas las conductas criminales que se puedan presentar en una sociedad, no 

solamente resulta imposible de realizar en la práctica, sino que además, es poco deseable, 

ya que dada la diferencia de perjuicio social que causan una conductas criminales, en 

relacibt: con otras; resulta evidente que se le debe dar un mayor grado de prioridad, a la 

persecución de la delincuencia más dañina; éste es un aspecto fundamental de una política 

de persecución debidamente implementada. 

De esta forma, la normativa anteriormente vigente no permitía discriminar entre unas 

cau,sas y otras, y se encontraba vedada la posibilidad de utilizar md idas  diferentes al 

contradictorio oral y público, para resolver las cuestiones de carácter penal. Así se pretende 

encontrar una solución a esta problemática de orden legal y práctica, por medio de la 

promulgación del Código Procesal Penal de 1996, que entró en vigencia en el año 1998. 

Con la promulgación de este nuevo Código Procesal Penal, se buscaba de alguna forma 

dotar al Ministerio Público de mecanismos legales, efectivos y ágiles que le permitieran 

resolver un gran número de las causas penales que llegaban a su conocimiento, mediante la 

utilización de una serie de salidas alternas. Con ello surge el denominado, Principio de 

Oportunidad Reglado, mediante el cual este ente acusador, se encuentra en la posibilidad de 



ejercer la acción perla1 de la hrtria ísadicioiia!, útiica!~ieri(r rri aqueiios casos erl que lo 

corisidere opoi~uiio y sea esti-ic tatiieiite iiecesario. 

Segúil se Iia estudiado eil ei presente trabajo, para que exista ur:a adecuada iilipieiiientación 

de una verdadera política de persecución del Ministerio Público, necesaria para luchar 

efectivai~ieiite eii coiitra de la deliiicueiicia lio coiiveiicioiial, las saiidas alteriias, la libertad 

de negociación con algunos impiitados y en general la posibilidad de discriminar la 

persez~icion de algunas c a i w  sobre otras, se hacen compietamente indispensables. De ahi 

la importancia de que con la niieva normativa procesal penal, se le den estas herramientas al 

elite persecutor. Estas salidas alternas se malizan de inariera sucinta a 

ccrntin~iaciírn, con el propOsito de determinar si las mismas resi.r!tan apropiadas y suficientes 

para una adecuada iinplernentaci8n de lo qiie heinos !lamado iina verdadera política de 

persecución del Ministerio Público. igualmente, resta analizar el iiso que de dichas salidas 

altenias ha realizado lmta el día de hoy el idinisterio Público, especialmente en lo que se 

refiere a la persecución de los delitos relacionados coi1 las actividades de narcotráfíco, robo 

de vehículos y corrupción pública. 

B. Salidas alternas contempladas en el Código Procesal Penal de 1998 

Uri canbio de sutia i~iiportaricia respato del anterior Citdigo de Procedittlierltos Penales de 

1973, lo constituye sin lugar a d~idas, la supresión en la etapa de investigación de la 

instrucción formal y con ello, la de la figura del juez de instrucción, para en su lugar contar 

con la presencia del Fiscal, fimcionario encargado de llevar o realizar la labor de 

investigacibn. A la vez, se introduce al proceso el denominado juez de garantías, quien es el 

encargado de controlar la actividad investigativa y en general es el garante de los derechos 



de las partes. Además de este cambio, se establece tina etapa intermedia, en donde se 

controlan todas las actividades realizadas en la etapa preparatoria. 

Según se dijo, hasta el ano de 1998, el Ministerio Público debía ejercer la acción penal en 

todos los casos, sin excepcicin alguna. El Ministerio Pliblico, una vez iniciado el proceso 

(por medio de la denuncia o por su actuacicín de oficio), debía necesariamente decidir entre 

acusar o no acusar la causa (sobreseimiento) para poder lograr ponerle fin al proceso. 

Con la introducción de la nueva legislación procesal penal, se establecen una serie de 

mecanismos legales que le permiten al Ministerio Público, hacer más eficiente su labor, 

destinando sus recursos materiales y humanos a perseguir aquellos delitos que resultan ser 

más lesivos, como es el caso de los delitos no convencionales. 

A cofitinuación se tratará de describir en líneas generales las salidas alternas que se 

encuentran reguladas en el Código Procesal Penal. Es importante la comprensión de cada 

una de ellas, ya que en las siguientes secciones se analizarán cada una de las etapas del 

proceso penal, en relación con la persecución de los delitos vinculados con las actividades 

de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción piiblica; en dicho análisis, se estudiará de 

manera estadística, la aplicación de cada una de las salidas que a continuación se 

mencionan, por lo que resulta conveniente, tener claro a que se refiere cada una de ellas. 

Criterios de o~ortunidad 

La regulación de este instituto en el derecho comparado, ha tenido buenos resultados, por 

ejemplo, en Alemania y en los Estados Unidos, ha ayudado de manera eficaz a combatir d 



probletna que se había producido, por la perseciición indiscriminada de los delitos y la 

desproporcionada represióri judicial, no respondiendo dicho sistema al ideal de "justicia 

pronta y cumplida". 

Es por esta razón que países como Italia y Portugal, han inspirado su legislación en la 

Ordenanza Procesal Penal de la República Federal de Alemania y han tomado algunos 

elementos del proceso penal norteamericano. Estos nuevos códigos se caracterizan por: 

"la rtllctwnciu y ruteh tiel ~i~arechu Lit> d<fensa m cl proi!t)~o y la celrririirii tln Icr trmitocibn 

dtl 6.~te, rnc.diiicmte /o crbreviación u suvritztciótí cie Icr in.vrmi~ción por proceiii~~ientos mds 

e-rpeditns"'. Surgiendo de esta forma, una serie de procedimientos en donde se da 

preponderancia a la negociación y acuerdo entre los sujetos procesales. 

Sin embargo, la aplicación de los criterios de oportunidad, respecto al ejercicio de la acción 

penal ha sido criticada, ya que se ha dicho que su aplicación conlleva en muchos de los 

casos, una limitación a las garantías de los imputados. No obstante, no se comparte este 

tipo de argumentación, ya que con la aplicación de criteríos de oportunidad, no se perjudica 

de ninguna forma al indiciado, quien mis bien, en muchos de los casos es el más 

beneficiado con su aplicación, ya que se desliga definitiva o temporalmente del caso en 

cuestión, además de ello, en aquellos supuestos en los cuales el imputado debe declarar y 

ayudar a esclarecer un caso, éste no lo hace solo ni se le obliga a hacerlo, sino que actúa 

bajo el patrocinio de la defensa técnica que en todo momento lo asesora. En otras palabras, 

3 CHANG PIZARRO (Luis Antonio). Criterios de oportunidad en ef Código Procesal Penal, San José, 
Editorial lundica Cmntinental; 1998, p. 29. 



lo hace porque resulta más conveniente para sus intereses. La aplicaci6n de este instituto 

conlleva el establecimiento de nuevas reglas procesales, según las cuales, previo análisis 

por parte del fiscal, se puede optar por suspender la continuación de la persecución penal, 

ya sea por razones de oportunidad o de conveniencia. 

En este sentido, se ha tratado de definir el principio de oportunidad, como "la atribzrción 

qzu timen 1o.v drgot~o,~ ~t~~*orgoíio.v LIP lo pn~níoci(jt~ cle lo pcr.wczici(jn pcnol, ,ficnd~íio en 

razones L ~ ~ V L ? ~ S Q . V  (le> político criníinol y proc~~sol (le t ~ o  ití:cior lo ~ ~ c ~ i ( j t í ,  o íIe szrspeniicr 

pi.<~vi.viotnalníet~t~~ !o ac-c-icítí inicicrdo, o (le li;l;lilorkr erí stc c2-~fc>rui(jrí objcrfivo y szrhjetiva, o 

dt  I~ocerlo C C W ~  ti~#~tíiti~oníetzte ot~lcis (le lo sentcrtício, ~rzín i*zi~1}í~Io c~~nczlrrotí LIS 

, cottdic~ot~cs ttece~írrias para pcrsepir Y castiRírfY' . Entonces, el principio de oportunidad 

es la facultad concedida por la ley, que tiene el Ministerio Público de no iniciar o suspender 

la acción penal, de acuerdo con la política de persecución establecida por el propio ente 

acusador. 

La doctrina que no está de acuerdo con el principio de oportunidad, considera que el Estado 

por medio de su órgano persecutor debe ejercer en todos los casos la acción y persecución 

penal, estableciendo de esta forma una obligatoriedad ciega hacia dicho ejercicio. De esta 

manera, se ve en el criterio de oportunidad, una antítesis del principio de legalidad, ya que 

se deja a la libre decisión del Ministerio Público, la posibilidad o no de ejercer la 

persecución penal. A su vez, hay quienes consideran que el principio de oportunidad, 

violenta el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley, ya que impide una 

' CN-?&SA N S ? ?  (:G&;. LPiie~tkntb scíuak~ ~ b s  e4 r ) i m  píif, Eusr735 Aires, Ediions del 
Puerto Sociedad de Responsabilidad Limitada, 1997, p. 16. 



persecución real de los delitos, por contraposición al principio de legalidad, que de manera 

igualitaria establece que a qiiieti ha cometido un delito o transgedido las normas penales 

deberá de atribuirsele una sanción. 

Esta posición no se comparte, ya que se considera que el principio de oportunidad, no se 

encuentra contrapuesto al principio de legalidad; por el contrario, va ligado 

indiscutiblemente a éste, ya que es la misma ley la que establece las pautas bajo las cuales 

el Fiscal puede o no utilizar este mecanismo, por lo tanto no existe la completa 

discrecionalidad alegada por los detractores de este importante mecanismo de política de 

persecución. Por ello es que se habla de principio de oporti~nidad reglado, para no 

entenderlo como contrapuesto al principio de legalidad. 

El contar en nuestra legislación con este institiito procesal, resulta ser sumamente 

ventajoso, ya que responde a las necesidades sociales actuales. La aplicación de criterios de 

oportutiidad permite que las investigaciones que realiza el ente persecutor se concentren en 

aqiiellos delitos de mayor relevancia incluyendo los delitos no convencionales, en los 

cuales resulta necesario que exista una mayor concentración de los recursos humanos y 

materiales para wra adecuada persecución. En otras palabras, nos encontramos en presencia 

de una herramienta fundamental para la elaboración de una adecuada política de 

persecución penal, indispensable en la persecución de la delincuencia no convencional, esto 

por dos razones, por una parte se permite negociar con imputados que hayan tenido una 

partrcipación mínima en la comisión del hecho delictivo, permitiendo con ello capturar a 

los autores intelectuales de dichas conductas delictivas y por otra parte, por medio de su 



aplicación a delitos de bagatela, se permite discriminar entre conductas muy lesivas de 

aquellas que no lo son tanto, para abocarse a la persecución de las primeras. 

Ahora bien, no podemos pretender que la aplicacicin de este instituto se realice sin ningún 

tipo de dificultad, ya que no es así, por ejemplo, uno de los problemas que enfrenta su 

aplicación se da en el caso del "criterio de oportunidad por insipificancia", el cual 

" . . . llevo o di~i~mliocie~ en lo oplicoción icguolitoria de lo ley, resultot~cio ociemú.~ y ue existe 

un dificii (le l~>giiimocicít~ ili.moc!rúfic~cr iícl hlii~isterio Príhlica, cl yzte en .eit$iniiiva 

ci~~~~rrmino cr irut*i;s cie SZLV cr:i~ri(w 10 que e.ciLí pet~iriio o no. in?pt>ri:nek> sohrc el P d e r  

Le,gislo!ivo "' Esta situación que se presenta respecto de SU aplic,aciSn práctica, se podría 

resolver mediante el establecimiento de un criterio económico que permita determinar 

cuando se está en presencia de un h a h o  insignificante y cuando no, siempre que se trate de 

aquellos delitos de carácter patrimonial. 

Respecto a la aplicaciiin de este principio la Sala Constitucional en el voto 2662-2001 del 4 

de abril del dos mil uno dijo: 

"Desde esta óptica, se ha dicho que el principio de legaldad pretende un objeriso 
irtalcanzablr. ju que impone la persrcuciún ineludible de tdw' los hechos de1icrivo.s en una 
d j w c a  de aum~nio y de scjsticación de la criminaliáad dcsmediáa. Lle ahi qtre en la práctica 
Ü p i i i N  ~ i ü 1 7 i ~ ~ r í ~ f i i ~  ¿ f i i e ~ ü S  de ü~ifiiiiii:<íU sA; íiiií@ii ¿ ~ 1 7 i i ~ :  Cfi ;ÜS d(fri~ií;&- Q S ~ O ~ ~ Ü S  

del sistema. Ante esa realidad, el Icpslador optó por esiabkcer cn'terios de oportunidad, a j n  
de evitnr n al menos atenuar In arhitrnriedad en el ejercicio de e.w prcicticn y lograr u m  

mapr  qficiewia en la persecución de otros delitos, considemdos como de mayor dañosiúud 
social". 

' LLOBET RODRIGLJEZ (Javier). Proceso Penal Comentado (Código Pmesal Penal Comentado), San 
Jctsé: Editorial Jurídica C4ntinenwl: ,seclmdrt edicihn, 2003. p. 81. 



Al igual que la Sala Constitucional, se considera qiie en la actualidad las conductas 

delictivas deben de ser discriixinadas en razbn de su danosidad social, como por ejemplo en 

los delitos que se han venido estudiando los cuales produc-en ul: gran perjuicio social. En la 

actua!idad, pretender perseguir todas las coriductas delictivas por igual, resulta ser üna 

verdadera utopía, puesto que el ente acusador no tiene los recursos necesarios para lograr 

dicha labor. 

Es de esta forma que se establece en el artículo 22 del Código Procesal Penal, el principio 

de legalidad pero también establece en qué casos se puede prescindir de su persecución: 

Articulo 22. El Ministerio Piíblico deben5 ejercer la accihn penal piíblica todos los casos en 
que seu y~ (x rden t~ .  cvn nrrqlr~ u h s  drspsrcrorres de lu ley. JVO obs&crk, firrc.iu uutoriwciun 
del si4pric)r jc.rúrquico, el riprescntante del Ministerio Público pxfra solicitar que se prescinda, 

. , 
ü jj,irC~ü,!fi;Sj;;~, L:c ,!ü ~~~is<C7iCj~j j  L-eí;ü:, j i ; ~  j'iijijir. 6 6 wl<,is i ; i l ~ ü c c ~ , ~ j ; c ~  o a 

alguna de las personas que f~r t ic iparm en el hecho, cuando: 

o) Se @ate de itn hecho in.si,qn~lficante de ntinrn~a wlynhilidLzd del a~rtor o del porticip o exigtra 
rontribucion de este, sahlo que ufL;cte el inlerks piíblica o 10 h a y  cometido wafincionario público 
eti el ejercicio de/ cuqo  o c i~n  cm.vi<jri de til. 

b) Se tmte de asuntos de delincr~encia o~anizada, criminalidad iiolenta, delitos gmiles o de 
frumi~ucivn complrju y el imp&do colub«rr qficuzmrnlr con h intrs~ipciún. brinde injurmuciún 
esencial para evitar que contmúe el deiilo o se petpetren otros, a y d e  a esclawcer el hecho 
; z.&-Jc ii CüiiéríUs " pl"pic~;jf  ; j~ j ; ) l~ , iüc7~N i;*$;p-iü plü:ar p-i, $ciUcib/j '& J 

imputados, siempre que la conducta del colahomdor sea menos reprochable que los hechos 
pfnihles af,w Amr.~cucirin.fnkl~M n afya mntit~imció,~ -'M .. . 

c) El rmputoda h q o  sufrida. a consecuencia del hecho, dañosjs~cos o momles grmles que lamen 
de.\prop~rcir~nudu &u upllcucir~n de wtu pru, o í w d o  WJflCUTfUII 105 p t ~ ~ u p t í í l o ~  Úujo !o.\ 
cuales el tribunal está a u t o n d o  para presciruirr de la pna. 

d) Lu pena o nredida de seguridad qtre ptreda inrlmetse. por el hecho o la infiulmión de n?ya 

petxecucihn .te prescinde; carezca de imAm>rtancia I r  ctjnvideracih a la pena O medida de 
.uegtrridacI impre.r.ta. qcte .se debe e.spmrpor 10.9 restantes hechc~.~ o infiucciones que se le i m p u . ~  
o se les impuso o se le impondría en un procedimiento lmmilado en el exawjem. En estos 
u l f i m  cuas, pdrri prescúldiru de lu rxlrdicivn w l i w  y mcrdr rx ,  Iu p s i i u .  Lu suIki&d 
deberá f o m h r w  por escrito ante el tribunal que re.9olvercí lo corre.pondiente, según el trámite 
irí~~blcci<?a p m  b cmcliísi&r t*! prmrt~Sniimto prrtpl7rato~iü. " 



En todos los supuestos mencionados anteriormente, excluyendo el inciso b), no se establece 

una resolución alternativa del conflicto, sino que más bien, se trata de casos en los cuales el 

Ministerio Público prescinde de la persecución penal, motivado en la falta de relevancia o 

insignificancia de la acciótt delictiva. 

En cualquier caso, el órgano persecutor debe tener en cuenta, que para cumplir con sus 

objetivos y realizar su labor requirente, necesita implementar una adecuada política de 

persecución, la cual debe tomar en cuenta la limitación existente de recursos materiales y 

humanos. 

De acuerdo con lo expuesto, las actividades delictivas de narcotráfico, robo de vehículos y 

corrupción, relacionadas con delitos de carácter no convencional, deben tener un grado de 

prioridad importante en la labor persecutoria que realiza el Ministerio Público ya que 

afectan enormemente a toda la sociedad. Además, dicha labor debe realizarse de tina forma 

eficiente, ya que estos delitos por su grado de tecnificación y complejidad, requieren de una 

investigación especializada, por ello, el Ministerio Público debe reunir " . . . esfierzo.~ a lu 

persecución de aquellos delitos que más efectos negativos cmyeil a la sacredad."' 

Es de esta forma que la aplicación de criterios de oportunidad se hace como excepción y 

sólo procederá cuando el jerarca del Ministerio Público lo apruebe; además, en cualquier 

-- - 

1 @ Á L l f i , T E 7  ru;L, @ Á L l  oru"ciE , \"Mur- y iijT*~g.~U v&,llhjii :,r"-';6.U.k P"bSfC, e.( & 

Código Procesal Penai, Tesis para optar por el grado de Licenciada en Derecho, Facultad de Derecho, de la 
1 Jnive~idad de CostfI R ic&  SR^ José, CosU R i q  1 997 p 1 7 1 . 



caso, debe cumplirse con los supuestos mencionados en el artículo 22 del Código Procesal 

Penal. Así, a la luz de este artíciilo, conviene establecer cuando es posible la aplicación de 

este tipo de criterios. 

a. Cuando exista escasa reprochabilidad: lo cual se da en tres supuestos: la 

insignificancia objetiva del hecho (delitos de bagatela), la mínima culpabilidad del autor o 

partícipe o su exigua contribución al hecho. A nivel de política criminal este supuesto 

busca: "...a) conrrolcrr la crimincrlidud iie bcrgatefu; b) ucelercrr Iu administración de 

justicia; c) evilur el .efecto ~ie.socicrlimte del c-tzn?pIimientn cie Icr pc>nu in~puesta por In 

comisión de izimiedade.~ de1i~~iva.s; d) la cc~ncenlrución procesal; y, e) el 

, , I  rfe.~~~i~ge~stioi~a~!~ie?ito iie /os trihzlriiu/e.i. Para determinar cuando se presenta 

"insignificancia del hecho", debemos remitimos a las reglas establecidas a nivel de 

tipicidad, por el derecho penal sitstatitivo. De esta forma, la insignificancia puede ser de 

dos tipos: del "desvalor" o de la "acción y resultado". Por otra parte, a nivel de la 

culpabilidad la insignificancia del hecho está condicionada por el principio de 

proporcionalidad de la pena. 

El principio de proporcionalidad, a nivel de la tipicidad del comportamiento, analiza si la 

lesión o puesta en peligro del bien jurídico es lesiva, dañosa o significativa, en definitiva si 

la sanción es necesaria para proteger o mantener la convivencia social. En este sentido se 

ha dicho: "...mando en el cayo concreto surge una desproporción entre la pena y la 

entidad de la lesión al bien juridico o la relacMn de convivencia social tukbda en este, 

I C r  A X T  iuurG TiZiWlV ("Lis íiiiwiiiüj, Cn'iRüs de opc$iiíiiYnd eii si COQlgo f rvcwionl Zenai, Síin JoG, 
Editorial Jurídica Continental, 1998, p. 77. 
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ya sea por lo ntíttinto Lic. la lesi(jn o por lo exageraíio del castigo penal, rmultarcj 

pn)wíict~rc lcr crp/iccrci(ín dc.1 critcno LIQ ~ ~ ~ r f i i ~ i c l ~ ~ i i  ,fi~ií~i¿z~io en /cr riís.igt~/ficcrtícicr del 

hecho "' (la utilización de la negrita es del texto original). 

En el segundo supuesto, referente a la mínima culpabilidad, se puede decir, que no existe 

univocidad de criterios, ya que se ha dicho que se trata precisamente de circunstancias o 

causaies encontradas en los códigos, que conllevan una reducción en el reproche de la 

conducta, por ejemplo, el caso de las atenuantes. Sin embargo, necesariamente se debe de 

partir del concepto de culpabiliúad, siendo culpable aquel que pudiendo obrar conforme a la 

ley no lo hizo y se apartó de ella, por lo anterior, aquí se consideran aquellos presupuestos 

que podrían atemperar el reproche jurídico penal. 

En el tercer supuesto, relacionado con la exigua contribución del partícipe, se debe realizar 

un análisis similar al del c m  anterior, ya que son las especiales circunstancias, propias de 

cada caso, las que conllevarían una atenuación en el juicio de reproche que se le haga al 

partícipe, lo que permitiría determinar si la acttiación del participe es exigua o no. En este 

sentido, conviene recordar que, el fundamento de la reprochabilidad que se le hace al 

v ' c i p e ,  recae en que éste contribuye a la realización del delito, ya sea porque determina 

al autor a cometer el delito (instigador) o porque le sirve de apoyo en su conducta. En 

resumen, la punibilidad de la participación se fundamenta en la relación de dependencia 

que existe entre el hecho realizado por el participe y la conducta realizada por el autor. 

' CHANG PIZARRO (Luis Antonio). Criterios de oportunidad en el Código Procesal Penal, San José, 
Editorial Jurídica Cfintinental; 1998, p 82. 
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En los casos anteriormente analizados, se puede prescindir de la persecución penal, siempre 

y cuando no se traten de delitos funcionales o exista un interés publico en su persecucicín. 

Esto es de vital importancia, ya que para los delitos relaciofiados con la corrupcicín, no 

tendría cabida la aplicación de este criterio de oportl;:~idad, debido a que los mismos, 

norinalmente conllevan un interks público o la actuacicín delictita de un funcionario 

público con ocasión de su cargo. 

b. Cuando exista colaboración del imputado: respecto a este supuesto se puede decir 

que no se trata de cualquier colaboración, sino aquella que resulte ser de importancia para 

fa tramitacicín del proceso, según el criterio del físcal. Además, resulta necesario que el 

hecho que se deje de perseguir sea bastante mas leve que aquel o aquellos a los cuales el 

imputado contribuya a esclarecer, o a hacer cesar su continuación, pues de lo contrario no 

tendría sentido este principio. Lo que se pretende col1 la aplicación de este criterio de 

oportunidad, es que se repriman los hechos que produzcan mayor daño social y que sean de 

más dificil investigación. 

El fundamento de este supuesto, es lograr el esclareciniiento de aquellos delitos que son 

dificiles de perseguir, por su grado de complejidad, tecnificación o por la organización 

criminal que exigen. Mientras que en el primer supuesto se habla de la no prosecución por 

insignificancia, en éste se trata más bien, de poder perseguir los delitos que de una u otra 

forma han estado impunes durante mucho tiempo, y que han ocasionado mucho más 

perjuicio social. 



En este sentido, se habla de la existencia de un verdadero interés público en la persecución 

de delitos que presentan una acet~tilaáa lesividad para la sociedad, en otras palabras, debe 

elegirse entre la persecución de la conducta más lesiva para la colectividad social de aquella 

que causa un menor perjuicio. 

La información que brinde el imputado deberá ser idónea para impedir la ejecución de 

crímenes violentos, graves o realizados por bandas organizadas, en este supuesto basta con 

que se interrumpa la continiación del delito permanentemente o se impida la ejecución 

futura de otras delincuencias. 

Existe otro supuesto en el cual lo importante es la ayuda brindada por el imputado para 

acreditar delitos ya consumados, podría ser que el imputado ayude a esclarecer la 

participación de los otros sujetos, debido a las complicaciones enfrentadas por la fiscalía 

para la individialización de los sujetos o la acreditación de los hechos. Otro supiiesto es el 

hecho que la fiscalía tiene suficiente prueba para acreditar la existencia del delito 

investigado, pero existen problemas para demostrar la participación criminal de otros 

responsables más peligrosos, lo que se pretende solventar con la información útil del 

colaborador. 

Toda esta colaboración del imputado se da en asuntos de delincuencia organizada, 

criminalidad violenta, delitos graves o de tramitación compleja. El código en ningún 

tnomento nos da una definición expresa de lo que se debe entender por estos conceptos, sin 

embargo, resulta recomendable acudir a las comentes criminológicas imperantes, para 

saber cómo catalogar una conducta delictiva de esta manera ya que permite ajustarse a las 



necesidades. Cuando se habla de delincuencia organizada se está queriendo decir que se 

pretende desarticular verdaderas empresas criminales dedicadas por ejemplo al robo de 

tfehiculos o a la actividad de narcotráfico. Respecto a la criminalidad violenta se trata de 

todos los delitos dolosos que lesionen o pongan en peligro bienes jurídicos personalisirnos 

como la vida, la integridad fisica y psíquica de las personas y la libertad, esta categoría se 

caracteriza por la violencia. En lo que tiene que ver con delincuencia grave el Ministerio 

Público debe de definir bajo sus políticas de persecución penal cuales conductas entran en 

esta categoría. Respecto a asuntos de tramitación compleja el articulo 376 de Código 

Procesal Penal, da los supuestos que entran en esta categoría. 

Este inciso resulta ser sumamente novedoso e importante en los delitos que se están 

analizando, ya que hace referencia a los delitos no convencionales o a la delincuencia que 

resulta ser más lesiva. Este instituto permite prescindir de la persecución penal para poder 

iniciar la persecución de otra delincuencia que tiene resultados más lesivos, hace mención a 

la colaboración que dé el imputado para el esclarecimiento de un hecho. 

c. Casos de la llamada pena natural: se aplica cuando el propio daiio (físico o moral) 

que recibió el autor con ocasión de su conducta delictiva; se considera suficiente castigo 

para éste, por lo que se prescinde de la persecución penal de dicha conducta. En este 

supuesto se considera que, con la gravedad del daño sufrido, la pena resulta innecesaria o 

desproporcionada. 

d. Cuando se den los presupuestos en los cuales el tribunal está obligado a prescindir 

de la pena según el Código Penal. Existen ciertos casos en los cuales la ley penal 



establece que existe una pérdida en la importancia de la pena a imponer, debido a que la 

misma no cumple con los fines preventivos. En estos supuestos el tribunal de juicio deberá 

de prescindir de la aplicación de la pena. 

En conclitsión de todo lo anteriormente expuesto, debe establecerse lo siguiente, una vez 

que el fiscal ha comprobado que se puede aplicar un criterio de oportunidad, deberá hacer 

una solicitud, la cual debe formularse antes de la acusación. Los efectos que produce la 

aplicación de un criterio de este tipo son: la extinción o la suspensión de la acción penal, 

esto debido a que el principio de oportunidad es un fundamento para la exclusión o 

termi~iación del proceso. 

Una vez analizada esta salida alternativa que ofrece nuestro actual Código Procesal Penal, 

se hace necesario hacer referencia a iin aspecto fundamental. En un inicio la aplicación de 

trn criterio de oportunidad, fue concebido como iin paliativo ante la patología existente en 

el proceso penal, en un inicio aparecía inexorablemente vinculado con los denominados 

delitos de bagatela o de insignificancia, pero en este momento se considera también 

vinculado con otro tipo de delincuencia, como lo es la delincuencia no convencional. 

En realidad, mediante la aplicación de criterios de oportunidad, tiene el Misterio Público 

en estos momentos una herramienta sumamente valiosa para lograr perseguir en forma 

eficiente los delitos no convencionales, o sea, aquellos que ocasionan mayor perjuicio 

social. Es necesario utilizar esta herramienta procesal de forma adecuada, ya que su 

verdadera utilización permitiría en realidad poder ejercer la actividad represiva ante 

conductas ilícitas que son verdaderamente perjudiciales. Por medio de este instituto, se 



podría obtener por ejemplo, la represión de verdaderas bandas organizadas para el trasiego 

de automcíviles, y no solamente obtener la condena de los que se encargan de desinantelar 

vehículos y vender sus partes, se necesita ir más allá, se trata de buscar los verdadxos 

autores intelectuales de los delitos. 

En resumen, el criterio de oportunidad es un mecanismo legal por medio del cual se le da la 

potestad al Ministerio Público, de decidir discrecionalmente, siempre qiie se encuentre 

dentro de los supuestos qite la ley establece, de dejar de lado la obligatoriedad de la 

prosecución penal, ya que se considera que no es oportitna la aplicación de la ley 

sustantiva. El principio de oportilnidad o principio de oportunidad reglado permite al 

órgano requirente determinar qué conductas son consideradas inás lesivas qiie otras y 

permite además determinar cuando es necesaria la aplicación de la ley penal y cuando no. 

Es iin instrumento moderno que ayuda en gran medida a perseguir los delitos no 

convencionales, mediante la colaboración de sujetos que han tenido una mínima 

participación en el mismo. 

Susuensión del proceso a vrueba 

La suspensión del proceso a prueba es sin lugar a dudas una reacción estatal diversa ante el 

delito, anteriormente se consideraba que si se lograba acreditar la comisión de un hecho 

delictivo a un sujeto, éste necesariamente debía ser objeto de una sanción. Por medio de 

este instituto procesal, se busca que el imputado se someta a un plan de conducta, y es el 

órgano jurisdiccional el encargado de imponerle ciertas obligaciones, que deberá realizar en 

un lapso previamente definido, de esta manera, con la expiración de este plazo y el 

cumplimiento de las obligaciones impuestas, se logrará la extinción de la acción penal. 



El articulo 25 del Código Procesal Penal establece que los supuestos bajo los cuales se 

pttede aplicar este instituto, básicametite se requiere que el imputado sea primario, que la 

pena del delito cometido no exceda de tres afios, que exista por parte del imputado un 

arrepentimiento; y además la ley establece que para su aplicación, el imputado no debe 

haberse beneficiado con este instituto o con la reparación integral del dafio, en los cinco 

años anteriores. El momento procesal para solicitar la aplicación de este instituto por parte 

del imputado, es antes de que se decrete la apertura a juicio (etapa intermedia). Para efectos 

de la aplicación de la suspensión del proceso a prueba, el tribunal no entra a conocer el 

fondo de la causa, ya que el imputado debe admitir la comisión de los hechos que se le 

, imputan. 

En caso de que el imputado incumpla los términos del plan al cual se sometió, el tribunal 

deberá dar una audiencia al imputado; y dependiendo de la defensa del mismo, el juez 

puede incluso revocar esa medida, en este caso, se reanuda el proceso penal en contra del 

indiciado. En todo caso, es el propio imputado quien debe presentar un plan reparador de 

los daños causados con el delito y además del plan, las condiciones que estaría dispuesto a 

cumplir. Según se dijo, para que opere esta figura procesal, el imputado debe aceptar o 

admitir el hecho que le está siendo atribuido; en caso de que la petición de sometimiento 

a esta figura procesal no fuera admitida por el tribunal, la admisión de los hechos realizada, 

de ninguna forma puede ser tomada como una confesión. 

Según la ley, el plazo a prueba no puede ser inferior a dos años ni superior a cinco años, sin 

embargo, puede ser ampliado por el tribunal previa audiencia al Ministerio Público, por dos 



años más. Finalmente, es el tribunal el que determina las reglas que debe cumplir el 

imputado y ellas pueden ser por ejemplo: 

ReskJir en iin Iiigar determinado: permlte 12 ubic~cióii de la perso!?a soinetida a prueba, con el 

objetivo de determinar si el sujeto esti ciimpliendo o no las condiciones impuestas por el juez. 

Limitaciones para frecuentar determinados lugares o personas: el tribunal determina los lugares 

que puede frecuentar el imputado, a fin de no causar problemas en ciertos lugares o con ciertas 

pesonas. 

Abstenent de consumir drogas o estupefacientes o aburar de bebidas alcohólicas: pretende que 

el imputado viva en forma saliuiable, evitando el consumo de drogas o licor que lo podrían tomar 

violento. 

Participar en programas especiales de tratamiento con el fin de abstenerse de consumir drogas, 

bebidas alcohólicas o cometer hechos delictivos: procura que el imputado busque ayuda 

profesional, para que de esta forma evite la realización de conductas lesivas para la sociedad. 

Comenzar o fmalizar la escolaridad primaria si no la ha cumplido, apvender una pr0fesió.n u 

oficio o seguir cursos de capacitacióa en el lugar o la institución que determine el tribunal: 

busca obligar al iniputado a desarrollarse profesionalmente, a comenzar o a finalizar sus estudios, 

pan que de esta fomia pueda subsistir sin nmsiitad de recurrir a conductas delictiws. Pretende que 

el irnpu~do mejore su calidad de vida, busque nuevos horizontes y su superación personal, además 

pretende que el imputado no reincida. 

Prestar servicios o labores a favor del Estado o instituciones de bien publico: es una forma de 

prestar servicios a la colectividad comunidad y de esta forma pretende que e¡ imputado repare el 

daño causado (aunque sea en forma simbólica). 

Someteme a un tratamiento midico o psicológico, si es necesario: también busca la salud y el 

equilibrio mental del imputado, pretende que éste reciba tratamiento en caso de que sea necesario. 

Permanmr  en un trabajo o empleo, o adoptar, un ofwio, arte, industria o profesión, en el 

plazo que el bibunal determine, si no tiene medios piopios de subsistencia: pretende impulsar al 

imputado para que por sus propios recursos pueda mantenerse 



i .  Someterse a la vigilancia que determine el tribunal: busca que se de un control efectivo del 

imputado, esto con el fin de que se informe al juez si la persona ha vuelto a delinquir. 

j.  No poseer o portar a r n m :  busca que las personas que hayan cometido uii delito por medio de 

armas, no las porten ni las tengati. 

k. No conducir vehículos: en el caso que el Tribunal estime que e! imputado no es una persona apta 

para conducir vehículos. 

Si al imputado le dan este beneficio y es privado de libertad por otro proceso penal, deberá 

suspenderse el plazo a prueba. En el caso en que el imputado esté siendo investigado por 

otro delito, pero se encuentra en libertad, seguirá gozando del beneficio de este instituto. El 

tratamiento diferenciador, obedece a que si el imputado está en prisión, no puede cumplir 

,con el plan de reparación impuesto, por lo que iio se decreta la extinción hasta que finalice 

el otro proceso y quede libre, en el caso contrario, se revoca este beneficio y se reanuda el 

proceso penal. 

El objetivo sin lugar a dudas de este instituto, es procurar que únicamente lleguen a juicio 

los asuntos que así lo justifiquen, en razón de la gravedad del hecho, la cuantía de la pena a 

imponer y el comportamiento del acusado. Además, se le considera una forma que le 

permite al infractor, adecuar su conducta a las regulaciones establecidas para la convivencia 

social, sustraerse de cometer nuevas conductas delictivas y además, propicia una 

reinserción social. 

La aplicación de este instituto en los delitos, objeto de nuestro estudio, debe analizarse 

caso por caso, ya que en general se está en presencia de conductas delictivas que en su 

mayoría son sancionables con penas privativas de libertad superiores a los tres años. De tal 



suerte que en la mayoría de los casos, no cabría la aplicación de esta figura, por el 

incumplimiento de este rey uisito. 

La Conciliación 

Desde tiempos remotos han existido conflictos entre los diferentes individuos miembros de 

las sociedades, dichas controversias eran tradicionalmente solucionadas de dos formas: por 

irn lado, mediante la imposición de la ley del más fuerte y por otro lado, mediante un 

acuerdo o convenio de voluntades. 

Este acuerdo o convenio entre las partes en conflicto (víctima y acusado), tenía como fin en 

muchos de los casos, lograr una resolución pronta y a satisfacción del sujeto al cual se le 

había perjudicado de alguna forma. Esta situación antes mencionada, desapareció con la 

llegada del Estado como ente encargado de dirimir los conflictos entre los miembros de la 

sociedad, desplazándose la potestad para resolver las diferencias. Es así como la relación 

víctima-acusado cambia; y de este modo surge la relación Estado-acusado. Cuando el 

Estado asumió esta potestad de resolver los conflictos, se terminó de desvirtuar el papel de 

la victima. 

Es a partir de los años ochentas donde se da un cambio doctrinal, y surge el denominado 

"redescubrimiento de la víctima", donde se busca que se dé una participación más dinámica 

de la víctima y la reparación del daño. Dicha conciliación busca en muchos de los casos 

que se aplique el derecho penal como zíltima rafio. En este mismo orden de ideas, se ha 

dicho que este instituto "permite el diálogo autor-víctima, ... la víctima en lo que 

generalntente está inttlrmad~~ m en la reparación y no en la intpición de una pena al 



imputado "'. Este cambio hizo que se le volviera a dar un papel preponderante a la víctima 

en la resolución de los contlictos, papel del que se le había despojado de forma definitiva. 

En el ámbito internacional, esta posición doctrinaria ha sido conteste en afirmar que fa 

conciliación es una forma de resolver los conflictos, en el numeral 7 de la Declaración 

sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del 

Poder, aprobada por la Asamblea General de la Organización de Naciones Unidas, en la 

96". Sesión plenaria del 29 de noviembre de 1985, establece que: 

Arlículo 7: Se u t i f imh.  LXICUI~O proceda. mecmzisrrtos o$ctosos pm fa sofucibfz de las 
curzfmi.t.n.iuv, inhidu.v h.¡ rnt.diuciutz, e! urbilru~c y h.¡.~ prríclicu.r dc jusliciu 
cons~4ettrdinaria a awtcictnnas, a-fii? de facilitar la coizciliacicin y repracicin ír.fai~ar de las 
. . - - r-. -- - u;cr'rnur" 

El instituto de la conciliación, es considerado como una forma para solucionar conflictos 

con el objeto de ahorrar recursos y descongestionar el aparato judicial. Este convenio va 

desde la reparación, el pago del valor de la cosa, la indemnización, la restitución e incluso 

publicaciones de retractación. La conciliación es: "tanto el acto procesal que consiste en 

intentcrr unte zrn jzrez cie pcrz zriz crczrerdo ímigcrble, ccznto el crvc2i~imieizto que pueda ser el 

re.vzrltcrcio de ese crczrc.reio. Así, se hcrhliz de citizci!kz o ctwzcilicrción, (ilzín czrizncio seo de 

inzítil teittcrtivcr), etc7. Pero tamhikit ciccimo.~, se llcrnzcr c-onciliuc.i(jn crl clczrereio o crveneitcb 

de ¡as partes. Cumdo ha l~abido acuerdo que dice que ha obtenido la cot~ciliaciótr"~ 

1 LLOBET RODRIGUEZ (Javier). Proceso Penal Comentado (Código Procesal Penal Comentado), San 
José; Editnrial Jurídica Continental; segunda edicihn; 2003, p. 52. 

COUTURE (Eduardo). Citado por N U U Z  RODRIGtTEZ (Fabricio) y otro Opcioaes de la Conciliación y 
de la Suspensibi? d d  ProcedOniento a Prueba del Nuevo Cbdigo Procesal Penal en M e t e d  AmbienM, 
Tesis para optar por el grado de Licenciado en Derecho, Facultad de Derecho, de la Universidad de Costa 
Rica, San José, Costa 1999, p. i7S. E w r  tesis pam determinar los &tos de la cita. 



La doctrina no es unánime en cuanto a la utilización de la conciliación en el proceso penal, 

ya que algunos consideran que el derecho penal no tiene como finalidad que la víctima de 

un delito encuentre su reparación económica, esto porque la finalidad del derecho penal es 

la represión de una conducta delictiva; considerándose que esta es una forma de confundir 

el Derecho Penal con el Derecho Civil. Otra posición, considera que la conciliación en 

materia penal es aplicable en aquellos delitos de bagatela y aquellos donde no exista un 

interes público comprometido. Se opina que la reparación tiene un efecto resocializante, ya 

que obliga al encartado a enfrentar el hecho que realizó y además de ello a conocer los 

intereses de la víctima, quien desea su reparación. 

Respec7o de esta forma de solucionar el conflicto penal, se puede decir que: "1iz solz¿cidn 

del cot?flicto zl obtenci(jn iie lcr pcrz jurídiccr ikbe 1o1pucrr.w cr tri:i!is ~ i e  lcr.~ m e ~ i i ~ i i ~ . ~  

coercitivcrs, sino n~ús bien por me~iio ~ i e  km solzrciot~os irltemcrtivcrs crl c<w?flicto que hcrgi1t7 

innecescrrii~ ir in~posici[ít~ iie z4r1cr pena o de icr set~tct~cicr dejit~itivi~ qlle resuelvcr sobre lcr 

a~lpabi!idaii del in~putczdo"' La conciliación es tan sólo una forma de solucionar el 

conflicto, en donde no se hace necesaria la imposición de una pena, ya que ha habido una 

resolución previa, a satisfacción de la víctima. Además, se cuenta con la participación del 

juez que debe homologar los acuerdos tomados, esto es importante, ya que el juez es 

garante de que las partes concilien en igualdad de condiciones. 

I LLOBET RODRIGUEZ (Javier). Proceso Penal Comentado (Código Procesal Penal Comentado), San 
bd, EdihAal Jurídica C ~ n t i n ~ t a l ;  w~mda ediciAni 2003; p. 53. 



En nuestro país, la conciliación ya se encontraba regulada en el código de 1973, sin 

embargo, se dice que el nuevo chdigo de 1996 regula este instituto procesal de una forma 

más acertada, debido a que se da una mayor participacirin a la víctima y los acuerdos deben 

de ser homologados por un juez, garantizando de esta forma los derechos tanto del 

imputado como de la víctima. 

En este sentido, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo treinta y seis del Código Procesal 

Penal, la conciliación en materia penal, procede en los sigiiientes casos: faltas y 

contravenciones, delitos de acción privada, delitos contra el honor, la propaganda desleal y 

cualquier otro que la ley tipifique como tal, delitos de acción pública perseguibles a 

instancia privada y en aquellos que admitan la ejecución condicional de la pena. La Sala 

Tercera de la Corte Suprema de Jisticia en voto 796-98 estableció que no basta que el 

delito sea de acción pílblica a instancia privada, sino se requiere que sea procedente además 

la ejecución condicional de la pena, este voto dice: 

"el tinico delito de acción piiblica a instancia pri~mia deI Código Penal donde no procede 
/U uncifiuci(Il serh el de viol~~c'iun, con uso de violer~iu cor~rurul u intirniúuiun, ~uunúo 
la p r m a  o fd ida  sea mayor de 15 años y no se halle pri~tada de razón o esk; 
iiip-~c'ii&- p-iü T C S ~ S ; ~ ~  ($6 Arf i ' c i ihs  1s i i i ~ ; w  0) í r ~ :  C&iigü r " i ~ ¿ < ~ n í :  P ~ T H ~ ;  j; 156 U</ 
Cridigo Penal), poqtre al estar sancionado con prisihn de 10 a 16 años no admite la 
qeeuciOn cnnáicioml de ki p.3~. " 

En el caso de delitos de carácter sexital cometidos en perjilicio de menores de edad y en los 

casos de violencia doméstica, el Tribunal no deberá procurar la conciliación entre las 

partes, ni convocar a una audiencia con ese propósito, salvo cuando lo soliciten en forma 

expresa, la víctima o sus representantes legales. 



En la Ley 7727 sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promocióri de la Paz Social, se 

establecen uria serie de institutos para resolver las diferencias de carácter patrimonial, sin 

embargo, estas nomas no son aplicables para el Derecho Penal, ya que dichas normas no 

establecen expresamente su aplicación. Adernás de ello, la conciliación en materia penal se 

encuentra regulada por el artícitlo 36 del Código Procesal Penal, al que ya se ha hecho 

mención anteriormente, pero no debe de perderse de vista que en muchos de los casos, la 

resolución alterna del conflicto tiene puntos de convergencia con la conciliación penal, en 

donde se busca un convenio y una solución pronta. 

Re~aracibn in tepral del daño 

Este instituto de reparación integral del datio, es otra de las salidas alternas que ofrece el 

Código Procesal Penal, al igual que la conciliación es una forma para solucionar 

controversias penales, sin embargo, tiene un rango limitado de aplicaci0n, este instituto es 

además, una causal de extinción de la acción penal. 

Se encuentra regulado este instituto procesal en el artículo 30, inciso j) del Código Procesal 

Penal, el cual establece: 

"Articulo 30: Causas de extinción de la acción penal ... J] Por la repmción intepl .  a 
cntern .sati~.ccibn de la victima. &l &o particular o social mu.do ,  r e a l i h  antes del 
juicio ornl, m delitos de contenido patrimonial sin graile iiolencia sobre las personas en 
d3liiü.T c7i&ü~.>,  .TiUiip ijiit? :ü ~kn'iii~7 O e: fv~iiIi.5i~i'iü r"r;¿lÍi~ü Íü üdfiiiiüií. &?@?iI (3; Cü.Tü. 

Esta causalprocede siemprr que. durante los cinco años anteriores. el imputado no se h a y  
kneneficindn de e.- medido n de la .w.ywn..~ihn de1 ,nrncrsn a ~>rueba. El,nlau> .&l& .se 
computará a partir de la .finneta de la resolución que declam la extmción de la accion 
penal... " 



Uri aspecto sumamente importarite es el hecho de que el encargado de dirigir su aplicación 

es en realidad la victiina, qtiier) debe de darse por reparada integraltnente. Corresponde al 

Ministerio Público, comprobar qtie se cumplan los requisitos legales para su aplicación. En 

el caso de que el ente rerjtiirente considere qtie la víctima y el acusado llegaron a una 

reparación integral del dafio, pero que esta iio ctimple con los requisitos de ley, podría 

objetar esta medida ante el juez de la etapa intermedia. 

En el caso de que si se ctimplan los requisitos establecidos, el órgano persecutor solicita al 

juez la extinción de la acción penal, en este sentido, debe relatarle al juez todas las 

circunstaiicias de modo, tiempo y lugar en qtie sucedieron los hechos y es de esta forma en 

que el Ministerio Público, explica la voluntad de las partes de reparar el daiio y su 

satisfacción libremente emitida. 

Se puede decir que la "reparación integral del daño coníprende no sólo la restitución al 

estado anterior, sino taníbidt? la iniiernnizacicjt~ .suhsiiiiariu de los ilaños y  perjuicio.^, 

comprendimíio tmto 10s íiai30s rncrtericks conla 1o.y morúrie.~." ' Cuando se habla de 

reparación "integral", se dice que debe ser una reparación total y no simbólica, como el 

caso de la suspensión del proceso a prueba, en este caso en concreto, se entiende que la 

víctima, una vez medido el daiio causado, debe ser total y absolutamente pagado. 

I LT-AEET n n ~ n i ~  re7 11-. .: - n-- - -- ir-- -i n - ---a- 
l l~ \,aY ~ ~ r j .  I l & ~  C- ~ V L L L F I L ~ C )  (CVíUgü Plweañ: ieüs: Curnaitadah Saa 

Josk, Editorial Jurídica Continental segunda edición, 2003, p. 1 M. 



Una vez que la víctima ha expresado que se ha visto satisfecha con la reparación, se 

entiende que renuncia a iin posterior reclamo en la vía civil. En este sentido la Sala 

Constituc~onal en el voto 6753-98 del 22-9-1998, dijo: 

"La rrpamcibn infegml se enfieníie como lodo p g o ,  conipnsación o acuerdo que deje 
suli+/>ctu u Lr p r k  que 10 exige. C.'omu lesis de prin~7C)Iu. es 1u V ~ C I I ~ U  quien debe de 
indicar si considera satisficho integralmente el daño, p e s  una itez admitida la reparación, 
S 3  pihJiiL'ir;- k7 tl:t.is'fiCiüíí c f i  :c7 ~IC¿~~<",N ptlfiü: j; :ií ¡~'iiiifiChi t i  ~ ~ i ü / y 7 i i ~ i  i t l~ :ü i i íü  p>1)t+?~ü1 t?íí 

la vía civil. " 

Al igiral que en la conciliación, la doctrina hace la misma crítica, al considerar que el 

derecho penal tiene fines preventivos y de regulación social, pero que en realidad no le 

corresponde el lograr la compensación por el daño sufrido por parte de la víctima. 

La aplicación de esta medida alterna, debe ser solicitada antes del juicio oral y público; sin 

embargo, en el voto 1 1  15-2000, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 

estableció qire el momento procesal oportuno para solicitarlo es hasta antes de que se 

decrete el auto de apertura a juicio. 

Este instituto se aplica a delitos de contenido patrimonial, sin grave violencia sobre las 

personas o delitos culposos. Por delitos de contenido patrimonial la doctrina ha entendido 

tradicionalmente, "aqu.41 cuyo dolo directo de primer grado está dirigido a afectar el 

patrimonio particular o estatal, comprendiendo no .solamente los delitos de la delinczzencia 

tradicional en contra de la propiedad (por ejen~plo e1 hzlrto), sino también delitos como el 

peczil~do y dqfraudacibn .fi seal...)'. Sin embargo el Tribunal de Casación Penal, en voto 

1 l i noc  LLUWLT KDDIUGIuZ íifiieij. ~ ~ U C S U  r"uini CoüiaíaGo (Lbdi@ i"raaal Paal  Com~nk~U,?), San 
José, Editorial Jurídica Continental, segunda edición, 2003, p. 106. 



243-F-99 del 25-6-1999, excluycí el peculado para poder aplicar esta salida alterna, esto 

debido a que el peculado se encuentra entre los llamados delitos contra los deberes de la 

funciih pública y no entre los delitos contra el patrimonio, además dijo: " . . . n o  pzr'tlc. 

crpliccrr.%cl esfa olri~rt~atrvcr tlcl ~ ~ O C L ' S O  pet~u! i r  ~1'~'lifos C ~ I I I C ~ I ~ J ~ S  coiltr~r Iirs iiu&l&ucioiles 

plíhli¿czs. Dos son los cri&cJrr<m pezt'u /u1 u.~~v~~rirci(jn: ( i )  lil i~~r/z¿i'(rli~~ez ~iv l  szljeto p~r.vivo 

(&o particular o social (interks cojccfivo o difitsojl y (ii) e! hicn ~urídic0 tutelado por los 

deldos de conteniclo patrimoi~iul. 

Cuando se habla que se puede aplicar a delitos con contenido patrimonial sin grave 

violencia sobre las personas, se quiere disponer que en el caso que existan lesiones graves, 

utilizacicín de armas o violencia moral, no es posible aplicarlo. 

Citando existan partícipes en un delito, ellos no se benefician con la existencia de una 

reparacicín integral del daño, ya que esta es una circunstancia personal que excluye la 

penalidad respecto al partícipe que la realiza. 

Del análisis de todos estos institutos, se puede observar que los mismos representan 

herramientas muy útiles para la implementación de una adecuada política de persecucicin 

por parte del Ministerio Público, ya que al echar mano de todos ellos, se lograría el enfoque 

adecuado de los recursos materiales y humanos con que se cuenta, en la persecución penal 

de aqilellos delitos que causan im mayor perjuicio a la sociedad. Asimismo, que en el caso 

de bandas organizadas de grandes proporciones, se logre la negociacicín con los miembros 

de rango más bajo de la organizacicín criminal (quienes normalmente están expuestos), con 

el propcísito de alcanzar a los miembros de mayor jerarquía, logrando de esta manera la 



desarticulación de grandes bandas y no solo la detención de pequelios miembros de ésta. 

Evidentemente, resta trabajo por realizar, en muchos de los casos, los requisitos para la 

aplicación de los institutos, hacen que los mismos sean aplicables únicamente a un número 

muy reducido de delitos. 

En suma, como herramientas básicas de la implementación de una verdadera política de 

persecución, resultan ser muy Útiles en teoría; sin embargo, ;resta determinar cuál ha sido 

su resultado en la práctica? Para ello, las siguientes tres secciones, se avocan al estudio de 

las diferentes etapas del proceso penal, estableciendo los rasgos característicos de cada 

etapa, pero además, se presenta un resumen del estudio de campo realizado para los efectos 

del presente trabajo, en el cual se analizaron los resultados (en sus diferentes etapas), de los 

procesos jurisdiccionales relacionados con los delitos vinculados a las actividades de 

narcotrafico, robo de vehículos y corrupción pública, durante los arios 2001, 2002 y 2003. 

Este estudio resulta vital para determinar la aplicación de las salidas alternas antes 

estudiadas, así como en general, tener una idea clara sobre el abordaje que en la práctica, 

realiza el Ministerio Público en la persecución de los delitos que tienen relación con las 

actividades delincuenciales aquí estudiadas. 

4 Sección Segunda: Análisis de la etapa preparatoria 

De acuerdo con lo expuesto, la presente sección se avocará al análisis de la primera etapa 

del proceso penal, denominada simplemente como "etapa preparatoria". Este análisis será 

realizado de la siguiente forma: en los primeros dos puntos se estudiará la forma en que 

inicia, se desarrolla y concluye esta etapa; posteriormente se exponen los resultados 



estadísticos que en esta etapa arrojan, aquellas causas penales relacionadas con las 

actividades de narcotrático, robo de vehículos y corrupci0n. Este análisis estadístico, es 

fundamental a efecto de comprobar la comprobación de la hipótesis planteada, sin embargo, 

los mismos no son concluyentes por si misinos (por las razones que se exponen i t?f i i~) ,  sino 

que deben ser analizados en conjunto con los otros elementos y razonamientos antes 

expuestos. 

A. Interposición de las denuncias 

El proceso penal en nuestro país se encuentra dividido en tres etapas: la preparatoria, la 

intermedia y la de juicio. En cada una de ellas se realizan actos que son propios y 

característicos de la etapa que corresponda, incluso las personas que intervienen son 

diferentes según la etapa en que se encuentra el proceso. 

La etapa preparatoria e intermedia se caracterizan por la privacidad de sus actuaciones, de 

esta forma, al expediente solamente tienen acceso la parte ofendida, el imputado y los 

defensores. En realidad esta característica resulta ser una garantía procesal, ya que al inicio 

de las investigaciones existen muchos sospechosos y además, en este caso, la publicidad 

podria de algtín modo entorpecer el éxito de las investigaciones abriendo la posibilidad de 

que se alerte a posibles encubridores o involucrados. 

La privacidad en esta etapa es tan importante que el Ministerio Público, tiene la facultad de 

ordenar incluso el secreto total o parcial de las actrlaciones (sólo por una vez), siempre que 



el imputado no este detenido y esto se hace para evitar que la publicidad ponga trabas a la 

investigación. 

De esta forma, el proceso penal en la etapa preparatoria inicia con la noticia criminis, que 

hace saber que se ha cometido un delito. Esa noticia criminis en muchos de los casos es la 

denuncia, misma que es formulada por la persona que se considera víctima de una conducta 

delictiva, o por el representante de la misma. La interposición de la denuncia es uno de los 

actos iniciales del proceso penal, se encuentra regulado en los artículos 2 78, 279 y 280 del 

Código Procesal Penal, estableciendo de esta forma que cualquier persona está legitimada 

para denunciar un delito de acción pública, además la denuncia puede ser recibida en forma 

escrita o verbal, considerando que esta manifestación debe tener, hasta donde sea posible, la 

descripción del hecho, los sujetos que participaron en él o los posibles testigos. 

En suma, la denuncia es aquella manifestación de voluntad expresa, qiie hace tina persona 

determinada con el objetivo de que se investigue cierta conducta delictiva, de la cual ha 

sido víctima o tiene conocimiento de que se ha producido (delitos de acción pública). La 

denuncia en este momento, puede ser interpuesta ante la oficina de Recepción de Denuncias 

del Organismo de Investigación Judicial, la cual es la encargada de asignarle un número 

único y un número de denuncia a la causa. En los delitos de acción pública perseguibles a 

instancia privada, se hace necesaria la interposición de la denuncia, para poder iniciar el 

proceso de investigación. 

Una vez que la denuncia ha ingresado a esta oficina especializada, se distribuye 

inmediatamente entre las diferentes secciones del Organismo de Investigación Judicial, y a 



cada una de ellas se le asigna un investigador específico, quien es el encargado de iniciar la 

investigación correspondiente, siempre bajo la dirección funcional del Ministerio Publico. 

En forrna paralela, esta denuncia ingresa a las diferentes Fiscalías, en donde tambikn les es 

asignado un fiscal, quieri es el encargado de dirigir en forma funcional, las diferentes 

actuaciones que se realizan en la etapa preparatoria. 

Respecto de los delitos relacionados con la actividad del narc.otrafico, los cuales son de 

acción publica, el inicio del procedimiento se dan en muchos de los casos, como producto 

de llamadas telefónicas anónimas o por medio de informantes, quienes comunican a la 

Sección de Narcotráfico del Organismo de Investigación Judicial. sobre situaciones 

irregulares que ocurren en un lugar determinado. Es de esta forma que los investigadores 

tienen la primera noticia criminis del delito, y es en virtud de ella que se trasladan a los 

diferentes lugares, con el propósito de realizar entrevistas a posibles testigos y realizar las 

diligencias que consideren necesarias. Para estos efectos, cada investigador lleva una 

bitacora en la que se van anotando de forma cronológica, todas las diligencias policiales 

realizadas. El investigador está a cargo de una serie actividades como por ejemplo: 

vigilancias (para poder comprobar la situación denunciada), compras supervisadas, 

utilización del agente encubierto, identificación de billetes o intervenciones telefónicas 

entre otras. En cualquier caso, el fiscal siempre debe estar controlando y ejerciendo la 

correspondiente dirección funcional en conjunto con la policía judicial. 

La situación respecto del robo de vehículos, es un tanto similar y la investigación va a 

depender del modo en que se realizó la sustracción del automotor. En la mayoría de los 

casos, los ofendidos son los encargados de dar la primera noticia criminis, esto debido al 



tipo de bien de se trata, ya que muclios vehículos se encuentran asegurados y la 

interposicicín de la denuncia es un requisito indispensable para la tramitacicín del cobro de 

la póliza ante el Instituto Nacional de Seguros. La Seccicín de Robo de Vehículos, se 

encarga de investigar el paradero de dichos automotores, aquí tambikn se puede iniciar la 

investigacicín por llamadas mcínimas, redizadas por testigos o informantes. Es por medio 

de este tipo de informacicín que se empieza a vigilar ciertos lugares y a su vez, a las 

personas que trabajan o ingresan allí. El investigador junto con el flscal van determinando 

los pasos a seguir para obtener la prueba necesaria, que loge involucrar o desacreditar la 

participacicín de los sujetos investigados. Como ya se ha esbozado, por el carácter de 

crimen organizado que involucra la actividad de robo de vehículos, la etapa de preparatoria 

en este tipo de procesos, debe tratarse en forma muy cuidadosa, de tal forma que se puedan 

desarticular las bandas organizadas y no únicamente, lograr la captura de aquellos sujetos 

que materialmente proceden a la sustracción del vehículo. 

Finalmente, en el caso de los tipos penales relacionados con la a&vidad de corrupción 

pública, el órgano requirente puede actuar de oficio o por m d o  de una denuncia. La ley 

procesal penal establece, que los funcionarios o empleados públicos, están obligados a 

denunciar los delitos que conozcan en el ejercicio de sus funciones. La Sección de Delitos 

Econcimicos, se encuentra conformada en su mayoría por investigadores con gran 

preparación académica, casi en su totalidad son licenciados en administración o 

contabilidad, esto debido a la clase de delitos que deben investigar. Los tipos penales de 

corrupción como se vio supra, son cometidos, en muchos de los casos, por sujetos con una 

gran preparación académica o conocimientos técnicos. Estas características y el grado de 

sofisticación de las conductas delictivas, Iiacen difícil determinar la existencia y 



comprobación del delito, ya que en inuchos de los casos, las operaciones a simple vista 

resultan ser lícitas, es por este motivo que las investigaciones pueden durar inuchos meses. 

Aparte de la denuncia como acto inicial de la etapa preparatoria, existe otro acto inicial que 

es la querella pública, la querella es considerada también un tipo de denuncia pero 

"calificada", esto ya que la persona que la presenta lo hace con carácter de acusador. 

En resumen, la etapa preparatoria puede iniciar por medio de la denuncia y la querella 

pública. Ambas son manifestaciones de voluntad, donde se pone en conocimiento del 

órgano requirente, la trasgresión de las normas jurídicas. Además, el Ministerio Público 

puede iniciar de oficio, la investigación de los hechos (cuando se trate de delitos de acción 

pública). En algunos casos como en los delitos de acción pública persepibles a instancia 

privada, se hace necesaria la denuncia, por lo que el órgano requirente no podría actuar de 

oijcio. 

Los Fiscales deben actuar basados en los principios de Objetividad y Razonabilidad, lo 

ciial, miichas de veces se pierde de vista; ya que al procedimiento preparatorio se deben de 

traer todos los elementos de prueba que permitan acreditar o no la participación del 

encartado en el hecho o hechos investigados. Algunos actos procesales sumamente 

importantes en esta etapa son a modo de ejemplo, los siguientes: los allanamientos, los 

reconocimientos fotográficos, los reconocimientos físicos, la solicitud de secuestro de 

documentos, la solicitud de aperturas de celulares, el rastreo de llamadas, las solicitudes de 

levantamiento del secreto bancario, las intervenciones telefónicas, entre otros. 



B. Finalización de la etapa preparatoria 

Una vez que se han realizado todas las diligencias útiles y necesarias para tomar una 

posicióti concreta respecto del fondo del asunto, el fiscal realiza tina valoración de la 

prueba existente hasta ese momerlto y determina ctdl será la resolución final de la causa, y 

la comunicará a la víctima o al querellante. 

Una vez concluida la investigación, el fiscal dará por finalizada la etapa preparatoria y 

dicha conclusión puede consistir en adoptar alguna de las siguientes resoluciones: archivo 

fiscal, desestimación, sobreseimiento definitivo, sobreseimiento provisional, aplicación de 

criterios de oportunidad, solicitud de suspensión del proceso a prueba, solicitud de 

,conciliación o la solicitud de acusación y apertura a juicio. A continuación se analizarán 

cada una de estas resoluciones, que deben de ser debidamente fundamentadas y enviadas al 

juez de la etapa intermedia en todos los casos, salvo las desestimaciones que son tramitadas 

por el juez de la etapa preparatoria. 

a. Archivo Fiscal 

La fiscalía decreta un archivo fiscal, cuando no fue posible individualizar a la persona que 

cometió el hecho delictivo, pese a las investigaciones llevadas a cabo. Por ejemplo, cuando 

se apoderan ilegítimamente de un automotor por el típico "bajonazo" y el ofendido o 

posibles testigos no logran reconocer fotográficamente a ninguno de los sujetos y no existe 

ningún tipo de huellas, o habiéndolas no son aptas para comparación. 

Al no existir ningún otro medio de prueba que permita determinar qué persona cometió el 

hecho, el fiscal decreta el archivo fiscal, y esa misma representación tiene la obligación de 



comunicarlo a la víctima de domicilio conocido, quien tiene la posibilidad de objetarlo ante 

e1 juez de la etapa preparatoria, cuando considere que no se ha realizado toda la 

investigación o cuando tiene nuevos elementos de prueba que perinibn individualizar al o 

los sujetos involucrados. Es importante mencionar que el dictado de esta resolución no 

surte efectos de cosa juzgada. La regulacicin la encontramos en el articulo 296 del Código 

Procesal Penal. 

b. Desestimación 

Una vez que ha concluido la investigación, tanto el fiscal como el querellante pueden 

solicitar que se desestime la denuncia. La desestimación se encuentra regulada en artículo 

282 del Código Procesal Penal, y opera en el caso de que se considere que no existen 

suficientes pruebas para fundamentar una acusación, cuando el hecho denunciado no 

constituye delito, cuando no se puede proceder por algún obstáculo de procedibilidad o los 

elementos son insuficientes para fundar la acusación. Esta solicitud se hace ante el Juez de 

la Etapa Preparatoria, y es el único caso en que este Juez está autorizado para resolver sobre 

el destino de la causa, ya que como es sabido, todos los otros requerimientos deben ser 

interpuestos ante el Tribunal del Procedimiento Intermedio. 

El Juez del procedimiento preparatorio que acoja la desestimación deberá comunicarlo a la 

víctima de domicilio conocido, quien cuenta con la posibilidad de formular reciuso de 

apelación, al igual que el querellante, el actor civil y el Ministerio Público (cuando no la 

solicitó expresamente). La diferencia entre la desestimación y el archivo fiscal, es que en el 

caso de la desestimación, si hay una individualización mientras que en el archivo fiscal no, 

y la semejanza que se puede encontrar entre ambos, es que no se produce cosa juzgada 



material. También se considera que la desestimación es. "11t7u up/~cac~Ón de tln crllerlo de 

opor~zanicioti mcís . f l~-~ible  que in~pititr el gasto de rcJct?r.sor en c*ouíut yza~ evitkntemrnte no 

I ;?~dr&!? prospera Y' 

c. Aplicación de alguna salida alterna 

h e d e  darse el supuesto que al finalizar la etapa preparatoria, el fiscal considere que es 

procedente la aplicación de alguna salida alterna, como las ya mencionadas anteriormente, 

siempre y cuando reúna los requisitos legales ya analizados. 

d. Sobreseimiento Provisional 

La solicitud que hace el fiscal de sobreseimiento provisional, es una resolución con carácter 

provisional y no definitivo, se da cuando pese a que existe un imputado individualizado, la 

prueba no es suficiente para acreditar la participación del mismo en los hechos, y se le 

solicita al juez que conceda el término de un año para hacer llegar al proceso esa prueba. 

Se encuentra regulado en el artículo 314 del Código Procesal Penal. Cuando se logra 

recabar la prueba necesaria en el término de un aíio, es necesario que se presente la 

solicitud de reapertura dentro del plazo indicado, ante el juez del procedimiento intermedio, 

de lo contrarios se extingue automáticamente la acción penal. 

e. Sobreseimiento Definitivo 

Yer sÁNcHEZ SÁNCHEZ, op. cit, p. 167. 



El artículo 3 11 del Código Procesal Penal, establece en qué casos le es permitido al fiscal 

solicitarle al juez de la etapa intermedia el dictado de un sohreseimiento definitivo. 

Específicamente se enumeran los siguientes supuestos: 

a. Cuando el hecho denunciado no se realizó o no fue cometido por el imputado. 

b. Cuando la acción sea atipica. 

c. Cuando nos encontremos en presencia de una causa de justificación o 

inculpabilidad. 

d. Cuando la acción penal se ha extinguido. 

e. A Cuando no existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos elementos 

de prueba y no hay bases para requerir la apertura a juicio. 

Esta solicitud la hace el fiscal, cuando en un caso determinado se finaliza la investigación, 

se individualiza al sujeto o sujetos involucrados, pero a la vez se logra comprobar que el 

hecho denunciado nitnca fiie realizado, no fue cometido por el impiitado, no constituye 

delito o porque no existe prueba suficiente que acredite su participación. En este caso la 

fiscalía debe comunicar dicha solicitud a la persona ofendida antes de trasladarla al Juez, 

quien puede perfectamente apelar, ya que es una resolución que pone fin al procedimiento. 

El código de marras, en su artículo 312, establece los requisitos que debe tener la solicitud 

que realiza el fiscal, los cuales en resumen son: identificación del imputado, enunciación de 

los hechos acusados, descripción de los hechos probados, fundamentación jurídica de la 

solicitud y además debe incluirse una parte resolutiva en la que se citen los preceptos 

jurídicos aplicables. La resolución de sobreseimiento definitivo, tiene los efectos de cosa 

juzgada material. 



E Acusación 

Una vez finalizada la investigación por parte del Ministerio Público, el Fiscal presenta 

Solicitud de Acusación y Aperttira a Jtiicio, en el tanto considere que existen suficientes 

elementos de prueba como para suponer que el hecho delictivo pudo haber sido cometido 

por el sujeto al que se está inculpando. El artículo 303 del Código Procesal Penal establece 

los requisitos que debe reunir la aciisación, específicamente: datos que sirvan para la 

identificación del imputado, relación precisa y circunstanciada del hecho punible que se le 

atribuye, la fundamentación jurídica de la acusación, con la expresión de los elementos de 

convicción que la motivan y la cita de los preceptos jurídicos aplicables, la calificación 

jurídica de la conducta y el ofrecimiento de la prueba que se presentará en el juicio. 

La formulación de la respectiva acusación debe de ser precisa, en el tanto que debe señalar 

concretamente lo que se está acusando y la relación circunstanciada del hecho, esto quiere 

decir que deben narrarse todas las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que 

sucedieron los hechos. En este sentido el voto 41-2002 del veintidós de febrero del aiío dos 

mil dos, de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, estableció que una acusación 

defectuosa no puede ser subsanada, por lo que en caso de que la misma sea realizada en 

forma defectuosa, se debe ordenar la inmediata absolutoria del imputado. 

Con la adopción de alguna de e s a  resoluciones por parte del fiscal, se da por terminada la 

etapa preparatoria o de investigación, para continuar con la otra etapa del proceso que se 

denomina etapa intermedia. 



C. Relación cuantificada entre la cantidad de denuncias y la cantidad de 

solicitudes de apertura a juicio 

Una vez analizada la etapa preparatoria, en sus aspectos teóricos básicos, corresponde 

red izar un estudio estadístico que permita determinar los resultados que han arrojado en 

esta etapa, los procesos relacionados con los delitos de narcotráfico, robo de vehículos y 

corrupción, durante los años 2001, 2002 y 2003. Este análisis, se convertirá en una 

herramienta importante para determinar el uso que de las salidas alternas ha hecho el 

Ministerio Público en este tipo de causas; así como un elemento de juicio adicional para 

efectos de las conclusiones generales que permitirán determinar si se comprueba o no la 

hipotesis planteada. 

Para estos efectos, el Poder fudicial cuenta con uti Departamento de Planificación, quien es 

el encargado, a través de la Sección de Estadistica, de brindar datos acerca de todos los 

movimientos efectiiados en la administración de la justicia. Asimismo, cada despacho 

judicial, cuenta con sistemas de cómputo que permiten registrar minuciosamente todos los 

movimientos efectuados respecto de cada caso que ingresa al Poder Judicial. Las Salas de 

Casación, los Tribunales de Justicia, los Juzgados y las diferentes Fiscalías, están en la 

obligación de presentar en forma mensual y trimestral reportes que reflejen dichos 

movimientos. 

En el caso de las fiscalías, el sistema registra cada una de las denuncias que ingresan al 

despacho, el sistema se tiene que retroalimentar con datos como el número de causa, fecha 

de ingreso, motivo de ingreso (puede ser por incompetencia o por denuncia formulada ante 

recepción de denuncias), tipo de delito, lugar donde ocurrió el hecho, nombre y sexo del 



denunciante. Una vez ingresada la denuncia, todos los movimientos que se realicen dentro 

del proceso, se van anotando en el libro electrónico. Es por medio de este sistema que se 

tiene una visión más precisa de los movimientos que se dan dentro de un determinado 

proceso. 

Este tipo de trabajos estadísticos le ayuda al Ministerio Público, en su labor de definición 

de la política de persecución, permitiéndole acercarse de manera más precisa a la realidad 

social iinperante; asimismo, le permite tomar decisiones importantes en relación con el 

fenómeno de la criminalidad. 

Fiscalía de Sustracción de Vehículos: 

Segitn los datos suministrados por la Oficina de Estadística, en el aiio 2001, ingresaron 538 

denuncias a la Fiscalía de Sustracción de Vehículos y los casos terminados fueron 277, en 

ese mismo afio los casos terminados se dieron de la siguiente manera: con acusación 77, 

sobreseimientos definitivos 132, solicitud de desestimación 68, ningún criterio de 

oportunidad, ninguna solicitud de conciliación, ninguna suspensión del proceso a prueba, 

diez sobreseimientos provisionales, ningún proceso abreviado. 

Para el afio 2002 en esa misma fiscalía ingresaron 809 denuncias, en este período los casos 

terminados fueron 356 los cuales concluyeron de la siguiente manera: con solicitud de 

acusación 68, con solicitud de sobreseimiento definitivo 157, con solicitud de 

desestimación 127, un criterio de oportunidad, dos solicitudes de conciliación, ninguna 

suspensión del proceso a prueba. Diez sobreseimientos provisionales; en este período no 

hubo la aplicación de ningún proceso abreviado. 



En el año 2003, ingresaron en la Fiscalia de Sustracción de Vehículos, 861 denuncias, y en 

este mismo período se concluyeron 41 8 casos en este d e s ~ c h o ,  de la siguiente manera: 1 1 1 

Solicitudes de Acusación y Apertura a Juicio, 200 sobreseimien:~~ definitivos, 103 

solicitudes de desestimación, 1 criterio de oportunidad, 2 solicitudes de conciliación, 1 

suspensión del proceso a prueba. Además de ello se reportan 2 resoluciones con 

sobreseimientos provisionales. 

Respecto a estos datos es importante considerar que entre el año 2001 y 2003, se produjo 

ttn incremento de 323 casos ingresados, además de ello han aumentado la cantidad de 

acirsaciones, sobreseimierttos y desestimaciones, sin embargo, se puede observar como la 

aplicación criterios de oportunidad, conciliación y suspensión del proceso a prueba no han 

tenido tanta acogida, ya que en los años 2003 y 2002 solamente a 8 causas se les aplicó 

alguna de estas medidas y en el 2001 no se aplicó a ningún caso. 

Fiscalia de Narcotrá fico: 

En el aiio 2001 ingresaron 530 denuncias, en ese mismo afio los casos terminados fueron 

501 los cuales concluyeron de la siguiente manera: con solicitud de acusación 123, con 

solicitud de sobreseimiento definitivo 45, con solicitud de desestimación 333, ningún 

criterio de oportunidad, ninguna solicitud de conciliación, ninguna suspensión del proceso a 

prueba. Tres sobreseimientos provisionales. 

Para el afio 2002 ingresaron 863 denuncias, en ese mismo afio los casos terminados fueron 

747 los cuales concluyeron de la siguiente manera: con solicitud de acusación 131, con 



solicitud de sobreseimiento definitivo 24, con solicitud de desestimación 592, ningún 

criterio de oportunidad, ninguna solicittid de coriciliación, ninguna suspensión del proceso a 

prueba. Dos sobreseimientos provisionales. 

Finalmente, durante el año 2003, ingresaron 1206 denuncias, en ese mismo año los casos 

terminados fueron 782, los cuales concluyeron de la siguiente manera: con solicitud de 

acusación 1 1  1, con solicitud de sobreseimiento definitivo 36, con solicitud de 

desestimación 635, ningún criterio de oportunidad, ninguna solicittid de conciliación, 

ninguna suspensión del proceso a prueba. Un sobreseimiento provisional. 

Mediante estos datos estadísticos se puede concluir que en los casos ingresados entre el 

2003 y 2001 se produjo un incremento sorprendente, aumentó en 676 casos. Se observa 

una gran utilización de la figura de la desestimación, a diferencia de lo que ocurre con el 

robo de vehículos y un aspecto que sobresale es que durante estos tres años no hubo ningún 

tipo de aplicación de criterios de oportunidad, conciliación o suspensión del proceso a 

prueba. 

Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Tributarios y Corrupción, Unidad de Deiitos 

Económicos y Corrupción: 

En el año 2001 ingresaron 274 denuncias, en ese mismo afio los casos terminados fueron 86 

los cuales concluyeron de la siguiente manera: con solicitud de acusación 16, con solicitud 

de sobreseimiento definitivo 8, con solicitud de desestimación 61, ningún criterio de 



oportutiidad, ninguna solicitud de conciliacirin, 1 suspensicín del proceso a prueba. Ningún 

sobreseiiniento provisional. 

En el aiío 2002 ii~gresaroti 3 10 denuncias, en ese iziisrno aiio los casos temiinados fueron 56 

los cuales concluyeron de la siguiente manera: coii solicitud de acusación 11, con solicitud 

de sobreseimiento definitivo 12, con solicitud de desestimación 32, ningún criterio de 

oportunidad, 1 solicitud de conciliación, ninguna suspensión del proceso a prueba. Ningún 

sobreseimiento provisional. 

En este otro despacho judicial, dtuante el año 2003 ingresaron 297 denuncias, en ese 

mismo ano los casos terminados fueron 127 los cuales concluyeron de la siguiente manera: 

con solicitud de acusación 10, con solicitud de sobreseimiento definitivo 12, con solicitud 

de desestimación 102, i criterio de oportunidad, 2 solicitudes de conciliación, ninguna 

siispensión del proceso a pnreba. Ningún sobreseimiento provisional. 

Mientras que en las fiscalías de Robo de Vehículos y Narcotráfico, las cifias de casos 

entrantes aumentaron considerablemente en tres años, se nota que este fenómeno no ocurre 

en la Unidad de Económicos y Corrupción, más bien entre el aiío 2002 y 2003, se da una 

reducción de casos ingresados de 3 10 a 297. Ademh de ello se puede decir que en el afio 

2003 se da la aplicación de un criterio de oportunidad y de dos conciliaciones, que en 

realidad son muy pocas. 

En resumen, se puede concluir que en la etapa preparatoria después de promulgado el 

Código Procesal Penal, sirs novedosos institutos no son aplicados wmo tal y como se 



esperaba. Los datos que se dieron colno casos entrantes fueron los que ingresaron a los 

despachos judiciafes, por otra parle, los datos brir;&dns sobre solicit~des de acusaciones y 

apertura a juicio u otras :esolucioncs, contempla;: no solanente las causas del 2003, sino 

que tambikn van incluidas la'; de otros años. 

En otras palabras, durante fa fase preparatoria de los procesos penales relacionados con los 

delitos que interesan, resulta evidente que durante los períodos estudiados la aplicacibn de 

las salidas alternativas que ofrece el Código Proced Penaf vigente, han sido escasas. 

Recuerdese que este tipo de salidas alternas son parte funciamental de cualquier política de 

prswucibn que se pretenda implementar. Sin embargo, dos razones hacen que los 

resultados estadísticos de esta etapa, no puedan ser concluyentes por si mismo. En primer 

lugar, debe tomarse en cuenta que los resultados arriba expuestos? incluyen procesos 

pendientes de aíios anteriores; no obstante, resultaa importantes como elemento de juicio 

para determinar el nivel de aplicación de estas medidas alternativas. En segundo lugar, 

resulta verdaderamente injusto juzgar la labor del Ministerio PUbfiw en función de la 

cantidad de denuncias recibidas, ya que evidentemente, hay muchas razones por las que una 

denuncia puede quedar sin ningún sustento, sin necesidad de que m d i e  una errónea 

actuación del ente persecutor; por ejemplo, la denuncia puede ser falsa o calumniosa, los 

elementos probatorios puden ser nulos, o incluso puede ser que las mismas partes 

involucradas entorpezcan a tal punto el proceso, que resulte imposible su continuación. 

Ahora bien, según se estudió anteriormente, la mayoría de estas salidas alternas, pueden ser 

utilizadas hasta antes de que se decrete el auto de apertura a juicio, por lo que corresponde 

ahora analizar lo que ocurre en la etapa intermedia, no sin antes estudiar los aspectos 



fundamentales de esta etapa, de tal manera que se pueda comprender la importancia de la 

misma; y el porquk de la imposibilidad de que se apliquen este tipo de medidas despuks de 

ccmcluida dicha etapa. 

4 Sección Tercera: Análisis de la etapa intermedia 

Así, de acuerdo con lo expuesto, la presente sección se avocará al análisis de la "etapa 

intermedia" del proceso penal vigente. Al igual qiie en el caso de la etapa preparatoria, se 

analizará primeramente la forma en que inicia, se desarrolla y concluye esta etapa, con el 

propósito de entender a cabalidad las actuaciones que se presentan en esta etapa, su 

importancia y la razón de la imposibilidad de utilizar las salidas alternas una vez que esta 

etapa ha finalizado. Posteriormente, se exponen los resultados estadísticos de aquellas 

causas penales relaciofiadas con las actividades de narcotráfico, robo de vehículos y 

corriipción. Una vez más, este análisis, es de vital importancia para efectos de la 

comprobación de la hipótesis planteada en el presente trabajo final de graduación. 

A. Solicitudes de apertura a juicio 

Una vez que concluye la etapa preparatoria, se da inicio con la fase siguiente del proceso, 

que se denomina: etapa intermedia. En caso de que exista prueba suficiente para atribuirle 

tin hecho delictivo a uno o varios sujetos, se formula una Solicitud de Acusación y Apertura 

a Juicio, esas actuaciones son remitidas al juez de la etapa intermedia quien es el 

competente para conocer en este caso. Además, se dice que es intermedio porque se ubica 

entre la fase de investigación y la fase de juicio, que es la etapa final del proceso. 



El establecimiento de esta etapa en nuestra legislación tiene básicamente dos objetivos, en 

priiner lugar, permite ver la importancia que tiene esta etapa y busca evitar que se lleven a 

juicio causas inútiles, en seguiido Ittgar, permite controlar todos los actos qiie realiza el 

Ministerio Público (especialtnente durante las etapa preparatoria) en su labor de 

persecución los delitos. Se define esta etapa desde el punto de vista formal como: ".. . el 

conjzznto de actos proce.sa1ci.s que ticinm como .fm la corrección o scrneanziento .forntal de 

los requerin~irt~tos o crcto.5 conclusivos de lci ii7ve~stiWción."' Es  por este motivo que se 

dice que la etapa intermedia, busca lograr un control sustancial sobre los actos conclusivos. 

LTna vez que el fiscal envía la acusación y solicitud de apertura a juicio, el tribunal del 

procedimiento intermedio notifica a las partes, y pone a disposición las actuaciones y las 

evidencias reunidas durante la investigación, con el objeto de que sean examinadas en el 

plazo comíin de cinco días. Además, en esa misma resoliición convoca a las partes a 

audiencia. De acuerdo con el articulo trescientos diecisiete del Código Procesal Penal, 

dentro de este plazo de cinco días las partes podrán: 

"Artículo 31 7: ... a. Objetar la solicitud que haya .formulado el MinisteRo Público o el 
qu~.rrllunie. yor c l ~ f c c f o ~ ~ ~  furtnufcs o suslun~~iulrs; b. O / x l n ~ ~  a-~ri~ci(~ncs;  c SAicitar rl 
sobreseimimto Jefiitnro o provisional, la susp~~~sión del proceso a pnwha, la imposición o 
e-cu¿ucu¿u C,, & iif-M- cU-".íE;LTr &i,2.L*p A- pf-U.P~;  UJ &;jc;t'ii ;ú úp;~¿rsci~il de; 

proc~~dintiento abnwiado, de wt criterio de oportunidad o la conciliación; e. OJiecer la 
r m e h  p m  el jiiiaCIn nra1 y />tjhlicn; cnfffnrnie a los eri~zncias señaladns para la 
actr.wccicm f: Phntear ¿uaiquier otm ¿.~testibn qtte permita una mejor prepmcidn paro 
juicio ... " 

1 o x x l n r n  o A 7 x 7 7  A I A ~ L  A-\ 
U U W ~ ; ~ .  UNL-~ \NV~LLU).  Füil¿lüiies y Zkfi)li¿iiii~~ de: ?~%iiktüiu Phb:icü, "Re-iBtP de C i e n c h  

Pende, San José, No 9, 1995, p. 59. Citado por ClZUZ (Fernando). La Investigación Preiiminar del 
MhkteMI PúMkrr en el Xwvo Chdwf, Pmc~ral Penal, San Jmé; Editnrial & la Ilniversidad de Cnsm 
Rica, 1997, p. 35. 



Con el propósito de hacer más expedito el proceso, el juez de la etapa intermedia no 

siempre convoca a audieticia prelimitiar, sino solatnente en caso que se haya formulado 

solicitud de apertura a juicio o cuando se presentó querella, en casos como conciliaciones o 

criterios de oportunidad su realizacijn es facultativa, salvo qtie el juez lo considere 

conveniente. 

La audiencia preliminar, es una audiencia oral y privada, en donde deben intervenir el 

fiscal, el imputado, el defensor y el juez en fortna necesaria, también pueden concurrir el 

querellante, el actor civil y los demandados civiles; sin embargo, su inasistencia no es causa 

de suspensión de la audiencia, por lo que puede decir que su participación es facultativa. La 

razón de la privacidad es que esta fase es una pro!ongación de la preparatoria, momento en 

que se examinan !as conclttsiones de la investigación, planteamientos del fiscal y de la 

víctima, esta es la primera vez que un jtiez realiza un análisis del forido dentro del proceso. 

Algunos de los principios que itispiran el desarrollo de esta audiencia son los siguientes: 

fnmediación: toda la prueba se recibe en presencia y con la participación de los sujetos 

procesales. 

Contradictorio: las partes que intervienen escuchan los planteamientos y contestan. 

Continuidad y concentración: es necesario qtie la audiencia preliminar se realice sin 

interrupciones, en forma continua hasta su culminación. 

Identidad física del juez: el rnismo juez que participa al inicio debe terminar la audiencia. 
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Motivación: se debe fiindarneritar la resolución que haga el juez 

La audiencia prelitninar en realidad es tina diligencia simple. En primer lugar se analiza si 

es procedente una conciliación, luego se le da la palabra a las partes, empezando por el 

querellante, luego al fiscal, quienes dan los fundamentos de hecho y derecho de la querella 

y/o la acusación, se indican las razones por las cuales procede la apertura a juicio. Luego 

se da la participación al actor civil y posteriormente el defensor, los demandados civiles 

para qtte se expresen sus intereses. El defensor debe señalar cual es la decisión que se debe 

tomar a criterio de la defensa. Finalizadas las intervenciones iniciales, el imputado podría 

rendir declaración, recepción de prueba o ar.ticipo de prueba recibida. Después de la 

audiencia, el juez tiene cuarenta y ocho horas para resolver. 

El Tribunal tiene plena facultad de decisión para decretar la apertura a juicio, o bien, 

cualquier otro tipo de resolución qiie ponga fin a esta etapa. En este sentido puede ser que 

el juez esté en disconformidad con el fiscal, por lo que podría desestimar la causa, dictar 

un sobreseimiento parcial o total de la causa, entre otros. En caso de que estime 

procedente la querella o acusación, debe fundamentar las bases de probabilidad y dictar 

auto de apertura a juicio. 

El juez puede acoger la acusación total o parcialmente, sin embargo, debe indicar lo que 

admite y rechaza en forma expresa. Una vez resuelta y acordada la Apertura a Juicio, debe 

dar un emplazamiento de cinco días a las partes, para que comparezcan ante el juez de 

juicio e indicar la forma para recibir u oír las notificaciones. Sobre lo anterior, no hay 



apelación solo revocatoria. Además, el juez debe pronunciarse sobre la prueba admitida o 

rechazada y enunciar en forma sumaria la prueba. 

El juez de la etapa intermedia, adernás debe examinar si corresponde la aplicación de un 

proceso abreviado, la suspensión del proceso a prueba, el criterio de oportunidad o el 

trámite complejo del proceso. Debe además, pronunciarse sobre las excepciones, puede 

resolver sobre la acumulación o separación de causas, ordenar los anticipos jurisdiccionales 

de pnieba, decidir sobre la prueba ofrecida en el juicio (decide sobre la admisibilidad de la 

prueba). Debe también pronunciarse sobre la procedencia, ratificación, revocatoria o 

sustitución de medidas cautelares. 

B. Finalización de la etapa intermedia 

La ebpa intermedia concluye con el Auto de Apertura a Juicio, con el dictado de un 

sobreseimiento o con tina desestin~ación. Ciiando el jtiez considera qtie la pnieba es 

insuficiente en grado de probabilidad para llevar una causa a juicio, dicta un sobreseimiento 

o una desestimación. 

El dictado de un Auto de Apertura a Juicio, tiene una serie de requisitos, los que pasamos a 

enunciar: la existencia de una acusación o querella, la declaración del imputado, la 

indicación de los hechos atribuidos, la comunicación de la acusación a los sujetos 

procesales y la disposición por parte del Tribunal de la acusación del resto de los sujetos. 



El auto de apertura a juicio tiene una gran importaticia, ya que delimita el objeto de debate, 

indica eti forma concreta los hechos, e itidividualiza al imputado, emplaza y admite la 

prueba que se recibe, y enuncia adetnás el tributíal competente que va a dictar la sentencia. 

Una vez que se dicta el Auto de Apertura a Juicio, se indica si la acusación se acepta total o 

parcialmente, enviándose la causa a juicio. En este momento procesal se da otro 

emplazamiento de cinco días a las partes, en el cual éstas deben concurrir, para señalar la 

forma en que oirán las notificaciones. 

Resulta evidente la importancia que tiene esta etapa para los efectos procesales, porque es 

aquí donde ubicamos el momento oportuno para que se aplique alguna de las salidas 

alternas ofrecidas por el Código Procesal Penal, se define asimismo, la existencia de bases 

suficientes para llevar la causa a juicio, o si por el contrario, corresponde dejar al imputado 

en libertad, en virtud de la insuficiencia de elementos probatorios que permitan la 

atribución del hecho delictivo al imputado. 

Las razones por las que es imposible la aplicación de salidas alternas después de esta etapa 

son diversas, según se expone a continuación: en primer término, se supone que el 

Ministerio Público ha realizado una investigación amplia y suficiente, que le permita 

determinar si es viable con un elevado grado de probabilidad que la causa sea llevada a 

juicio. Que el elenco de pruebas conduce probablemente a una condenatoria del imputado, 

a menos de que aparezcan nuevos elementos probatorios que desvirtúen lo hasta ese 

momento investigado o que acontezcan problemas de legalidad procesal que se traigan 

abajo el marco elaborado por el ente acusador; por ello, dependiendo del interés que tenga 



en continuar con la causa (según su política de persecución), el Ministerio Público no 

procurwá la apliac-ión de la sAida alterna, y preferirá llevar la causa a juicio para lograr 

una condenatoria. Por otra parte, de permitirse la aplicación de estas medidas luego de 

finalizada la etapa intermedia, podría suceder que la mayoría de los imputados prefieran 

"esperar" a ver cómo avanza el juicio, para tomar la decisión de optar por la salida alterna o 

no; es decir, si observan que el debate se desarrolla en una forma favorable a sus intereses 

no se acogerían a la salida alterna, en cambio, si anticipan un resultado desfavorable, 

procurarían acogerse a la medida en medio juicio; ello sería contraproducente para los 

resultados que se buscan con la existencia de este tipo de salidas alternas. 

C. Relación cuantificada entre la caatidad de solicitudes de acusación y 

la cantidad de aperturas a juicio dictadas 

A! igual que en el caso anterior, realizado el análisis teórico de la etapa intermedia, 

corresponde estudiar de manera estadística los resultados que han arrojado en esta etapa, los 

procesos relacionados wn los delitos de narcotráfico, robo de vehículos y corrupción, 

durante los &os 2001, 2002 y 2003. Igualmente, este analisis se convertirá en una 

herramienta importante para determinar la aplicación de las salidas alternas que ha hecho el 

Ministerio Público en este tipo de causas. 

Sustracción de Vehículos: 

En el año 200 1, hubo 75 solicitudes de Apertura a Juicio, se tramitaron en el Juzgado Penal 

de San José 50 causas, de las cuales 14 tienen tina resoliición definitiva, 9 se enviaron a 

otras jurisdicciones, 5 los imputados se encuentran rebeldes, 1 causa fue devuelta al 



Ministerio Público, 1 se encuentra en trámite, 1 se desestimó J.  17 tienen auto de apertura a 

juicio. 

En esta inisma Fiscalía en el año 2002, se solicitarori 65 Aperturas a Jtiicio, de las cirales 41 

fueron remitidas a otros juzgados penales y 27 fueron conocidas por el Juzgado Penal de 

San José. Respecto a esas 27 causas el Juzgado Penal dictó Auto de Apertura a Juicio en 

12 expedientes, de las restantes 9 tienen resoliición definitiva, 3 se encuentran con 

Rebeldia, 1 esta en trámi te y 1 con strspensión del proceso a prueba. 

Para el afio 2003, de las 106 Solicitudes de Acusación y Apertura a Juicio formuladas por la 

Fiscalía de Robo de Vehículos, 45 causas fueron tramitadas en el Jugado Penal de San 

José y las restantes fueron enviadas a juzgados penales de otras competencias territoriales. 

Para efectos del presente estudio, nos abocaremos, exclusivamente a la tramitación de esas 

cuarenta y cinco causas. En ese mismo año el Juzgado Penal dictó Auto de Apertura a 

Juicio en 29 causas, las restantes presentan el siguiente estado: 3 con resolución definitiva, 

3 con rebeldía, 4 en trámite, 1 con conciliación condicionada, I fue deawelta al Ministerio 

Público, 2 se encuentran con suspensión del proceso a prueba, 1 remitida por 

incompetencia y 1 con sobreseimiento provisional. 

Narco tráfico: 

En el aiío 2001, se solicitaron 122 Acusaciones y Aperturas a Juicio, de las cuales se 

tramitaron en el Juzgado Penal 7 1 causas. Una vez en el Juzgado Penal 6 causas presentan 

resoluciones definitivas, 2 causas tienen imputados rebeldes, I causa se encuentra 

desestimada, 1 causa tiene una resolución provisional, 1 causa tiene sobreseimiento por 



cumplimiento del plazo de suspensibn del proceso a prueba y en 60 causas se dict8 Auto de 

Apertura a Juicio. 

Durante el año 2002, esta misma Fiscalía acusó 125 causas, de las cuales 67 fueron 

remitibas a otros juzgados penales. En el Juzgado Penal de San José fueron tramitadas 58 

causas, de las cuales 3 tuvieron resoluciones definitivas, 2 están en rebeldía, 1 fue 

desestimada, 1 se encuentra en trámite y en 5 1 caiisas se dictó Aiito de Apertiira a Jiiicio. 

Finalmente en el año 2003, la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico acusó 106 causas, de las 

cuales 48 fueron traniitadas en el Jtugado Penal de San José, de ellas 1 causa presenta una 

.resolución definitiva, 2 están con rebeldia, 1 se encuentra en trámite y 44 tienen Auto de 

Apertura a Juicio. 

Corrupción: 

Respecto a los datos brindados y extraídos del libro electrónico de entradas y salidas, de la 

Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, encontramos que en los años 2001, 2002 y 2003 

se acusaron 18 causas, de las cuales 9 fueron remitidas a otros juzgados penales. De las 9 

causas tramitadas en el Juzgado Penal de San José, 1 se encuentra con sobreseimiento por 

cumplimiento de conciliación, 2 están en trámite, 1 se fue por incompetencia y 5 tienen 

Auto de Apertura a Juicio. 

Es importante señalar, que las Fiscalías analizadas anteriormente son unidades 

especializadas y por lo tanto, conocen de asuntos ocurridos en todo el territorio nacional. 

Una vez que las Fiscalías acusan y solicitati apertura a juicio, deben remitir las causas a los 



Juzgados Penales que les corresponden, ya que ellos tienen competencia territorial. Esto 

explica de alguna forma la gran cantidad de causas que son remitidas a otros juzgados. 

Sin embargo, en general se muestra pobre la utilizacibn de salidas alternas y es muy 

elevada la cantidad de aperturas a juicio decretadas. De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, 

cuando se solicita y aprueba una apertura a juicio, es porque tanto el Ministerio Público 

como el Juez de la etapa intermtxba \doraron los elementos probatorios y consideraron que 

son sufícientes para llevar la causa a juicio. Lo contrario seria poner a funcionar el aparato 

jurisdiccional en su etapa final de manera totalmente inútil, ya que se estarían llevando a 

juicio, causas con pocas posibilidades de resultar en sentencia condenatoria. Es importante 

recalcar que el espíritu del CQdigo Proasal Penal de 1996, es que se lleven a juicio 

aquellas causas que por su gravedad (relacionada directamente con la política de 

persecución existente) y por la suficiencia de elementos probatorios, ameritan llegar hasta 

esta etapa. 

Así, con base en este marco de referencia, lo esperable es que la mayoría de las causas 

llevadas a juicio por el Ministerio Público, hayan resultado en una sentencia condenatoria. 

El análisis realizado en la sección siguiente permitirá determinar si se cumple o no este 

resultado esperado. Lo contrario, sería un elemento importante para comprobar si se está 

realizando o no el falso abordaje planteado en la hipótesis del presente trabajo final de 

graduación; no sin antes realizar un análisis teórico similar al realizado en la presente 

sección y la anterior, con el propósito de clarificar los aspectos fundamentales de la etapa 

de juicio, para comprender a cabalidad la forma en que se desarrolla todo el proceso penal 

vigente. 



J Sección Cuarta: Análisis de la etapa de juicio 

La presente sección se avocará al acálisis de la etapa de juicio, la cual pone fin al proceso 

penal. Al igilal que en los dos casos anteriores, se ana!iza:á primeramente la forma en que 

inicia, se desarrolla y concluye esta etapa, con el propósito de entender de manera completa 

el desarrollo del debate oral y público. Posteriormente, se exponen los resultados 

estadísticos que en esta etapa arrojan, aquellas causas penales a las que se les dio 

seguimiento, de acuerdo con la exposición de las dos secciones anteriores. 

A. Reglas generales del juicio oral y publico 

Una vez que el juez de la etapa intermedia ha ordenado la apertura a juicio y ya 

transcurrido el término legal de los cinco días, el juez de la etapa intermedia remite las 

actu,?ciones al Tribunal de Juicio, el cual debe fijar el día y la hora para la celebración del 

jiticio, dentro del término de cuarenta y ocho horas. 

La fase de jiticio es la ítltima etapa del proceso penal, es una etapa muy importante, incluso 

en el artículo 326 del Código Procesal Penal, se establece que es una fase esencial. El juicio 

debe basarse en los principios de oralidad, publicidad, contradicción y continuidad. Estos 

principios son tan importantes que incluso, el propio código los desarrolla de la siguiente 

manera: 

Inmediación: se encuentra regulado en el artículo 328 del Código Procesal Penal, establece 

que es necesario que el jiticio se realice con la asistencia inintemmpida de los jueces y las 



partes. Puede darse el caso de que el imputado después de su declaración no desee 

continuar eri la sala, sin embargo, necesita del permiso del tribunal para sti retiro, en el caso 

qtre le concedan dicho permiso, deberá permanecer en una sala aparte custodiado. En caso 

de que se amplíe la aci~sacióil, el Presidente del Tribunal lo hará comparecer en la sala. 

Aunque el imputado no se encuentre en la sala, en todo momento lo asistirá en el juicio su 

abogado defensor, si ese defensor no comparece a la audiencia o se ausenta de ella, se 

considerará abandono de la defensa y ptiede solicitarse que se comunique dicha situación al 

Colegio de Abogados. 

Publicidad: este principio se encuentra regulado en los artículos 330, 33 1 y 332 del Código 

Procesal Penal, establece que en general la audiencia es pública; sin embargo, el tribunal 

mediante un auto motivado puede disponer que se realice total o parcialmente privada, en 

los casos en que: a) se afecte directamente el pudor, la vida privada o la integridad física de 

alguno de los inteninientes; b) se afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses 

de la justicia; c) peligre un secreto oficial, parhcular, comercial o industrial, cuya 

revelación indebida sea punible; d) esté previsto en una norma específica; e) se reciba 

declaración a una persona y el tribunal considera inconveniente la publicidad; 

particularmente si se trata de delitos sexuales o declaraciones de menores. 

Una vez que ha cesado la causa por la cual se solicitó la privacidad del debate, el tribunal 

deberá expresar lo que sucedió y podrá imponer a las partes que intervienen en el acto, el 

deber de guardar secreto de todo lo sucedido, de lo cilal quedará constancia en el acta del 

debate. 



Actualmente, los medios de comunicación pueden colocar los aparatos de difusión masiva, 

dentro de los recintos donde se realiza el juicio, sin embargo, el tribunal cuando considere 

que esa pub1icac.ión puede afectar el desarrollo del debate, medimte resolución fundada 

puede ordenar que no se transmita. !gualrr,t.nte, la víctima, el iinputado o cualquier otra 

persona que rinda una declaración ante el tribunal puede solicitar que no graven ni su voz, 

ni su imagen y el tribunal hará respetar sus derechos. 

Cualquier persona puede asistir a las salas de juicio, pero la ley establece que las personas 

menores de doce aiios de edad no puden asistir, salvo que se hagan acompaña: con un 

mayor de edad que vele por su conducta. Asimismo, por razones de disciplina y capacidad, 

el tribunal también puede ordenar el alejamiento de las personas cuya presencia no sea 

necesaria, o limitar la admisión a un determinado número de personas. 

Oralidad: implica que todo lo acontecido en la audiencia debe hacerse verbalmente, de esa 

forma declararan el imputado y los demás sujetos procesales. En el caso de que una 

persona no hable español o no se le entienda lo que dice, se puede solicitar que escriba las 

respuestas o preguntas, o el auxilio de un int~rprete. Todas las resoluciones del tribunal se 

harán de forma verbal, incluso las partes quedarán notificadas por ese medio. No obstante, 

existen algunas excepciones a este principio, las cuales se encuentran estipuladas en el 

artículo 334 del Código Procesal Penal. Estas excepciones son: a) las pruebas que se hayan 

recibido conforme a las reglas del anticipo jurisdiccional de prueba, sin perjuicio de que las 

partes o el tribunal exijan la reproducción, cuando sea posible; b) la denuncia, la prueba 

documental y los peritajes, los informes, las certificaciones y las actas de reconocimiento, 

registro, inspección, secuestro, requisa, realizadas uxforme a lo previsto por este Código; 



c) las declaraciones prestadas por coimputados rebeldes o absueltos y d) las actas de las 

pruebas que se ordene recibir durante el juicio, fuera de la sala de audiencias. Igualmente, 

el articulo 333 del Código Proesal Penal, establece que cualquier otro elemento de prueba, 

qae se incorpore por lectura no va a tener m!or alguno, salvo que les partes y el tribunal 

acepten su incorporación. 

Continuación v Suspensión: es un requisito indispensable que la audiencia se realice sin 

ningún tipo de interrupción, durante las sesiones consecutivas necesarias para su 

terminación: Sin embargo, existen algunas circunstancias específicas en las que se puede 

presentar una suspensión del juicio por un plazo máximo de diez días. Estas circunstancias 

están contempladas en el artículo 336 del Código Procesal Penal y son las siguientes: 1) 

ctmdo deba resolverse alguna gestión que, por su naturaleza, no pueda decidirse 

inmediatamente; 2) cuando sea necesario practicar algún acto fuera del lugar de la 

audiencia y no pueda cumplirse en el intentalo entre una y otra sesión; 3) ciiando no 

comparezcan testigos, peritos o intérpretes cuya intervención sea indispensable, salvo que 

pueda continuarse con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente sea conducido por 

la fuerza pública; 4) si algún juez, fíícal o defensor se enferma hasta el punto de no poder 

continuar su actuación en el juicio, a menos que los dos últimos puedan ser reemplazados 

inmediatamente o el tribunal se haya constituido, desde la iniciación de la audiencia, con un 

número superior de jueces que el requerido para su integración, de manera que los 

suplentes integren el tribunal y permitan la continuación de la vista; 5) cuando se 

compruebe, con dictamen médico forense, que el imputado se encuentra en una situación 

prevista en el inciso anterior. En este caso, podrá ordenarse la separación de juicios y 

continuarse el trámite con los otros impiltados; 6) si alguna revelación o retractación 



inesperada produce alteraciones sustanciales en la causa, lo cual hace indispensable una 

prueba extraordinaria; 7) cuando el imputado o su defensor lo soliciten después de 

atnpliada la acusaciótí o la querella, siempre que, por las características del caso, no se 

pueda continuar inmediatamente. 

El tribunal es el que decide si se realiza o no la suspensión de la audiencia y allí mismo 

seiíalará el día y la hora de la reiniciación de la misma, en virtud del principio de oralidad y 

los sujetos que intewienen se tienen por notificados en ese mismo acto. 

B. Desarrollo de los juicios 

El juez que preside el Tribunal dará por iniciado el debate oral y público, quien debe 

verificar la asistencia de todos los sujetos procesales, de este modo indicará que se abre el 

debate y además le hará saber al imputado lo importante que resulta ser esta audiencia y 

que debe prestar atención a todo lo que va a suceder en la misma. 

Luego de esto, el presidente del tribunal, le dará la palabra al fiscal y al querellante, para 

que lean la acusación y la querella respectivamente. Acto seguido se le concede la palabra a 

la defensa, para que se pronuncie acerca de la aciisación. 

Si se plantearan cuestiones incidentales, éstas deben ser resueltas en un solo acto, salvo que 

el Tribunal considere conveniente resolverlas en sentencia. En este tipo de discusiones 

incidentales, a las partes se les & la palabra solamente una vez. 



Luego procede la declaración del imputado, el presidente del tribunal le informa y advierte 

al impiitado que puede decidir entre declarar o abstenerse de hacerlo, sin que su silencio le 

perjudique. En caso de que decida declarar, debe contestar las preguntas que la fiscalía, el 

querellarite, las partes civiles, la defensa y los mismos miembros del tribunal le formulen. 

En caso de qtie existan contradicciones con las declaraciones anteriores, se le harán saber y 

si no tiene ninguna respuesta, la declaración del juicio prevalece sobre las anteriores. En 

caso eii que existan coimputados, el tribunal puede ordenar que se aparten de la sala 

mientras declara cada uno de ellos. El imputado puede comunicarse en todo momento con 

su defensor. 

,Existe la posibilidad de que durante el juicio, exista iin hecho nuevo que no se haya 

mencionado en la acusación, en este caso, el fiscal o el querellante tienen la posibilidad de 

ampliar la acusación, si esto ocurre, al imputado se le debe tomar una nueva declaración, 

además se le informa a las partes de la posibilidad de suspender el debate con el objetivo 

de preparar la defensa u ofrecer nuevas pruebas. 

Luego de la declaración del imputado, se continíta con la recepción de prueba, en el 

siguiente orden: dictámenes periciales, testigos (primero los que ofieció el Ministerio 

Público, querellante, las partes civiles y luego con las del imputado), antes de que declaren 

estos testigos, se procura que no tengan contacto entre ellos. Antes de la declaración de los 

testigos, el presidente del tribunal verifica los datos personales y luego les solicita que se 

refieran a los hechos, una vez que ha terminado la declaración, se dará inicio al 

interrogatorio, comenzando con la parte que lo propuso; en todo caso el presidente del 

tribunal moderará el interrogatorio y evitará que las partes hagan preguntas capciosas, 



sugestivas o impertinentes. Acto seguido se reciben los dociimentos que serán leídos y 

exhibidos en la audiencia, con indicacibn de su origen. 

Una vez recibida toda la prueba, el tribunal le dará la palabra al fiscal, al querellante, al 

actor civil, al demandado civil y al defensor para que realicen las c.onclusiones finales, 

existe la posibilidad de que las partes repliquen, sin embargo, la última palabra le 

corresponderá en todo caso al defensor. 

El debate finaliza con la concesión de la palabra a la víctima, aunque no haya tenido 

participacibn en el debate, por último el presidente del tribunal le presuntará al imputado si 

tiene algo más que agregar e itímediatainente se declarari cerrado el debate. 

En suma, se puede establecer que el juicio es el que determinará de manera definitiva, la 

responsabilidad del imputado sobre los hechos que se le imputan. El proceso conlleva una 

serie de garantías como las expuestas, que están dispuestas para garantizar que una eventual 

condenatoria, se encuentre correctamente hdamentada. Como se dijo anteriormente, 

según la forma en la que está estructurado el actual proceso penal, debería haber un número 

devado de condenatorias, en relación con la cantidad de aperturas a juicio decretadas en la 

etapa intermedia, ya que se supone que solamente fueron llevadas hasta esta etapa final, 

aquellas causas en las que tanto el Ministerio Público como el juez intermedio, 

consideraron que contaban con suficientes elementos probatorios, wmo para considerar 

muy probable la sentencia condenatoria. 



C. Relacióri cuaritificada eritre la cantidad de juicios iniciados y la 

cantidad de sentencias condenatorias 

Para efectos del presente estudio se trabajará con aquellas causas en donde se dictó Auto de 

Apertura a Juicio, esto con el fin de determinar como concluyeron, lo que permitirá tener 

mayores elementos de juicio a efectos de la comprobación de la hipótesis planteada. 

Sustracción de Vehículos: 

En el 200 1, ingresaron a ese despacho 17 Aperturas a Juicio, de las cuales 1 está en trámite, 

2 fueron en~ladas por incompetencia al Tribunal Penal del 11 Circuito Judicial, 3 tienen 

sobreseimiento definitivo por prescripción, 1 tiene sobreseimiento definitivo por muerte del 

imputado, 2 causas tienen sentencia absolutoria y 9 causas tienen sentencia condenatoria. 

Diirante el año 2002 el Tribunal Penal de San José también conoció de esa fiscalía 12 

Aperhuas a Juicio, de las ciiaies 1 se encuentra en trámite, 3 tienen itn dictado de 

sobreseimiento, por reparación del daño o prescripción, 5 tienen seztencias coildenatorias y 

1 tiene sentencia absolutoria; 2 expedientes no aparecen registrados. 

Para el año 2003 llegaron al Tribunal Penal 29 Autos de Apertura a Juicio, provenientes de 

la Fiscalía de Robo de Vehículos, de las ciiales 11 se encuentran actualmente en trámite, 1 

tiene rebeldía, 4 tienen sobreseimiento por reparación del dafio, 1 fue remitida al 11 

Circuito, 12 tienen sentencias condenatorias y 1 sentencia absolutoria. 

Narcotráfico: 

De la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico, durante el afio 2001 ingresaron al Tribunal Penal de 

San José, 50 Aperturas a Juicio, de las cuales 3 actualmente están en trámite, 4 fueron 



retilitidas a otra jurisdicción, 1 tiene rebeldía, 1 tiene iin sobreseimiento definitivo por 

prescripción, 31 fueron a juicio con sentencias condenatorias, 13 con sentencias 

absolutorias y 7 con la denominación en el sistema condenatoria!absolutoria. 

En el 2002, de las 5 1 catisas que ingresaron al Tribunal, 7 están en trámite, 1 se encuentra 

con rebeldía, 34 causas tienen sentencias condenatorias, 4 sentencias absolutorias y 5 que 

aparecen con la denominación condenatoriaíabsolutoria. 

Finalmerite, en el año 2003, de las 44 causas qtre ingresaron al Tribunal de Juicio, 

actualmente 15 están en trámite, 22 tienen sentencias condenatorias y 2 tienen sentencias 

absolutorias y cuatro expedientes no aparecen registrados. 

Corrupción: 

Para los años 200-3, 2002 y 2001 llegaron al Tribunal Penal de San José, provenientes de la 

Fiscalía de Delitos Económicos, 5 Apertiiras a Jiiicio, de las ciiales 2 actualmente se 

encuentran en trámite, 2 tienen sentencia condenat~ria y 1 tiene querella rechazada. 

A pesar de que los datos no son abismalmente desfavorables, en cuanto a la labor del 

Ministerio Píiblico se trata y siendo que los resultados varían enormemente de un ano al 

otro, ya que en unos casos la cantidad de condenatorias es proporcionalmente mayor, en 

relación con los otros, e igualmente, hay una variación enorme de una fiscalía a la otra, 

podemos concluir que se da un éxito persecutorio a medias. Es evidente que con la 

implementación de una política de persecución correctamente planificada, los resultados 

deberán mejorar. 



Ahora bien, antes de proceder a realizar las ~onclusiones generales del presente trabaio, se 

hace necesario ampliar aíin más todos los conceptos estudiados anteriormente, por medio 

del análisis de la opinión de profesionales en derecho que tiefien particular injerencia dentro 

de las áreas de la criminalidad esttidiada o que tienen un particular conocimiento de la 

materia. 

Capítulo 11: Análisis Práctico del Sistema Persecutorio del 

Ministerio Público 

De acuerdo con lo antes establecido, el presente capítillo realizará un análisis 

pormenorizado de la opinión de profesionales en derecho que, por la naturaleza de sus 

fiinciones o por su trayectoria profesional en el área penal, amplían el panorama conceptual 

expuesto y desde un punto de vista práctico, crítico y centrado en el ámbito nacional, 

c o n h a n  o refutan lo hasta aquí expiiesto. De esta manera, el presente capítulo se dividirá 

en cuatro secciones diferentes y en el sigi~iente orden: la primera de ellas analizará el punto 

de vista que tiene sobre el tema la fiscalía adjunta de narcob-áfico. La siguiente muestra el 

anAlisis desde la óptica de la fiscalía de sustracción de vehículos. La tercera sección 

presenta la opinión de la Fiscalía General de la República. Finalmente, la cuarta sección 

contiene el análisis del tema realizado por dos reconocidos profesionales del derecho penal 

en Costa Rica: el Doctor Alfiedo Chirino Shchez, Director de la Escuela Judicial y el 

Doctor Fernando Cruz Castro, Magistrado de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia. 



Se hace la aclaración, de qtie se intentó conocer igicalmerite, la opiiíihn del tema desde la 

óptica de la fiscalía de delitos económicos y comipción; sin embargo, los diferentes 

profesionales que allí laboran se rehusaron a brindar entrevistas de ctialqtiier clase. 

J Sección Primera: Enfoque del tema desde la óptica de la Fiscalía 

Adjunta de Narcotráfico 

Para conocer la opinión del tema desde la óptica de la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico, se 

procedió a entrevistar al Licenciado Róger Mata Brenes, Fiscal Auxiliar de dicho despacho 

jtidiciaf. A continuación su opinión sobre el tema: 

;Qué medidas considera Usted que deben tomarse en materia de politica criminal en 

el medio costarricense? 

Cuando hablamos de medidas, se pueden separar en dos áreas: medidas de orden legal 
p ropmnte  y medidas de c8-r administrativo que se refieren al recurso humano y 
material. Por ejemplo en el articulo 4 de la Ley de Psicotrópicos, cuando se refiere a 
csimina:i&¿ ürganizada se prevé la pc>sibilj&¿ de g r ü ~ ~ ~ ~  a testig~c y se habia ¿e WI 

programa de protección a ellos, pero en la practica dicho programa no existe. Este programa 
e risynr;lihiIiM del Ministerin rte .%9irid4 Píihliqi; y no existe porqne prnbhlemmte 
no se adecua a nuestra realidad, probablemente es una copia de otro país, pero habría que 
revisar el proyecto de ley para ver cual fue el razonamiento del legislador cuando pensó en 
esa figura, de donde ki lrajo g cófn0 pensaron ellos q<re seria aplicada En Estados Unidos es 
muy facil aplicar esta figura, pero si le cambiamos la identidad de una persona, aquí en cüs*fi p"1Uui, .cUcU~florrIüs u?iF pr aíUüi"iZaiZai &E:a >. 
eventualmente ocasionaría un fraude electoral, ya que apareceTían peisonas con proteccih 
y no sahríarnos quienes .son. 

Eso nos lleva a un problema práctico: cuando viene gente que quiere dar información o el 
mismo imputado, pensada m la nepc+~iun,  previs- en el rntícwlo 22, incisu d) del 
Código Procesal Penal, o el artículo 13 de la Ley de Psicotrópicos, a cambio de la extinción 
& ;& -jLi H71d O a aTlbW de L--&ficiOs: e; Fid()G j.&ic& r&.G&li de ;a pla 
hasta la mitad; el sistema resulta ilógico. ya que da herramientas que son imposibles de 
implement~r mi IR pecfiw; fu'rqiie si 81 restign In ponen- R dwl~rnr r;li!wmw ?!re 10 vRn a 
matar y no se puede recumr al articulo 4 (porque no existe en la práctica un programa de 
proteccih de testigos). Entonces. los fiscales generalmente. nos encontramos en esa 
ac-wijada y prettrimos proteger ki vida a esa persona aauique sea negándole la posibilidad 

de acogerse a uno de estos beneficios. Cuando nos reunirnos fiscal, defensor, y un 



imputado que desea dar informacióii, para qiie le ayudemos, le ponemos eii blanco y negro 
las consecuencws de su actuar, ya que nosotros debernos ser conscientes e t n f o d e  que 
no vamos a tener un policía las veinticiiirtro horas en su casa, y no podemos llevarlo a vivir 
a a uti'j 

bxi herramientas que e! !egis!ador 113 previsto pan enfrentar la criminalidad organizada en 
Ir p r i d i a  son s veces inopecintes, un ejemplo muy sencillo: suponyarnos que nosotros tres 
somos imputados en iina caiisa por tráfico internacional de drogas, iino de los tres desea 
M:ñh -,r&- -¿un h &mii,ism-7 & jiu;ikIñ, li.ñcAñ u,li FlsG: y ;e & iíifc,l??ia¿i~ñ 
cambio de un convenio por el 22 b o por el 13 de la Ley de Psicotrópicos. Si lo hacemos por 
el 22 h. la causa de -te imputado ';e suqpende haqa quiíice día< d x j u k  de que cnncluyh el 

juicio de la gente sobre la que él brindó información; y si el Ministerio Público se encuentra 
satisfecho con el resultado obtenido, tendrá que pedir la extinción de la acción penal. Pero 
vean que problema en la prrícticri, nosotros tres estamos en una misma wusa, y se debe 
hacer un testimonio de piezas y sacarlo a él de la causa (imputado que dio in fmac ian )  y 
q& v&i a nir ;os os-os dos, &3i¿a *lc;.;p ;i&ióñ qiis finy def E a 

decir, es que él negoció y es a partir de este momento que estamos arriesgando a los 
impi:&p que qnie in  w l ~ h r a r  En -?ion- I i  imfi!it.sA?? piens~n qiie al &i 

información el Estado los va a proteger de alguna forma, pero desgraciadamente no existe 
forma alguna de hacerlo. Supon~amos que existiera este plan de protecciór! a testigos, la 
persona lo pensarizx bastante ys  que tendria que desligarse cornple&mente de su tirnilia, 5 
que a lo mejor el programa siilo contemplaría ubicarlo a él y a su esposa, por ejemplo. 

,La respuesta transcrih, pone en evidencia la carencia que tiene el medio nacional de una 

verdadera política criminal; ya que en teoría, las normas citadas, son herramientas a 

disposición del hlinisterio Público, para ser usadas en su labor persecutora de la 

criminalidad; sin embargo, en la práctica las mismas resultan inoperantes. Esto se debe a 

que al momento de promulgación de las leyes respetivas, los legisladores no de detuvieron 

a pensar si se contaba con los recursos inateriales y humanos necesarios para su 

impiementación práctica, y la forma en la que se echarían a andar estas medidas. Con ello 

se evidencia que los problemas de persecución de la delincuencia, comienzan desde el 

momento en que se promulgan leyes, sin detenerse a pen.w en el trasfondo social y 

material que conllevan. 

;Qué elementos debe tomar en cuenta una efectiva política de persecución del 

Ministerio Público? 



Para que la política de persecución sea efectiva, debe derivarse de una politiw criniinal que 
también s a  efecti~a y re3!rsa )Q que si e! Ieytshdor, dentro de h politrca cnrnim! de! Estado 
ha establecido, que los delitos de narcotráfico son sumamente graves. que tienen que 
prgsliir* y' x :ej. i c I ~ ~ , ~  p~-,~:i&&S CiiaTGiiirtr-~ic .di;u, igiñkiicfiie, ü-1 ::os pliliizrus ¿ai¡ic;i:ii~ 

de la ley ha creado toda una obligación de  rehabilitar, prevenir y dar tratamiento. Pero cuando se  
tnta de irnplernenfai 1s p3litica de yeisecttción, ena3n:rnrncn <.i~ini;~,w,~ qiie hacen q i q  -5 

dos p o l i t i a  no sean coherentes o que no puedan llevarse a la practica. distorsiones como esa 
Bltz de  recursos niencionada en el ejemplo anterior. Si vemos el  t ti culo 58 de !r ley 8204 la 
pena m i n m  de los delitos agnvrutos es L3. m i s m  pena minrm de los delrtos en su t o m a  
simple, o sea, si se trafica con 1000 kilos de coca el juez puede poner de S a 20 años de prisión, 
si sc trafica c m  5 piedras pü&i p z r  & 8 a i5 aiios, 2: cxiim i i íaor m a m h s  casos es 
igual, entonces, si el juez considera por ejemplo que hay un arrepentimiento del imputado le 
pude poner 9 al que tnfích m 1OOO kilos y el otrn im?ubdo que tnficó cnn 5 piedras 
también le pueden poner S años. Por eso dentro de una politica de persecución &ni0 vamos a 
jugar con es% herramienta, o S-, la política de persecución dete ser mejor ?sticulacia. Por 
qeiiipto, &ni0 vm.lios a trabajar con tos abreviados, a quienes se le v3ii s dar. ¿a! que trafica coi1 
100C) kibs? Parece qiie resulta injisto que a alguien que trafici, con  S piedras. se le imponga la 
Tí*iQT6 piG qu kibs, 

Esta respuesta, evidencia los problemas legislativos imjxrantes en Costa Rica, los cuales 

'perjudican directamente la labor persecutoria del Ministerio Público. Esto confirma las 

inconsistencias planteadas en el presente trabajo final de gaduación, respecto de la pksirna 

tkcnica legislativa que se sigui0 en la promulgación de la ley 8204. La ley dejb 

completamente de lado los principios de proporcionalidad y razonabilidad, ya que de 

manera insulsa se establece la misma pena para el líder de un cartel, que para aquel que 

trafica con una cantidad ínfima de drogas. En suma, a pesar de que se trata de cuestiones 

diferentes, la politica criminal y la política de persrsecuci6n están íntimamente ligadas, y la 

primera debe ser elaborada correctamente, para facilitar la implementacibn de la segunda. 

;Tiene la Fiscalía alguna directriz respecto de los procesos abreviados? 

En general no hay directriz alguna, sin embargo, tratamos de buscar en la práctica 
primetros objetivos pan. no causar uns desiyusLd3d entre los imptrt;rdos, entonces una de 
las herramientas que rnk utilizamos es que si la persona no tiene jiizgarnientos por el 

h -&.ivw & ilaTwAfa ;* & sk 'Ju-Sc:s, ¿TUu ariya+u 

no se le da, porque se considera que ya se le ha b f i o  una oportunidad y aún así continúa 



dentro de esta actividad Otro parámetro, es la cantidad de droga. si se utilizaron menores de 
edad, si se vendía en escuelas o coleyios, o en g m e d ,  se tnt3. de casos en donde la 
reacciC>n social cs más severa, tampoco se permitiría la aplicación de procesos abreviados. 
;Swfiii&-l-e. e :,,S iui ,lliiwi-6& q.üe 1: e.v- aiiioS iii-üd .c,S *i* luSwi duuiei! 
consideramos que no es conveniente su aplicación. En defin~tiva se trata de buscar 
e!emento; nhje:ii:ns y en no hny iinn ciriiiiar de 1.7 Ficwiia C>anerni o iinn directri7 

Evidentemente, existe ün vacío legislativo en esta área, ya quz la inexistencia de 

parámetros objetivos para determinar cuando se puede o no se puede aplicar un proceso 

abreviado, conlleva a que se tengan que dar estas determinaciones, sobre la marcha de los 

procesos. En este caso, e s b  fiscalia ha establecido de forma propia, una especie de 

parárnetros objetivos que resultan apropiados; sin embargo, estas disposiciones deberían 

surgir de la propia ley, o desde la cabeza del Ministerio Público, por medio de directrices 

que unifique los criterios para su aplicación en el caso concreto. 

;Considera usted que la injerencia criminalidad organizada dificulta la hbor  

investigativa del Ministerio Público? ;Por qué? 

Tradicionalmente, con la existencia de organizaciones criminales o la comunión de personas 
psrs &linquu, se hace dificil la labor de investigación, porque justamente, &bid0 a h 
distribucik de funciones que existe entre Im integrantes, se hace dificil obtener todos los 

& F ,  -i & y q* iafiukfG ;um-- T&s h & b inizv.a7&,-, 

telefbnica ayuda de alguna manera, a establecer justamente esos roles dentro de la organlacibn. 
Sin emhyrsrr, 1- inteniencin- elefbni- por  Ins 1imit.scione~ qiie imwne In misma ley, nr> 
son a veces las hmmimtas más confiables y eficaces, por ejemplo la ley dice que las 
intervenciones están a cargo del juez, con lo que se hace necesaria su intervención, es decir el 
~uer tiene el control, mnqoe m realidad lo hace el poticia, de acuerdo con el pez y el Mmkteno 
Público. quien recaba la prueba que vaya a servir. 

El problema es que en la pdctica se encuentra un juez que tiene allanamientos, audiencias, tiene 
que resolver y que además dehe andar una gahadon un teléfono celular. Lcx 2nip-s criminales 
no son complacimtes o tolerantes y no se limitan al horario del juez que es de 750 a 430  para 
realizar su actividad ilícita, ellos principalmente lo hacen de noche y hasta altas horas, entonces 
en la pdctica se pierde mucha información y eso iniposibitita entonces que podamos ahondar la 
criminalidad organizada de una forma eficiente, a pesar de tener una herramienta útil. En uVi: ,&*-SLil l~,il*m-v.a-.r y CrJ:,.&qw &-e bs rw- 

(oficiales durante las 24 horas del día y cuenta con grabadoras) realiza las escuchas, si el juez 
cnnsidera que se incluye a l ~ n a  llamada que no wa de utilidad se elimina y ademáq la ley prevé 

penas para los ofíciales que utilizan esa información con un fin distinto. 



Entonces es ilógico que aquí sea el juez quien tenga que llevar la carga de la investigación, es un 
mrrtrssailidci, ya que el juez de olicio puede soiicxkr ni&+ inunaiciones, cesarias, el j u e  es el 
que dirige la investigación de aigiina foma porque nos irifoma de !o que esta acaeciendo, y eso 
xi:amsTiie jc ,Aa ya qUe c?i p;li3G de; i<LüLLdc J... OU;ckz a p:icj& qU.e,i 

la actividad, se controla la policía con los instrumentos que ya existen. Como vemos la labor es 
dificil ?: si a esti 12 amarnos 13 c2.intidd dde r w i i i ~ ~ a s  i-;n que !a orsani7-~ciA,n ra dific~lta 
realizar las investigaciones principalmente en zonas perifkicas o en provincias, donde son los 
mismos oficiales, quienes estíiil desizicidos dw.mte diez afios en el mismo !usar. lo que en la 
pckties les diticuka realillir los seyutmientos, ya que todos tos conocen y no tienen acceso 
generalmente a otros carros para disimular. entonces hay muchas cosas que en realidad 
difi¿ii?i L prie  üperativa e invzjiigativa cunda se trata de criniiíia:idaíi ürgariizah a pesar de 
que la ley diga cosas muy bonitas. 

La respuesta tiende a confirmar lo expuesto en el presente trabajo, en el sentido de que la 

criminalidad organizada evidentemente hace mucho más difícil la labor investigativa que 

realiza el hlinisterio Píiblico, pero además pone de manifiesto la escasez de recursos 

económicos que adolece este ente persecutor. Igialm,~nte, itna vez más se muestran las 

deficiencias legislativas, ya qtte es ilbgico someter una labor como las escuchas telefónicas, 

qae consumen una cantidad enorme de tiempo, al propio juez, quien está sumido en otra 

serie de labores jurisdiccionales que le son propias. 

;Considera que los detitos relacionados con Narcotráfico deben ser considerados 

como Delincuencia no Convencional? ;Por qué? 

Aquí venimos arrastrando una influencia que no podemos dejar de lado, si vemos en todos los 
imtados o conxfenios rnternaisionaies, hay una injerencia & t  gobierno norteamencano, en 
realidad nosotros tenemos una imposición y eso ocurre, muchas veces no sólo en este tipo de 
Cel i rmcía  sino que Lízbk-~ en e.¡ &: terrorisnrii y d ayüiaje. Todo :o que en a : w i  
medida afecta al gobierno de los Estados Unidos, por ejemplo respecto a la Ley de Sustancias 
k i c n t l i c a i  hay una ley marco pam América Latina que tiende a que toda9 cnnductas 
sean penalizadas en otros países, que teagamos prúcedirnieritos muy parecidos, para el 
intercambio de prueba, pero que en el fondo obedece talvez a un interés ajeno. 

Ahora, ¿será el narcotráfico no mvencional? Si analizamos que es lo que lo hace distinto, si 
t. - 1  r - 2 - i  ..- 
W U ~ ~ ~ ~ ~  ~ H U S ~  c a d C I ( a i ~ m ,  ~ ~ e s  qw k ~ y  i~7á üirriiná:i&U qiie as =íisaa¿íuna:, ü í a  
estructura criminai, con un orden jerárquico, es una criminalidad que tiene una gran cantidad de 
recurros humana y financieros. C A ~  estai caract2rísticai; creo que si es una criminalidad 

distinta, ya que no es lo mismo enfrentar a los siete chapulina que vienen asaltando en la 



avenida central que a tres narcotrafrcantes que operan a nivel internacional y tienen toda una 
sama de recursos. Yo si creo que las herramientas, el enfoque y los recursos tienen que sir 
distintos. incluso el mismo tratamiento de la 19,  tal vez un poco más coherente pero debería ser 
difereri;e. Si S ne cüfiver~ckriál. 

Lo expuesto en la respuesta anteriormente trariscrita, confirma los argtimentos expiiestos en 

el presetite trabajo final de graduación, ya qiie en definitiva el delito de narcotráfíco, tal y 

como es ejecutado en la actualidad, es tina actividad de delincuencia no convencional; 

elemento que necesariamente debe ser tomado en cuenta a la hora de formular de manera 

correcta la política de persectición del Ministerio Público. Especialmente, porque se trata de 

una actividad delincuencial, que tanto de manera directa como indirecta produce un enorme 

grado de daño social. 

;Debe d Ministerio Público, investigar en forma diferente los delitos no 

convencionales de aquellos agrupados dentro de la llamada delincuencia tradicional? 

;Por qué? 

Es importante que el Ministerio Público dentro de su política se preocupe por no dejar de 
perseguir estos delitos (delitos no convencionales), porque ia sensacidn que ia gente time es que 
justamente cuando se llega a cierto nivel se vuelve intocable, nosotros lo vemos a diario cuando 
iiaWGs dereicM & p-sU,7s &, wifiw ín;aT*aciaiz: qUt ve7dia 
esquina de su casa, cuando se habla con el imputado y la gente dice: "mire que el era chiquitillo, 
81 nn h w  n& y mire qiie el qiie - f íe ;  el qi.ie le da e el niin- ln t-n, SI e l  niinca In 
investigan". Al final la sensación que tiene la gente que está en el medio y transmite eso al 
vecino, es que en primer lugar el sistema es corrupto que él le paga a alguien y que no le hacen 
tuda rr m seyundo Lugar'la genre netre la -imsmirn: que aundo llega a ciem rnvei y'nerre ciem 
estructuras es intocable para el sistema y eso debilita al propio sistema porque la gente no cree y 
r i  ccrefiii, h x i d  ijie :a i~a i ie  r i  de iinlUriiii~i6ii YX iji p k í i ~ i i  qie si +n veiiiie &us í - i ~  hm 
capturado a un gran narcotraficante, "es porque alguien lo está protegiendo y si se le denuncia 
m n  suerte me meten en un pmhlema". Entnnces la sente pie& la fe en el sistema en Im que 
representan el sistema, no voy a decir que no haya corrupción ya que en todos los países y en 
todos los nivelec hay compcion, lo importante ec que el mensaje que se dé atacando ecte tipo de 
@px sea un mensaje claro donde el sistema diga que esto ocurre y se hace un estiierzo par' 
prevenirlo y evitarlo. entonces yo pienso que hay que dejar ese mensaje claro. 



A pesar de qile en este caso, la respuesta no es tari clara, de lo transcrito se puede extraer la 

idea implícita de que es inucho más dificil la persecución de la delincuencia no 

convencional, en el caso del narcotráfico, esta ciific~iltad deriva del nivel de organización 

que poseen las bandas de narcotraficantes. Sin einbargo, no se establece con claridad como 

debe ser esta diferencia; no obstante de la entrevista en general, se evidencia que la 

diferencia fundamental radica en que las investigaciones deben estar dirigidas a capturar a 

los cabecillas de las organizaciones y a su desarticulación y no precisamente a atrapar a los 

miembros de los estratos más bajos de la organización. 

;Considera Usted que la injerencia del crimen organizado, puede convertir delitos de 

delincuencia convencional en no convencionales? ;Por qué? 

Yo no dinz que los convierte sino que el crimen orgmizado genera una a.ralmcha de delitos 
asociados que no siempre son conmlados por el y n i p  oryanuadn. Ejemplo: se pone una venta 
de piedra en un barrio x, esa venta es la punta témpano, ya que detrás de ese que da la cara hay 

,iiui,i~it de e: que :: a:ii- &cer&, puiclut es-, qüe +ki'jie gei*tera 

sus cosas para comprar droga, bajo los efectos de la droga viola, esa plata alguien la convierte y 
Geneni iIn mnntnn de ~ n d i i c t ~  tipi- qiie tpl ve7 o el fondo, Io qile hacen es ~ í F d y i ~ v ~ r  p qiie 
.A. 

todas esas operaciones funcionen pero esa gente no siempre funciona al mando de esa 
criminalidad. Convertir no, podría ser que se recluten personas para la organización, tal vez 
esa es diferente. Absorbe algunos elexnmm que rici le prkziaim, que lo 1- suyo par! que 
participen en la actividad pero controlados por ello. El crimen organizado venia trabajando y 
iecttiiS gente. 

En este caso, encontramos una contradicción evidente en la exposición, ya que 

anterionnente, a la pregunta de si consideraba al narcotráfico como delincuencia no 

convencional, la respuesta fue afirmativa; y las razones para dicha afirmación fueron "Si 

analitan~us que es lo que lo hace í/i.~linlo, s i  b;ds~.cmlw ulgunai caruclerística.i; vemos que 

hay una crin~inalidad que es transnaci~nal, zma estructura criminal, con un orden 

jerárquico, t)i. una crinlinalií/ad que tiene una gran cantidad íle recursos htirnano.~ y 



soss:, ap stí)a~:,uo:, sauor:,s8tjsa~~ se1 qssy '[s~urycj mg![od q e n s p s  sun ap ugi:,s~oqsla 

sl apsap mrpnbad . . '+ap sa fouaurouaj lap sa[a~!u so[ sopoj ua s l ~ a j s  '4 aiua!:,gap sa 

sa~surury:, sauorjsan:, se1 uo:, ug!:,slaJ ua k ~ r s ~ u r  ug!:,m!unurcm ap soFpaur sol a e z t p ~  anb 

~ o q s [  si anb ap optjuas la ua 'aauauuoyaaue ojsandxa o[ suurpo;, 'qsandsal vsa p a u a 8  ug 

uupini~iüjui  ap irñtt) vuit Ávq Á urt!r!lud 
+.w)ui un Leq anb e.< o [ w  SJ e ~ u a ~ d  E[ aeq  anb of~umu la 'enqugap u3 so[op! w ua~.~inum 
r?. oct~pil 9:uirr?r~;2p SOL!I~;E ',,v. o: ap c'!?eSsrr,, ::! SS a i b  anri!d 2~52I3 o; inh  o o j p !  
ua~q .ur ñ auala3xa o!w%au un sa anb ap qrwnias al waw% ay!iou al mjua WCGA a asua~d 
msiw u1 anb ua mq u1 anb~od 'olm ' t qx~a  as al-fi q m w  anh ir)illq osa A u,\ipxado 
amd el ua s m s a  s x m  E opvmi:, e!:,!iou E[ q~ as anblod opui sa pauaS ua ofaueui 13 

.so~!)wado sol uatuam syqou se1 ua 'iuauew eunlle 
ap uu!3ouuuju1 ap &IIJ by aS u upb.tSiiut+ uu!ritjuttüju! by as at<h~& u11 ui* aijtitl 
IE q osa m..\ ,pepapos q E aslw3edo;d ap oianbgqod S?JZQK un EA!J~ anb 0x11s ' a rq~oqe 
p wrn!~ya FY:U JZ-YZ: ' ~ ~ ~ P Y S ~ ~ S ~ A L I I  Y; ~ a 3 a ~ d  ap F J I ?~~ :a f iny l j jd  :a e,\rd ou 
anb o1 1od 'arJ'Va.<oJd wed smylod J& sopirr!lgii uos POSID sosa ' u Y ) B ~ ~ ~ Q  1 s  opumu sauovn 
'(sauala~xa iros a 3 d  q )  o.%pnmrs spod lap ~!~!lod =un ucn sosounsztlwi souiascq soaosou 
anb sap~p!ng~e SEI smn s~q3nw anb oqxq [a Á ' m S y  ap SEISUF SE[ :s~üialqo~.d sop k q  !nbv 

i03!jqnd o!Ja$qu!$q ja irqlrrar anb rr,u)~r%gsa,\u! ~ o q q  al ap o ~ ~ l s a r  

'GA!SCUI u9!3~3!unw03 ap so!paui soj aepu!Jq anb anbojua ja a w a m  al uo!u!do ?no? 

.uq!:,elal eq~alasa sun ueplen8 soauarureuorasan:, soqw 'e,\~asqo as ouio:, anb 

ap s s a d  e 'ss~a;lrp 1s apand ejsandsa~ ei 'eaunSald sl aja~drnju~ as nnb ua e w l q  el u@as 

f(tigut ya/r as ungas) seuoio~pwiuo:, ajuamaaldwo;, sauotutdo uwuan:,ua as /C 'ojund ajsa 

alqos eu!a:,op ua op~ancre 11as1xa ou le ' pauas  ua anb B laapaqo apand (en:, el 'sepspu!:q 

se~sandsal se1 ua uqjsnju03 eun Jaqeq amxd ose3 aasa ua 'aaueasqo ou tep~mduro:, ou o 

las apand sisal ejs3 .~euoi:,ua:zuo~ c u  cun ua ieuo~:,ua;\uo:, oailap un a u a ~ ~ u o ~  !S opez!m8lo 

u a r r t ~ ~  [ap s ~ ~ u a l s b l  el ~ r i b  sa uo1:,e8ijsa..\u! tqsa ua qsviidxa slsaj g . , ,/~:~or~:rnntion 

ou .va !S . ' . D ~ U ~ . S ? J ~  ~ ~ O ~ I D U I ~ U I I ~  nun sa !.S a~zh oarn '.snn!j.syawn.inn snlsa tro;] .so~a!.7unu![ 



determinados, por medio de una fuga de información que debería permanecer confidencial, 

al menos durante la etapa investigativa. 

;Qué medidas debe tomar e! Ministerio Público para mejorar e! abordaje que rediza 

en la investigación de los delitos no convencionales? 

l. El Ministerio Público debe participar activamente en la producción de la ley, 
conociendo ios problemas p~ct i cos .  

2. El Mtnisterio Píibiico debe procurar reformar la ley de intervenciona telefClnicas, 
qüe iliüír¿-ialiie y íi-&s atLiüiá que para üiiüs 'je;iiüs. Los ,ciair"iiieiiiüa 

son buenos solamente que son inoperantes. 
3 Delinear directrices clnms 
4. Procurar recursos necesarios para abordar esa criminalidad, racionalizar recursos 

para que sea más efectiva. 

Las medidas señaladas, coinciden plenamente con las planteadas en el presente trabajo final 

de graduacibn. Ello confirma que desde la perspectiva práctica de la fiscalía de 

narmtráfico, los problemas que se detectan, son similares a los planteados aquí. 

;Considera Usted que existe un nivel de impunidad alto en la comisión de delitos no 

convencionales? ¿Por qué? 

Es difícil saber eso, cómo saber si la policía y el Ministerio Público es eficiente, este aíio va 
ri. l h r  un piw altisinlo eri las: eiitadiuticas: de dekiicioneii y decomisos, qud w m ó  que 
fuimos eficientes o circuló más droga y en conseciiencia agarramos más. ¿Qué ocumó en 
rs:ix&? para =Ler ülia Fr-j&n &jbiVa, si c,*r,jnz;ix& 

esti bajando o aumentando. la sensación se da a nivel de la prensa y la prensa transmite 
inw~iridd,  wti- h ~ y  Qiie  ~ n ~ l i 7 x r  m f o m ~  f i n  1- e ~ t d i s t i -  CR- wkr ~11e  -tA 

pasando. 

No puedo decir que hay impunidad, pero si puedo decir que con las herramientas que 
tenemos, hay un porcentaje al final no se p d e  detener, de 100 investigaciones unas 20 no 
funcionaron. Si creu que es más lo que agarramos que lo que se escapa en la práctica, por 
!o menGs de lo que ieimms conwiniení~. 



En este caso la percepción es que no existe un nivel alto de impunidad; sin embargo, el 

mismo exponente establece qtie hay una necesidad de datos estadístico que permitan 

clarificar esta sitiiación; en este sentido la opinión se comparte, ya que para lograr una 

opinión más cotifiable en esta área, se debe echar mano de la estadística, según se prociiró 

realizar a pequeña escala en el presente trabajo final de graduación. 

J Sección Segunda: Enfoque del tema desde la óptica de la 

Fiscalía de Sustracción de Vehículos 

Para conocer la opinión del tema desde la óptica de la Fiscalía de Sustracción de Vehículos, 

se procedió a entrevistar al Licenciado Víctor Vargas Villalobos, Fiscal Coordinador de 

dicho despacho judicial. A continuación sti opinión sobre el tema: 

¿Que medidas considera Usted que deben tomarse en materia de política criminal en 

el medio costarricense? 

Es muy importante que se unifique en forma general la forma en que se deben aplicar las 
indidas alternas, las partes (impueado-defe'ensor-fiscal) deben conocer las reglas del jueyo 
(aunque exista posibilidad de un margen de valoración). Es necesario que exista una pauta 
g m d  &m 05m ss debe a e i x  e-i ese byu de &lit~s,  yur e.e~1p:u, ¡ti, .es p ~ i b k  ijw an ~ l i  

asunto de narcotmfico o robo de vehículos (crimen organizado), se aplique un abreviado con 
IBP p - i R  bija; en jiiridicciones dnn& no conocen el Ninfo y en o- i!tgPr donde se w n q a  el 
tema de crimen organizado, esta medida no sea aplicable. Por eso es muy importante unificar la 
aplicacibn de las medidas alternas. 

El Cdigo Procesal Penal presenta algunas deficiencias principalmente en relación con la 
%plica& & d p j z  s i idas  a:;m,as. a j - d e r j g  q i ~ .  :jay jjá%i.ipóci&j p r  +e del 
Mmisterio Público principalmente en asuntos donde hay grave violencia. En el caco del robo de 
vehículos, nnrmalmente el crimen nrganitadn nn mrnete los del¡- mn vinlencia, p r  In que en 
estos casos las partes puedan negociarlo (por disposición legislativa). Con eso se causó un gran 
perjuicio, ya que a la víctima no le interesa el problema social que existe, sino solo su caso 
pmcalar, el roba de su vehiato y que lo es& pigmcto coa un présmmo, mienaras que rrosuuas 
andamos detrás de una banda; al atraparla, a la víctima lo que le interesa es que el "maleante" le 
pgz &s iiii::~. de ~ h r j ,  y ~IO c& p r & W  bu;&:, ífts esti iiküir& (pieCverC iig& 
con el imputado). 



Otro problema que existe en el Código es el relacionado con la declaración de testigos, cuando 
se CditIlkii2 d C.rrme.rr oY@~rirsctci ios ~ t r p , ~  van a estal . ~ m h m d c s  y yafte de la mmm 
wnsiste en que iisted no diga qiie esti amenazado y chmo hacer un anticipo jurisdiccional de 

-: piuc;\ra 31 fiü p - d m ~ ü ~  ~¿ldi&- <Si ¿ i i Ü ü d i B k i i ¿ ~ á ,  ~ i i d ü  ::~;ul a jüi¿¡~ G i s  i&gü 
(amenazado) empieza a mentir o no se presenta o cambia la versión de los hechos. en este 
momentn para ua testigo es m i s  ficil mntir. Ea lo que llevo de tnhyar con e1 nuevo ciwiigo no 
he visto que ningún fiscal haya podido acusar a un testigo w r  Fdlso testimonio. Cuando un 
testigo tiene frescas !as cosas, time e! deseo de colaborar con la justicia y tiene la intención de 
decir tudo w m  S, slfl embzrga, pzm &S asos (pur poner un qmpla) y a ese tattgv ,óe le 
acabó el interés y ad& ha pasado suficiente tiempo como para que personas lo llamen, M.. -- - - . ..A - - 

ueri, I U ~ L E ~ I  y t ~ '  iiierm~cen, w es rílfiy iyrzk-é. 

Como se va a combatir el crimen organizado si no se pueden secuestrar las llamadas de los 
bqsper, 110 se puaiea 1m1. i!IEwaetotres Elefbti~txs. Cbino se puede itrvesngiii- utr delrw uto 
robo de vehículos, si los sujetos actúan m pasamontañas, la mayoría de robos son por medio de 
osojiüB y i nveg ~ g a  ck7 e.nv es wr irI&io de. u-.su o i:aiii-, he 
del criterio que estos delitos deben investigarse antes de que ocurran, la policia y la Fiscalía 
deben de tener conocimiento sohre d m o  se est*n maviendo -9 handaq; prerisamente esa 
comunicación llega en virtud de la comudicacion que tienen los miembros de esa banda 
criminal, pero no puede hacer eso. los imputados que se traen al proceso son los novatos, pero 
las verdaderos delincuentes no. 

El h.linisterio de Segwidad Plhb!i y esta trabajalido ai la redacción un proyecto de Ley, para 
pisarm-lo a la . & t ~ i r l u  L e ~ t s l a i i c ~ ,  p m  que t'c;uelva esti? sutito 

De la respuesta transcrita, se puede extraer una conclusión interesante. Esta fiscalía extraiía 

la ausencia de medidas como la posibilidad de realizar las intervenciones telefónicas, para 

maximizar la eficiencia de sus investigaciones; igualmente menciona la problemática 

existente con las amenazas que se realizan sobre los testigos de las causas y la necesidad de 

que se les pueda brindar algún tipo de proteccihn. Resulta evidente que ambas cuestiones 

pueden convertirse en herramientas muy útiles en la labor persecutora de esta fiscalía; no 

obstante, como se observó en el caso de la fiscalía de narcotráfico (la cual sí cuenta con 

estas herramientas, legalmente establecidas), si no se estipulan de manera adecuada, 

tomando en cuenta la verdadera disposición de recursos materiales y humanos con que se 

cuenta, las mismas se vuelven inoperantes en la práctica. 



;Qué elementos debe tomar en cuenta una efectiva política de persecución del 

Ministerio Publico? 

Debemos unifiwr 12 forma de cómo resolvemos los casos y las medidas alternas, ya que el 
crirrieii oryaiiizado opera al i d o  el hmlonu iidciorisi, debe de Iiaixr uiia f'onxia, uri 
procedimiento, un protocolo En realidad, me vengo enterando de que se esta trabajando en 
wi piüi-:ü de zcttizcliiii paia GSOS d é i í ~ d c ~ ,  ~ e i ü  iiü si de que e: iii~siiiü, áuiiqü~ üi 
realidad como su nombre lo sugiere, busca unificar la política de persecución del Muiisteno 
Piihlio-1, incliiu-, p m  erre73 jiiridia de toda< \a< pnrter. pam -her & n o  w i a  n IT~h~jltr 
con el asunto 

Al igital qiie en el caso del exponente de la fiscalía de narcotráfico, se establece la 

necesidad de que se estipiilen reglas de aplicación general de las medidas alternas que 

establece el Código Procesal Penal (quizás por medio de directrices). En definitiva, se 

comparte este citeno, ya que es prudente qiie exista un marco de aplicación de estas 

medidas previamente determinado; ya que con ello se mejoraría su aplicación práctica, al 

no quedar dicha decisión a la discrecionalidad de los involucrados en el caso particular. En 

cualquier caso, el protocolo al que se hace referencia en la exposición (el cual se encuentra 

en proceso de confección), es un primer intento que realiza el Ministerio Público en este 

sentido. 

;Considera usted que la injerencia criminalidad organizada dificulta la labor 

investigativa del Ministerio Público? ;Por qué? 

Lo que pasa es que nosotros nos hemos quedado atrás en organizacih y recursos a la par de las 
orpuactories crtrntnales, porque ellos verdaderrtrnetite esiáii oryaniados y se aproveclian de 
las debilidades del sistema penal y del sistema procesal penal La implementación de una 
refoiiria prüasd cs ~ i y  di5ci: y iiüs aAa?ifs qUajaidú auás ¿úii :ü qw es :a kieiueiiciin de 
liarnadas, secuestro de llamadas de bippers y además el delito de asociacibn ilícita es muy difícil 
de dem~trar.  Si tenemos un testigo imprtante en un aquntn; y nunca se le ha recibido un 
anticipo, si es una persona inteligente y conoce el sistema judicial costarricense le va a dar 



miedo de declarar, ya que no se cuenta con un sistema de protección a testigos y en este sentido 
no se puede mentir al testigo. 

Hay una disociación entre las autoridades de gobierno y las autoridades judiciales, no hay una 
pliltca deluttdil de luclia conm el cnniui oryati&, por ejeitiplo 1% puliiius ititycxtLorias, 
donde se permite ingresar al país casi a cualquier persona. 

Algo muy importante, es que exista un banco de información. además de un seguimiento de los 
pnlicínc pata 1% C2!incuenbs: la idea qiie detinc~entcs imyrtan.~:  señn vigitadnc p?r la 

policía. 

De la respuesta transcrita, se evidencia que el exponente considera que efectivamente, la 

presencia de la criminalidad organizada, dificulta la labor investigativa del Ministerio 

Público, el cual se ha quedado rezagado en comparación con las organizaciones criminales. 

Llama la atención, la referencia que se t~telve a hacer con relación a la intervención de 

llamadas telefónicas y protección a testigos, ya qiie son consideradas como grandes 

-soluciones a los problemas que enfrenta el ente persecutor; sin embargo, una vez más deben 

recordarse los problemas qtie en este sentido a enfrentado la fiscalía de narcotráfico, quien 

teóricamente cuenta con estos recursos. En otras palabras, si no se implementan de manera 

adecuada, no senlitán de mucho. 

¿Considera que los delitos relacionados con la actividad de Sustracción de Vehículos 

deben ser considerados como Delincuencia no Convencional? ¿Por qué? 

Claro que si, porque se ha determinado que no son hechos aislados, corresponden a 
orgarikioiies wn wribtos: a nivel intemaciorial. El robu dt: vehículos daputs: del 
narcotráfico es el delito que más afecta los países de1 mundo, entonces no podemos decir que no 

a: GiiTKfi üimiirZá~ü te3e ida U1la ejg~cím, hay .d7us 

comercial+ que buscan documaitos y exportan, es toda una uidustria (es corno una fabrica). 

La respuesta transcrita en este caso es sumamente concisa; sin embargo pone de manifiesto 

una concordancia de criterio entre el exponente y el presente trabajo, en el sentido de que la 



sustracción es delincuencia no convencional. Para el exponente, la razón de dicha 

consideración es la injerencia de la criminalidad organizada. 

;Debe el hiinisterio Público, investigar er: forms diferente los delitos no 

convencionales de aquellos agrupados dentro de la llamada delincuencia tradicional? 

;Por qué? 

De una forma diferente no, porque podria haber u11 reclamo en el hecho de que todos somos 
iyuales ante la ley, I ó g w  que la c.qxitií~?Oti, la foniiacióri y los recursos par& la deliiicuaicia 
no convencional deben de ser distintos y deben de ser escogidos con mucho cuidado ya que .@na ,T,ds pgU..icia: ,=: de ulia bicic:e-a del flrie v i c ~ m á  wji-iu de 

recursos económico, que un carro que le robaron a una persona adinerada, debe haber un trato 
izlal Pero ci i~ndn h ñ h l ~ n n s  de c i - i rn i  nr~ani7íido ri&;2rnc~ vñlnnir Iri fnmri en i$mn se 
investiga, la forma de cómo se asignan los recursos y la capacitación que necesitan los policías y 
los fiscalec. 

A pesar de que la respuesta es en principio negativa por parte del exponente, debido a 

razones de igualdad ante la ley, lo cierto es que las argumentaciones que realiza con 

posterioridad confirman que sí hay una diferencia. Lo que pasa es que esta diferencia, no es 

a nivel legal, sino que más bien debe estar referida a cuestiones referidas a la política de 

persecución del Ministerio Público. Ya que este ente debe asignar mayores recursos 

económicos y materiales que permitan capacitar a las personas que tienen injerencia en la 

investigación de estas causas y además las mismas son de por sí mucho más complejas, si 

es que se quiere desarticular las bandas y no únicamente capturar a los miembros de los 

estratos bajos de la organización. 

;Considera Usted que la injerencia del crimen organizado, puede convertir delitos de 

delincuencia convencional en no convencionales? ¿Por quC? 



El problema es que el crimen organizado se nutre de los delitos no con\~encionales, vive de eso, 
se sinfe para rwyer su dirieru y qecutar sus acciurin, por qernpiu ei rubo dt: uri vetiicuiu en ia 
vía pública puede ser un delito convencional porque es un hecho aislado, pero puede 
i ü í ~ ~ - p ü . i d ~ i  z uiia ~ i i d ~ ~ t n a  de: ~ í 7 ~ 1 i e i i  üigaiiizadü SI para iüs piüj&si:üs de: CfiNiCii 

organizado hay que matar o hay que corromper, y ello está dentro de su plan organuacional, 
ar.tone< e<bííiiA frenta n cr,men orsrtnt~do No GP ?11d2 pencar ,?;;a 21 criiazt nrznnt7dn e< 
solo robo de vehículos, alli vamos a encontrar falsedad ideologtca, el uso de documento falso, 
estafa, falsos testimonios, entre otros 

La respuesta es confusa, pero de la misma se puede extraer la conclusión de que si hay una 

organización criminal detrás de la comisión de determinado delitos, los mismos se vuelven 

parte de la delincuencia no convencional, ya que la organización se nutre de ellos. 

;Qué opinión le merece el enfoque que brindan los medios de comunicación masiva, 

respecto de la labor investigativa que realiza el Micisterio Público? 

La información que da es muy mala, lo que pasa es que a la pob!lción se le vende y se le 
iritunria iu que lus periodistas: deseal, io hacal su1 tener una uifirnii~rúii leyai, y la dar1 en uiu 
noticia, 10 que es muy peligroso. A nivel del Ministerio fiblico. Debe haber una oficina de 
prefi5a, wITjsa íI,üy en ¿ü&itü a ;a infüi-iiia&-i~ii qw E da. Crs qüt ei lo 
que se dice sino en io que hace, es muy importante que la población conozca la reaiidad y 
considero qtte nn lrt conoce prqiie nns inclinamoi F r  ciertxs fis?tw Qtie m !in mnmentn ddn ,  
son los llamados a definir los destinos de la seguridad nuestro pais, sin tener una idea clara de 
quienes son. Seria importante que hubiera un mecanismo sobre cómo dar una difusión más 
q r o p d a  de: La real~dad que vive Irt juslicia en esk pais, de: lai hrtna que La c~udda i i a  enlietida 
que la culpa no la tienen los funcionarios judiciales, quienes solamente respondemos a un 
sistema, es &-ir, z ihJa i i iüs  wn :as :ej- qüe ha- :a X s a r n Z : ~  Lsyir:atiíia, si i i o~üür  fio 
podemos combatir el crimen organizado es porque tenernos las manos amarradas no es por 
vagmcia sino <w,rGue fin pdemcti;, nn tenemce; los instrrimeiit;; legal& El prohlema no e del 
sistema judicial sino del legislativo que se ha dedicado su tiempo a jugar en la asamblea 
legislativa. 

Una vez más se ratifica que la labor que realizan los medios de comunicación masiva, 

resulta perjudicial, ya qiie se realiza con el único afán de lograr el tan ansiado "rating"; y 

con total desprecio por la seguridad de las personas involucradas en los procesos o la 

eficiencia de los mismos. De hecho, bajo las excusas del deber de informar, libertad de 



prensa y el derecho de los ciudadatios a conocer lo que ocurre en el medio nacional, 

entorpecen las investigaciones y después presentan (en miichas ocasiones) a los 

funcionarios judiciales, con ineficientes y responsables de las diferentes problemática de 

orden social que existen. 

;Qué medidas debe tomar el Ministerio Público para mejorar el abordaje que realiza 

en la investigación de los delitos no convencionales? 

Establecer alianzas y estrategias con instituciones del Estado, somos temerosos, hay 
iratituciories del esido que tieriai rriuclios. recursos y estkári dispuestos a colabora cori el 
Ministerio Público y la Corte. La Fiscalía de Robo de Vehículos tiene un convenio de 
v,xci&li wi :,N.S., qüKll lius dá rmrrus qüe rnri ,liUY prüv~$üms, fue has dia Gus 
que por primera vez la Corte firmó un convenio con una uistitución del Estado, claro está sin 
tener n i n ~ i n  compromiso con ello 

Abrirse un poco más a la capacitación de fiscales y policías. La verdad es que no se invierte en 
seguridad y por w esfxrios n d ,  rio se ve que se eiiviti a pewrüil a capzitarw en crimen 
organizado, se debe de aprender de gente que sabe, así como se perfecciona el crimen, debe 
a-c.!ucímar :a capaci*si8n y la preparacih. 

Como se puede observar las medidas establecidas por el exponente corresponden a 

elementos que debe tener cualquier política de persecución debidamente planificada. Este 

tipo de argumentación ha sido sostenida a lo largo de todo el presente trabajo final de 

gaduación, y son punto medular de un efectivo combate de este tipo de criminalidad. 

;Considera Usted que existe un nivel de impunidad alto en la comisión de delitos no 

convencionales? ;Por qué? 

No es alto, es altisirno, alarmante si se quiere decir. La culpa no la tenemos nosotros, sino 
que es de todo lo que hemos lublirxlo. El problerru es que a atas: instihicioria les interesan 
los números y no la calidad, se &be ver la calidad de h investigación, a la policía no le 
interesa yi qw pica iílf~mrt? y se d e r i t i s d e  de! a~~1í:u, i;u bzy L Ü ~  xgiiíiiiefiri:~. hf e! 



asunto no funciona, qué incentivo tiene un fiscal que haga un buen juicio o una buena 
investiyaci5n o ur: p ~ l i r i a .  la personz que se  d d i a  con mucho t:ernpo y cu:dado a un= 
ifivestigaciiir,. resiilta ser m á s  bÍm inconveniente es un atraso para e! sistema, nosotros tina 

,- . . . ~~. a -  
itgiidiic w iiu id G T i i i ~ c b  i i idi l i .21iTl  :>S &;¡;¡CU.~G~& iidbdjdii :- i i ~ ; i c  \ ;<¡, p , i ; i i &  rri 
el día, hace falta un poco más de visión. 

Al contrario del expone:::e de la ficcalia de tiarcot~ilico, el presente si considera qtie existe 

zn e!emdo nivel de rmpttnidad en la comisión de este tipo de delitos. Las razones a las que 

se debe este nive! de impufiidad, tienen relación con la errónea plítica persecución vigente 

(si es que la hay), ya que no es posible que la calidad del trabajo se mida únicamente con 

coestiones cuantitativas, cuando lo más importante es la calidad del trabajo qüe se realice, 

sobre todo en el caso de este tipo de delincttencia. Tómese en ccenta que para lograr la 

desa;ticulaci6n de una bandas se requiere un trabajo investigativo que se puede extender 

incluso por meses, con el riesgo de que en ocasiones esta investigaci6n arroje un resultado 

negativo, lo cual es un riesgo que se wrre al investigar. Estas fallas en la política de 

persecución vigente, desembocan necesariamente en un falso abordaje de este tipo de 

criminalidad. 

J Sección Tercera: Enfoque del tema desde la óptica de la Fiscalía 

General de la República 

La opinión del tema desde la óptica de la Fiscalía General de la República, fue brindada por 

e! p r ~ p i o  Fisca! General de la República, cabeza del Ministerio Público, Don Francisco 

Daff'Anese Rttiz. A contintmci6n st: opinión s ~ b r e  el tema: 

;Que medidas conside.- Usted que deben tomarse ec materia de po!ítica criminal en 

el medio costarricense? 



I'rimero se deben aclarar algunos conceptos La politica criminal la define la Acan-iblea 
, . 1-.ryisi;rii~a, eiivs di;-c:~ qut: U uciiio y &rr:c: sti s;i:rclor:r:i :i p2i:i: U =  rii: tiaicri quc sUiyir dus 

vertientes, una política de prevención a cargo del Ministerio de Justicia, del M~nisterio de 
C . - .  - 3 - 3  

. . 
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criminal la ccal es fqada por el Fiscal General con el auxilio del Consejo Fiscal según lo 
s;ah!e in le.,: 1 ,, - --1:.:- ,,,,,,,,& ,,,,,, -A-.-- ;,,,i --- A--; --A-- - -a - -  -.- ..,,, .,-.,,..,,,c. íl2 ..lilcri iici.rlii2il.r nr;!i:ica. !n A s n ; h ! ~ z  

Leg~siativa define ei catálogo de deiitos y eso dependerá de cuaies son ¡as conductas que quiera 
sanc!onar y cuz!es nu El t ez2  de 11 delincuencir crgznlzda nu es ntiem en nustrt ,  medio, pero 
si lmy i i u e ~ s  fun:t=~ de ~ U I ~ ~ U ; ( C I ~ I I ,  cacla vez que se  drj-uibir uiiu h i &  y se  desxtrcula, se 
van a ir puliendo, cambiando formas y métodos, haciendo cada vez más dific~l enfrentar una 

. . .  ~ , í j p í i í ~ j c . n  

El tema paru m m h t i r  la de!incuuqcia organizada no es estableser politica criminal, sino de 
facilitar ia política Oc prevención y la política de persecución. En  mate^ de recursos nosotras 
vamos por las escaleras y ellos por el ascensor. por ejemplo si ellos necesitan computadoras o 
&Ti.& iufi-qi-&, Kl;en;rz q"e i,úsu~üs iericmus q"t: ;Gcrr üGa :ir;;-ec,"ii i-úi- 

presupuesto. Luego hay que establecer cambios culturales, por ejemplo la Corte debe dar --- c.--; .J 1 ' 
ni, , ,-,ii,i riiir ,,lltLl,lilnl ;,,. s! . ,~ . ,  ,el nnic A í l ~ í ~ i ñ c ,  ~iñiií1.-~ eiivir; f i a ~ ; ! ~  o p?iiciñ< n l  
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exterior, lo hace w n  nombres y apeliidos que aparecen en actas que quedan m intemet, lo cual 
es un !ztre en rmnto a s e y n d a d  y capacihd de reaccic~, e! que se pueda decir que va a pasv 
aiyu en Puwiú y se triiyri quc eiiiiar pulicias huy rriisrrio u iwiwi;i. NucsEd -j.xidad dtc 
reacción es muy lenta. bueno en realidad no hay capacidad de reacción. para ser exactos. 

Más que una política crinzuial (puede ser que algo haya que revisar) en este momento, para 
enfrentar la delincuencia no convencknñl se requiere dotar de medios tanto a la política de 
prevención como a la de  persecuciini Por ejemplo en la politica de prevención no hay 
inteligencir, c r ?  ur! decreto piib!iclh en el mes de en.ero de este año, el Ministerio de 
%yzri&d Públrq  se coriviertt: o se prckride ser otro 0 . i . J .  abdonar idu lu política de 
prevención y asumiendo una politica de  persccuciirn que no le es propia. 

Resalta el hecho de que para el Fiscal General, resta importancia a las deficiencias que 

existen en materia de política criminal. Si bien es cierto, que se trata de una cuestión 

eminentemente política, de hecho es una de las tantas "políticas estatales", según se estudió 

anteriormente, es también cierto, que la elaboración de una adecuada política criminal, 

facilitará la implementación de una correcta política de persecución. Según se ha venido 

estudiando en el presente trabajo, las enormes deficiencias y falta de técnica legislativa en 

las normas de carácter jarídico penal, conllevan una serie de problemas para el Mnisterio 

Público en su l a b ~ r  persecutora 



Por otra parte, es destacable la inencibn que se hace a las cuestiones de orden preventivo en 

inaf--r;z. 
. . . . 

, ,, de c:r;t..:na!i<iud; !as * - . p . .  ,Ua!es deber, fc;.:nar parte de una po!itica cri:n:n=! 

c i ; r r~c tam~nt~  e!abi;rada. Es evidente, qae el deliti: debe ser reprimido, peri: ante ?<;di;, debe 

c r  dcanzX ~ 2 3  v,-rda&,2 ;2JUcLij,;n de !OS il?dicCs c;;mjnz]i<ia,J 

imperantes. 

;Qué elementos debe tomar en cuenta una efectiva política de  persecución del 

 ministerio Público? 

Pan  e s h u a m  adyl i ier  pu!:tlcz, es!a dehe ! s e r  dcs ingd!er!!es. tro objeto y un método. El 
ubpto de pe.wciór:, o se+ tos delitos que se viui 3 perseguir deben de ser  deiir~idos 2 trdvk de 
un diagntistlco de necesidades de respuesta de  la mimina!idad, esos diagnC>sticos no se han dado 
n ü i . ~  =Í¡ e: g i s ,  ;as e s t i d i s í í ~ s  ~ieiicii nüi77íakiieniÉ i;uii rn-~>,üs meses U? i eúzü .  ?<o 
podemos establecm políticas de pexsecución con dos años o dteciocho meses de atraso, porque 
1- ~ ~ ~ . . . n í ,  - .-; I:?- t ..-úí amhis, ?e ; i r ,  di% y i ~  ntin, hcy prii2Zli- 7 - -  -:-- - -  ,. .,-nil., maiii~ris íiñ~cqd~f+fic~, 

pasado mañana otra cosa y iamóién depende de la zóna dei país; se d e h  de e s i ab iwr  poiiticas 
locales y nacionales. 

Lo primero que se tiene que hacer es enseliar a los funcionarios a hacer política. a partir de 
=-Ueíiik= hi- -TIii,aLos y an5G;iü&s =Luce wlTK, cufisii de 
persecución 

Yo soy del criterio de que la poiitica de  persecución debe ser una política púolica no puede ser 
una politia escond~drt m una gaveta y que sólo la conczca alguien, porque eito se presta para la 
arbitrariedad. EL Fiscal General tiene Is responsabilidad de defuiir qué se va a -r y cómo se 
va a atacar. solamente que no puede ser tan arbitraria como que el Fiscal diga que ahora vamos a 

, . . . ai&&r áL&17"j, =; )'& iierV & Llli '-G, a I6 CICGn"ciyl, 6, :, ,"% cUáii6ü 

hay graves problemas de sicariato, lo que pasa es que no tenemos un diagnóstico cientifico real, 
?u rn-m% beq- í;enirk? h h o ñ l o  G C ;  intiíi:iufiínez:e 9 ri3r i m , ~ i c i í í r ;  As tn IE?;, p r  
ejemplo el tema de la lucha contra la compción que surge como imperativo y la encontramos en 
convenio de la ONU o la Convención Interamericana, es un tema que usted no puede dejar de  
I>rrjryuir pnontmx:iaite. Pero li&M que deííriir si ai Gwucaste lo iiiás ritiportarite ti el 
hurto de ganado o los delitos sexuales, porque no hay ntngona forma d e  dtagriosticar 
c,ciI-UfiMn,cu;e rü& ; eieir6 qiK. loF"i&r, A tt&--i Yc =i,cn,81e YGT,üs a e,T1F-- a iia8ajG 
en eso. 

Además wmo les dije debe ser una política pública. el pueblo tiene derecho a controlar al Fiscal 
Generul, puede ser que haym neec?dads  de siurizto, n~rcctrkfko, cmercio  o explctacicn 
sexual de menorex, y el fiscal d i 9  vamos a darle prioridad al tema de la explo*abn sexual 
infantil. A mi me parece que el sicanato es el principal problema siempre, ya que si hay sicanos ,-.. - A - : - : - i - - : I -  2 -  1-:- - - - I - I _  - I -  L-.. r;d ha, iesiiyüs, ~SCÜ:CS, p.:iCiii, I ay u111 o ~ B ~ I s I I , > L I ~ ~ V ~ ,  u~ ~ C U L I L ~ ~  pasn1srn a (a qus IIQJ qur; 
enfrentarse, pero la gen& tiene que estar enterada de  por que se tomaron Las decisiones, en 
fiir,c$,í;n de qui; zinc; 21 Fixz~t  Cienera! %e a-iisiene en un ~ 2 ñ ~ í  $-e k i t &  a;f>i:aiiameri:e qii2 



es lo que quiere perseguir y que no En suma, debe haber claridad en cuanto a definir el objeto 
de persecución. 

E! rnk!odo. per e! cuniraric no p u d e  ser !m pFLlh!icc, porqce w penerse uq nlanos de Ir 
criiiiiriali&d, la ddrbiliclacln y las: veriiiijas riuiiw. se  uisei~it. E ~ i b i l -  rio be p u d e  lialilai c;: 
materia de recursos materiales y humanos, no se puede decir qué es lo que tenemos. En el tema 
1- - - - - - -_  2 -  -- : ---- --- -1 _ L i - i -  1- J - J  _ - _  : :c 
i i C  C 3 M S L  U C  I C C I U i S V 3  5> J L L S Q I  LUL h 9 1 W  W I I  G1 L I I L C L I C ~  UC UifdIlUiiiCi(lU p C ' i  I I I > I ~ l i L l M L I L l O ~  

incluso en los países desarrollados se  da su utilizacion, porque eso va a permit~r desahogar y 
l A . .  . . , ,.-..--- -,.-- 
.x-..,L-. ..Lxc8cxxz..-- .lxxa ,=. ;, de ihlla!~<; ~;;ieii:î n% CLW = m&a ~:ende; ci.n rec.i;G?c 

estatales las causas que afectan más a la sociedad. 

Aquí, resiilta apreciable la clanciad conceptual en la exposición; y la diferencia que se 

realiza respecto de1 objeto y método de la política de persecución. En definitiva se 

cornprte e! criterio csgiimido, en el sentido de qt;e el objeto !o política de persecuci6n, 

entendido corto !a definición de aque!las conductas criminales a las que se les dará 

. . 
prror:dad e:: la persecüción, debe ser público. Esto con el objetivo de legitimar el accio~ar 

de1 lilinisterio Píiblico ar;:e !a opinión pública y evita; !a arbitrariedad er; la toma de 

decisiones en este sentido. Igiialinente, se comparte qite el denominado método de la 

política de persecución es decir aquellas labores y técnicas investigativas qiie serán 

tttilúadas en esa labor persecutora, no pueden ser públicos, porque se pone sobre aviso a 

aquellos delincuentes qiie se quiere capturar. Estos dos elementos en conjunto, 

corresponden con todos aquellos conceptos expuestos en el presente trabajo de graduación, 

sobre la foma correcta de elaboración de la política de persecución, que debe tomar en 

cuenta el criterio de diversas instituciones y organizaciones sociales. 

;Considera usted que la injerencia criminalidad organizada dificulta la labor 

investigativa del Ministerio Público? ;Por qué? 

De momento a p r s  se stiin smúendo ciertos efectos de la criminai!Ad o r g z i n d a ,  los grupos 
rxlakiosus: reswxideri r uria 2 t i u  propia y resporden a riitituclos propia, lo que es que rxlYs o 
menos hay un pa t rb  que define ciertas pniitas en e! esqiiema de grupos mafinsoc, se trabGa en 



dos planos: en el expediente judicial y contra el funcionario que esta haciendo la investigación 
E:i la e h p  prq~.'rt:oxi cs u ) n h  ei Fisul y mi irt i:itmedirt cantrrt el juez, este tipo de 
difarnac!i>ri ca!iimn;a es iina aapa  prewa a la v!olencia física qiie es e! sigiiiente paso qiie 
b i i i i i u j  a ;ii i Ucjp~ri.; de cil. ,a 2 i j i i edñi  e i l U e i i L ; d U d  ;* ríj , íri i i;d giug~ilj  iij.iE~xjc.; E: 
terna respecto de ellos es que no deslegitiman la autoridad sino que la controlan y cuando 
nier?!ii e! ~-,iitinl h ; i ~ s n  rn-iii<r;;n~ nniz ssnnfiní fi;nc;onníio< ' - - l . . - -  ,,,,.,,.... L- ,..- L-L--'-. . a . * , : t ; U t  arilí;i7n~ :, 

d .  

tesrigos, indicios muy claros d e  cómo traba-ian estos gnipns La criminalidad organizada tiene 
una veiitala sobre la sociedad \ es que el grupo coiiio tal puede seguir trabalando 3 pesar de que 
10s. lideres se en<;utm!:en t ~ i  !S &rel .  1s de!ir:uric:a w z i k  r.u ::per=. si. uiir *.-e2 que rneteri ?! 

autor a la ¿arce¡. se acaG porqiie no está dentro de i~na organ!rac!8n, citando se mete a alguien a 
1- - I - _ _ I  --- _---. - . . -.7.__--.-- 1 , -  ----- :_--:L A _  
SÚ Lil, i€I qGC hc'%.CiKLC 1 5 3 5  i <  ili i i i iai ,  1 3  '-ziL+'tr.;iiz5LiCli 333°C G&T>C.i"<GC. 

R e s p e o  de estas O ~ ~ Z ~ ~ C ~ O E T S ,  1% co~dicisnes bajilo 1 s  C~S!PJ trzba;an son lisigu!es, en 
re!acion ~ 3 1 1  13 &niinistxición de  justicig porque nosotros m e n m  que veticm ur. nio:itón de 
cosas, la pnieba debe ser licita, tenemos qiie rcspciar tcdas las gamrrtias, respelar la Constitución 
.. - t . _ -  ; .--- ._A-- ,_- - _ > : _ _  _ .:_-- - _  A: --_- a:-:,_. r* ..:-: .._- :. r i ' . L i . _ _  .. - 1  ; 
i \LiIC,> iiCiiFil iCXSi7j iii5 ii;(TU=> ijUF \ j l i i t id i l ,  si.' LiCiiCii Il i i i<i= L <  ;+iiiii5LCi iV r Ui. i ir i> > Ci jU5i 

tienen una IimitacGn constitucwnal, que tiene que ser así; y no puede ser de otra manera. .Ante 
. . 

este fzi&ienn C i ñ ; ~  Ricq  iiene ~ i i s  nx<ai , l n ~  sniiiehs~, iiiis u x z r  !x ciiem 9 a ~ i x  ~eüt i i í  \ieíiCl<r- . I d d - 
un Estado de Derecho. 

. . 
Esre tez-. de s e ~ ~ ! r  2 !os fi~qcicnur!os, w i ? u h r r  !os !eléfcncs , r11f3rii2~. -..- ssnl-s!c r-- !nr!de y 
tm:bi&~ cu?do mienmq a testigos, M este rilon?mto decirtizulzn?m mr k?&i de 
seaicstradnrcs y Ios testigos no qiiicrm deciarar, hay que ir lino por irno y con\encerlos. Por 
-..?...- * -  --*- A-,: :- :-_:.,- -- I -  *_L.-: : 
bspu=,iu ~ e ~ ~ : g ~ : ~ ; ~ i a  ,$$c3"e ::=~>j.~&ji'-j:tz 'S .a-'! i i ~ b ~ 5 L & i i I ~ ~  

%. 

L;: exposición es c!ara y confima lo expuesto er: el prewn:i: *abajo fina! dc gaduoción, er, 

el sentido de la criminalidad orga7Izada dificu!ta enormemente !a fobor investigativa que 

realira e] ente persecutor. ?+&se corno aqui e! e l enen t~  de la srgaxizazaci criminal resulta 

~ c u l a r m e n t e  negativo, ya que muchas veces a pesar de que se loge dttener al cabecilla 

o mandos medios de la organización; ésta sigue hcionando a de dicha circunstancia; 

en el mejor de los casos, le toma a la organización unos meses para volver a sus 

operaciones con unos nuevos ~beci l las .  Es como si se mwiera un Magistrado de la Corte 

Suprema de Justicia, la entidad corr,o to! se nantiene, se emplea a uno de !os Magistrados 

suplentes y luego dc cjzrto periodo sz busca sustituto definitivo; d!i radicu uno ds los 

wandes problemas que presenta este tipo de criminalidad. .. 



;Considera que los delitos relacionados con la actividad de Sustracción de Vehículos, 

Narcotráfico y Corrupción deben ser considerod~s como Delincuencia no 

C:onrencicna!? ;Por qué'.' 

Bueno, depende de quienes esa er!fren!ando une, porque canes h m  rrchadc !odr la vida, 
yritei-aliiiette lo itxiari para wrrieter uri asalto, lo que pasa es que cltrspuk se  o r g r t w i  pard 
sustraer los carros, extorsionar a los propietarios pidiendo rescate, sacarlos al exterior y por 
JJp-*'-.-..- 2- - t  -L1-.- 2.. 1 -  1-11 :- -. 1- -..i--.:l- - 1. : A -  : 1 - - - 1  --. 
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en presencia de delincuencia organizada. Ad& hay gente infiltrada en el sistema, hay 
pzr<.iiar ?;;E hzii f í s z x : ~  rsi d-incin y &ñii iin ni'imerí; :~!ef~nici-, nni:adii y ciiandn vnii galieiid+ 

de inierponer dicha denuncia ya los están llamarido, hay infiiirados dentro de¡ sistema legal de 
represión. todo esto conspin. 

Si es delincuencia organizada no es un hecho a!slado, pdemos  encontrar hechos aislados en 
---A- 2- -1-..:-- 1- --:- 2- -.'.L1.-- - L-.. L--L-- 2- II- \ G & l , . -  "- . u I i y L i i G i  qü= 3 U J i i ü C  i O  i ú j ú  Ü i i W  "¿ Uiiíi " i i i i i i ú  P"Üii¿i., Ci ii.?, I i i - i i i i 'S  "C i i l i 1 U t ) i i i i l i  

cuando un funcionario utiltza un vehíc.ulo oficial para irse de fiesta, eso es corrupción. Pero 
-, . . 

,uar,Ui. 2i.~c,:ramis 2;i !a ~ 3 m ~ i e ; r  aLz?zz~ i-.iiih!ex, müc5a p;<s :iüLziziiYn par; c ~ n  g :c& 

una organ~zacion que quiere manipuiar ei sistema, por supuesto hay una organización clara. 

El narcoskficc ni qi?é se di= h e  la primera actividad que s e  deicuhnó corno de!incuencia no 
wii~~rrtcrur:ul, era lo que x al ía  del ca~sstu er: los G o s  de rnil riüt.ectrrilL'i ~ r l i e r ~ u  y r:i:l 
novecientos ochenta y seis, hay jerarquía, hay reglas, se paga con la vida la deslealtad, todo eso 

. ,  . en ti* ;, F*= Uep2& ;esyjiidc a GG cTss nzje <j a pi,miJ, 

donde hay una ética y mandos altos y medios. 

Una vez más, se confirma la tesis planteada. Cocsidera el señor Fiscal General que si existe 

itna organización criminal detrás de la comisión de ciertos delitos, éstos perfectamente, 

pasan a ser delinc~encia no convencional, con todos los problemas que ello implica y la 

dificirlbd que conlleva para la labor persecutoria del Ministerio Público. Nótese 

igiralmente, como se hace referencia a que la corrupción es un tipo de delincuencia que 

pemea todas las demás áreas de la persecuci6n penal, ya que por medio de infiltrados, se 

entorpece la labor persecutoria del ente persecutor en cua!quier otro tipo de causas. En 

definitiva, la existencia de la organización criminal, ento,rpece la labor que intenta realizar 

el Ministerio Público. 



;Debe el blinisterio Público, investigar en forma diferente los delitos no 

ccnvenciona!es de zqoe!!os agrt'pados dentro de !a !!z.~zdz d,-!incü,-:tci= trzdicional? 

;Por qué? 

De hecho se 5t.Ú hacieridc. si ? ~ s ! ~ P s  hacen En2 ccmparación de ccxo se Inwstigb el caso 
del Foridu Saciort;il de E n i e r y a i c ~ ~ :  ai los arhs octitrritas, donde w z u u j  al ex piesrdeiitr LUIS 
Alberto hlonge y otro, por un desfalco al fondo, irabajti un fiscal y un jiia de instrucciCITi y ellos 

- 1  J -  A- J _ -  -_.- - _ _ _  J..-: - = - _  ---- I I  _ - _ _  - :..:_:- AL_-- 
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equipos de cinco y siete fiscales donde el caso avanza en proporciones muy grandes, por 
siipiistn qiie si se qiiiere jiisticin prontrt y ciimplidrt hay qtie cnmhiar la fomrt Fn el m . ~  del 
secuestro al seiíor Garnier, el caso estuvo allí, bien llevado, pero en el momento en que 
articulsmos u!: wi&d especial de q y o  u 1% Fist3lía h e n !  donde vzn a p m  los msos más 
diliciles, el &ver x descubre uii rnes drspuir. El -o & 1r.a:i.iu Mora, si us?Exlr, wriiparili 
el grado de dificultad entre el homicidio de Ivanaia y de Parmenio, se enmientra que el grado de 
A:C-..ILJ -- - 1  L--:-lJ:- J- ..--- :- 1- L-- 2 -  : 1--- - -  1-- -1 ---- J -  üiiii.siiúi) =; i)eiiiiilii- U¿ -YI...IG U Lú l iG i¿& ü¿ I i iG¿3 l i8ú i  ¿3 i i i ü )  S i i p c i i i s i  a l  CÍUII U¿ 

Parmenio. porque se  trata d e  colombianos profesionales, no hay prueba inlciak, tenemos un 
muerta; 3r.a mntíí, da; Or;-~,&,; diz?aní; y zií; ernhzi-gíi !a <aminñ y está p i a  
@riura a juicio. En el a s o  de Parmenio, tuvimos una pobre fiscal que además de  ese caso 
tenia m ~ c h o s  m& e iba hucimdo lo que se p d í q  en este otro u s o  teqemos cinco fiscales en 
una oficina, que 1levit.i sú!o w;iitrri& s u t o s ,  y con-: de los curzntii asuitus los cinco 
fiscales. De manera que si surge una emergencia va un fiscal, si aparece otro asunto va otro, 
A->-- --L-- J -  L A - - > -  J- ---L:-- -- t -  ---:La- -1  - - - - -  3 -  c--- -- .. . &M> 5aiUFii i K  ijih -- Ü 6 i 4  i i¿ i i iü> iid¿bUi> ü¿ W i i ü i d i  ¿il IG F S i ü i C  6 I J ü i i U 3  C M 5  ió i i l i I i i ó  Gii 

que se investiga. 

Otro ejempio, la d ~ r t i c u i a c i ó n  de  ia 'm& de ¡os casos de ¡os chinos secuestrados. En octub~ 
me reuní y les d!je ~ L C :  n e c e s i ~ b  qze desar t io~lmn a m banda uctw de eqero, ya q ~ e  después 
dt: dicienibre los cornerciariks chinos: ibrui a tener ni& diriem, lo que pnnit-triz cualquier 
cantidad de secuestros. Entonces se trajeron todos los expedientes de secuestros que había en el 

;a ma&"sdo de: cci>:,~GasG &cicmbrc a i d G 5  ?&-;:&-. :<1, 

obstante, por ser delmcuencia organizada, ocurre que va a bajar la criminalidad un rato pero 
luego \;uelx:e a surgir la organizacih; \;a que sigue; ese es el gran problema. 

Los cambios expuestos por parte del Fiscal General, confirman la necesidad de diferenciar 

la forma de investigación en este tipo de casos de delincuencia no convencional, de 

quellos casos de delincuencia tradicional. Estas diferencias, deben ser establecidas a nivel 

& política de persecución y son parte del referido método, mencionado anteriormente. 

Como se observa con este ejemplo práctico, las tan alegadas diferencias investigativas, no 

conllevan violaciones al Principio de Igualdad ante la Ley, simplemente se trata de dar un 



tratamieiito especializado a aqiiellas caiisas qiie así lo ameriteri y realizar iina adecuada 

asignaci0n de los ;ect;rsos hiimanos y mate;ia!es cori qiie se cuenta. 

;Considera Csted que In icjereccl:: del crimen orgsnizat'c, püede convertir de!Itos de 

del inr~enciz  co::ve::ciansl e:: no ccnre::cions!es? ;Por qué? 

Sí, claro. Por e;ernp!o, el homicidio qrie es c l ~ i s i ~ e n t e  convenciond, cuando se hace er! la 
forma e n  que se esti haciendo ahora, por precio, por promesa, se  convieíte en no con~.encional. 
Es decir, hay toda una industria de amenazas, de lesiones, de daiio, los sm-iclos que se contratan 
jitii: ,2U;z le 'L& a a;cu&q b3 pi;¿..x,&, qtiíii-&;:e ;aiTu, ,?cJ;F",;;é e: niei&,a 

de casa o quemarle la casa, cada cosa tiene su precio y cada una de ellas son delitos 
. . ,  

r i y x z r i c i a n e l ~ ~  reí= ainrnínnn -e :iae i:;;e er~%eii:sr S ;ir.% a~~niii-imii.i. niie !c k ; ~  2n f o m a  

activa, el peligro aumenta y poder descubrir todo eso es dificil porque lo hacen profesionales. 
Por ejmplo, er! el caso de Parmenio, quiqce o veinte segados dapuPu e s b b  rec~nocidc el 
q u ~ p o  q e u u r ,  rstdxi~l eli la q u i r u  y ya los lirbia r e u n ~ i d v  iilyuinl. En el otro caso 
(hannia), no estaban reconocidos, aquel fue hecho por cos t~censes ,  este por coiombiwos, hay 
3:c ---- :-- -,--_ C . -  L--L- -- .. -A-- -- --A- --- 1-- ---,- -iiL:iLi_ .. 
SiiCiCiibiú3 i i i & i j  biYiÚ3, iU.3 iLic iiiñi<G U i  GGiiU j Ui5.d c i i  i i*v i i i ,  E i G  w i i  iU3 i",i.."3 i t iUiGi iU3 j 

otro descubiertos, esto denota profesionalidad. Asi, lesiones. amenazas. agresiones, que son 
&+.,~i:~& U7n;UnG. -..- .\.iil u,irvcgri&; ----.a -. ..- A d r r i i i - .  I:....- aij crinvu?cians!2; E! dé?i:fi nri cní;~ezcL%.?na! na ¡c. 

hace el hecho en si, sino lo hace el ejecutor del hecho, si  el ejecutor está en una 
organización o lo hace en En2 organkción es delincuencia no convencional. 

El criterio esgrrmido por el señor Fiscal General es compartido en el presente trabajo final 

de graduación; de hecho esta es una de las tesituas p ~ i ~ ~ i p l e s  que q u í  se exponen: la 

injerencia de la criminalidad organizada convierte delitos convencionales en no 

convencionales; sin embargo, según se ha manifestado, este criterio no es unánime er, 

doctrina. Según se verá m& adelante, existen posiciones que cocsideran que esto es 

impasible y que la naturaleza de no convencional se debe buscar en otros aspectos, como 

por ejemplo la naturaleza del bien jurídico tutelado 

No obstante, se debe realizar la sigttieate aclai-acibn: la iajerencia del crimen organizado 

convierte delitos tradicionales en no convencionales; sin embarg:, hay delitos que son no 



convencionales por razones diferentes, como la naturaleza del bien luridico tutelado, que 

piede ser ni.. , P ~ , ,  -.. o incluso diftiso, por cjc:r;p!o, este t s  el caso de !os delitcs 

. . ,  . . 
informáticvs; los cuales no :;ecesitzn de üna orgzy:¿acic;n cr:m:na! (aünqüc. püeda ésta 

existir evetitualmente) para ser considerados delincuencia no conveiicional. 

;Qué 0pinii.n le merece e! enfoque que brindan !os medios de ccmunicació:: masiva, 

respecto de la labor investigativa que realiza el Ministerio Público? 

Es tota!mente negrti~iq CL?~& p ~ h ! i ~ w  ~ n a  Uec!ap_ción 205 pcnen r ' a r n r ,  a-en-nln -J ..-ra- en e! cllco 
de !~.tunnzi ?.brii, el p e r t k d : ~  .'?! Dir publ~cú el noxbre de tres *a!iyos w1omb:rzcu: y sl otro 
día llegaron a mi oficma y me dijeron hasta de lo que iba a morir. Por qemplo, en los casos de 

- ,  - - - iiiFi . - -. iiiii. - - si sa;en p"',;i;z;*ons M j2LF FsG iiiit;;jia E,, $MCGS YF 

allanamientos, etc. La cobertura que se ha hecho revelando circunstancias del expediente, es 
neyati-si, en f ie! i~n t s i i y n ~ ,  e\:i,+;;fis, Ini m9q p i j i i d i ~ ? i ~ - s  ü?mn< nqcmril- 

Una vez más, se confirma la nefasta labor que r e d i m  los medios de comulricaci6n, 

quienes suelen publicar informaciiín, sin detenerse a pensar en el d a b  que con su acciona; 

puectar: causar a las personas involücrzdas en el prcx~so, los funcii:narios o el proceso 

mismo. En este sentido d e n  sobrandc los comentarios y :eri,it:mos a todo Ic anteriormente 

mencionado sobre este tema. 

2Qué medidas debe tazar el %Iinisterio Público para mejorar el abordaje que realiza 

en la investigación de los delitos no convencionales? 

Esa pregunta =o la voy a contestar, porque no se puede decir. El Licenciado Jorge Chavanía 
quieri es uri fiscil de expenrrici<i rJierie tr-bajluict, eri el ter i i<i  de delrtus: rio corivniriorr;ilei, vierie 
hac~endo un trabajo de hormiga para cambiar la actitud interna. 



Evidentemente, por la naturaleza de sus funciones, el señor Fiscal General se iniiestra 

renuente a co;:tes:a: esta pregunta, ya que es infi::;nac:Gn de la qüi. i1 ci:ni;idera que zc 

encuentra incluida dentro del denominado "método" de la política de persecución, el cual 

,&be x: :nar,:zni& en secreti:. I,ea!;t.lcnte, r,osi:t:os -l p l a l l t ~ d ~ p u .  - t . ~ . ' h . ~ r , ~ s  ICP !a p:zgun:a de U I I ~  

manera general; sin embargo, respetamos su silencio. 

;Consídern Usted que existe ur: nivel de impunidad alto en L comisijn de delitos no 

convencionales? ;Por qué? 

Me pwew ",e sobre t d o  se  d~ ~ F F  r o b ~ ~ o s ,  p r q z e  SI es muy p1 !U reuper-.c!ór. de 
\~eliiu!us. Haski tw m u y  pwu la F i u i i a  de Robo de Vetiiulus terii-. trxbyxridu e:i 
func i~n  de los vehiculos robados y hasta hace un año se trabaja en función de la 
3 ---A :-..,--::- 2 -  L-->-. ----- :-->-. ---  >---A:-..,--.:- - -  -2 -- > - - - - - - -  
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momentáneo en el nivel d e  robos. 

Respecto ai probiema dei sicariaio, con el caso de ivannia ei homicidio se cia el 23-12-03 y 
e! primer p !pe  se lo &mx a 12 b a d a  e! 1-05-05, a partir de al!i viniercn s e m a s  
sin homicidios. Yo creu que La ru t l e iw  dr iiliyures arios de c i r c e ) ,  par :riCI;Iic dc :e!urxx~ 
legislativas, detensa o prevenga la realizacihn de las conductas delictivas, lo que s i  puede la 

2- 2 - i  ---- -_ 1- ----A:- - 1- - 1 ~ -  --L-L:I1J-J 2- 1- --1:-:- 1 - -  - ---- p- CiGiUiGi, a ,& b ~ . ~ ~ i ~  -. v i u  6 i i u  t i ; ~ ¿ * l - ~ i i i ü ~ ü  üc: <tu¿ i 6  ~ I I L ~ G  '"3 ~ c i 6  6  ~ ~ t j w i ~ i ,  p ~ i "  

esa garantía no existe, la policía no tiene recursos. La Fiscalía de Económicos pasó de 14 a 
30 f i s c a ! ~ ;  en el &t, A-x mi! c&ro re -*ha con :ei: p!icia< y z!!n;n tei,eif.rK a q t i i i . ~  
policías trabajando con treinia fiscales. 

Errores que se han cometido, pues muchos. Los policías son entrenados p o r  los Estados 
üntdos, quienes Waen un snkrru dwF& por qempto pwd La uhluaci0ri de crnm 
vehículos y dos helicbptaos. Lo primero que debemos hacer a pcnsar que si se  puede y ='---.. :->- - -  2- --- C---I-- -- -Ai --:--- :__.-i.:-i-2- -- 
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forma simultánea. 

Tenemos que ver como se trabaja con lo que se  tiene, es un tema de cultura instinicional y 
compromiso 

Como se observa, la Fiscalía General reconoce que si existe o puede existir un elevado 

nivel de impunidad en esta área; se reconoce que se han cometido errores de diferente 

clase; pero que los mismos se estin iratando de corregir para lograr que estos niveles de 

impunidad se reduzcan. Según expone, todo debe comenzar por un cambio de mentalidad y 



iin adecuado aprovechamierito de los recursos inateriales con qiie se ciieiita, eleinentos 

. , esettcialcs de adectlada pc!ítica de pt.rsectic!on penal 

J Sección Cuarta: Enfoque del tema desds la óptica de 

profesionales versados en materia penal 

Finalmente, la presente sección presentará la opinión del tema desde la óptica de dos 

reconocidos profesionales del derecho penal: los Doctares Alfiedo Chirino Sánchez y 

Fernando Cruz Castro. 

A. Entrevista con el Dr. Alfiedo Chirino Sánchez 

;Que medidas considera Usted que deben tomarse en materia de política criminal en 

el medio costarricense? 

.Antes de rspogder esta pre,..iins se hace necsario distins~ir ~ , n n c e p ~ A m ~ n t , ~  cnrre po!itia 
cnrntrtal y po1itic;i de p r sauc ió i i  pezd. Política d e  prsecwikn p m l  es un con;aito de 
decisiones, que &be tomar la Fiscalía con el objetivo de hacer más eficiente, coherente y 
mi&-& su ea i&s L-- e; y"'Siisie~iíO phb-sk ieIidRa ü>ia iat',-,.a 

pública de trabajo, para mi es "decisionismo" fiscal. Política criminal es mucho más amplio, no 
.wn uíln decipion- del Ministerin %Mico, sinn tnmhib son decisinne eotntrila, 
gubernamentales, de la sociedad civil. orientadas a dar una reacción frente al delito, que pueden 
ser de un arnplio rnarco de posibi!idades, enwe ellas decisiones de orden social, económico, 
político, w i d o  sun ptlidei tihtnirn uria c o r m m c i a  jurídico p d ,  usdn ien te  esi política 
criminal habría que definirla como un amplio marco de decisimes estatales en relación al 
e-- '-- . . 
~ S J J O I ~ K I ~ O  cimiiiri:. 

Una vez hecha s t a  delimi~ción conceptual, en Costa Rica las decis~ons de pc!itia criminal 
&berían ser exactamente como no son ahora, 1. no deben ser "A.P.O." ( Adminsuricióri Por 
Ocurrencia), no es que a un diputado se le ocurra hoy inventar im delito, maílana otro y más 

-A-- ..L --.:-:-. --:-.:--S S -  - - a  ----. 8 .  .--*-<-L-. J.-:- 
U i i ü e  ü i i i t ,  p i i i i c a  c;iiiiiiiLii lii p u c L i S 3 5  Lkiliiíii a p i e i 5 i i c ; i  Ü K i i ,  i i i u j  dé .k? C . ,  csiü 6 

populismo, derecho penal con fines simbóliws, derecho penal puramente de reacción. 2. Para 
mi s i m i  ~ l i t i c a  ~ n m i ~ ~ !  mchcx3i! en e! fondn d&i  inv&isnr !n í i i n ~ i i r d  d2! &!;:a, e ~ t i s d i ~ i  
cuales son las delincuencias que se cometen con mayor frecuencia, cuales son las victimas, 
donde sián !a maycr cantidad de víctimas, debe hacerse un mapa victimo!bgicc, hacer una 
aiutesta r,ictiniul¿~gica, hacrr estudios: de incidencia cnniinal por reyuiies, conipar~ción de 
mayor a menor incidencia delictual en terminados tipos. Cualquier otra política criminal es 

1 -  .- - ----- -- :-n--::- ---- I L-_ -_-- 1 - _  --__ 
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cada vez más altas pero en el fondo ninguna solución. Obviamente, hay quienes creen que hacen 



politica criminal diciendo que en 100 &?sos. 50 son la mitad, si se deniincian 100 violaciones y 
se w~iderian 5G, 53 violadores qu& en la calle, eso es irrespnsable, la poiíuca cnminal debe 
de estar oncntada a dar una respilesta pnderada a! fen6rnmo de!!ctiia!, era rerpi~esta ponderad? 

. . 
slsnigii que ;i p.y,i Pi;~iil\~ ';e ;,&r~'; úIi,¿;i füi-,ii* ;j. iuii';eiia pzIlif ~2 :z & j i i i  

forma de resolver el fenómeiu, delictual, para mi esa es una respuesta iacil~sta, ridícula en el 
fondo e ineynnahle  

IA respuesta trmscrita, resume en grzx medida !as p~siciones expiizstas en el presente 

trabajo. Para la elaboración de una verdadera plitica criminal, se requiere de un estudio y 

análisis serio, que permita determinar cuales son las conductas sociales que resultan 

mayormente fesivas p a  la sociedad y que por lo tmto deben ser tipificadas, así comc; la 

cuantia de las penas a imp~ner .  Estos estudios deben ser r ~ i z a i l o s  por equipos 

multidiscip!inarioj y especializados que arrojen resultados ve:dadermen:e fidedignos y 

eficaces. Esta labor de ninguna manera p u d e  realizarse en forma antojadiza. 

;Qué elementos debe tornar en cuenta una efectiva política de  persecucióo del 

Ministerio Público? 

Si 10 que dije de politicv criminal es cierto, entomes para constr~ir una politia de persecución 
p l a l  habria quL: haLM tres cusis. 

a Hacer un mestreo a nivel nacional de cuales son las incidencias deljctivas y las respuests 
que IE m1b:du hruü el mornento tul dekrmit& marco de problerm penales, a r l  el objellvo 
de ver cual ha sido hasta el momento la reacción real del sistema penal en determinado marw 
J-I:L:..- CI---l-. 1-- ---A- 6- --- L ---- 1- --a:.:-- J- :í- 2-1 \I:-:-i-L- lx'.Ls:-- -- 
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delitos no convencionales, lo que yo haría primero es estudiar y delimitar cual es el marw de lo 
q l ~ ?  va:; a llar&- delitos nc, mvencltñlales que de .m; sí; decir q& 2(; eso es mUy compleja 
porque ia docmna no se ha puesto de acuerdo, por deiltos no convencionales eritiendo todos 
aquellos delitos en donde no hay una respuesta tradicional por parte del derecho penal, ya que 
ilay y r i i  ditirultad. A d a i ~ i s  se d& I i u  uii niuestrm ~.x:oli;il ai toda lari tisctalias: pard saber 
las reacciones de la fiscalía y ver las consecuencias en el marco de una reacciCin actua! al 
sisieiíie ~*7&:. 

b. Detminar el equilibrio entre principios penales (los principios que orientan el 
Ilr~ctot~uiiterrilo drl sisklru pe1~1) y las Ikurvas trriderrtcw rrlaciorub wrl los carr~bios 
procesales que vivimos desde e1 96 con la teforma procesal penal, para de esta forma articular a 
.-..L_ J- 1- J__:-:L- ---- l :..-L.. --- l..- Li_-:-_6- --AL- 
u a v o  uc ia u-ssws ps+1aijuiiku w s i  105 siclinissiaiun Vi-scs que o i a s  ñ iiii U i ~ j ~ ~ i ~ i ü i i  FOZ 

por ejemplo disponer de la acción penal. para llegar a un acuerdo para aplicar criterios de 
ii;si<i;;ififanci+ p r a  afianza; al OEcisianism de1 Ministeíio Ríblicn para mí eso es plít ica de 



persecución del Ministerio Público eii un paránletro controlable que voy a Ilaniar real pará~netro 
mntrolabie de  ¡os principios y grantías de¡ proceso penai. 

c. La de!ini!t?cibn de 12 instn:cción fisu! 3 los efec!os de wns!pA!r 223 decisión en !t?s casos eii 
qze x prnurk ,  h r:úx irripwhrik. 

E! Minis!erio Phh!ico h l ~ k  .&CE at? !r?.baj?ado en esas tres :?rss .  en rrscn?eli 52 da e!i !res 
clirr:pos. el primero drl irnikión cnniiiit.!óyia, en el segun& &!inició:i .'e !iiriiteb de la 
rcaccicin juridicc, penai amrde a principios ccinstiti!ciona!es y legales y en tercer lugar el ámbito 
Uc Y ~ i ~ i ó i i ,  h ~ y  qiie si~kik~i ~ i ~ l e s  SC~C, UC f ~ ~ s ñ  i ~ i = , ~ p ñ ; ~ f i í ~  lz U<&,i~jjs \ ? i i ~  i ~ f i j ñ  e: 
Ministerio Público 

De la transcripción anterior se debe resaltar lo siguiente: en primer lugar, la referencia a la 

falta de univocidad en cuanto al concepto de "delincuencia no convencional", a la cual se 

ha hecho referencia anteriomente. Por otra parte, los kes elementos de una adecmda 

política de persecución penal mencionados por el exponente, ya que en su conjunto 

devienen vitales en esta labor inte!ectiva de fomular este tipo de política. De hecho todos 

ellos también han sido mencionados de una forma u otra en el presente trabajo; con la 

salvedad de que también se ha establecido que una correcta po!ítica de persecución penal 

debe involucrar la participación de otras organizaciones sociales e instituciones estatales y 

no estatales, para lograr mayor eficiencia, es decir, la política de persecución, no puede 

fraguarse únicamente dentro de las cuatro paredes del Ministerio Público. 

;Considera usted que la injerencia criminalidad organizada dificulta la labor 

investigativa del Ministerio Público? ;Por qué? 

La criminalidad organizada es un problema para la investigación criminal, porque usualmente se 
mueve en un q e  que es dificil pxr- el Estado wntrolar porque l i x e  uso de la ylobali;wcióri de 
recursos, de infraestructura, de  med!os de wmiinicación, dc divisrón de trabajo sumarncntc 
wmp:e,o, iis-;ílLiie UaL.-,a eñ de&+.:: )-G-K il Wíl,L> WílG ,Je;liGS :, p,p&:, 
drogas. del~tos relacionados con corrupción, se  trabaja con gente muv poderosa a veces con 
influerii+ q ü i m  entones Irigmt impinidad y nadie ha &fini& a ni-del criminológico ni 
politicamente que es criminalidad organizada. Todo esto ofrece al Ministerio Público horrorosos 
probkmas de  orden investigativo pero también presenta prob!ernas al legislador de afuera, 
porque reyuls los probleirw relaciorudos curi la cnrriinalidiul orpni& cuarldo fiay tan wlo 



conocimiento de un funcionario y que entonces el legisiador termina diciendo un montón de 
cosas incurrectzs y que errcellen ei m r w  de lc que es y para el juez e! prob!rnls es cociptqo 
porqiie iisiia!mente ponernos ese nombre a c i i a lq i i~r  tip- de o:ga:an!zacwn crirnlnai qiie tenga 

;E ilxqü c~liii;*-,d: y ;" i;e<ie iU*:Ytileid \ifid ;*iI& iúbd.i* flc,, 
conjunto d e  funcionarios que se  encargan de  defraudar En esencia son lo mtsiiio, están 
orpni7ñdns 

Una vez más, restilb evidente, qtie la injerencia del crimen organizado dificulta la labor 

investigativa del Ministerio Público, en esto ha:: coincidido todos los exponentes, lo que ha 

cambiado es el enfoque que se le da a esta dificultad. Lo que ocurre es que las dificultades 

que se presentan con esta intervención del crimen organizado, son mtichas y muy variadas, 

par ello dependiendo de! exponente de qüe se trate, encontramos un ma:iz difererite en este 

enfoqüe. En este caso, la dific~ltad la extiende el exponecte hasta liegar al nive! del juez, 

ya qüe en su labor de aplicación de las normas, debe lidia: con t;n fenómeno que hasta el 

momento, es m& criminol6gico que jurídico, lo qtie le dificulta el respeto a los principios 

de Proporcionalidad y Razonabilidad que inspiran el derecho penal; ya que la ley no 

distingue para efectos de tipicidad entre un autor que forma p r t e  de una organización 

criminal debidamente estab!ecida y otro que actúa en forma aislada; por ello es evidente 

que hay una profunda l a h r  de política crirnina! que debe ser realizada en esta área, con el 

propósito de traer al plano jwídico elementos que le son propios del área criminológica. 

;Considera que los delitos relacionados con Narcotrifico, Sustracción de Vehículos y 

Corrupción deben ser considerados como Oelincuencia no Convencional? ;Por qué? 

El probleqa es SI el nombre, y o  E crm en 11 califiución de delitos nc! convencionales y2 que 
es una fomuhc:ón muy v~ejr+ que viene d e d e  L3. é p m  d r  Suulerlarid y su c i l i f i ac ión  sobre 
delitos de cuello blanco, porque la definicibn era de  un derecho de aiitor, que buscaba a un 

. . li= 22 tUi;:ü y Il~Glj~T,CiIir: cI,Ir>, ii,a:jd& M dd,,i¿uoncia ilü 

convencional también está vinculada al crecimiento del fenómeno d e  la corrupción en el ámbito 
& la indistria y de  la indü<:na & la wn~ct ruz iCn en !c,< Frtadr.r I:nid~-,r ay los ~ ~ 3 0 3  ?C'r. 
Entonces el concepto de delitos no convencionales esta profundamente vinculado por un lado a 



la delincuencia d e  hombres d e  nesp5os  y a la relación de  éstos con um estructun d e  poden que 
eiios nianeja'ban, coiitroia'w y aprovec'nrio;iii 

E! mncepto de  de!r!cs !?o m:?venciun~!es 8 ~ 4  msy vinculade u !z ccrrsp:icri, perc hcy 
L!e l~ : t cge : : c i~  I ~ U  w::~.e::cii):!.-'! 15 !I:IIC!IS cuw. Lk!:i:cgc~~c:~ ni) CG:!,. ~I:.-:Y:S! es l ~ e ! ! ~  d011dt: 

el derecho penal tiene una respuesta no tradicicma! o que hadicicmalmmte no reacciona frente a 
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delincuencia comun por mAs organizadas que esten. El narco td ico  es delincuencia no 
, . . . 

~ ~ n v c n c i a n a l  !a ?;e :iriiG%mGS Izc famxc de racCiÓi i  frente 3 e u  erin;tns!illnd nr, cor! 
tradicionaies, porque vienen apegadas a un m d e i o  be  reaccion tipico de  ¡os Estados ünidos. 
Yo me quito ese nombre y me  quedaría con el nombre de  delincuencia económica, cabría 
preguntarse. ,ser, delir.cuenc~s econílmic3 todo lo que tiene que ver cori proS!emus 
patrimoniales o aquellos que tienen efectos econámims en la mimo o m a c r m o m í a ' ?  
pic,;a'u;enicriíe fi-&j, qüe ;leijr ;& ceisi~eiai,únn ir; de iüe;;ü ;iaiic" y 
todas sobre los delitos de corrupción, mas el detalle que la reacción del derecha penal desde e l  
piintn de vis% p-,!iti~? crirnir.~! en rs!.srión é=t,x <sli;i.~ 6 shü~!;itamen:e n o  m d i c i ~ n n l ,  
como lo senan bienes jurídicos supraindividuaies, una estructura de  t ~ p o s  penales planteados 
w h r e  !I h ~ s e  de  pe!:gru zhstractu. Ej. El plan 5 s 4 ,  legislación d e  =sicter no conwncicn~! .  

R esu ..,lt., L a   sante te ' " + P c ~  como encontramos en este exponente, una posici6n claratnente 

divergente de fas anteriores, en el sentido de que no wnsidsra que la injerencia de fa 

organizacibn crimina! püda  plantear la existeficia de delt~cuencia no convencio~a! 

(argumento que sera mpliado m& adelante). Incluso se firma !a casi inexistencia jliridica 

del concepto de criminalidad no convencional para sus!i:uirlo por el concepto de 

delincuencia econi;m:ca. Esta posición se respeta, pero no se corfijxme ya que de acuerdo 

con e! análisis hecho en el Título Primero del presente trabajo flnal de gaduacihn, fa 

delincuencia económica es sólo una de las tantas formas en las que se puede presentar la 

criminalidad no convencional, para ello remitimos al análisis allí expuesto. De hecho, 

algunas formas de criminalidad econ6mica, no requieren de la existencia de una 

organización criminal que este detrás de su comisihn para que se configure el fenómeno de 

criminalidad no convencional, pero por otra parte hemos es:ab!ecido que en otros casos 

ocurre lo contrario 



;Debe el Ministerio Público, investigar en forma diferente los delitos no 

convencionates de aquelles agrupadcs dentro de la flamada delincuencia tradicional? 

tPor qué'? 

No es porque z.ics s e a  de u.ia forma y los ooes sean de 09% que requiere que el Ministerio 
Publiu, carribie su rn&io, stno que por la toniw. eii que tuiicioi:a cníitiit~!tdd los: :iicde!us 
tradicionales de respuesta no sirven, es una cnminaiidad de dificil investigación y requiere 
ui'ue,züa, laryüa ~ei",Wüa de ü'useiua~itii, qüipüs ikciiiwa süiriaii,cnie ~apaciiadüs, i-ii-üdiü 

recurso de horas hombre para la investigac~ón, gran cantidad de recursos económicos pero sobre 
: d o  irnr. -rnp!iGmn -<o!irntí;r! páá!i:iui ;k p í t e  de! Ei:nrln y de r ice  de! Mini-te& Wr$!icn, psrn 

que el probiema no quede sin soiución. El problema de la poiitica criminal y política de 
perse~~iición &e! Ministerio .%blica er! A m é i r .  L 3 t i ~ i  en mzleiz de &e!:tes ne cenvenciona!es, 
KS que a u t i q ~  e quterrn l w r r  r r i u c f t ~  curas lcr ~tr:pi-otrtc,cn: poliiicoh ai que x rircurrtlrz eíl 

Ministerio Públicn no lo permite. Yo creo que aqiii en Costa Rica, si hay voluntad poiitica, hay 
T i - L  Gri y a ;a iT,i.csiiyzcitrj de .Laica de;itc6. pie wn fisLz; 

General y los fiscales de  Delitos Económicos, hay voluntad de  invest~gar pero que se logre 
efactivnm2í;:e r e - ~ i í  !a cí;miiin!iUai ís oun pícñ!!em+ ~ X G U S  yc; tía- n . s  esa r& .e i&n  r.n 

depende de¡ impacto de ¡a ley penal, sino de un crec~miento a nivel exponenciai de una 
formación de la socidxl  pz.3 que  delificuenciz no se siembre o se dsarro!!e Los delitos 
twttórrt iu,~ de corrupció:~ n m t i  curndo ia u,ttdicrorim de  c u l ~ v t .  !ti wii h..ur~b!es y rvn 
favorables cuando hay hita de  transparencia, altos niveles de corrupción en el estado, cuando 

, . hay iij*-%~ll~z L-&-KIlllíCz CG :a w;iiiM, wijtjV:& ;os F&eíej f"~icia;es ."=.lj'niaie~üs 

Públicos para que no investigue, cuando hay una amplia actitud del ciudadano en ver a los 
deli-lenteF no cr,nvnicion>i!~ como yefinriss fle hien. c~iandn <e !e qiiite el lieroi~mo iniicho 
vamos a alcanza en una política de persecución coherente y en un impacto positivo para la 
colmividad. 

De la respuesta iranscrita se colige que más que un cambio en la forma de investigación de 

la delincuencia no convencional, debe haber m cambio social de la manera en que se 

visualiza este tipo de criminalidad, así como de las condiciones en que se realiza una gran 

parte de la actividad estatal, para que de esta forma se alcance una verdadera reducción de 

los índices de criminalidad en esta área. Lo primero no se conparte en el presente trabajo, 

ya que de todo lo anteriormente expuesto, incluyendo la opinión de otros exponentes, 

resulta etldente qlte sí debe realizarse algunos cambios de orden práctico en la manera 

como se investiga la criminalidad no convencional en relación con la forma en que se 

investiga la criminalidad tradicional; incluso este mismo exponente ha mencioriado que 



estamos en presencia de criminalidad no convencional cuando "el derecho penal tiene iina 

respt;esta nc: tradicional c: qüz tradiciona!;nente no reacciona f:en:c a tsta". Respecto de lo 

xgunilo, se co:r,-pxqe p1ei:a:ne;:te esta opinión, de hecho t:Ea cocecta pofitica criminal en 

esta materia debe estar orientada tambikn a tomar medidas que stipriman estas condiciones 

en las que prolifera el fenómeno de la criminalidad no convencional. 

;Considera Usted que Ia injerencia de! crimen organizzdo, puede convertir delitos de 

delincuencia convencional en no convencionales? ;Por qué? 

No, p ~ r 3  mi el rr!.wn. org?~?wdo no es m !r?ipdiente qce mex!=dc uno dk de!:ncilenciu 
r.u an\ew;:om!. E1 pmbiem S pensar que L de!:ncwncili o r g m d  ex dikrente a !a ccimitn 
que h a m  ellos, prqiie estamos reforzando el derecho pena! para investigar algo que sigue 
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penai no iradicionai, que pro'oabiemenie sean ios bienes jutidicos nitelacios. ei tipo de autor O ios 
medios usados. 

Como se mencionó anteriormente, las opiniones en doctrina sobre cuando estamos en 

presencia de delinctiencia no convencional y cuando no, sor, divergentes. En este caso 

encontramos una opinión qtie se contrapone a la tesis expt;esta en el presente trabajo y a la 

opicibn del Fiscal General de la República, ya que se considera qt;e la injerencia del crimen 

organizado, de ninguna manera puede convertir un delito tradicional en uno de criminalidad 

no convencional. La opinibn es desde luego muy respetable, pero como se ha venido 

expcniendo hasta este punto, las dificultades de orden iniestigativo, el mayor perjuicio 

social y la sofisticación en los medios de ejecucibn con los qtie actúa la criminalidad 

organizada hacen que delitos tradicionales se conviertan cn delitos no convencionafes. 

Como se ha establecido, en otros casos es la naturajeza del bien jr:rídico tutelado la que 



brinda la caracteristica de no convencionalidad, pero es igualmente cierto que la injerencia 

del cri:ner: orga;;izüdi: prodiice este mismo resu!:aUo, siexpre qt:e entendamos qt:e estainos 

en presencia de crimi;la!idr;d no convencional, ctiand~ !as f ~ r m a s  tradicio::a!es de 

investigaciór: y persec~ción, resulten insuficierites para a!canzar el objetivo últirno qiie 

busca el Ministerio Público, el cual no es otro que una efectiva reducción en los índices de 

la criminalidad imperaite. 

;Qué opirrión Ie z e r s r e  el eofoque que brindan los medios de comurricación müsíia, 

respecto de  la labor inrestígatira que realiza el Ministerio Público? 

L9s medies de com~~:c?c:ór! tr jncz.mme Yebenzn tener lr funcibn de f 9 m x  o p ~ i ó f i  ppúb!ica 
y de yuierdr co::d~:oriei para que la yertte pu& librerrieiitt: fonr:r: su opi:ilG:i. 
Desgraciadamente m. Costa Rica !a prensa está muy lejos de formar opinión, la prensa tiene im 
FG~Z: iriüj- iirlpüi-;&~ic i é S p K i ü  a ;a Uc:i,i¿üéiicia lis cüri~e~ciüfial cli dos Z s p i ü s .  -4. 
Formando opinijn sobre el fenómeno y B. Haciendo ver a la colectividad que estos no son 

:-:-l-- .= C. -:-- . s i n >  ds!incisn:s ~ 7 m ; i n s  y ~ i i s  ~ i i <  &!i:-< :isnsn iiíi giñn e f e a  sr. b 

colectividad. La prensa escrita, radial y televisiva son ios que menos hacen eso, aierrorizan a ia 
colectividad con delincuencia común y hacen muy pocas noticias de delitos no convencionales, 
salvo los 3r coirupciGri que dioia citiui Jr irr& y rir rl Ioiicio iro ahi &ido uiia ii:iOiiii~citit 
adecuada a! ciudadano, ponen a irresponsab!~ a opinar sobre estas cosas, a pqu!istas que están 
>*aciu& y:. yú'u:- y arvrü =.ks a c,lü 

están formando opinión pública en un sistema democrático y es muy peligroso porque esta 
. . .  

;ieriim& ~i;i a@í;i6m ~?t.:r---ia a p;incio;i.s rspiiC;!icai,m y deni,id:icm qw ririei,, a nua:m 

derecho penal y puede eso ser muy grave. 

Los w e i o s  de prerm si tienen un papel muy importante en el comtete de  los delitos no 
coiiveircioi~lci, su1 eiribaryo iodo lo que ha11 hrcho hasta ahora a: irrapumzbbokr. ya que CIO e 
haciendo juicios paralelos en la prensa que se forma opinión púbiica. Se debe crear opinión en 
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actividades que merecen una mayor atención del sistema penal. Los medios d e  comun~cación 
debri= &; u ar,á!sri-, rn:i,derni?r. í. análkis ?r<;lin&í; 02 !o qii2 el &ísha pena! pazde y deki 
de hacer, lo demás para mi es populismo irresponsable, inflación para el derecho penal. 

Aquí también encontramos un tema en que las respuestas hasta este punto restiltan 

uná~imes en el sentido de considerar la labor de los medios de comunicación masiva, como 

poco apropiada e incluso nefasta. No obstante, el enfoque varía de un exponente a otro; en 



este caso encontrarnos un elemento de vital importancia, y es el tiecho de que la prensa no 

s&:nente informa sino que tambicn forma opinihn püb!ica, por zllo si  zl enfiiquz que S;' !e 

da a los hechos relacionados con la criminalidad imperante no es el apropiado, !a opinión 

ptiblica se encontrxá igualnente viciada y con tiaa falsa percepción di. es:= tipo de hechos. 

ReacuQdese que la mayoría de los citidadaios no tiznen conocimiento< ticnicos scbre esta 

materia y por ello son fácilmente persuadidos para convencerse de lo qiie ven, esciichan o 

leen en los m&-os de commicación masiva, de ahí !a importancia de que esta labor 

formativa fuese realizada de manera apropiada. 

;Qué medidas debe tomar el Miniskño Público para a e j ~ r a r  e¡ a bordsje que rea!iza 

en la investigación de los delitos no convencionales? 

1. Redactar politias de persecución, es indispensable 
2.  Forta!ecer con recurjcs la Fiscalía de Delitos Ecc~brnims. que le pm.: t3 .  a! Poder 
Judicial y al iciin!ster¡o Públicc' demosbar a la opinión pública que hay voiimtad para qiie 

;e;;rc,s q"&eli ;"W&jl'", " "'"y ,niya;&& ;a cifrn 

dorada no se puede dar. 

Las dos medidas establecidas en la respuesta anterior, son plenamente compartidas y son 

acordes con las tesituras expuestas en el presente trabajo. No obstante es evidente, que hay 

muchas m& otras medidas que deben ser implementadas para mejor en esta área. 

;Considers Usted que existe un nivel de impunidad alto en la comisión de delitos no 

convencionales? ;Por qué? 

Si, porque se debe a la naturaleza de los delitm, es un pec?do de des, alguien que da y otro 
que recibe, por ejerrrplo h wrrupcióii, el iurito del e t a b  debe de s e r  eri rrr:l?us ldus .  
wrrupción en el sector privado, la corrupción administrat~va esta atendxda con los del~tos 



que existen. La ley de Enriquecimiento Ilícito no va a ayudar, los niveles de impunidad 
t%&n en ei poS,-: cit. tn5ut:ir:a qce iimer: los au;o:es, is wr;pc-iór: r.:::cuisda ai pocier 
po!it~w, de!!nciimc!a con iin alto grado de nrgari!zacinn y especiai!zac!nn y !a leg!slac!cin es 
i i i ü ~  ~ ü i i i p i i ~ i ,  ,ibeiii~>> q"e c:&~ic üii i fü i i< i i i~  +i iA.  Cfi d ü f i 6 ~  e f i t i~  iiik. ' ~ * i i i p ; i ~ i &  kiiz 

ley, mas inaplicable Las decisiones polit~co cr~minales deóerian tomarse en razón de la 
maynitiui del h ñ n  cniic?dn 

La respuesta a5rmativa mtes transcrita, evidencia el prob!ema de impiinidad qiic se 

presenta en esta materia, el cual ha sido a=pl:amente comentado. No obstmte, llama !a 

atención la referencia que se hace a la corrupción en el sector privado, ya que seghn stt 

a7alizó, en Costa Rica, la cornipión puramente prit~da, entre sujetos dc derecho privado 

no es:5 tipificada, !o qüe está pena!mente reg~!ado es !a actuacicjn de! süjeto privedo 

ccrn;p+ ~ o ,  e -a-. p,o siempre en relación ccn 1x7 f ~ n c i o n ~ ~ i c  püb!icí), e5 decir, que r;unqUe haya 

sujeto de carácter privado invo!ucrado en !a comisiOn de! he-cho Uelictivo de que se trate, 

siempre estaremos en presencia de corrupción pública. 

B Entrevista con el Dr. Fernando Cniz Castro 

;Qué medidas considera usted que deben tomarse en materia de  política criminal en 

el medio costarricense? 

Básicarnen!e, hace k l ~  !a intenfewibn de comunicaciones o d z s  er! loc delitos de cormpción 
'pave, niaritezier el pnnctpio de: proporciori;ilidad en aqutillas: ulffutones de 
enriquecimiento iiicito, pecuiado. financiacih de partidos politicos, en hcchos más graves por 
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garantías judiciales convenientes hayan intervenciones teiefónicas, esto es lo más importante a 
mi jiiicio 

Podría ser que se d e b  revisur el tema de la deciaración jurada que parece que es 12 k i c a  forma 
& Cli)iUryutr ut q ~ t l t b r t ~  tzlirr IUS p r o b l e ~ ~ u  de teitsLtL~~~miulidid a1 el rnrqurciiiiitzllu 
ilícito y el control del ennquec~miento de los funcionarios públicos y por supuesto más que una 

c&lTlillñ: kIñK Ufiñ R;Gtesia @;;CM & wnzG; F:;iiw x,bre e: ;Fíilñ de iZ 
corrupción, hay una falla del slsterna, ya que cas1 no ha habido una reacc.&n política y la forma 
mejor de w,:,tmlx e! abuso de! p d e í  S +e la t ifittancix ni>!i:imt ter,gar, racciofies 
oportunas, eficaces, exciuyentes cuando corresponda. 



Nótese la referencia que se hace respecto de las intervenciones telefónicas, coino 

!:erramienta necesaria en el combate de fa cormpci6n pública. Ya qiie segi'in se estudió 

anteriormente, este tipo de herrainientas si no se f~r;nl;!an de i:na ma::era adecuada que 

..- .,rmita una eficiente imi;!ernen:acibn práctica de las mismas, resitltarár: inoperantes. 

Evidentemente, esta fomulación apropiada debe impfementarse a nivel de la política 

criminal, ya que es desde aquí donde debe fijarse la fgrma y los casos en los que será 

utilizada esta técnica investiga tiva. 

;Qué elementos debe tomar en cuenta una efectiva politica de persecucihn del 

Ministerio Ptiblico? 

Es&bl-r una red de rcumulzción de infcrmaciór! que prmitz sistem~tiar!r rori los períiles 
x i e c d o s  par2 contar con la infomción que permita deiectv los foros de abuso de poder o 
enriquecimiento ilicjtu y eso requiere de tiempo e inversitin, eso supone dedicar muchas horas, 

FrzunG &J>CIUU-, & klZiei ~ i l * D t - ; Y ó ~ : A i l  Filfl.vo Ph-d s i s iCí ) l&i i~-  LliG2. :<, q."F -&flB 

ser perfiles de conductas o de personas que podrían estar cerca de actividades de 
enriquecimiento ;licito, nhiiu> de pnder, trjtfícn de infli~encifi;, enre o-< S i iyne  1s 

integración de equipos interdiscipl inarios entre ellos auditores, contadores, abogados, expertos 
en b o ! ~  que r!c ~ e n d l m  qtie ser parte del equipe permaneqte, sino pa~af  u~pertos m pericias de 
botslls p w  idaiiilicr culers: mi: Los p r o ~ i i ~ m l o s  a iravá de bolsa que p d r u l l  ser las: 
ftimulas para a-adir los controles y la legitimacibn de capitales provenientes de la cmmrpción. 

La anterior respesta resulta sumamente específica, ya que esta medida propuesta a pesar 

de su impxíancia es sólo una de las tantas que el Ministerio Público debe implementar, no 

obstante, se puede extraer de ella la necesidad de rma mejor distribución de los recursos 

mon6micos, ya que como establece el exponente la impfementación de este tipo de 

medidas requiere de una enorme inversión económica y de personal humano que realice 

esta tareo 



;Considera usted que la injerencia criminalidad organizada dificulta la labor 

iavstigativa del >!iniskrio Público? ¿Por qué? 

Si claro, prq t i e  hay qtie pr!!r de que lz co.m~pcrón u un2 rn&!idx! de cr ixen crgun!=do y el 
cr-iiiirir urya : :du  p t r  J r  SUS objetivos es iiru!rdl:zr: Ir aui¿.r: de ¡a p~isecuciU:: y las 
investigaciones, no a igual que la wmun en donde la actxtud frente a la inx-estigac~ón es 
mtficas ~jsi~ji&?k~ >- ~ e f i ) i ~ ~  ~.55Uc&a. 

Elemento importante a destacar de la respuesta transcrita es la dificültad que genera la 

criminalidad organizada sobre la labor persecutora de! Ministerio Público, en el sentido de 

que tiende a netitralizlir esta labor incluso desde adentro del mismo sistema. Ya en este 

sen:ido se había hecha anteriormente la referencia, de qüe la campción es un tipo dc 

cfimiialidad que permea todas las demás Areas de !a criminalidad, parqüc evidentemente 

perjüdica la labor investigat~va que se haga en ellas. 

;Cossidera que los detítos relacionados con Narcotráfico! Sustraccícín d e  Vehiculos! 

Corrupción deben ser considerados como Delincuencia no Convencional? ;Por qué? 

Sí, narcohít.cg sin lugar a d h  y el robo de vehicu!os tienm la c.̂ iracterlstirui de crimen 
oryanizado: la oí2anizacrón sistemática, exposición de un ympo de personas que actíian con 
división de funciones, de trabajo y tienen jerarquía para lograr la apropiación de los vehiculos, . . 
a efi cCú5s y Cfi c6i~WI)K11M uiia m z ~ j f c s ~ ~ j ~ n  g6i"jfia de ¿,, í1,67 urg7&ijado. 

Una vez más nos encontramos ante una posición que considera a los delitos que se refieren 

a estas actividades delincuencialec como delincuencia no convencional, incluso se hace la 

referencia de que esta no convencionalidad, les es dada por la injerencia de una 

organización criminal, lo que viene a confirmar la tesis expuesta en el presente trabajo final 

de graduación. 



;Debe el Ministerio Público, investigar en forma diferente los delitos no 

conrencions!es de aquel!os agrupados dentro de la llamada delincuencia tradicional? 

;Por qué? 

Sí, porque el Ministerio Público en delitos de corrupcibn o crimen organizado tiene que amar el 
caso, práctic3,mente el caso no existe en boca del denunciante, existen sólo algunos datas y hay 
que armar el caso, ia investigación es la que construye la hipótesis de ins hechos, dificilmente 
hay "ií ~efiüiIciárIie dc. a ;a aüiulida& ;us e;eriieiiius p-a fGrrriÜ:&- 

acusación. 

Encontramos en esta resp1;es:a ~ ; f i  elemento esencial que permite aclarar aún más las 

dif caltades investigatiras en las que se encuentra el Ministerio Público, cuando enfrenta 

criminalidad de este t i p ~ ,  ya qge normalmente en los casos de compci6n pública, el caso 

sarge prác:icamer;te de una sospecha de que se pueda estar cometiendo ur;a ilícita actividad. 

De ahí la importancia de la diferente labor investigativa que debe realizar el ente 

persecutor, quien incluso en muchos de los casos, después de una larga y exhaustiva 

investigación encontrará que no hay delito. Este evidentemente es un riesgo que se corre 

cuando se persigue este tipo de criminalidad 

;Considera Usted que la injerencia del crimen organizado, puede convertir delitos de 

delincuencia convencional en no convencionales? ;Por qué? 

Si, perfectamer?!e podría ser que hayz alguna actividad delictuzl que adquiera 12 sisternaticidad, 
la oryartiwoóri y la nt5iiritructurii y de  CnlIlat anlado iridividw!, p e  u ser crirrttrrt o r y a i t d o .  
Puede oatmr eso con el robn a viviendas n a vehicuins. 



Una vez más encontramos tina opinión doctrinaria que reafirma la tesis expuesta en el 

presente trabajo, estableciendo que la injerericia de! crimai organizado si traiisfonna :;E 

delito kadicionrr! ,-a tíno de deli~iciiencia no convencioiial. 

;Que opinión le merece el enfoque que brindan los medios de comunicación masiva, 

respecto de la labor investigativa que realiza el Ministerio Público? 

Psede ser peGudicizl cuando la información ifivade lo qUe hace el MLriisterio Pbblicc, sifi que el 
a l t e  u d o r  t i r y a  ~ i f : ü l r ~ t ~ d o  01 C O I I O C I I I I I ~ ~ I ~ O  de esa I I I ~ O R I I ~ C : ¿ J ~ I ,  eilos puede s e r  que SC*IIIIIY~I 

conversaciones, aliananiientos, y estropear con ello ia eficacia de las ;nvestigaciones en algunos 
. .  - M;eEsiGEsjF Xjjr&U =:dr,;dci&Ey ,Plellj.;i - WE;d5*3-qjaci y, 

investigación y de persecución, siempre hay una tensión muy grande porque la noticia policial 
vende ,~ i i ,&I i~ - i  y c\i. nide hnmr ziiz se Nxífis, invs:i~&,nns n !z< y ~ ~ ~ i l . i ~ i i a n ,  I ~ i n n z  

garantías individuaies de personas señaiadas corno autorés. Cuando hay casos espectaculares 
siempre hay i~q;uicio paralelo 

Una vez más la labor de lo; medios de preasa recibe una mala calificación de parte del 

. . 
exponente de tu~zo.  Parece haber unan:rt.,idad dvctriaaria e:: el seatido de qtie la forma en 

que se está dando cobertura a los hechos criminales por parte de los medios de prensa es 

contraproducente para la eficiencia de la labor persecutoria que realiza el Ministerio 

Público, al cual no só!o s e  dificulta su labor en virtud de la fuga de información que 

generan estas noticias imprudentes, sino que además los mismos causantes de esta 

problemática tienden a menoscabar la imagen del ente persecutor ante la opinión pública, 

deslegtimando su labor y haciéndolos parecer en muchas ocasiones como funcionarios 

ineficientes 

;Qué medidas debe tomar el Ministerio Público para mejorar el abordaje que realiza 

en la investigacij:, de los delitos no convencionales? 



Infraestructura técnica (equipo) además de una red de personas que permitan una 
sistttriuti~jict~:i de 18 :rxiÜrmx~Ún para ioyrvr icirriiifia: to!os cit: cu:r~pciiú:i y cibuso ,:- ,, p u s  ' 

para la construcción de casos que no vxenen de la boca del denuncianie, es dificil ya que los 
--. l - -  > -  -->:-::- >. .c-:---:- 

p~a~~%ciius i i g i i ~ i a i c s  uc I ~ ~ U I L I U I I  uc C ~ ~ C I C L L C ~ Ú  SC 1ÚltipZG. C i i ~ i i ü  ~ c I Ú c  ídidai uiid 

investigación de deiitos no convmcionaies un año o seis meses, o puede ser que se ~r>vrstigue 
pero rti. - ! ! y i ~  e ndsi  &!e de h n k r  ?srriíiir:rirr de mní;nr e-iivrncis d er. !;.A d ~ ! i : f i ~  
convencionales. 

La respuesta traiscrita puede ser resumida en la implementación de un adeciiado programa 

de distribución de recursos, que permita desarrollar medidas de carácter específico como 

las aquí expuestas. Evidentemente además de éstas hay muchas otras más que pueden y 

deben ser impler~entadas para mejorar la l a b r  del ente persecutor. 

;Considera Usted que existe un nivel de  impunidad alto en fa comisión de delitos no 

convencionales? ;Por qué? 

No sabnz decifio pero hay qEe ver la c i fn  nega, lo que caractesz al crirneq orgmizado es la 
iriipcuttdad, curi~o cuu prttnera iprrctzwri  clirk que si a & y  de rwrrdo. i3 riiu) ditic:¡ ~ a b r r  
cual es la cifra real. Lo que caracteriza al crimen organizado es la neutra!izac!ón de  la 
i i í veñ iyoc i t~ i  o !o fi-iocitxi de datos pala Uor iinz i r i i igen q-üe p e ~ ~ i í z  deeeszr íiZ-~~.s. 

En general, podemos establecer que se considera que sí hay un elevado ni~rel de impunidad 

en esta materia, no obstante para la corroboración de este planteamiento es necesario 

realizar análisis estadísticos que involucren incluso a los mismos sujetos condenados por 

estas actividades para tratar de determinar la verdadera proprción en la comisión de este 

tipo de delincuencia 

;La labor preventiva de investigar perfiles que Usted menciona, no puede ser 

peligrosa, en cuanto nos puede acercar a un Derecho Penal de autor ampliamente 



superado por la doctrina mayoritaria o a una invasión de la privacidad de los 

ciudadanos? 

Hzy U B  t s . a  de &echo mnsuri?cjona! de ii.dicio comprobado y esc !lene relzcibn con el tema 
de 1 i b  &tz y es  u : : ~  krisió:: que ~ t o  x vr ii evitar riu~ica ya que el tcnir de cnriieri orsii::i/;iclo 
se  caracteriza por su clandestinidad y la incapacidad de! sistema de responder a él con los 
-->:-- - - - e - -  ,- : L---::- -..:.l---:- c.- J-L- J. :-c ::- .l- L- . .  
LLJa>W> U d U L L L V l L d J o ,  id 1 J I V C > L J ~ & l U i I ,  C V I U C L I C . 1 6 .  3 C  UCUC U C  LiULdl ? I I L V 1 1 1 L 6 C I V I I  C U 6 1 L U V  1 1 6 y  

alguna evidencia que lo justifica. 

En suma considera este expositor, que este tipo de labor investigativa de perfiles de sujetos 

que puedan ser eventw!mente aütores de delitos como los aquí ana!izados, debe ser 

realizada única:nente c u a ~ d o  hay Una evidencia que así lo justifica. De llegar a aprobarse 

una rr,edida de este tipo, la misma deberá ser tratada con mucha atención y cuidado7 ya que 

de lo contrario pdríamos esta; en presencia de medios investigativos que resultarían 

violatorios de los derechos fundamentales de los ciüdacianos; sin distingo de víctimas e 

imputados. Una situación de este tipo sería una verdadera calamidad procesal y un 

retroceso en la evolución del sistema peca1 vigente. 

;Habría que hacer para eUo una reforma de tipo constitucional? 

No, solo que hay una tensión con base en la ley de h a b a s  data cosa que no veo como se 
suluciona d e  manera explícita, ha ie  que ser una :nbfeshyaci6ri p;ird ir peinarido perfiles, la 
cual requiere que la autoridad competate lo haga bajo supuestas de razmabilidad y 
rc>wL wiIdidad. .,rÜ pU&ü ,rl.v.oGgu- a a:aüí&> ;ü o qUe S; iIü 4, cUen'L. pÜr 

ejemplo, el Caso de Eliseo Vargas, con sólo ver la casa, debería una investigacion 
preliminar sin n e x s d a d  de al1anam;entoc 

Al igüal que en el caso de fa pregunta anterior, debe hacerse la salvedad de que fa 

implementación de medidas de este tipo deben hacerse con mucha cautela y tina enorme 

técnica legislativa, para no invadir ni lesionar los derechos fundamentales de fa ciudadanía. 



CONCLUSIONES GENERALES 

De la realizaciór: del presente trabajo final de graduac:bn, se obtiener: una serie de 

conclttsiones generales, las cuales deben ser ana1iz;;düs en conjunto, con e! propósito dc 

determinar si se cumple o no la hipótesis planteada iniciafaente 

En primer término, resulta evidente que en nuestro medio no existe una verdadera "política 

criminal" claramente definida. Por el contrario, el derecho penal costarricense, es 

establecidc por parte de la Asamblea Legislativa, en forma deserdenada y con una total 

ausencia de técnica legislativa. El proceso de tipificacijn pena!; de aqüellas condllctas que 

son consideradas como socialmente dañinas y fa cimtificación de las penas que deberán 

ser impuestss a tales conductas, norxalmente está condicionado p r  las presiones de fa 

sociedad y los medios de comunicación masiva, qüie~es consideran que las diferentes 

problemáticas sociales, son producto de la "suavidad y "pasividad" del derecho penal 

vigente. 

Además, subsiste la creencia popular (infundida en gran medida, por parte de los medios de 

comunicación masiva), de que con una mayor represión por parte del derecho penal y una 

mayor "agresividad persecutoria, se conseguirá una solución de las problemáticas que 

enfrenta la sociedad contemporánea. Esta creencia resulta completa..ente falsa, ya que la 

verdadera solución de los problemas que enfrenta fa sociedad actual, requiere de la 

-pu-ticipción activa de diferentes sectores sociales, tanto pitblico como privados, así como 

!a implementación de programas de apoye social, creación de oportunidades de empleo, 

asipación de recursos materiales a programas educativos y una distribución más equitativa 
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carácter populista, que lo í~nico que pretenden es acallar el clariior popular. Así, bajo la 

falsa ilusión de obtener mayor segirridad ciudadana, se prodilce un aumerito draconiano de 

las penas privativas de libertad y la incliisihn de nuevas conductas punibles, dentro del 

elenco de delitos que configuran la normativa penal vigente. Lógicamente, el resultado de 

esta falta de planificación, ha sido la ausencia total de soluciones verdaderas a la 

problemática que enfrenta la sociedad civil costarricense. 

Debe producirse una toma de conciencia sobre todos estos aspectos, por parte de los 

órganos encargados de definir las pautas a segwir en materia de "política criminal" y 

"política de persewción". Solamente así será posible alcanzar una verdadera reducción de 

los índices de la criminalidad, especialmente ef; los tiempos actuales, en los que se presenta 

la injerencia del "crimen organizado" en las diferentes actividades delincuenciales. Este 

aspecto es de suma importancia, ya que la intromisión del crimen organizado, en la 

comisión de ciertos tipos penales, hace que estos dejen de ser considerados como delitos 

convencionales, para pasar a ser considerados, delincuencia no convencional. Este es el 

caso de los delitos relacionados con la sustracción de vehículos y el narcotráfíco. 

La transformación se produce, porque el nivel de organización de las bandas, lo intrincado 

de las operaciones que se  efectúan en la comisión de los ilícitos penales y el nivel de 

perjuicio social que causan las orgaiizaciones criminales, provocan que las formas 

tradicionales de investigación resulten ineficaces, haciéndose casi imposible la detención y 

enjuiciamiento de los autores intelectuales (cabecillas) de tales delitos y la reducción 

efectiva de los índices de criminalidad. 



El Código Prvcesal Penal de 1996 que entró en vigencia en 1998, configura un primer 

j..t2 ,, ,nto por dutar al ó r g a o  persecutor de m a s  y herramientas (diferentes a los medios 

tradicionales) que permit;~? una efectiva perswucihn de la delincuznc~a no cmvencional, 

sentando las bases legales de una verdadera política de perseciición del Ministerio Público. 

Entre estas herramientas se encuentran la posibilidad de conciliación, suspensión del 

proceso apnieba y otras medidas alternas, que le permiten al h!inisterio Público priorizar su 

actividad persecutoria y brindar: la psibi!idad de entablar dlferen:es negociaciones con 

a lguos  imputados, para p ~ d e ;  alcanza: a los cabec;lla?; dr: las ba;;das de delincuentes. 

Asi, con estas herramientas el Ministerio Pitblico se encuentra en la posibilidad y 

obligación, de discrL.ninar cuales actividades defic:ivas va a pe;segiir preferentemente, ya 

que los recursos materiales y humanos w n  los que cuenta, svn müy escasos y deben ser 

enfocados de la mejor mamra para un mejor aprovechamientci de los mismos. Sin embargo, 

estas nuevas herramientas y diferente f m a  de persecución no deben confundirse con m a  

persecución inciiscriminada que menoscabe de los derechos y garantías fundamentales de 

los ciudadanos o viole los principios inspiradores del derecho penal. 

Lamentablemente, durante los últimos años, según se mencionó supra, se. viene presentando 

una corriente en la que los ciudadanos parecen estar dispuestos a renunciar a estas 

garantías, a cambio de una falsa sensacibn de seguridad. Esto ayudado por la deficiente 

labor informativa que realizan los medios de comunicación masiva, quienes influencian 

negativamente la visihn que de estos hechos tiene la sociedad civil, la ciial no se percata del 

peligro que corre con esta renuncia. 



Sin embargo, a pesar de la existencia de estas herramientas que brinda el Código Procesal 

Penal, los datos estadísticos estudiados en el presente trabajo, ;nuestran una pobre 

aplicación de los mismos, lo que conlleva una evidente st:b-tr:ilizaci6n de estos valiosos 

recursos, por desconocimiento, temo: o falta de planiflcaci6n 

Igualmente, de acuerdo a los datos que arroja la infomacihn estadística (durante los años 

estudiados), se descubre que el número de denuncias es mucho mayor al número de 

solicitudes de apertixa a juicio planteadas por las fiscalias y 1% causáij cjcií: verdaderamente 

lograron arribar er, forma efectiva a la fase de debate. Lo qcie no necesanarnente revela una 

deficiente labor p ~ r  parte de los órganos involücrados, ya qüe er, la fase de investigación, 

perfectamente se puede descubrir que la denuncia no tenia ninglir, fiindamento, o que no 

existen elementos probatorios suficientes para continuar con el proceso, lo que en el fondo 

representa uno de los objetivos de esta fase del proceso penal. Sin embargo, resulta 

preocupante que miichos procesos superan los tres años en trámite, ya que aquí sí pareciera 

que existe deficiencia en la labor realizada, porque en un lapso de este tipo, debería tenerse 

(al menos en la mayoría de los casos) certeza suficiente sobre la viabilidad del caso en 

cuestión. 

En suma, el Falso abordaje que se hace en la persecución de los delitos no convencionales, 

produce altos niveles de impunidad en esta materia, lo cual es reconocido casi 

unánimemente, por los profesionales entrevistados para efectos del presente trabajo, con lo 

que queda confirmada la hipjtesis planteada origrnalmente; sin embargo qtieda igualmente 

demostrado, qiie ello no es falta únicamente del Ministerio Público, el cual, más bien viene 

haciendo un esfuerzo por irnplernentar algún tipo de "politica de persecución" en sentido 



estricto durante los últimos años. Lo que resulta evidente es que para alcanzar una 

verdade:a reducción de los índices de criminafidad iinperantzs en Ici sociedad, (objetivo 

primordial qüz se busca con el derecho penal en !a actualidad), S? reqtiiere del esfi:erzo 

conjunto de todas aquellas entidades y organizaciones que tienen injerencia en el proceso 

de desarrollo e implementación de la política criminal y política de persecución en sentido 

estricto. 
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